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SENADO DE PUERTO RICO 
DIARIO DE SESIONES 

PROCEDIMIENTOS Y DEBATES DE LA  
VIGÉSIMA ASAMBLEA LEGISLATIVA 

TERCERA SESION ORDINARIA 
                      AÑO 2026 

VOL. LXXIV San Juan, Puerto Rico Lunes, 15 de junio de 2026 Núm. 43 

A la una y tres minutos de la tarde (1:03 p.m.) de este día lunes, 15 de junio de 2026, el Senado 
reanuda sus trabajos bajo la Presidencia del señor Carmelo J. Ríos Santiago, Primer Vicepresidente. 
 

ASISTENCIA 
 
Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José Luis 
Dalmau Santiago, Adrián González Costa, Héctor Gabriel González López, Marissa Jiménez Santoni, 
Gregorio Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Brenda 
Pérez Soto, Wilmer Reyes Berríos, Thomas Rivera Schatz, Joanne M. Rodríguez Veve, Karen Michelle 
Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, María de L. Santiago Negrón, 
José A. Santiago Rivera, Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda M. Soto Tolentino, Ángel 
Toledo López y, Carmelo J. Ríos Santiago, Primer Vicepresidente. 
 
Senadores ausentes y excusados: 

Marially González Huertas, Luis Javier Hernández Ortiz y Juan Oscar Morales Rodríguez. 
 

PRIMER VICEPRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico hoy lunes, 
15 de junio de 2026, a la una y tres de la tarde (1:03 p.m.). 

Señor Portavoz. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, solicitamos dar comienzo con el Orden de los 

Asuntos. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
SR. MATÍAS ROSARIO: La Invocación estará realizada por el señor Austin Kolthoff 

Caraballo, Coordinador Eclesiástico de la Oficina de Base de Fe del Senado. 
 

INVOCACIÓN Y/O REFLEXIÓN 
 

El señor Austin Kolthoff Caraballo, Coordinador Eclesiástico de la Oficina de Base de Fe del 
Senado, procede con la Invocación. 
 

SR. AUSTIN KOLTHOFF: Dios les bendiga. Señor Presidente, señores senadores y 
senadoras. 
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En esta tarde quiero compartir un corto versículo, se encuentra en el Libro de Isaías 2, capítulo 
6, verso 3, dice así: “Tú guardarás en completa paz a aquel cuyo pensamiento en Ti persevera; porque 
en Ti ha confiado.”  Y estamos en tiempos donde todos estamos buscando la paz, todos necesitamos 
la paz, paz mental, paz emocional, paz física y sobre todo paz espiritual. Y en esta tarde el Señor, a 
través de su Palabra nos ofrece esa paz, que no es cualquier paz, es la paz que Él solo nos puede dar.  

Pero es necesario que nosotros podamos cumplir con dos requisitos.  El primero, que nuestro 
pensamiento persevere en Él.  Si nuestra mente está enfocada en el Señor, vamos a tener paz y también 
si confiamos en Él en su Palabra Dios nos da la paz.  Y quiero exhortarles a todos los que están aquí 
a que busquemos a través de la Palabra del Señor, a través de nuestra meditación, esa paz que el Señor 
nos está ofreciendo y es una paz que Él nos la da día a día.  

Oremos: Señor, te damos gracias en esta tarde, gracias porque Tú nos permites estar aquí, 
Señor, para cumplir con las funciones que Tú pones delante de nosotros.  

Gracias, Señor, porque Tú eres quien nos da la paz, Señor y junto con la paz nos das la 
bendición, Padre amado, de poder hacer y cumplir la tarea, Señor, que Tú has encomendado a nuestras 
vidas.  Te pedimos que Tú te glorifiques de manera poderosa Señor.  En este día, Señor, que te 
glorifiques a través de los trabajos que se van a hacer aquí Señor, que nos llenes de paz y sabiduría 
para poder legislar, Señor, conforme a tu corazón y conforme a tu palabra. 

Gracias te damos, Señor. Bendice, bendice a cada uno de los senadores y senadoras, Señor. 
Bendice a sus familias Padre amado, mira sus necesidades, Señor. Sé Tú haciendo propicio para las 
necesidades de cada uno de ellos, Señor.  

Gracias Jesús, en tu nombre, Señor. Amén y Amén. Dios les bendiga. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Antes de continuar el compañero Héctor Joaquín va a hacer unas 

expresiones. 
SR. SÁNCHEZ ÁLVAREZ: Sí, buenas tardes, señor Presidente.  
Quiero reconocer que entre las gradas se encuentra un grupo de personas invitadas, mujeres 

líderes que están recién graduadas de lo que es la Escuela de Medicina San Juan Bautista de Caguas, 
en donde se especializaron en Salud Pública, reconocida por este senador Héctor Joaquín Sánchez en 
su reciente graduación de las cuales tengo varias que son constituyentes de nuestro Distrito.  

Así que pónganse de pie para ser reconocidas por este Hemiciclo y felicidades por sus logros.  
 

- - - - 
Ocupa la Presidencia el señor Thomas Rivera Schatz. 

- - - - 
 

SR. PRESIDENTE: Bienvenidos queridos invitados, gracias por estar aquí con nosotros y 
muchas felicitaciones. 

Señor Portavoz. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, antes de continuar para que se autorice a la 

Comisión de Desarrollo Económico, Pequeños Negocios, Banca, Comercio, Seguros y 
Cooperativismo a continuar Reunión Ejecutiva en el Salón de Mujeres Ilustres.   

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se autorice a la Comisión de Educación, Arte y Cultura a 

continuar Reunión Ejecutiva en el Salón de Mujeres Ilustres. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
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SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se autorice a la Comisión de Familia, Mujer, Personas de 
la Tercera Edad, Población con Diversidad Funcional e Impedimentos a continuar Reunión Ejecutiva 
en el Salón de Mujeres Ilustres. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se autorice a la Comisión de Juventud, Recreación y 

Deportes a continuar Reunión Ejecutiva en el Salón de Mujeres Ilustres. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se autorice a la Comisión de Planificación, Permisos, 

Infraestructura y Urbanismo a continuar Reunión Ejecutiva en el Salón de Mujeres Ilustres. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

 
APROBACIÓN DEL ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR 

 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se posponga la aprobación del Acta de 

la Sesión Anterior.  
(Queda pendiente de aprobación el Acta correspondiente al jueves, 11 de junio de 2026). 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto.  
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

 
PETICIONES DE TURNOS INICIALES AL PRESIDENTE 

 
(La señora Santiago Negrón; los señores Molina Pérez, González Costa; la señora Moran 

Trinidad; el señor Ríos Santiago; la señora Soto Aguilú; y el señor Matías Rosario solicitan Turnos 
Iniciales al Presidente). 
 

SRA. SANTIAGO NEGRÓN: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañera Santiago Negrón; compañero Molina Pérez, compañero 

González Costa; compañera Moran; compañero vicepresidente Ríos Santiago; compañera Soto Aguilú 
y obviamente el compañero Portavoz. 

Adelante, compañera Santiago Negrón. 
SRA. SANTIAGO NEGRÓN: Evidentemente, el tema obligado en esta Sesión, la precariedad 

que atraviesa buena parte de la población de la zona metropolitana, que ya lleva varios días sin agua, 
sin tener una noción clara de cuándo se restablecerá el servicio y padeciendo lo que, si algún día se 
contabiliza, ciertamente representará millones y millones de dólares en pérdidas de la actividad 
comercial y un sufrimiento imposible de contabilizar, de medir en dólares y centavos, las familias que 
hacen las largas filas en los oasis, las personas que viven en edificios multipisos y no pueden estar 
cargando con los galones de agua, las personas que tienen pequeños o mayores a su cuidado.  

Y en medio de esta crisis terrible, de este retroceso, la Gobernadora de Puerto Rico en lo que 
a mí me parece que es una declaración absolutamente cínica e irresponsable, ha publicado anuncio 
diciendo y esta es la frase, “Resolviendo hoy el problema eterno del agua”. Primero, a ver cuándo es 
ese hoy, porque no fue ayer y no es hoy, hoy vamos a ver si ese es el hoy de mañana o de pasado.  Y 
segundo, cómo que el problema eterno, utilizar ese adjetivo parecería sugerir que la carencia de agua 
en casas y en comercios opera como por mandato divino, es algo que antecede al tiempo registrado. 
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Y me parece que este es el momento y tendremos la Comisión Total en la que se interrogará 
al Presidente Ejecutivo de la AAA.  Dicho sea de paso, el Partido Independentista desde el año pasado, 
desde agosto está exigiendo que se interpele al titular de la AAA.  Y este Senado que hoy se lamentan, 
y los vi en las redes repartiendo agua, este Senado no es que simplemente ignoró la Petición del Partido 
Independentista que bajaron a votación nuestra Resolución y la derrotaron a viva voz, porque parece 
que el PNP no le parecía tan importante el tema del agua hace apenas unos meses. 

Momentos en que nos estábamos recuperando del incidente que provocó una rotura mayor, 
que también provocó pérdidas importantes y que generó un informe comisionado al ingeniero Carlos 
Pesquera, que primero, se basó en documentación que ya estaba en poder de la Autoridad de 
Acueductos y Alcantarillados, documentación que hemos peticionado a través de una Solicitud de 
Información, tramitada a través del Cuerpo.  No hemos recibido todavía la respuesta, pero información 
que ya estaba en manos de la AAA.  Y entre los elementos que se subraya en el informe preparado 
por el ingeniero Carlos Pesquera, está la urgencia de atender el tema del Superacueducto. 

Menciona específicamente que por un tiempo indeterminado seis (6) de los metros habían 
estado, uno (1) que nunca se instaló, otro defectuoso, dos (2) vandalizados, ¿qué pasó?  O sea, ¿con 
eso no pasó nada?  

Si no es en momentos de crisis, no hay quien responda.  Entonces, yo quisiera pensar que en 
esa Comisión Total el titular de la AAA va a ser capaz de nombrar quiénes son las personas, los seres 
humanos con nombre y apellido que tenían unas obligaciones que no se cumplieron.  Porque la falta 
de mantenimiento no ocurre por mandato celestial.  Alguien tenía un trabajo que hacer y no lo hizo y 
no ha tenido que pagar consecuencia alguna.  Es la cultura de la impunidad, la que permite decir, es 
que el problema del agua es eterno, no, no es eterno. Es responsabilidad de una Corporación pública 
que ha estado bajo el mandato del Partido en el Gobierno por más de una década.  Entonces, esperamos 
que en esa Comisión Total surjan las respuestas que está esperando el país y que de alguna manera 
sea posible imponer la responsabilidad pública que corresponde a quienes han fallado y tienen hoy a 
la zona metropolitana, pero por décadas a muchísimas otras comunidades en un estado de precariedad, 
de vulnerabilidad inaceptable.  

SR. PRESIDENTE: Compañero Molina Pérez. 
SR. MOLINA PÉREZ: Muchas gracias, señor Presidente. 
Hoy, un grupo de personas vendedores humilde vino hasta el Senado y fue bien recibido.  Le 

doy las gracias a nuestros compañeros por haberlos escuchado, y hoy es un momento para poder 
explicarle por qué yo defiendo mi puertorriqueñidad. 

Muchas personas lo hacen de una forma distinta, se dejan llevar por ideologías, partidos, cosas 
así.  Pero por eso nosotros defendemos nuestra puertorriqueñidad.  

Hace 98 años, 98.  Una señora en un barrio humilde, en una montaña en Lares, vivía en una 
casita era 10 x 10 en madera con tablas, no había cocina, no había baño dentro, eran cuatro (4) paredes, 
diez (10) hijos, tenían que dormir dentro de esa casa y como las tablas estaban separadas, la brisa 
atacaba por las noches y dormían arropados con sacos de café. 

Para poder ir a la escuela tenían que caminar largos tramos con tres (3) guineítos niños asados, 
cuando caían las fuertes lluvias en Lares, hace 98 años, no podían cruzar de vuelta.  Niños descalzos 
tratando de llegar a la escuela y tenían que esperar a que fueran por la noche a buscarlos en caballo, 
hace 98 años.  Esa es mi abuela, cumple años hoy.  

Las tardes eran bajo el sol candente, pero las mañanas llenas de trinos de aves y yo solo en el 
monte.  Ella me explicaba, me decía no eches veneno eso mata a los animalitos.  Me enseñó lo más 
duro, pero me enseñó a ser puertorriqueño, que tomamos café, las cosas que comemos, lo que 
cantamos.  Y uno puede notar que nuestra civilización es hoy, para nada es lo que era hace 100 años.  
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Y probablemente esa crianza es lo que ha llevado a que por lo menos este servidor defienda su 
puertorriqueñidad. 

A mí poco me importa las ideologías, los estatus y que se maten en los Plebiscitos.  A mí lo 
que me importa es que el resultado neto de nuestras acciones logre darle ese último aliento a esa 
pequeña clase jíbara que con su sacrificio levantó a este pueblo.  

La historia no las cuento porque eran duras, pero lo único que puedo hacer en estos momentos, 
abuela querida es seguir peleando por nuestra cultura, por nuestro idioma, por nuestras costumbres.  

Para que todo el mundo sepa tiene 98 años y ayer yo llegué y tenía un plato de guineos 
hervidos, sancochaos con chicharrón molido, porque ella quería probar el chicharrón a sus 98 años.  
Eso es por lo que peleamos nosotros y vamos a hacer lo que tengamos que hacer por defender nuestra 
puertorriqueñidad. 

Y yo te agradezco todos esos años de educación y de amor por mi país, de haberme enseñado 
los trinos, las aves, todo. No lo aprendí en la escuela y me lo enseñó alguien con poca escolaridad, 
pero con un amor profundo por nuestro país.  Te amo, abuela. Gracias por lo que hiciste, por lo que 
has hecho y simplemente somos el fruto de la semilla que tú cultivaste. Te amo. 

Esas son nuestras palabras, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Muchísimas gracias. 
Compañero González Costa, su turno. 
SR. GONZÁLEZ COSTA: Cómo no, muchas gracias, señor Presidente y buenas tardes a 

todos. 
Consumo este Turno Inicial con el aval de quienes han solicitado, que quienes ocupamos una 

posición en el servicio público, asumamos una postura.  Y creo que es importante servir de portavoces 
de una causa que no es política en su origen, pero que nace de decisiones que sí son políticas en su 
origen, y me refiero a la travesía que ha hecho Pellito a través de los últimos días, reclamando justicia 
para vendedores ambulantes como él y como muchos otros alrededor de todo el archipiélago.  

Coincide con el nombramiento de un nuevo Secretario de Desarrollo Económico y Comercio, 
¡sorpresa!  El mismo Gobierno que habla de desarrollo económico, de reformas de permisos para 
grandes construcciones, altera la naturaleza de los suelos, es el mismo que los que se buscan el pan 
honradamente en condiciones terribles a agua, sol y sereno ese comercio y ese limitado desarrollo 
económico para esas familias y quienes dependen de esas ventas, como los agricultores que le venden 
a esos puestos para que revendan sus productos, no disfruten de un desarrollo económico y le cierran 
las puertas de ese comercio. ¡Eso es penalizar el ingreso! 

Criminalizan al vendedor ambulante y los perjudican porque generan un ingreso por vender a 
la orilla de la carretera con permisos, pero de buenas a primeras el Gobierno les envía una carta para 
todos los efectos prácticos de despido.  Porque si ese es su único ingreso, si de eso es lo que viven y 
tú recibes una carta diciéndote que ya no puedes ejercer esa función, ni esa profesión ni llevar comida 
a la mesa de tu casa el Gobierno te está despidiendo y qué irónico.  Cuando el Gobierno despidió por 
la Ley 7, ¿cuál fue la opción que le dieron a los condenados que sí recibieron una carta de despido?  
Permisos de vendedores ambulantes.  O sea, le cierran las puertas en los trabajos, le cierran las puertas 
a vender sus productos o los de otros compatriotas a través de ese mecanismo, pero hablan de 
desarrollo económico y comercio.  Le pueden regalar el país a quien sea y no pueden hablar de 
desarrollo económico.  ¿De qué vale OPUS?  ¿De qué vale Esencia?  Si los que llevan comida a 
nuestras mesas y de mejor calidad y a mejores precios que el supermercado, van a salir del mercado, 
del comercio.  ¿Qué desarrollo económico es ese?  

Y, ¡bendito, aquí no hay ni agua!  ¿Inversión?  Ni local ni extranjera.  Los restaurantes de aquí, 
de la Isleta de San Juan, el viernes tuvieron que cerrar todos al mediodía porque no había luz ni agua.  
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Así que las verduras que les compraron a los vendedores ambulantes que … se echaron a 
perder porque no tenían freezer y la carne del país también se echó a perder porque no tenían freezer 
y tampoco generaron ingresos porque tuvieron que cerrar su restaurant.  

¿Desarrollo económico?  Todo tiene muchísimo sentido, la persona que acaban de nombrar su 
gran carta de representación es que viene de la Autoridad de Desarrollo de Roosevelt Roads.  Ese es 
el plan del Gobierno para el resto del país.  Tiene mucho sentido que sean decenas de cuerdas baldías, 
estructuras abandonadas, poco desarrollo económico y carencia de servicios esenciales como luz y 
agua.  Todo tiene perfecto sentido.  Este Gobierno quiere condenar este país a la precariedad, a la 
pobreza sin ningún tipo de desarrollo económico, salvo para unos pocos.  Como le dije a Pellito cuando 
lo recibí en mi oficina esta mañana.  Los vendedores ambulantes y quienes se benefician de esa 
industria, porque es una industria son más que los 28 Senadores y los 53 Representantes.  Cuando se 
habla de Mayorías, la mayoría está allá afuera, la mayoría está vendiendo sus productos, la mayoría 
está comprando esos productos, no están en megasconstrucciones, que hasta invaden nuestros recursos 
naturales y amenazan con que haya menos agua.  
 

- - - - 
Es llamado a presidir y ocupa la Presidencia el señor Ángel Toledo López, Presidente 

Incidental. 
- - - - 

 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): Le corresponde el turno a la compañera Nitza Moran 

Trinidad. 
SRA. MORAN TRINIDAD: Gracias, señor Presidente. 
Sí, voy a hablar del agua.  Voy a hablar del agua porque yo sé que ya mucha gente fuera de 

San Juan, también están pasando la vicisitud de no tener el preciado líquido en sus hogares.  
Y lo que me ha hecho hacer el llamado en el día de hoy es lo que tristemente se ve en las redes 

sociales cuando uno se pone las tennis, sale del aire acondicionado, se enrolla las mangas y comienza 
a atender a la gente que uno representa.  Y eso es triste, es triste porque más allá de quizás una crítica 
o de alguna animosidad política que los mueve a llevar un mensaje equivocado, de quién pone, quién 
hace, dónde se mueven las redes sociales, para dar a comunicar a nuestra gente dónde es que se está 
llevando el servicio, pues critican pensando que es un acto político.  Pues no lo es. 

No es un acto político cuando hay una crisis casi humanitaria de un servicio tan básico que se 
ha salido más allá de una rotura o un valvuleo de una manipulación de unos tanques de agua o quizás 
criticar en qué estado está la infraestructura, hacia dónde vamos encaminados a pequeño y a largo 
plazo, una rotura que ciertamente no se veía venir en una planta que era de la más nuevas.  

Y hoy más de 116,000 abonados están sin el preciado líquido.  Cuando uno sale a la calle, si 
uno hace el servicio y está ayudando a la gente y no te ven en las redes sociales, esa no está haciendo 
nada, esa está en el aire acondicionado, cogió un avión, se fue para un hotel, está en Aguadilla, que 
allá hay agua, esa se ocupa de la comunidad y no está presente.  Pero entonces si uno lleva el mensaje 
también es malo.   

Pues yo le voy a decir a esa gente lo que yo he vivido todo un fin de semana con camiones 
cisterna para llevar agua.  He bañado bebés.  He visitado gente encamada que a duras penas esperaban 
las cajas de agua que nosotros llevábamos para poderle dar un baño a ese envejeciente.  Ayer en Playita 
impactamos a 10.  Y cuando apenas, cuando se bajaba el tanque de agua poco a poco, mientras más 
gente llegaba con cubos y con todo lo que encontraban, yo veía más la necesidad de postear algo en 
las redes sociales. 
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Aquellos que me vieron y que me criticaron, echen pa’ca, denme la mano.  Necesito ayuda.  A 
repartir agua, a llenar tanquecitos y a visitar la gente que hace falta.  ¡Echen para acá, sean parte de la 
solución!  Porque por las redes es bien fácil, pero bajen a las comunidades, se lo dicen a mi gente, 
Tras Talleres, Playita, El Gandul, Villa Palmeras, Calle Cerra, Condominio Bahía, vengan para acá, 
llamen, llamen.  Égidas en Miramar buscando quién les llene las cisternas.  Comerciantes que ya no 
pueden abrir sus puertas.  ¡Vengan para que cojan el teléfono y sepan cómo es ayudar a nuestra gente!  
Aquí nadie está politiqueando con nada, estamos atendiendo.  Y si tienes algo que aportar y no quieres 
pasar calor ni coger sol, déjame las cajitas de agua que yo las cojo y las reparto humildemente.  Y si 
quieres, puedes ser parte de la evolución de las personas que queremos un mejor Puerto Rico. 

Añádanse, no resten.  Esto es humanitario, se los digo de corazón.  Y ojalá que no les toque lo 
que yo tuve que vivir, niños que ya no aguantaban el calor en sus hogares y viejitos que ni siquiera 
podían hablar de lo exhaustos que están ya.  Los exhorto a ser parte de la solución y no del problema.   

Esas son mis palabras, señor Presidente. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): Muchas gracias a la compañera. 
Le corresponde el turno al compañero senador Ríos Santiago. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Muchas gracias, compañero Presidente. 
Compañeros y compañeras, a la senadora Moran le digo que no se preocupe por esos o esas, 

porque son muchos menos y se esconden detrás de un bolígrafo, pero pocas veces en su vida real han 
sido exitosos y por eso están donde están, porque yo sé de quién usted habla.  De hecho, tienen 
apartamento frente a la playa, dentro de la zona marítimo terrestre y hasta hacen video de lo lindo que 
es, pero protestan en otro lado. 

Habiendo dicho eso, yo creo que es importante que toquemos el asunto del agua con nuestra 
responsabilidad que se acerca el miércoles en la Comisión Total.  Ya sabemos que no es un asunto de 
boicot, ya sabemos que no es un asunto de válvulas.  Ya sabemos que no es una carrera hacia la luna, 
quién fue el primero, quién fue después.  Lo que sí sabemos es que hay que resolver el problema no 
de una, no de dos ni de tres, de cuatro averías y posiblemente más.   

De igual manera, sabemos que este Senado tiene la obligación no de poner en ridículo a un 
funcionario, sino de buscar lo que nos importa, que es la gente que representamos.  Por eso yo le 
adelanté las preguntas al señor Presidente de la corporación de Acueductos y Alcantarillados, Director 
Ejecutivo, con miras a buscar lo que está pasando en mi Distrito de Bayamón, los proyectos e informar 
a la ciudadanía lo que posiblemente ya ellos saben.  Pero esa es nuestra función, y es una función 
indelegable.   

Como lo es también el asunto de los vendedores ambulantes.  Y algo que desde temprano 
empecé a trabajar, el 2 de junio para ser exactos, cuando Pellito, a quien conozco hace unos varios 
años, este joven de Cayey, ahora reside en Salinas, promocionaba en las redes sus árboles y sus frutos 
a un precio muy bajo.  Y yo fui a Cayey a visitarlo.  Y él le dice finca, pero en aquel momento lo que 
había era una ladera donde él con su papá don Pello estaban sembrando y tenían un vivero muy 
modesto, muy humilde en una entrada bien incómoda, tanto así que si tú entrabas tres vehículos, el 
tercero tenía que salirse para que saliera el segundo y el primero.  Y ahí me di cuenta que este joven 
estaba empezando, pero estaba empezando bien.  Pasaron los años y Pello estuvo en Guaynabo, ha 
estado en Bayamón, ha estado en Cayey, ha estado en un montón de lugares.  Da clases en las escuelas 
y monta literalmente este negocio con su influencia en las redes, muy exitosa, para el sustento de lo 
que se convirtió en un momento cooperativista al lado de una carretera, y de un ambulante, se convirtió 
en una edificación. 

Ciertamente, hay una incongruencia entre muchos de los mensajes que se dan, pero hay unos 
asuntos que realmente nos toca a nosotros establecer lo que son las medidas, seguridad, empatía, pero 
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también la conciencia colectiva, algunas con agendas políticas detrás de la figura de Pello.  Los que 
han sido alcaldes aquí saben de lo que yo hablo.  Saben de esos empresarios, de esos jóvenes, de esas 
personas que tienen literalmente sus negocios a la orilla de la carretera para poder sobrevivir.  Y la 
frase es “sobrevivir”.   

Nuestros agricultores están a la merced de personas que acaparan un producto que pagan en 
noventa (90) días, que no pagan el precio justo, y la única manera de salir y poder vender sus productos 
de una manera sustentable y honrada es a través de sus negocios. 

Ahora, ¿cómo balanceamos aquí el asunto de la seguridad vial con lo que es la realidad?  Pues 
el 2 yo radiqué una medida que se unieron muchos compañeros, acto seguido el compañero Rafy 
Santos radicó una medida para una moratoria, el compañero Eliezer Molina también ha planteado en 
aquel momento hace unas semanas atrás o dos, una medida muy parecido que se está uniendo entonces 
a la de este servidor, por eso fue que no se le aprobó aquella, con miras de que el Departamento de 
Transportación y Obras Públicas establezca entonces una manera clara lo que va a ser el reglamento, 
de dónde se puede y no se puede.  Y donde no se puede, vamos a buscar la manera sensible de que 
comerciantes como Pellito, que hay miles puedan hacerlo legalizado, establecido y que sepan que este 
Senado, fue este Senado, junto con todos los compañeros, porque yo solo no lo puedo hacer ni 
pretendo, vamos a buscar la solución a ese problema, fuera de banderías políticas. 

Dentro de los procesos de Pellito hubo expresiones políticas, claro que sí.  Podemos estar a 
favor o en desacuerdo.  Lo que no podemos es estar en desacuerdo es en la indiferencia.  Nosotros no 
aplicamos la indiferencia. 

Son mis palabras. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): Muchas gracias, compañero. 
Le corresponde el turno a la compañera senadora Soto Aguilú. 
SRA. SOTO AGUILÚ: En el día de hoy hay varios temas que quiero abordar.  Y voy a 

comenzar primero, hablando sobre que en el día de ayer se celebró el día de la Conmemoración de la 
Bandera Norteamericana, del cual todos los que estamos aquí presentes, siendo ciudadanos 
americanos, debimos de una u otra forma haber educado, celebrado o entendido el significado no 
solamente de la bandera americana, sino de la fundación del Ejército de los Estados Unidos en sus 250 
años. 

Ser puertorriqueño no te quita sentirse ciudadano americano, como lo siente un tejano, que 
dice que es tejano y enorgullece en el día de ayer ser ciudadano americano.  Como ser floridiano y 
enorgullece en el día de ayer ser ciudadano americano.  Pero muchas veces aquí se habla de la unión 
permanente con los Estados Unidos por parte del Partido Popular y ayer no vi una sola actividad oficial 
del Partido Popular Democrático celebrando los 250 años de fundación del Ejército de los Estados 
Unidos ni celebrando el Día de la Bandera Norteamericana. 

Pasado eso a un lado, quiero hablar sobre el licenciado Carlos Ríos Pierluisi, quien ha 
solicitado como Director Ejecutivo de la Junta Directiva para el Desarrollo de la Base Roosevelt 
Roads, más de ciento treinta y tres (133) millones de dólares a la Junta de Control Fiscal para su 
desarrollo y si verifican actualmente esa cuantía de dinero está bajo la evaluación de la Junta de 
Control Fiscal.  Y ese precisamente es la persona que la Gobernadora ha designado en este momento 
como el próximo Secretario del Departamento de Desarrollo Económico.  Así que cuando hablen del 
licenciado Ríos Pierluisi, hablen con los datos correcto.  Porque lo más fácil es minar reputaciones 
desde el micrófono del Hemiciclo del Senado. 

Por último y no menos importante, el tema del agua.  Quiero corregir a la Portavoz del Partido 
Popular, no solamente al agua metropolitana carece de agua.  Nosotros en Juncos desde hace veinte 
(20) días no tenemos agua.  Yo soy una de esas personas afectadas. Y en ningún momento he utilizado 
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mis turnos en el Hemiciclo para hablar de crisis humanitaria ni subir en las redes sociales cómo es que 
la gente en mis barriadas, en Juncos pasan necesidad.  Lo único que he hecho es orar por todos los 
trabajadores que están trabajando veinticuatro (24) horas consecutivas en un ambiente inhóspito, en 
unas condiciones difíciles para que la situación se pueda arreglar.  

La avería de la que habla el Partido Popular Democrático de octubre de 2025 fue en Manatí y 
no hubo un solo representante del Partido Popular ni del Partido Independentista.  Estuvo la senadora 
Brenda Soto, Gaby, estuvo Gregorio y estuve yo.  Y estuvo también el representante Parés con la 
Gobernadora allí.  Así que es fácil hablar de ir a los sitios a ver dónde es que están las roturas y ver 
las necesidades y no comprender la complejidad de la infraestructura. 

Pero ahora voy a decir lo siguiente.  Sí es correcto, Portavoz del PIP, que el problema del agua 
y de interrupción es algo eterno.  En el año 2000 comenzaron los grandes señalamientos federales por 
parte del Departamento de Justicia Federal bajo Pedro Rosselló, porque había problemas con la EPA 
porque no se estaban trabajando los temas relacionados con violaciones al sistema de agua potable, 
plantas y cumplimiento con leyes federales.   

En el 2003, bajo la Administración de Sila María Calderón, había un problema con el Gobierno 
Federal ante un acuerdo que tuvo que hacer Acueductos por violaciones a las leyes de aguas limpias 
y aguas usadas y estancamientos en las estaciones de bombeo.   

En el 2006, bajo la Administración de Aníbal Acevedo Vilá, se hizo admisión por parte del 
Gobierno de Puerto Rico, con una multa criminal de nueve (9) millones de dólares y acuerdos para 
realizar mejoras a las plantas de tratamiento de aguas usadas de Puerto Rico.   

En el año 2015, bajo la Administración de Alejandro García Padilla, hubo otro acuerdo federal 
por incumplimiento, tanto a faltas en fallas de bombeo y plantas de filtración en Puerto Rico.   

Bajo Ricardo Rosselló, el paso del huracán María, la gente alrededor de Puerto Rico, más de 
seis (6) meses estuvo sin el servicio de agua potable. 

¿Y qué es lo que quiero decir con esto?  Que al menos nosotros, bajo la Administración de 
Jenniffer González Colón, estamos mirando a la gente a la cara y estamos diciendo lo que no se hizo 
desde hace más de 20 años, estamos tratando de enderezarlo.  Así que respeto para los trabajadores, 
entendimiento como yo, como consumidora de Acueductos y Alcantarillados, tenemos consideración 
con ustedes, pero en este momento lo importante es atender la avería.  Que los créditos, las 
reclamaciones y los reproches pueden venir después. 

Son mis expresiones. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): Muchas gracias, compañera. 
Le corresponde el turno al señor Portavoz de la Mayoría del Partido Nuevo Progresista. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Dios lo bendiga, señor Presidente, así a mis hermanos senadores. 
Nuevamente escucho a los compañeros, en específico a los compañeros del PIP, con su estilo 

de criticarnos, criticar y criticar.  Hay compañeros que están en la calle, sí, Wandy Soto.  Nuestra 
compañera Migdalia Padilla pendiente a su gente.  Carmelo Ríos y muchos de mis compañeros están 
pendiente a las necesidades de la gente de sus sectores.  Por ahí lo pueden ver en redes sociales, porque 
esto de que tu mano derecha no vea lo que hace tu izquierda, eso no significa que un político que sabe 
que se le debe a la gente no va a enseñar lo que está haciendo.   

Lo que yo no he visto por ahí son videos de algunos de los compañeros del PIP ayudando a la 
gente.  Sí los podemos ver aquí con mucha palabrería y palabras de domingo para tratar de decir a la 
gente que están haciendo algo, pero no hacen nada por la gente.  Tienen la misma autoridad, tienen la 
misma obligación que cualquiera de los compañeros. 
 
 



Lunes, 15 de junio de 2026  Núm. 43 
 
 

19042 

 
Incluso, hay compañeros del Partido Popular que me han llamado a mí si les puedo hacer 

gestiones para llevar agua a diferentes partes.  Compañeros del Partido Popular, que ellos lo dirán 
cuando quieran.  Los que no han hecho nada son los del PIP.  Esos que se pasan criticando y tratan de 
decir qué hay que hacer, esos sí que no han hecho nada.  Esos no salen de sus asientos.  Esos no van 
a la calle porque es que sudan.  Tal vez como son intelectuales, ellos no pueden ir a ver las necesidades.  
¿O no hay un independentista que no tenga agua?  Puede ser que eso pues tengan todos agua, porque 
los de ellos no van a la calle a defenderlos, no van a la calle a buscar.   

Y los escuchamos hablar de que se tiene que construir.  Oye, pero ese discurso es como 
hipócrita.  ¿Porque sabe cuánto dinero federal hay en Acueductos para reconstruir?  Sobre ocho (8) 
billones, algo que ellos dicen que los gringos se vayan de aquí.  Gente que no quieren saber de los 
americanos, pero tú los sientes parados aquí hablando de reparación con el dinero que nos dan los 
americanos. 

¿Qué vamos a hacer si tenemos una independencia?  O sea, ¿cómo ellos van a sustentar una 
independencia?  Es porque no quieren saber de los americanos. Se paran aquí hablar, y si sudan algo 
mientras están hablando, la verborrea normal que hacen, pero salir a la calle como hacen los penepés 
y los populares a defender a su gente, eso los del PIP no lo pueden hacer, ellos son intelectuales, ellos 
son para pararse en ese micrófono a hablar mucho y no hacer nada. 

Criticar que un senador, criticar que un legislador vaya a la calle, a gente que votó por él, a 
ayudarlo, es verdaderamente estar fuera de este lugar.  Es no tener la mente clara.  Cómo es posible 
que si nosotros, la gente nos eligió para luchar por ellos, nos quedemos en las sillitas estas, en el aire 
acondicionado o en el Salón Café.  Para eso sí son buenos, para criticar, pero no hay acción en sus 
palabras.  No hay nada que hagan por su gente.   

Criticar que la Gobernadora se pare y le diga a la gente lo que está haciendo, para eso está, 
para ella decirle al pueblo dónde están las cosas, qué está haciendo, qué se está logrando.  Ese es el 
papel de la Gobernadora.  Pero lo de ellos es criticar, pero ahí sentados.  No los he visto.  Si alguien 
tiene algún video de algunos de estos del PIP, tanto de aquí como en la Cámara ayudando a la gente, 
que me lo enseñe.  O puede ser que los independentistas aquí estén protegidos y todos ellos tengan 
agua.  Porque los compañeros además de hablar y hablar y criticar, no los veo accionando.   

O sea, hay que criticar a Nitza Moran porque fue a la calle, a Wandy Soto, a Migdalia Padilla, 
a Carmelo Ríos, a todos los compañeros de la Delegación del PNP hay que criticarlos porque estamos 
en la calle.  Nuestro presidente Toledo, Thomas Rivera Schatz, estamos buscando cómo ayudar a la 
gente, porque no nos creemos la historia de que somos intelectuales y lo único que tenemos que hacer 
es hablar basura mientras estamos parados aquí.  No, nosotros creemos que hay que ayudar a la gente, 
y eso se hace yendo a las comunidades, viendo las necesidades, estableciendo los problemas, dándole 
explicación. 

Para eso vamos a hacer la Comisión Total, porque cada Senador de Distrito aquí, Senador por 
Acumulación, quiere saber cuáles son los problemas, porque la gente a nosotros nos llama.  Ve, 
nosotros no estamos en el pedestal que están los compañeros del PIP.  Los números de nosotros sí son 
públicos y así podemos ir a ayudar a la gente, ellos no.  Pues nosotros queremos esta Comisión Total 
para saber qué explicarle al pueblo.  Como está haciendo la Gobernadora porque tiene los datos.  O si 
la Gobernadora se quedara calladita en una esquina no estuvieron pidiéndole que hable.  Lo que pasa 
es que como en su discurso son hipócritas, pues no concuerdan las cosas que ellos proponen con las 
que hacen. 

Así que mientras ellos critican, que los compañeros del PNP y populares salen a defender a su 
gente, mientras ellos lo que hacen es decir qué harían o qué se debiese hacer, nosotros lo estamos 
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haciendo.  Y vuelvo y repito, esto no se trata solamente de la Delegación del PNP, porque tengo que 
decirle que los compañeros populares también lo han hecho.  Los que no hacen nada son esos dos que 
están ahí. 

Esas son mis palabras, señor Presidente. 
Antes de continuar, para que se autorice a la Comisión del Programa Pilar Barbosa de 

Internados en Educación de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico a continuar Reunión Ejecutiva en 
el Salón Bobby Rexach Benítez. 

PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): Adelante. 

 
 

INFORMES POSITIVOS DE COMISIONES PERMANENTES, 
ESPECIALES Y CONJUNTAS 

 
La Secretaría da cuenta de los siguientes Informes Positivos de Comisiones Permanentes: 

 
De las Comisiones de Hacienda, Presupuesto y PROMESA; y de Juventud, Recreación y 

Deportes, un informe conjunto proponiendo la aprobación del P. del S. 768, sin enmiendas. 
De la Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA, dos informes proponiendo la 

aprobación del P. del S. 985 y de la R. C. del S. 176, sin enmiendas. 
De la Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA, los décimo y undécimo informes 

parciales sobre la investigación requerida por la R. del S. 111. 
De las Comisiones de lo Jurídico; y de Familia, Mujer, Personas de la Tercera Edad y 

Población con Diversidad Funcional e Impedimentos, un informe conjunto proponiendo la aprobación 
del P. del S. 1071, con enmiendas, según el entirillado que lo acompaña. 

De las Comisiones de Desarrollo Económico, Pequeños Negocios, Banca, Comercio, Seguros 
y Cooperativismo; y de Agricultura, un informe conjunto proponiendo la aprobación del P. del S. 
1185, con enmiendas, según el entirillado que lo acompaña. 

De la Comisión de Desarrollo Económico, Pequeños Negocios, Banca, Comercio, Seguros y 
Cooperativismo, dos informes proponiendo la aprobación del P. del S. 1221 y de la R. C. del S. 175, 
con enmiendas según los entirillados que los acompañan. 

De la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano, un informe proponiendo la 
aprobación del P. del S. 986, con enmiendas según el entirillado que lo acompaña. 

De la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano, un informe proponiendo la 
aprobación del P. de la C. 1147, sin enmiendas. 

De la Comisión de Educación, Arte y Cultura, el primer informe parcial sobre la investigación 
requerida por la R. del S. 423. 

De la Comisión de Familia, Mujer, Personas de la Tercera Edad y Población con Diversidad 
Funcional e Impedimentos, un segundo informe proponiendo la aprobación del P. del S. 1104, con 
enmiendas, según el entirillado que lo acompaña. 

De la Comisión de Trabajo y Relaciones Laborales, un informe proponiendo la aprobación del 
P. del S. 1101, con enmiendas, según el entirillado que lo acompaña. 
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De la Comisión de Trabajo y Relaciones Laborales, un tercer informe proponiendo la 

aprobación del P. del S. 610, con enmiendas, según el entirillado que lo acompaña. 
De las Comisiones de Vivienda y Bienestar Social; y de Familia, Mujer, Personas de la Tercera 

Edad y Población con Diversidad Funcional e Impedimentos, un informe conjunto proponiendo la 
aprobación de la R. C. del S. 179, con enmiendas, según el entirillado que lo acompaña. 

- - - - 
 

Luego de preparado el Orden de los Asuntos, la Secretaría da cuenta de los siguientes Informes: 
 

De la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos, seis informes proponiendo la 
confirmación de las designaciones de la licenciada Maritere De Jesús Aponte como Jueza Municipal 
del Tribunal de Primera Instancia; de la licenciada Brenda A. García Ramos como Registradora de la 
Propiedad del Departamento de Justicia; de la licenciada Louanna Naomi Cruz Rivera como Fiscal 
Auxiliar I del Departamento de Justicia; de la licenciada Yoreilie Velázquez Ferrer como Fiscal 
Auxiliar I del Departamento de Justicia; del licenciado Michel Mir Martínez como Fiscal Auxiliar I 
del Departamento de Justicia; y de la doctora Francisca Montalvo Rosado para un nuevo término como 
Miembro de la Junta de Instituciones Postsecundarias. 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se reciban los Informes y nombramientos y se incluyan en 
el Calendario de Órdenes Especiales del Día. 

PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): Adelante. 

 
 

INFORMES NEGATIVOS DE COMISIONES PERMANENTES,  
ESPECIALES Y CONJUNTAS 

 
La Secretaría da cuenta de los siguientes Informes Negativos de Comisiones Permanentes: 

 
De la Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA, dos informes proponiendo la no 

aprobación de los P. del S. 960 y 1128. 
De la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano, un informe proponiendo la no 

aprobación del P. del S. 961. 
De la Comisión de Educación, Arte y Cultura, un informe proponiendo la no aprobación del 

P. del S. 934. 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se reciban. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): Adelante. 
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RELACIÓN DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 

 
La Secretaría da cuenta de la primera Relación de Proyectos y Resoluciones Conjuntas 

recibidos de la Cámara de Representantes y referidos a Comisión por el señor Presidente. Se prescinde 
de la lectura, a moción del señor Gregorio Matías Rosario: 
 

PROYECTOS DE LA CÁMARA 
 
P. de la C. 570 
Presentada por el representante Carlo Acosta: 
 
“ Para enmendar el inciso (E) del Artículo 2 y el Artículo 5 de la Ley Núm. 1-2022, conocida como 
“Carta de Derechos de los Policías “a los fines de reconocer e incluir a los policías retirados dentro de 
determinadas disposiciones de dicha Ley; extenderles ciertos derechos y beneficios de carácter social, 
institucional, honorífico y de reconocimiento compatibles con su condición de retiro; delimitar la 
aplicabilidad de ciertos derechos y beneficios exclusivos para policías activos; preservar los derechos 
reconocidos a sus cónyuges supérstites e hijos, conforme a la ley; entre otros fines relacionados.” 
(SEGURIDAD PÚBLICA Y ASUNTOS DEL VETERANO) 
 
P. de la C. 572 
Presentada por la representante Pérez Ramírez: 
 
“Para establecer como mandatorio que todo contrato de seguro médico en Puerto Rico incluya en su 
cubierta la evaluación de procesamiento auditivo central y las terapias del procesamiento auditivo u 
otras intervenciones terapéuticas relacionadas para estudiantes con necesidades de educación especial 
mayores de veintiún (21) años, siempre que medie prescripción de un profesional de la salud 
licenciado y necesidad médica certificada, con el fin de garantizar la continuidad de estos servicios 
esenciales una vez culminen la escuela secundaria y accedan a la educación postsecundaria; disponer 
la coordinación de dichos servicios con la Administración de Rehabilitación Vocacional; disponer 
para que el Comisionado de Seguros de Puerto Rico adopte, enmiende o derogue reglamentación para 
el cumplimiento de esta Ley.” 
(SALUD) 
 
P. de la C. 860 
Presentada por el representante Colón Rodríguez: 
 
“Para añadir un inciso j al Sección 4 de la Ley Núm. 95 de 29 de junio de 1963, según enmendada, 
conocida como la “Ley de Beneficios de Salud para Empleados Públicos”, a los fines de disponer que, 
cuando un empleado tenga cubierta médica familiar mediante el plan de su cónyuge o de un familiar, 
no perderá el derecho a recibir la aportación patronal, sino que podrá recibirla como estipendio o 
subsidio el cual se otorgará mediante un mecanismo de reembolso, para sufragar gastos médicos no 
cubiertos por dicho plan; disponer que el beneficio aquí establecido será extensivo a los empleados y 
funcionarios de la Rama Judicial, de la Asamblea Legislativa y de las corporaciones públicas, 
conforme a las leyes especiales que les son aplicables y no obstante su exclusión de la definición de 
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“empleado” contenida en la Sección 3 de la Ley Núm. 95 de 29 de junio de 1963; y para otros fines 
relacionados.” 
(GOBIERNO; Y DE TRABAJO Y RELACIONES LABORALES) 
 
 
P. de la C. 936 
Presentada por el representante Estévez Vélez: 
 
“Para crear la “Ley de Protección, Equidad y Apoyo a Freelancers, Emprendedores y Pequeños y 
Medianos Negocios en Puerto Rico” con el fin de establecer la obligación de que toda persona natural 
o jurídica que contrate, subcontrate o reciba servicios de profesionales independientes, freelancers, 
emprendedores o pequeñas y medianas empresas (PyMEs) formalice dichos acuerdos mediante 
contrato escrito; disponer las condiciones mínimas de pago y cumplimiento; crear el Fondo de 
Beneficios y Reconocimiento a Freelancers y Emprendedores de Puerto Rico bajo la administración 
del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio; y para otros fines relacionados.” 
(DESARROLLO ECONÓMICO, PEQUEÑOS NEGOCIOS, BANCA, COMERCIO, SEGUROS Y 
COOPERATIVISMO) 
 
 
P. de la C. 1173 
Presentada por el representante Nieves Rosario: 
 
“Para designar con el nombre de “Sabor de las Atenas” a la Ruta Gastronómica y Panorámica que 
transcurre la Carretera PR-685 que atraviesa el Municipio de Manatí; establecer un Comité de Trabajo 
de la Oficina de Turismo del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio o cualquier ente 
jurídico sucesor, para que pueda identificar, tomar acción afirmativa y dar debido cumplimiento a 
todos los requerimientos dispuestos en esta Ley; incluyendo el establecimiento de acuerdos 
colaborativos con el Municipio de Manatí y/o cualquier otra entidad pública o privada; desarrollar los 
planes de mercadeo y promoción que se estimen necesarios; someter un Informe Anual ante la 
Asamblea Legislativa detallando su cumplimiento con los requerimientos y exigencias de esta Ley; 
coordinar con otras agencias y para otros fines.” 
(TURISMO, RECURSOS NATURALES Y AMBIENTALES) 
 
P. de la C. 1251 
Presentada por el representante Méndez Núñez: 
 
“Para crear la “Ley de la Capacidad del Padre y la Madre Joven”; añadir un nuevo inciso (e) al Artículo 
638, enmendar el Artículo 639, enmendar el Artículo 599 y añadir un nuevo inciso (f) al Artículo 687 
de la Ley 55-2020, según enmendada, conocida como “Código Civil de Puerto Rico de 2020”; y añadir 
un nuevo Artículo 19-B a la Ley Núm. 24 de 22 de abril de 1931, según enmendada, conocida como 
“Ley del Registro Demográfico de Puerto Rico”, a los fines de reconocer como una de las clases de 
emancipación la paternidad o maternidad a menores que ya hayan cumplido los 18 años de edad y 
establecer la forma en que se reconocerá la capacidad de los menores de edad que hayan cumplido 16 
años de poder inscribir a sus hijos o hijas en el Registro Demográfico, y para otros fines relacionados..” 
(JURÍDICO) 
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RESOLUCIONES CONJUNTAS DE LA CÁMARA 

 
R. C. de la C. 60 
Presentada por la representante del Valle Correa: 
 
“Para ordenar a la Autoridad de Tierras traspasar al precio nominal de un dólar ($1.00) al Municipio 
de Canóvanas, los terrenos donde enclavan las viviendas de los residentes de la calle número 10, en 
el Sector Jardines de Palmarejo, del Barrio San Isidro, y de la comunidad de Santa Catalina en el barrio 
de Torrecilla Alta calle 16, ambos localizados en el Municipio de Canóvanas, para que dicho 
Municipio a su vez realice todas las gestiones necesarias para segregarlos y cederlos a las familias que 
allí residen.” 
(AGRICULTURA) 
 
R. C. de la C. 87 
Presentada por la representante Martínez Soto: 
 
“Para ordenar al Departamento de Agricultura y a la Autoridad de Tierras proceder con la liberación 
de las restricciones y las condiciones sobre preservación e indivisión previamente impuestas y 
anotadas según dispuesto por la Ley Núm. 107 de 3 de julio de 1974, según enmendada, del predio de 
terreno marcado con el número siete (7) en el plano de subdivisión de la finca Algarrobo, sita en el 
Barrio Algarrobo de la jurisdicción municipal de Aibonito, Puerto Rico y adquirida por don Benjamín 
Figueroa Cintrón y doña Isabel Calcorzi Rodríguez, hoy fallecidos, a los fines de permitir la 
segregación de esta finca a favor de sus hijos herederos.” 
(AGRICULTURA) 
 
R. C. de la C. 88 
Presentada por la representante Martínez Soto: 
 
“Para ordenar al Departamento de Agricultura y a la Autoridad de Tierras proceder con la liberación 
de las restricciones y las condiciones sobre preservación e indivisión previamente impuestas y 
anotadas según dispuesto por la Ley Núm. 107 de 3 de julio de 1974, según enmendada, del predio de 
terreno marcado con el número quince  (15) en el plano de subdivisión de la finca Algarrobo, sita en 
el Barrio Algarrobo de la jurisdicción municipal de Aibonito, Puerto Rico y adquirida por don Alfredo 
González Malavé y doña Lucía Ortiz Rolón, hoy fallecidos, a los fines de permitir la segregación de 
esta finca a favor de sus hijos herederos.” 
(AGRICULTURA) 
 
R. C. de la C. 230 
Presentada por la representante Medina Calderón: 
 
“Para ordenar a la Oficina de Turismo del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio o 
cualquier ente jurídico sucesor, realizar los trámites administrativos necesarios y pertinentes para 
cumplir con las disposiciones de la Ley 25-2018, que declaró un tramo de la Carretera Estatal Núm. 
PR-187, del Municipio de Loíza, como la Ruta de Turismo Gastronómico que será conocida como: 
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“Ruta de la Tradición Loiceña”; someter informes ante las secretarías de ambos Cuerpos Legislativos 
y para otros fines relacionados.” 
(TURISMO, RECURSOS NATURALES Y AMBIENTALES) 
 
R. C. de la C. 245 
Presentada por la representante Medina Calderón: 
 
“Para crear la Comisión Interagencial en atención a la Erosión Costera en el Municipio de Loíza; 
disponer sobre su composición y jurisdicción; disponer sus facultades y poderes; establecer su 
término, vigencia y deber de presentar un Informe Parcial y Final; y para otros fines relacionados.” 
(TURISMO, RECURSOS NATURALES Y AMBIENTALES) 
 
R. C. de la C. 293 
Presentada por el representante Roque Gracia: 
 
“Para denominar la cancha de la Escuela Francisco Roque Muñoz en Naranjito, Puerto Rico, con el 
nombre de José Eduardo Corretjer Rivera, en reconocimiento a su invaluable legado y contribuciones 
a la comunidad y el desarrollo deportivo; y para otros fines.” 
(GOBIERNO) 
 
R. C. de la C. 307 
Presentada por la representante Ramos Rivera: 
 
“Para ordenar a la Autoridad de Transporte Integrado de Puerto Rico a autorizar en coordinación con 
el Salón de la Fama del Deporte Riopedrense la instalación de un mosaico en la estación Río Piedras 
del Tren Urbano en honor al fenecido baloncelista puertorriqueño Juan “Johnny” Báez Mariño; y para 
otros fines relacionados.” 
(TRANSPORTACIÓN, TELECOMUNICACIONES, SERVICIOS PÚBLICOS Y ASUNTOS DEL 
CONSUMIDOR) 
 
R. C. de la C. 308 
Presentada por el representante Colón Rodríguez: 
 
“Para ordenar a la Autoridad de Tierras de Puerto Rico a proceder con la liberación de las condiciones 
y restricciones de la parcela de terreno marcada con el número DR guión ochenta y ocho (DR-88), en 
el Plano de Subdivisión del Proyecto Soller, sita en el Barrio Quebrada del término municipal de 
Camuy, Puerto Rico, compuesto de veinticinco cuerdas con mil doscientas sesenta y cuatro 
diezmilésimas de otra (25.1264 cdas.), equivalentes a noventa y ocho mil setecientos cincuenta y seis 
punto seis mil quinientos dieciocho metros cuadrados (98,756.6518 mc) la cual  colinda por el Norte 
con la Finca número ochenta y siete (87); por el Sur con la Finca número ochenta y nueve (89); por el 
Este con camino que la separa de la finca número ochenta y tres (83) y carretera estatal número 
cuatrocientos cincuenta y cinco (455); y por el Oeste con la finca número ochenta y ocho (88) e Iván 
Martínez, a los fines de permitir la segregación de esta finca a favor de los titulares; considerándose 
las restricciones y condiciones de uso agrícola al remanente de la finca.” 
(AGRICULTURA) 
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R. C. de la C. 309 
Presentada por el representante Colón Rodríguez: 
 
“Para ordenar a la Autoridad de Tierras de Puerto Rico a liberar las condiciones y restricciones sobre 
preservación e indivisión previamente impuestas y anotadas, según dispuesto por la Ley Núm. 107 de 
3 de julio de 1974, según enmendada, del predio de terreno identificado en el plano de mensura como 
Parcela 12 y Parcela 12-A  según identificadas en el plano de subdivisión del Proyecto Flor de Alba, 
localizado en el Barrio Cialitos del término municipal de Ciales, Puerto Rico; ordenar a la Junta de 
Planificación a proceder conforme a lo establecido en la Ley para permitir y autorizar la segregación 
de solares; y para otros fines pertinentes.” 
(AGRICULTURA) 
 
R. C. de la C. 310 
Presentada por el representante Colón Rodríguez: 
 
“Para ordenar a la Autoridad de Tierras de Puerto Rico a proceder con la liberación de las condiciones 
y restricciones de la Finca I, Proyecto La Victoria S-21-B en el Municipio de Camuy, Barrio Quebrada, 
en la Carretera 455, Km 0.4 a los fines de permitir la segregación de esta finca a favor de los 
poseedores usufructuarios don Porfirio Galán Rodríguez y doña María Ramírez Torres; 
considerándose las restricciones y condiciones de uso agrícola al remanente de la finca.” 
(AGRICULTURA) 
 
R. C. de la C. 325 
Presentada por el representante Roque Gracia (Por petición): 
 
“Para ordenar al Departamento de Agricultura y a la Junta de Planificación de Puerto Rico a liberar 
de las restricciones y condiciones sobre preservación e indivisión previamente impuestas y anotadas 
según dispuesto en la Ley Núm. 107 de 3 de julio de 1974, según enmendada, del predio de terreno 
marcado con el número diecinueve (19) en el Plano de Subdivisión de la finca “Vega Redonda”, según 
consta en la Certificación de Título con Restricciones, otorgada en San Juan, Puerto Rico, el 30 de 
abril de 1993, ante el Director Ejecutivo del Departamento de Agricultura, José Galarza Custodio 
sobre la Finca Número Ocho Mil Doscientos Catorce (8,214), inscrita al Folio Número Cincuenta y 
Cuatro  (54) del Tomo Ciento Veintisiete (127) de Comerío, en el Registro de la Propiedad de 
Barranquitas, Inscripción Primera e inscrita a favor de Doña Ramona Bermúdez Cruz, fallecida.” 
(AGRICULTURA) 
 
R. C. de la C. 326 
Presentada por el representante Roque Gracia (Por petición): 
 
“Para ordenar al Departamento de Agricultura y a la Junta de Planificación de Puerto Rico a liberar 
de las restricciones y condiciones sobre preservación e indivisión previamente impuestas y anotadas 
según dispuesto en la Ley Núm. 107 de 3 de julio de 1974, según enmendada, del predio de terreno 
marcado con el número Diez (10) en el Plano de Subdivisión de la finca “Vega Redonda”, según 
consta en la Escritura Número Treinta y Tres (33), otorgada en San Juan, Puerto Rico, el 24 de junio 
de 1981 ante el Notario Público Rafael Pérez Fussa, sobre la Finca Número Seis Mil Seiscientos 
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Cincuenta y Nueve (6,659) inscrita al Folio Número Doscientos Ochenta y Cuatro (284) Tomo 
Noventa y Tres (93) de Comerío, en el Registro de la Propiedad de Barranquitas, Inscripción Primera 
e inscrita a favor de Don Pedro Reyes Alicea y Doña Jesusa Ríos Ortiz, ambos fallecidos.” 
(AGRICULTURA) 
 

La Secretaría da cuenta de la segunda Relación de Proyectos y Resolución del Senado, 
radicados y referidos a comisión por el señor Presidente, cuya lectura se prescinde a moción del señor 
Gregorio Matías Rosario: 
 

PROYECTOS DEL SENADO 
 
P. del S. 1317 
Por el señor Dalmau Santiago: 
 
“Para enmendar el Artículo 37 del Código Político de 1902, según enmendado; a fin de restablecer la 
disposición de que las leyes aprobadas y firmadas por el Gobernador de Puerto Rico se enumeren de 
forma tal que contengan los dígitos correspondientes al número de la Ley aprobada seguido por un 
guion y los cuatro (4) dígitos que indiquen el año en que fue aprobada, que el número correspondiente 
a la ley será de forma consecutiva para cada año natural; y para disponer sobre la forma en que se 
citarán las leyes.”  
(GOBIERNO) 
 
P. del S. 1318 
Por el señor González López: 
 
“Para añadir un nuevo inciso (j) al Artículo 2 de la Ley Núm. 259 de 3 de abril de 1946, según 
enmendada, conocida como “Ley de Sentencia Suspendida y Libertad a Prueba”, a los fines de excluir 
de los beneficios de sentencia suspendida y libertad a prueba a toda persona convicta por violar una 
orden de protección expedida al amparo de la Ley 121-2019, según enmendada, conocida como “Carta 
de Derechos y Política Pública del Gobierno de Puerto Rico a Favor de los Adultos Mayores”, así 
como por los delitos establecidos en los Artículos 126, 127, 127A, 127B, 127C, 127D     de la Ley 
146-2012, según enmendada, conocida como “Código Penal de Puerto   Rico”; y para otros fines 
relacionados.” 
(DE LO JURÍDICO) 
 
P. del S. 1319 
Por el señor González López: 
 
“Para enmendar los Artículos 2, 3 y 4; derogar el Artículo 11 y reenumerar los artículos subsiguientes 
de la Ley 449-2000, según enmendada, conocida como “Ley para crear la Junta Reguladora de los 
Programas de Reeducación y Readiestramiento para Personas Agresoras”, a los fines de modificar la 
composición de la Junta mediante la participación de miembros ex officio provenientes de agencias 
gubernamentales; eliminar el pago de dietas; garantizar su funcionamiento continuo; fortalecer la 
supervisión de los programas de desvío relacionados con casos de violencia doméstica; y para otros 
fines relacionados.” 
(GOBIERNO) 
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P. del S. 1320 
Por la señora Santiago Negrón y el señor González Costa: 
 
“Para establecer la “Ley del derecho a la desconexión digital”, con el fin de reconocer a toda persona 
empleada su derecho a la desconexión de comunicaciones electrónicas relacionadas con su empleo 
fuera de horas laborales; y para establecer otras disposiciones complementarias.” 
(TRABAJO Y RELACIONES LABORALES) 
 
P. del S. 1321 
Por la señora Santiago Negrón y el señor González Costa: 
 
“Para reconocer el derecho al teletrabajo o trabajo a distancia en el empleo privado; y para decretar 
otras disposiciones complementarias.” 
(TRABAJO Y RELACIONES LABORALES) 
 
P. del S. 1322 
Por la señora Santiago Negrón y el señor González Costa: 
 
“Para enmendar la sección 10 de la Ley Núm. 67 de 7 de agosto de 1993, según enmendada, con el 
propósito de permitir que un equipo de especialistas de salud mental adscritos a la Administración de 
Servicios de Salud Mental y Contra la Adicción puedan atender ordenes de ingreso involuntario a 
hospitalización según lo dispuesto en la Ley Núm. 408 de 2000; para enmendar el Artículo 4.12 de la 
Ley Núm. 408-2000, denominada “Ley de Salud Mental de Puerto Rico”, con el propósito de brindarle 
la capacidad al tribunal de asignar equipos de especialistas de comportamiento humano para llevar a 
cabo ordenes de ingreso involuntario a hospitalización; y para decretar otras disposiciones 
complementarias.” 
(DE LO JURÍDICO; Y DE SALUD) 
 

RESOLUCIÓN DEL SENADO 
 
R. del S. 546 
Por la señora Santiago Negrón y el señor González Costa: 
 
“Para encomendar a la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y 
Asuntos del Consumidor la realización de un estudio exhaustivo sobre la viabilidad de una obra de 
expansión del Tren Urbano al noroeste de San Juan y el impacto socioeconómico que representaría.” 
(ASUNTOS INTERNOS) 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se dé por leída y aprobada la primera y 
segunda Lectura de hoy lunes, 15 de junio de 2026. 

PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): Adelante. 
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MENSAJES Y COMUNICACIONES DE TRÁMITE LEGISLATIVO 

 
La Secretaría da cuenta de los siguientes Mensajes y Comunicaciones de Trámite Legislativo: 

 
De la gobernadora de Puerto Rico, seis comunicaciones refiriendo al Senado, para su consejo 

y consentimiento, los nombramientos de la honorable María del Pilar Vázquez Muñiz como Jueza 
Municipal del Tribunal de Primera Instancia, en renominación; de la licenciada Sarah I. Velilla Núñez 
como Jueza Municipal del Tribunal de Primera Instancia; de la licenciada Natalia M. Zambrana 
Quintana como Fiscal Auxiliar II del Departamento de Justicia, en renominación; de la licenciada 
Olga Birriel Cardona como Miembro de la Comisión de Investigación, Procesamiento y Apelación; 
del señor Alex J. Torres Guzmán para un nuevo término como Miembro de la Junta Reguladora de los 
Programas de Reeducación y Readiestramiento para Personas Agresoras, en calidad de representante 
del Departamento de Corrección y Rehabilitación de Puerto Rico; y de la licenciada Alexandra Marie 
Figueroa Dalmau como Comisionada de la Comisión Industrial de Puerto Rico.  

De la gobernadora de Puerto Rico, una comunicación al Senado, retirando la designación de 
la doctora Carmen M. Pereles Centeno como Miembro de la Junta de Instituciones Postsecundarias. 

De la secretaria del Senado, nueve comunicaciones a la Cámara de Representantes informando 
que el Senado ha aprobado los P. del S. 852, 858, 962, 1010, 1019 y 1116, y las R. C. del. S 153, 154 
y 167. 

De la secretaria del Senado, dos comunicaciones informando a la Cámara de Representantes 
que el Senado ha aprobado los P. de la C. 210 y 826, sin enmiendas. 

De la secretaria del Senado, cuatro comunicaciones informando a la Cámara de Representantes 
que el Senado ha aprobado los P. de la C. 971, 1024 y 1129 y la R. C. de la C. 128, con enmiendas. 

De la secretaria del Senado, una comunicación a la Cámara de Representantes, informando 
que el Senado no acepta las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes a la R. C. del S. 
189 y solicita conferencia, designando al Comité de Conferencia al senador Rivera Schatz; la senadora 
Jiménez Santoni; los senadores Matías Rosario, Morales Rodríguez, Toledo López, Reyes Berríos y 
Hernández Ortiz; y las senadoras Santiago Negrón y Rodríguez Veve. 

Del secretario de la Cámara de Representantes, una comunicación informando que dicho 
cuerpo legislativo accede a conferenciar respecto a las diferencias surgidas sobre el P. del S. 290 y a 
tales fines confecciona un Comité de Conferencia que será integrado por los y las representantes 
Méndez Núñez, Lebrón Rodríguez, Torres Zamora, Parés Otero, Pérez Ortiz, Santiago Guzmán, Ferrer 
Santiago, Márquez Lebrón y Burgos Muñiz. 

De la secretaria del Senado, una comunicación informando a la Cámara de Representantes que 
el Senado ha aprobado el Informe de Conferencia en torno al P. de la C. 253. 

De la secretaria del Senado, cinco comunicaciones a la Cámara de Representantes notificando 
que el Senado ha aceptado las enmiendas introducidas por dicho cuerpo legislativo a los P. del S. 732, 
914 y 1016 y a las R. C. del S. 104 y 106. 

De la secretaria del Senado, dos comunicaciones a la Cámara de Representantes, informando 
que el presidente del Senado ha firmado los P. del S. 484 y 928, debidamente enrolados y ha dispuesto 
que se remitan a la Cámara de Representantes, a los fines de que sean firmados por su presidente. 

De la secretaria del Senado, cuatro comunicaciones a la gobernadora de Puerto Rico, 
remitiendo las certificaciones de los P. del S. 139, 796 y 924 y de la R. C. del S. 114, debidamente 
aprobados por la Asamblea Legislativa. 
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*|La senadora Santiago Negrón y el senador González Costa han radicado un voto explicativo 
sobre la R. C. del S. 189. 

**El senador Hernández Ortiz ha radicado un voto explicativo sobre la R. del S. 201. 
La senadora Román Rodríguez ha presentado el formulario de coautoría para el P. del S. 869; 

y la senadora Román Rodríguez y el senador Rosa Ramos han presentado el formulario de coautoría 
para la R. C. del S. 146, con la autorización de la senadora Soto Aguilú, autora de las medidas. 

Las senadoras Padilla Alvelo, Pérez Soto y Román Rodríguez y los senadores González López, 
Reyes Berríos, Rosa Ramos y Santos Ortiz han presentado el formulario de coautoría para el P. del S. 
1013; y las senadoras Pérez Soto y Román Rodríguez y los senadores Reyes Berríos, Rosa Ramos, 
Santos Ortiz y Toledo López han presentado el formulario de coautoría para el P. del S. 1096, con la 
autorización del senador Rivera Schatz, autor de las medidas. 

El senador Santos Ortiz ha presentado el formulario de coautoría para la R. del S. 513, con la 
autorización del senador Reyes Berríos, autor de la medida. 

De la licenciada Mary Joe Tanner Zalduondo, asesora auxiliar de la Oficina de Nombramientos 
Ejecutivos y Judiciales, La Fortaleza, una comunicación, certificando que se expidieron las 
credenciales, firmadas por la gobernadora y certificadas por el Departamento de Estado, 
correspondientes a los nombramientos de la honorable Nereida Feliciano Ramos como Jueza Superior 
del Tribunal de Primera Instancia, en renominación; y del licenciado Ramón Cruz Alicea como 
Comisionado de la Comisión Industrial de Puerto Rico. 
 

*Nota: El Voto Explicativo en torno a la Resolución Conjunta del Senado 189, sometido 
por la senadora María de Lourdes Santiago Negrón y el senador Adrián González Costa, se hace 
constar para récord al final de este Diario de Sesiones  

**El Voto Explicativo en torno a la Resolución del Senado 201, sometidos por el senador 
Luis Javier Hernández Ortiz, se hace constar para récord al final de este Diario de Sesiones. 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se reciban. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): Adelante. 

 
PETICIONES Y SOLICITUDES DE INFORMACIÓN AL CUERPO, 

NOTIFICACIONES Y OTRAS COMUNICACIONES 
 

La Secretaría da cuenta de las siguientes Peticiones y Solicitudes de Información al Cuerpo, 
Notificaciones y otras Comunicaciones: 
 

Del senador Hernández Ortiz, una comunicación solicitando se le excuse de todos los trabajos 
legislativos y demás actividades oficiales del Senado del 15 al 19 de junio de 2026. 

De la senadora Moran Trinidad, una comunicación sometiendo el informe de viaje a Madrid, 
España, celebrado del 23 al 30 de mayo de 2026, en el que participó del 2026 Spring Executive 
Committee del Caucus Nacional Hispano de Legisladores Estatales en colaboración con la Embajada 
de España en Washington, D.C. 

Del senador Santiago Rivera, presidente, Comisión de Asuntos Municipales, una 
comunicación remitiendo el Reglamento enmendado de dicha Comisión.  
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Del honorable Ángel B. González Damudt, alcalde, Municipio de Rio Grande, una 
comunicación solicitando una prórroga hasta el 19 de junio de 2026 para contestar la Petición de 
Información 2026-0074, presentada por el senador Molina Pérez y aprobada por el Senado el 21 de 
mayo de 2026. 

Del honorable Luis Augusto Martínez Roman, secretario, Departamento de la Vivienda de 
Puerto Rico, una comunicación remitiendo respuesta a la Petición de Información 2026-0076, 
presentada por el senador Santiago Rivera y aprobada por el Senado el 26 de mayo de 2026. 

Del señor Aurelio Agélviz Rodríguez, director de secretaría y servicio al cliente, Oficina de 
Gerencia de Permisos, Departamento de Desarrollo Económico y Comercio, una comunicación 
remitiendo respuesta a la Petición de Información 2026-0078, presentada por la senadora Santiago 
Negrón y aprobada por el Senado el 1 de junio de 2026. 

Del señor Roberto Lefranc Fortuño, subsecretario, Departamento de Desarrollo Económico y 
Comercio, una comunicación remitiendo respuesta a la Petición de Información 2026-0082, 
presentada por el senador Ríos Santiago y aprobada por el Senado el 4 de junio de 2026. 

Del honorable Víctor M. Ramos Otero, secretario, Departamento de Salud, una comunicación 
remitiendo respuesta a la Petición de información 2026-0085, presentada por la senadora Santiago 
Negrón y aprobada por el Senado el 4 de junio de 2026. 

Del licenciado Ever Padilla Ruiz, director ejecutivo, Comisión de Derechos Civiles, una 
comunicación remitiendo la Resolución 002 del 2026, aprobada el 5 de junio de 2026, con relación a 
un informe aprobado en febrero de 2026 por el Comité Asesor de Puerto Rico ante la Comisión de 
Derechos Civiles de los Estados Unidos. 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, en el inciso a., hay una petición del senador 
Hernández Ortiz solicitando se le excuse de los trabajos legislativos y demás actividades oficiales del 
Senado del 15 al 19 de junio de 2026. 

PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso d., hay una Petición del honorable Ángel B. González 

Damudt, Alcalde del Municipio de Río Grande, solicitando una prórroga hasta el 19 de junio de 2026 
para contestar la Petición de Información 2026-0074 presentada por el senador Molina Pérez y 
aprobada por el Senado el 21 de mayo de 2026. 

PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): Adelante. 

 
MOCIONES 

 
Relación de Mociones de Felicitación, Reconocimiento, Júbilo, Tristeza, 

Pésame o Reconocimiento Póstumo 
Anejo A 

 
Moción 2026-1730 
Por la senadora González Huertas: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca póstumamente a Eduardo Álvarez, Miguel Ángel 
Ramírez y Neftalí Báez por el legado, la entrega y la huella imborrable que dejaron en la comunidad 
del Barrio Indiera Fría de Maricao. 
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Moción 2026-1731 
Por el senador Rivera Schatz: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a varios integrantes del equipo femenino de 
fútbol “Las Juanas” del Colegio Universitario de Mayagüez por conquistar por segundo año 
consecutivo el campeonato de la Liga Atlética Universitaria (LAI). 
 
 
Moción 2026-1732 
Por el senador Matías Rosario: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico felicite al doctor Johnny Henry Pérez Sánchez, distinguido médico 
internista, por su destacada trayectoria profesional, su compromiso con la excelencia médica y su 
invaluable aportación al cuidado de la salud de los puertorriqueños. 
 
 
Moción 2026-1733 
Por el senador Hernández Ortiz: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a varios integrantes del equipo de las Pequeñas Ligas de 
Yabucoa, Categoría Major 11-12 de la liga Juan A. Bibiloni, quienes se proclamaron campeones 
invictos de Puerto Rico el 13 de junio de 2026. 
 
 
Moción 2026-1734 
Por el senador Reyes Berrios: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a varios padres en ocasión de la celebración 
del Día de los Padres, en reconocimiento a su compromiso, responsabilidad y valiosa contribución al 
bienestar y desarrollo de sus familias y de la comunidad. 
 
Moción 2026-1735 
Por la senadora Barlucea Rodríguez: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca póstumamente a Eduardo Álvarez Ayala, con motivo de 
la dedicatoria que se le concede en el marco de la celebración del cuadragésimo segundo Carnaval de 
Sóftbol del Día de los Padres. 
 
Moción 2026-1736 
Por la senadora Barlucea Rodríguez: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca póstumamente a Miguel Ángel Ramírez Vázquez, con 
motivo de la dedicatoria que se le concede en el marco de la celebración del cuadragésimo segundo 
Carnaval de Sóftbol del Día de los Padres. 
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Moción 2026-1737 
Por la senadora Barlucea Rodríguez: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca póstumamente a Neftalí Báez Santiago, con motivo de 
la dedicatoria que se le concede en el marco de la celebración del cuadragésimo segundo Carnaval de 
Sóftbol del Día de los Padres. 
 
Moción 2026-1738 
Por la senadora Barlucea Rodríguez: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a Aglaia Ivette Irizarry Rodríguez por haber 
sido coronada Miss Teenager Universe Puerto Rico 2026 y por representar a Puerto Rico en el 
certamen internacional Miss Teenager Universe. 
 
Moción 2026-1739 
Por el senador Rivera Schatz: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca al doctor Manuel Arnaldo Matos Medina por 
su trayectoria en el campo de la medicina con especialidad en anestesiología, y por su aportación y 
representación de Puerto Rico en el automovilismo profesional internacional. 
 
Moción 2026-1740 
Por la senadora Barlucea Rodríguez: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a varios padres, con motivo de su 
reconocimiento en la actividad “Homenaje a Papá 2026” del gobierno municipal de Lajas. 
 
Moción 2026-1741 
Por el senador Rivera Schatz: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a Roberto Omar Walker Couvertier por su 
trayectoria ministerial, compromiso con la evangelización y labor de servicio en beneficio de miles de 
personas en Puerto Rico y otros países. 
 

Mociones Escritas 
 

La Secretaría da cuenta de las siguientes Mociones Escritas: 
 
La senadora Pérez Soto ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“La Comisión de Educación, Arte y Cultura del Senado de Puerto Rico solicita 
respetuosamente a este Alto Cuerpo, se le conceda prórroga de 15 días adicionales, para culminar el 
trámite legislativo necesario para rendir su informe en torno al Proyecto del Senado 885 y 1068; 
Resolución Conjunta del Senado 113 y 138 y Proyecto de la Cámara 942.” 
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El senador Rosa Ramos ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“El Senador que suscribe solicita a este Alto Cuerpo que retire todo trámite legislativo 
relacionado al Proyecto del Senado número 878, el cual fue radicado el pasado, 15 de diciembre de 
2025.” 
 
El senador Rosa Ramos ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“El Senador que suscribe solicita a este Alto Cuerpo que retire todo trámite legislativo 
relacionado al Proyecto del Senado número 1177, el cual fue radicado el pasado, 8 de abril de 2026.” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Breve receso en Sala. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): Breve receso. 

 
 

RECESO 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): Señor Portavoz. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe el Anejo A del Orden de los 

Asuntos. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, en el inciso b., hay una Moción por escrito de la 

senadora Pérez Soto, para que se apruebe. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, en el inciso c., hay una Moción por escrito del 

senador Rosa Ramos, para que se apruebe. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, en el inciso d., hay una Moción por escrito del 

senador Rosa Ramos, para que se apruebe. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir a la senadora Barlucea Rodríguez a las Mociones 1731, 

1734. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir al senador Morales Rodríguez a la Moción 1732 y 1739. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir a este servidor al Anejo A. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir a la senadora Soto Aguilú al Anejo A. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir a la senadora Soto Tolentino a las Mociones 1731, 1733, 

1734, 1738 y … 
SR. SANTOS ORTIZ: Señor Presidente. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, así se acuerda. 
Compañero Santos. 
SR. SANTOS ORTIZ: Para unirme a las Mociones 1731, 1733, 1734 y 1739. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, se acuerda. 
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SRA. ÁLVAREZ CONDE: Señor Presidente. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): Compañera Álvarez Conde. 
SRA. ÁLVAREZ CONDE: Para unirme a las Mociones del Anejo A. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): Cómo no.  No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. SÁNCHEZ ÁLVAREZ: Señor Presidente. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): Compañero Sánchez Álvarez. 
SR. SÁNCHEZ ÁLVAREZ: Sí.  Para unirme a la Moción 2026-1731 de mi compañera de mi 

alma mater colegial, Universidad de Puerto Rico, Mayagüez. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para unirlo a usted al Anejo A. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para aprobar las Mociones 1742 y 1743. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 

dicho Cuerpo Legislativo no acepta las enmiendas introducidas por el Senado al Proyecto de la Cámara 
1004 y solicita conferencia. 

PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, se acuerda. 
Por orden del Senado de Puerto Rico se informa a la Cámara de Representantes que el Senado 

ha convenido a conferenciar respecto a las diferencias surgidas acerca del Proyecto de la Cámara 1004, 
y a tales fines se designen representación del Senado al senador Rivera Schatz, senadora Jiménez 
Santoni, senador Matías Rosario, senador Morales Rodríguez, senador Toledo López, senador Reyes 
Berríos, senador Hernández Ortiz, senadora Santiago Negrón y senador Molina Pérez. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para unir a este servidor al Anejo A. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): Adelante. 

 
ASUNTOS PENDIENTES 

 
SR. MATÍAS ROSARIO: Hay medidas que se mantendrán en Asuntos Pendientes. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, se acuerda. 
(Los Asuntos Pendientes son los siguientes: P. del S. 832, P. del S. 1096, P. del S. 1105; R. del 

S. 398; P. de la C. 246, P. de la C. 815; R. C. de la C. 131). 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): Adelante. 

- - - - 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se proceda con la lectura. 
PRES. INC. (SR. TOLEDO LÓPEZ): No habiendo objeción, así se acuerda. 

 
CALENDARIO DE LECTURA 

 
Como primer asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 889, y se da 

cuenta del Informe de la Comisión de Gobierno, con enmiendas, según el entirillado electrónico que 
se acompaña: 
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“LEY 

Para enmendar la Ley Núm. 57 de 19 de junio de 1958, según enmendada, conocida como 
“Ley de Donaciones del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, a los fines de añadir 
un nuevo Artículo 5-A que faculte expresamente a las agencias gubernamentales, instrumentalidades, 
corporaciones públicas y municipios a celebrar acuerdos de entendimiento para donar en especie 
materiales excedentes o disponibles de reparación y mantenimiento de infraestructura —tales como 
selladores de techo, materiales de pared y otros similares— bienes muebles a otras agencias del 
Gobierno para mejorar la planta física dedicada al servicio público y promover el uso eficiente de 
bienes públicos disponibles; establecer procedimientos simplificados, requisitos de transparencia, 
justificación de excedencia documentada, cumplimiento con normas federales cuando aplique, 
registro ante la Oficina de la Contralora de Puerto Rico y auditoría; y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La colaboración interagencial es un principio fundamental de una administración pública 

eficiente, especialmente en contextos de recursos limitados como el que enfrenta Puerto Rico. Sin 
embargo, la rigidez en las normas sobre donaciones gubernamentales ha impedido que agencias con 
materiales excedentes o disponibles —por ejemplo, el Departamento de la Vivienda con inventarios 
de selladores de techo provenientes de programas de recuperación— puedan transferirlos en especie 
a otras entidades que los necesitan urgentemente para mantener o reparar su infraestructura y continuar 
prestando servicios esenciales a la ciudadanía. 

Un caso ilustrativo es el de oficinas regionales del Departamento de Recreación y Deportes 
(DRD) que presentan filtraciones graves en techos y carecen de fondos para adquirir materiales básicos 
de reparación, mientras otras agencias cuentan con excedentes de programas federales o estatales que 
podrían resolverse mediante una simple donación en especie. Esta situación no solo genera desperdicio 
de recursos públicos adquiridos con fondos del contribuyente, sino que prolonga el deterioro de 
instalaciones públicas, aumenta riesgos para empleados y usuarios, y obliga a desembolsos mayores 
en el futuro para reparaciones de emergencia. 

La Ley Núm. 57 de 19 de junio de 1958 regula las donaciones gubernamentales, pero su 
enfoque principal ha sido hacia entidades externas, dejando un vacío en cuanto a transferencias 
simplificadas entre agencias del mismo Gobierno para fines de mantenimiento y mejora de planta 
física. Experiencias en otras jurisdicciones y en programas federales como CDBG-DR han demostrado 
que autorizar donaciones en especie interagenciales, con procedimientos claros y controles de 
transparencia, optimiza el uso de materiales, reduce costos operativos y acelera la recuperación y 
mantenimiento de infraestructura pública sin implicar erogaciones adicionales. 

Esta medida legislativa busca llenar ese vacío al enmendar la Ley de Donaciones Ley Núm. 57 
de 19 de junio de 1958 para incluir expresamente la facultad de celebrar acuerdos de entendimiento 
entre agencias, corporaciones públicas y municipios para transferir materiales de reparación en 
especie y otros bienes muebles, con requisitos mínimos de justificación, valoración y auditoría. De 
esta forma se promueve una gestión más solidaria y eficiente de los recursos públicos, se protege la 
continuidad de servicios esenciales y se evita el desperdicio de materiales adquiridos para beneficio 
colectivo. 
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1. Se enmienda la Ley Núm. 57 de 19 de junio de 1958, según enmendada, para añadir 
un nuevo Artículo 5-A, el cual leerá como sigue: 
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“Artículo 5-A.- Donaciones en Especie entre Agencias Gubernamentales para 
Reparación y Mantenimiento de Infraestructura. 
(a) No obstante cualquier disposición en contrario, las Las agencias, instrumentalidades, 

corporaciones públicas y municipios del Gobierno del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico quedan facultados para celebrar discrecionalmente, y sin que ello 
constituya obligación de donar, recibir o aceptar bienes, acuerdos de entendimiento 
interagenciales y donar en especie materiales excedentes o disponibles destinados a 
reparación, mantenimiento o mejoras de infraestructura —incluyendo, pero no 
limitándose a, selladores de techo, materiales de pared, pintura, impermeabilizantes y 
otros similares— así como otros bienes muebles excedentes en buenas condiciones, a 
otras agencias, instrumentalidades o, corporaciones públicas del Gobierno o 
municipios con el propósito exclusivo de mejorar o preservar la planta física dedicada 
al servicio público o promover el uso eficiente de bienes públicos disponibles, 
conforme a la legislación y reglamentación aplicable sobre propiedad excedente. 

(b) Dichas donaciones se realizarán sin contraprestación económica y deberán 
justificarse mediante un acuerdo escrito que incluya: descripción detallada de los 
materiales bienes muebles, valoración aproximada, necesidad específica del receptor, 
certificación de excedencia documentada o disponibilidad del donante y compromiso 
de uso exclusivo para fines públicos. Cuando los bienes muebles hayan sido adquiridos 
total o parcialmente con fondos federales, el acuerdo deberá certificar el cumplimiento 
con las condiciones del otorgante federal, incluyendo, de ser aplicable, el 2 C.F.R. 
Part 200 o cualquier legislación análoga aplicable, las reglas de uso permitido y las 
condiciones del grant correspondiente. El uso de bienes donados quedará 
condicionado al cumplimiento de los códigos de construcción, reglamentos aplicables 
y estándares técnicos vigentes de la entidad receptora, de ser aplicable. 

(c) Los acuerdos requerirán la aprobación del jefe de la autoridad nominadora de la 
agencia donante y receptora, o el personal delegado, y se notificará a la Oficina del 
Contralor de Puerto Rico dentro de los treinta (30) días siguientes a su ejecución para 
fines de auditoría y registro registrarán en la Oficina del Contralor de Puerto Rico 
dentro de los quince (15) días siguientes a su otorgamiento, conforme a la Ley Núm. 
18 de 30 de octubre de 1975, según enmendada, y las normas aplicables al Registro 
de Contratos. 

(d) Las donaciones bajo esta disposición estarán exentas de los procedimientos de subasta 
o disposición de bienes excedentes establecidos en otras leyes, siempre que se cumpla 
con los requisitos de transparencia y justificación aquí dispuestos siempre que exista 
justificación de excedencia documentada, se cumpla con los requisitos de 
transparencia y registro aquí dispuestos, y no se utilicen como mecanismo para evadir 
los procesos de adquisición, subasta, disposición de propiedad excedente o controles 
establecidos por ley o reglamento aplicable. 

(e) La Oficina del Contralor de Puerto Rico podrá auditar aleatoriamente estos acuerdos 
y requerir informes anuales agregados de las agencias sobre donaciones realizadas y 
recibidas. Las agencias podrán cumplir con dichos requisitos mediante certificaciones 
administrativas internas, informes consolidados o documentos equivalentes, siempre 
que permitan verificar la descripción de los bienes, su valoración, la entidad donante, 
la entidad receptora, la justificación de necesidad y el uso público autorizado. 
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(f) Queda prohibido el uso de materiales donados para fines distintos a los establecidos 
en el acuerdo, bajo pena de las sanciones aplicables por malversación o uso indebido 
de fondos públicos. 

(g) Una vez aceptados los materiales o bienes por la entidad receptora, esta asumirá la 
responsabilidad por su uso, instalación, conservación y desempeño. Nada de lo aquí 
dispuesto obligará a una entidad gubernamental a donar, recibir o aceptar materiales 
o bienes que no satisfagan sus necesidades operacionales, técnicas, fiscales o 
administrativas.” 

Sección 2. Se faculta a las agencias gubernamentales a adoptar reglamentaciones internas o 
modelos de acuerdos estandarizados para implementar las disposiciones de esta Ley dentro de un plazo 
no mayor de noventa (90) días a partir de su vigencia instrumentalidades, corporaciones públicas y 
municipios del Gobierno de Puerto Rico a adoptar reglamentación interna, guías administrativas, 
procedimientos uniformes, certificaciones modelo o acuerdos estandarizados para implementar las 
disposiciones de esta Ley. Dichos mecanismos deberán adoptarse dentro de un plazo no mayor de 
noventa (90) días contados a partir de la vigencia de esta Ley. 

Sección 3.  - Clausula de Separabilidad.  
Si cualquier disposición de esta Ley fuera declarada inconstitucional, nula o inválida por un 

tribunal competente, dicha declaración no afectará las demás disposiciones de esta Ley, las cuales 
continuarán en pleno vigor y efecto. 

Sección 4.- Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 
 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO:  

La Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración del Proyecto 
del Senado 889, recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación con las enmiendas al entirillado que se 
acompañan. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
El Proyecto del Senado 889 (en adelante, P. del S. 889), según presentado, tiene como 

propósito de “enmendar la Ley Núm. 57 de 19 de junio de 1958, según enmendada, conocida como 
“Ley de Donaciones del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”,1 a los fines de añadir 
un nuevo Artículo 5-A que faculte expresamente a las agencias gubernamentales a celebrar acuerdos 
de entendimiento para donar en especie materiales excedentes o disponibles de reparación y 
mantenimiento de infraestructura —tales como selladores de techo, materiales de pared y otros 
similares— a otras agencias del Gobierno para mejorar la planta física dedicada al servicio público; 
establecer procedimientos simplificados, requisitos de transparencia y auditoría; y para otros fines 
relacionados”. 
 
 
 
 

 
1 Aunque está legislación no tiene un título oficial, es conocida como la “Ley para Autorizar al Gobernador y a los Jefes 
de Agencias a Aceptar, Usar y Administrar Donaciones”.  
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ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

 
LEY NÚM. 57 DE 19 DE JUNIO DE 1958 

La Ley Núm. 57 de 19 de junio de 1958, según enmendada, autoriza al Gobierno de Puerto 
Rico y a sus entidades públicas a aceptar, usar y administrar donaciones de bienes, sujeto a ciertas 
limitaciones y controles administrativos. En términos generales, la ley faculta al Gobernador, al 
Secretario de Hacienda, a los jefes de departamentos y agencias, así como a las instrumentalidades y 
corporaciones públicas, a recibir donaciones. La autorización permite aceptar “donaciones de toda 
clase de bienes”.2 La aceptación se hace, por regla general, “a nombre y en representación del Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico”.3 Sin embargo, cuando se trate de una instrumentalidad o corporación 
pública con personalidad jurídica y patrimonio propio, la donación se acepta a nombre de dicha 
entidad. 

La ley también establece quién tiene autoridad para aceptar donaciones dentro de las 
instrumentalidades públicas. En esos casos, la facultad reside en “su organismo directivo o en el 
funcionario que ejerza tales atribuciones”, aunque dicha facultad puede delegarse en el director 
ejecutivo o funcionario equivalente. 

Cuando la entidad gubernamental no tiene personalidad jurídica ni patrimonio propio, el jefe 
de la entidad puede aceptar la donación luego de una evaluación, pero necesita “la autorización escrita, 
en todo caso, del Secretario de Hacienda”.4 La ley crea una excepción específica para el Departamento 
de Corrección y Rehabilitación cuando la donación condicional no monetaria redunde en beneficio 
directo de la población correccional o incentive su rehabilitación moral y social. En ese caso, no se 
requiere autorización previa de Hacienda, aunque el Departamento debe rendir un informe detallando 
“los bienes recibidos y su uso programado” dentro de los treinta días siguientes a la aceptación.5 

La ley dispone que, para los jefes de departamentos, agencias, instrumentalidades y 
corporaciones públicas, dicha facultad estará limitada a donaciones recibidas “para los fines 
encomendados por ley a la entidad respectiva”. Además, el Secretario de Hacienda puede aceptar 
donaciones a nombre del Estado siempre que sean “para fines exclusivamente públicos”.6 En cuanto 
al uso y administración de los bienes donados, la ley dispone que corresponderá al Gobernador o al 
departamento o agencia respectiva.  

Si el Gobernador acepta una donación a nombre del Estado, puede delegar en otro funcionario 
la autoridad para “usar y administrar los bienes objeto de la donación”.7 La ley también autoriza a las 
agencias e instrumentalidades a establecer procedimientos internos para administrar y contabilizar los 
donativos. En particular, pueden reglamentar “los procedimientos necesarios para la administración y 
contabilización interna de los donativos”, así como preparar los informes que requieran los donantes.8 
A esos fines, se instruye al Secretario de Hacienda a cooperar con las agencias que no tengan tesoro 
independiente. 

La medida busca enmendar la Ley Núm. 57 de 19 de junio de 1958, conocida como la para 
atender el vacío existente sobre transferencias internas de bienes entre entidades gubernamentales y 

 
2 Sección 1 de la Ley Núm. 57 de 19 de junio de 1958. 
3 Id.  
4 Sección 3 de la Ley Núm. 57 de 19 de junio de 1958. 
5 Id.  
6 Sección 4 de la Ley Núm. 57 de 19 de junio de 1958. 
7 Sección 5 de la Ley Núm. 57 de 19 de junio de 1958. 
8 Sección 6 de la Ley Núm. 57 de 19 de junio de 1958. 
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autorizar expresamente que agencias, instrumentalidades, corporaciones públicas y municipios 
puedan celebrar acuerdos de entendimiento y donar en especie materiales excedentes o disponibles a 
otras entidades públicas, cuando esos materiales estén destinados a la reparación, mantenimiento o 
mejora de infraestructura. Su propósito es promover una administración pública más eficiente 
mediante el uso de materiales ya disponibles (como “selladores de techo, materiales de pared, pintura, 
impermeabilizantes y otros similares”) para “mejorar o preservar la planta física dedicada al servicio 
público”, evitando el desperdicio de recursos públicos, reduciendo costos operacionales y protegiendo 
la continuidad de servicios esenciales. A su vez, la medida procura que esas transferencias ocurran 
“sin contraprestación económica”, mediante un “acuerdo escrito” que incluya descripción de los 
materiales, valoración aproximada, necesidad específica, certificación de disponibilidad y 
compromiso de “uso exclusivo para fines públicos”, sujeto a notificación a la Oficina del Contralor y 
a mecanismos de “transparencia y auditoría”. 
 

ALCANCE DEL INFORME 
La Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, como parte del estudio y evaluación del P. 

del S. 889, solicitó memoriales explicativos a la Autoridad de Edificios Públicos, Administración de 
Servicios Generales y la Oficina del Contralor de Puerto Rico. Sometieron memorial explicativo la 
totalidad de las agencias consultadas. 
 
Autoridad de Edificios Públicos 

La Autoridad de Edificios Públicos endosa la aprobación del P. del S. 889, sujeto a que se integren 
sus recomendaciones. Entiende que la medida “adelanta una política pública dirigida a maximizar el uso 
eficiente de los recursos existentes del Gobierno” y fortalece la capacidad de las agencias para atender el 
“mantenimiento y conservación de la infraestructura pública”. En su memorial, la AEP reconoce que el 
proyecto atiende una “realidad administrativa concreta”, particularmente ante las “limitaciones 
presupuestarias”, el aumento en el costo de materiales y la necesidad de intervenir instalaciones públicas 
antes de que ocurra su “deterioro progresivo”. Desde una perspectiva operacional, sostiene que la medida 
tendría un impacto positivo porque crea un mecanismo legal claro y uniforme para recibir materiales 
excedentes de otras agencias sin recurrir necesariamente a procesos tradicionales de adquisición que 
pueden resultar “onerosos en términos de tiempo y recursos administrativos”. Además, destaca que el 
proyecto incluye salvaguardas de fiscalización, tales como acuerdos escritos, justificación de la 
necesidad, valoración aproximada de los materiales y notificación a la Oficina del Contralor.  

No obstante, la AEP recomienda aclarar que la facultad de donar o recibir materiales sea 
estrictamente discrecional y que no cree obligación para las agencias; que el uso de materiales donados 
esté condicionado al cumplimiento de códigos de construcción, reglamentos aplicables y estándares 
técnicos vigentes; que la agencia donante no asuma responsabilidad ulterior por el uso o desempeño de 
los materiales, salvo dolo o fraude; y que los requisitos de informes puedan cumplirse mediante 
certificaciones administrativas internas o informes consolidados para evitar duplicidad de cargas 
administrativas. 
 
Administración de Servicios Generales 

La Administración de Servicios Generales no se opone a los fines del P. del S. 889. Advierte 
que los mecanismos vigentes ya permiten este tipo de transacciones y recomienda mantener controles 
estrictos para evitar evasiones al régimen de compras públicas. En su memorial, la ASG destaca que, 
bajo la Ley 73-2019, tiene a su cargo establecer e implementar la política pública de centralización de 



Lunes, 15 de junio de 2026  Núm. 43 
 
 

19064 

compras del Gobierno, basada en eficiencia, transparencia y economía en el uso de los recursos 
públicos mediante procesos competitivos y estandarizados.  

Además, señala que administra el Programa de Propiedad Excedente, cuyo propósito es 
maximizar el uso de fondos y bienes del Estado, y que la propia Ley 73-2019 le ordena “[p]rescribir 
la política y método para proveer la utilización al máximo de propiedad excedente de los organismos 
gubernamentales”. Según la ASG, el ordenamiento vigente ya contempla la posibilidad de viabilizar 
el traspaso de propiedad entre entidades gubernamentales mediante “venta, cesión, donación o 
transferencia”, procesos que están regulados por el Reglamento Núm. 9157 de 4 de febrero de 2020. 
Aunque reconoce que comparte los fines del P. del S. 889, la ASG entiende que “los mecanismos 
actuales ya viabilizan este tipo de transacciones con salvaguardas para evitar subterfugios”. Por ello, 
advierte que una autorización demasiado amplia podría propiciar que algunas agencias utilicen la 
donación para “evadir los procesos de adquisición que exige la ley” y recomienda preservar el 
requisito de “justificación de excedencia documentada”, conforme al marco vigente de propiedad 
excedente. 
 
Oficina del Contralor de Puerto Rico 

La Oficina de la Contralora de Puerto Rico no endosa ni rechaza expresamente el P. del S. 889 
como asunto de política pública. Indica que favorece sus objetivos de fiscalización en la medida en 
que contribuya a la transparencia, la eficacia y la integridad en los procesos gubernamentales y vele 
por el buen uso y la fiscalización de los fondos públicos. En su memorial, la OCPR reconoce que la 
medida busca atender el “vacío” existente en la Ley Núm. 57 de 19 de junio de 1958 al permitir que 
entidades gubernamentales puedan transferirse materiales excedentes o disponibles para mantener o 
reparar su infraestructura. No obstante, subraya que su función constitucional y estatutaria es fiscalizar 
las transacciones relacionadas con la propiedad y los fondos públicos, no definir política pública.  

Desde esa perspectiva, recomienda ampliar la medida para que no se limite a materiales de 
reparación, sino que pueda cubrir todo tipo de donaciones de bienes muebles como sillas, escritorios, 
mesas u efectos de oficina que estén excedentes y en buenas condiciones. Además, advierte que si los 
bienes fueron adquiridos con fondos federales, como FEMA, HUD o CDBG-DR, la transferencia debe 
cumplir con “2 C.F.R. 200 (Uniform Guidance)” y con las reglas de uso permitido y las condiciones 
del grant, para evitar señalamientos federales o devolución de fondos. Finalmente, la OCPR 
recomienda corregir el mecanismo de notificación.  Sugieren que en vez de notificar los acuerdos 
dentro de treinta días, deben registrarse en la Oficina de la Contralora dentro de quince (15) días, 
conforme a la Ley Núm. 18 de 30 de octubre d3 1975, porque cuando un memorando de entendimiento 
crea obligaciones legalmente exigibles, debe tratarse como contrato sujeto a registro. 
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107–2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico certifica que 
el P. del S. 889 no impone una obligación económica en el presupuesto de los gobiernos municipales.  
 

CONCLUSIÓN 
Por todo lo anterior, la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico concluye que el P. 

del S. 889 adelanta una política pública necesaria y conveniente para maximizar el uso eficiente de 
los recursos existentes del Gobierno de Puerto Rico. La medida reconoce que, en muchas ocasiones, 
una entidad pública puede contar con materiales excedentes o disponibles que otra agencia necesita 
para atender reparaciones menores, mantenimiento preventivo o mejoras urgentes en instalaciones 
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dedicadas al servicio público. Autorizar expresamente este tipo de donaciones en especie permite 
reducir el desperdicio de bienes públicos, evitar gastos innecesarios, atender con mayor rapidez el 
deterioro de la infraestructura gubernamental y promover una cultura administrativa más colaborativa 
entre las entidades del Estado. La Comisión también entiende que el proyecto, según enmendado en 
el entirillado, logra un balance adecuado entre flexibilidad operacional y fiscalización pública. Las 
recomendaciones recibidas permitieron fortalecer la medida mediante salvaguardas dirigidas a 
asegurar que las donaciones respondan a una necesidad real, estén debidamente documentadas, 
cuenten con una valoración aproximada, se limiten a fines públicos y estén sujetas a registro, auditoría 
y cumplimiento con las normas aplicables. De igual forma, las enmiendas propuestas atienden 
preocupaciones legítimas sobre el uso de fondos federales, la necesidad de respetar los controles de 
propiedad excedente, la discreción técnica de las agencias receptoras y la obligación de evitar que este 
mecanismo sea utilizado para evadir los procesos ordinarios de adquisición pública. En consecuencia, 
esta Comisión considera que el P. del S. 889 representa una herramienta útil para fortalecer la sana 
administración pública y promover un manejo responsable de los bienes del Pueblo de Puerto Rico.  

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico 
tiene a bien presentar ante este Alto Cuerpo el Informe Positivo sobre el Proyecto del Senado 889 
recomendando su aprobación con enmiendas al entirillado electrónico que se acompaña. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Ángel A. Toledo López 
Presidente 
Comisión de Gobierno 
Senado de Puerto Rico” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 989, y se da 
cuenta del Informe Conjunto de las Comisiones de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales; y de 
Juventud, Recreación y Deportes, sin enmiendas: 
 

“LEY 
Para añadir un nuevo inciso (I) a la Sección 2 de la Ley 221-1948, según enmendada, conocida 

como “Ley de Juegos de Azar y Autorización de Máquinas Tragamonedas en los Casinos”, con el fin 
de autorizar el juego de bingo en los paradores. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Puerto Rico enfrenta un momento decisivo en la revitalización de su economía y la protección 

del bienestar de sus familias. Si bien el turismo representa un pilar fundamental para nuestro 
desarrollo, es imperativo que su crecimiento se guíe por principios de responsabilidad, equidad y 
protección social. La presente medida busca regular, de manera estricta y excepcional, una actividad 
recreativa dentro de un marco controlado, priorizando siempre la seguridad de nuestra gente por 
encima de cualquier interés económico. 

En Puerto Rico, nuestros paradores turísticos son emblemas de nuestra cultura y hospitalidad, 
espacios dedicados al esparcimiento sano y al disfrute de nuestras riquezas naturales. Introducir 
elementos de juego en estos entornos debe hacerse con extrema cautela para no erosionar su esencia 
familiar ni convertirlos en focos de comportamientos de riesgo. 
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La aprobación de esta medida no debe interpretarse como un endoso al juego. Por el contrario, 
es un reconocimiento de que, ante la posible expansión no regulada de estas prácticas, el Estado debe 
asumir un rol de firme vigilancia y control absoluto. Cada licencia que se expida será una concesión 
limitada y supervisada, nunca un derecho. La Comisión de Juegos actuará como guardián, no como 
promotor, asegurando que toda actividad se sujete a límites estrictos y a una fiscalización transparente. 

Finalmente, este proyecto se presenta con un espíritu de precaución extrema. Su objetivo 
último no es fomentar el juego, sino permitir dentro de un régimen legal riguroso que desaliente su 
proliferación informal y mitigue sus daños potenciales. Confiamos en que, bajo este marco de 
supervisión estricta, podremos proteger a nuestra ciudadanía mientras exploramos, con enorme reserva 
y control, alternativas para la reactivación económica de sectores estratégicos.  
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1.- Se añade un nuevo inciso (I) la Sección 2 de la Ley 221-1948 según enmendada, 
para que lea como sigue: 

“Sección 2. — Juegos de azar en salas de juego con franquicias, autorizados. 
(G) … 
(H) … 
(I) Se autorizan las rifas, sorteos y bingos con premios en efectivo, créditos o fichas en 

los paradores puertorriqueños siempre y cuando se encuentren en cumplimiento con 
las disposiciones del Reglamento de Requisitos para Hospederías y Paradores de 
Puerto Rico administrado por la Compañía de Turismo. Dichos juegos estarán 
estrictamente sujetos a la reglamentación que para tal fin establezca la Comisión de 
Juegos del Gobierno de Puerto Rico, la cual incluirá, sin limitarse a: límites máximos 
de premios, horarios específicos de operación, medidas de protección al jugador, 
verificación de edad, y cualquier otra disposición necesaria para garantizar el control, 
la transparencia y la minimización de riesgos asociados a esta actividad”. 

Artículo 2.- Se ordena a la Comisión de Juegos del Gobierno de Puerto Rico a adoptar y/o 
enmendar toda la reglamentación o promulgar carta circular o norma administrativa necesaria para dar 
cumplimiento a los fines establecidos en la presente ley, en un plazo de sesenta (60) días contados a 
partir de su aprobación. 

Artículo 3.- Si cualquier palabra, inciso, sección, artículo o parte de esta Ley fuese declarado 
inconstitucional o nulo por un tribunal, tal declaración no afectará, menoscabará o invalidará las 
restantes disposiciones y partes de esta Ley, sino que su efecto se limitará a la palabra, inciso, oración, 
artículo o parte específica y se entenderá que no afecta o perjudica en sentido alguno su aplicación o 
validez en el remanente de sus disposiciones. 

Artículo 4.- Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.” 
 
 

“INFORME CONJUNTO 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Las comisiones de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales; y de Juventud, Recreación y 
Deportes, previo estudio y consideración, recomiendan la aprobación del P. del S. 989 sin enmiendas. 
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ALCANCE DE LA MEDIDA 

El P. del S. 989 propone “añadir un nuevo inciso (I) a la Sección 2 de la Ley 221-1948, según 
enmendada, conocida como “Ley de Juegos de Azar y Autorización de Máquinas Tragamonedas en 
los Casinos”, con el fin de autorizar el juego de bingo en los paradores.” 
 

INTRODUCCIÓN 
Puerto Rico se encuentra en una coyuntura determinante en cuanto a la reactivación y 

fortalecimiento de su economía, la cual debe necesariamente armonizarse con la protección integral 
del bienestar de sus familias. En este contexto, si bien el sector turístico constituye un componente 
esencial para el desarrollo económico de nuestro archipiélago, resulta indispensable que cualquier 
iniciativa orientada a su crecimiento esté regida por criterios de responsabilidad social, equidad y 
salvaguarda del interés público. En atención a ello, la medida propuesta persigue establecer un 
esquema de regulación rigurosa y de carácter excepcional sobre determinada actividad recreativa, 
procurando en todo momento que la seguridad y el bienestar de la ciudadanía prevalezcan sobre 
consideraciones de índole económica. 

En el ámbito local, los paradores turísticos representan instituciones emblemáticas de la 
identidad cultural puertorriqueña, caracterizados por promover espacios de recreación saludable y de 
disfrute familiar en armonía con los recursos naturales. Por tal razón, la eventual incorporación de 
actividades de juego dentro de estos entornos requiere de un análisis cuidadoso y de la implantación 
de controles estrictos, a fin de evitar que se desvirtúe su naturaleza o que se propicien conductas que 
puedan resultar perjudiciales para la convivencia social y el ambiente familiar que los distingue. 

De igual forma, la aprobación de la presente medida no debe interpretarse como un aval o 
promoción de las actividades de juego. Por el contrario, constituye un reconocimiento de la realidad 
de que, ante la posibilidad de proliferación desregulada de dichas prácticas, corresponde al Estado 
ejercer un rol activo de fiscalización y control estricto. En ese sentido, cualquier autorización que se 
conceda será de carácter limitado, excepcional y sujeta a supervisión continua, sin que en modo alguno 
pueda entenderse como un derecho adquirido. A tales efectos, la Comisión de Juegos asumirá una 
función primordial como ente regulador y fiscalizador, velando porque toda actividad autorizada se 
ajuste a parámetros restrictivos y a mecanismos de supervisión transparentes y efectivos. 

Finalmente, esta medida se articula bajo un principio de máxima cautela, orientado a prevenir 
riesgos y mitigar posibles efectos adversos. Su propósito no es fomentar la expansión del juego, sino 
establecer un marco jurídico estricto que permita atender y disuadir su desarrollo informal, reduciendo 
así sus potenciales impactos negativos. De esta manera, se procura proteger a la ciudadanía mientras 
se consideran, de forma prudente y controlada, alternativas que contribuyan a la dinamización de 
sectores económicos estratégicos sin comprometer el bienestar social. 
 

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 
La Comisión de Turismo y Recursos Naturales y Ambientales del Senado de Puerto Rico, 

como parte de la evaluación del P. del S. 989 solicitó memoriales explicativos a la Compañía de 
Turismo de Puerto Rico, a la Comisión de Juegos, a la Administración de Servicios de Salud Mental 
y Contra la Adicción, a la Oficina del Comisionado de Instituciones Financieras, al Departamento de 
Hacienda y a la Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa. Los memoriales explicativos 
solicitados fueron recibidos con excepción al informe del Departamento de Hacienda por lo que, 
procederemos con el trámite legislativo. 
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Compañía de Turismo 

La Compañía de Turismo de Puerto Rico, en adelante “CTPR”, compareció para presentar su 
postura en el memorial explicativo enviado. La CTPR hizo constar los fundamentos y finalidad según 
las disposiciones de la Ley 10-1971, según enmendada, conocida como la Ley de la Compañía de 
Turismo de Puerto Rico.  De igual forma manifiesta que se encuentra adscrita al Departamento de 
Desarrollo Económico y Comercio, así como informar que su propósito es promover, estimular y 
regular el desarrollo turístico de Puerto Rico, además de establecer los estándares de calidad, fiscalizar 
y evaluar la estructura del turismo en nuestro archipiélago.  Su finalidad fue claramente establecida al 
mencionar que “[s]u enfoque es lograr posicionar a Puerto Rico como el destino turístico principal en 
la región del Caribe”. 

La CTPR reconoce el interés de la Asamblea Legislativa al considerar alternativas que 
fortalezcan la actividad turística y a su vez amplíen las ofertas dentro de las hospederías alrededor de 
nuestro archipiélago.  Ahora bien, hace constar a su vez que conforme con la Ley 221-1948, según 
enmendada, también conocida como Ley de Juegos de Azar y Autorización de Máquinas 
Tragamonedas en los Casinos, la Comisión de Juegos del Gobierno de Puerto Rico (en adelante la 
“Comisión”), es la encargada de supervisar, reglamentar y fiscalizar las actividades relacionadas con 
los juegos de azar debidamente autorizados.  Es por esta razón que estima prudente que se solicite a 
la Comisión su postura en cuanto a la medida que nos atañe y brinda deferencia a sus comentarios. 
 
Comisión de Juegos de Puerto Rico 

La Comisión de Juegos del Gobierno de Puerto Rico fue creada al amparo de la Ley Núm. 81-
2019, según enmendada, conocida como la Comisión de Juegos del Gobierno de Puerto Rico.  El 
propósito de la Comisión es promulgar reglamentos, fiscalizar las operaciones y la determinación de 
las condiciones bajo las cuales pueden llevarse a cabo juegos de azar en nuestra jurisdicción.  Entre 
las industrias regidas por la Comisión se encuentran las apuestas autorizadas por internet y en deportes, 
ligas de juegos electrónicos y concursos de fantasía, así como los asuntos contenidos en la Ley 221-
1948, , según enmendada, también conocida como Ley de Juegos de Azar y Autorización de Máquinas 
Tragamonedas en los Casinos, la Comisión de Juegos del Gobierno de Puerto Rico; la Ley 11-1933, 
según enmendada, conocida como la Ley de Máquinas de Juegos de Azar y la Ley 83-1987, según 
enmendada, conocida como la Ley de la Industria y el Deporte Hípico de Puerto Rico. 

La normativa vigente en Puerto Rico en materia de juegos de azar, particularmente la Ley 
Núm. 221-1948, según enmendada, establece como principio general la prohibición de dichas 
actividades, a la vez que reconoce excepciones específicas mediante la autorización de determinados 
juegos dentro de salas operadas bajo franquicia. Dentro de ese marco regulatorio, el bingo figura 
expresamente como una de las modalidades permitidas, lo que evidencia su reconocimiento histórico 
como parte del esquema legal de juegos autorizados en la jurisdicción. A su vez, dicha legislación 
faculta al Estado a expedir franquicias para la operación de salas de juegos que incluyan esta y otras 
actividades, así como a ejercer funciones de supervisión mediante mecanismos de inspección, 
auditoría y examen de las operaciones, incluyendo la fiscalización de ingresos y cumplimiento 
normativo. 

Posteriormente, la aprobación de la Ley Núm. 81-2019 marcó un cambio significativo en la 
política pública sobre juegos de azar en Puerto Rico, al consolidar bajo la jurisdicción de la Comisión 
de Juegos del Gobierno de Puerto Rico la regulación de esta industria, incluyendo los casinos, el 
deporte hípico y las nuevas modalidades de apuestas. Esta transformación respondió, en parte, a 
cambios en el ordenamiento jurídico federal tras la decisión del Tribunal Supremo de los Estados 
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Unidos en el caso Murphy v. National Collegiate Athletic Association (2018), que eliminó 
restricciones previas sobre las apuestas deportivas, abriendo paso a nuevas oportunidades económicas. 
En este contexto, la intención legislativa fue centralizar la política pública y la supervisión de todas 
las actividades relacionadas con apuestas en un solo ente regulador, con el propósito de garantizar 
uniformidad, control y desarrollo ordenado del sector. 

En virtud de dicha legislación, la Comisión de Juegos ostenta amplias facultades regulatorias 
y fiscalizadoras, incluyendo la responsabilidad de regir, supervisar y ejercer jurisdicción sobre las 
actividades contempladas en la Ley Núm. 221-1948. Estas funciones abarcan la reglamentación de 
aspectos esenciales como la concesión de licencias, las modalidades de juego, los mecanismos 
operacionales, los lugares autorizados, así como la conducta de los participantes y operadores. De 
igual forma, la Comisión tiene el deber de salvaguardar la integridad de la industria mediante la 
implantación de controles estrictos y el cumplimiento de las disposiciones legales aplicables. 

En ese contexto normativo, el Proyecto del Senado 989 propone una enmienda puntual dirigida 
a autorizar la celebración de rifas, sorteos y juegos de bingo en los paradores puertorriqueños, como 
parte de una estrategia orientada a promover el desarrollo económico del sector turístico, 
particularmente en momentos de revitalización económica. No obstante, la medida enfatiza que dicha 
autorización debe darse de manera limitada, excepcional y bajo un estricto marco regulatorio, 
priorizando en todo momento la protección social y la seguridad de la ciudadanía sobre cualquier 
interés económico. Asimismo, se subraya la necesidad de preservar la naturaleza de los paradores 
como espacios de esparcimiento familiar y cultural, evitando que la incorporación de actividades de 
juego altere su esencia o propicie conductas de riesgo. 

Para viabilizar esta política, la medida propone enmendar la Sección 2 de la Ley Núm. 221-
1948 a los fines de permitir estas actividades en paradores que cumplan con los requisitos establecidos 
por la Compañía de Turismo de Puerto Rico. Además, dispone que tales actividades estarán sujetas a 
la reglamentación que adopte la Comisión de Juegos, la cual deberá incluir salvaguardas mínimas tales 
como límites en los premios, horarios específicos de operación, mecanismos de protección al jugador 
y procesos de verificación de edad, entre otros controles necesarios para garantizar la transparencia y 
minimizar riesgos. 

Desde la perspectiva de la Comisión de Juegos, la propuesta legislativa no presenta conflictos 
con el marco legal vigente, en tanto las modalidades de rifas, sorteos y bingo ya se encuentran 
contempladas en la legislación actual. En esencia, la medida no introduce nuevas categorías de juegos, 
sino que amplía los espacios en los cuales estas actividades podrían llevarse a cabo, sujeto al 
cumplimiento de los requisitos regulatorios aplicables. En ese sentido, la Comisión expresa no tener 
objeción a la aprobación del proyecto, al considerar que la propuesta mantiene un esquema adecuado 
de supervisión y control, alineado con la política pública vigente. 

Finalmente, la Comisión de Juegos reconoce que la autorización propuesta podría generar 
beneficios para el sector de paradores y para los usuarios de estas actividades, siempre dentro de un 
marco regulatorio estricto. No obstante, recomienda que, en el proceso de evaluación legislativa, se 
consideren las opiniones de otros sectores relevantes, incluyendo la industria de casinos, el 
Departamento de Hacienda, el Comisionado de Instituciones Financieras y la Administración de 
Servicios de Salud Mental y Contra la Adicción (ASSMCA), a fin de asegurar un análisis integral y 
balanceado de la medida. 
 
Administración de Servicios de Salud Mental y Contra la Adicción 

La Administración de Servicios de Salud Mental y Contra la Adicción, en adelante 
“ASSMCA”, creada al amparo de la Ley Núm. 67-1993, presentó su memorial explicativo en torno al 
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Proyecto del Senado 989, exponiendo sus consideraciones desde la perspectiva de salud pública, 
prevención y tratamiento de trastornos relacionados con conductas adictivas. La agencia destacó que, 
conforme a su ley orgánica, posee la responsabilidad ministerial de desarrollar estrategias dirigidas a 
la prevención, tratamiento, rehabilitación y atención integral de las condiciones de salud mental y de 
las adicciones, incluyendo aquellas asociadas a patrones conductuales compulsivos. 

En ese contexto, ASSMCA explicó que, de acuerdo con los criterios diagnósticos establecidos 
en el Manual Diagnóstico y Estadístico de los Trastornos Mentales (DSM-5), el trastorno por juego 
constituye una condición adictiva reconocida clínicamente, cuyos mecanismos neurobiológicos y 
patrones de dependencia son comparables a los observados en las adicciones relacionadas con el uso 
de sustancias controladas. La Administración sostuvo que este reconocimiento científico resulta 
particularmente relevante para el análisis del Proyecto del Senado 989, toda vez que la medida propone 
ampliar las modalidades de juegos permitidos en instalaciones turísticas mediante la autorización de 
bingos, rifas y sorteos en paradores, incluyendo la concesión de premios en efectivo, créditos o fichas 
bajo la supervisión de la Comisión de Juegos. 

Tras evaluar el contenido de la medida legislativa, ASSMCA indicó que no endosa el Proyecto 
del Senado 989 en su redacción actual debido a las preocupaciones identificadas en materia de salud 
pública y al potencial impacto que podría generar la expansión de actividades de juego en el país. La 
agencia expresó que, desde una perspectiva salubrista y preventiva, la ampliación de modalidades de 
juegos de azar debe ir acompañada de mecanismos regulatorios y administrativos robustos que 
permitan atender adecuadamente las posibles consecuencias sociales, emocionales y económicas 
asociadas al incremento en conductas de juego problemático. 

La Administración enfatizó que actualmente existen limitaciones institucionales y una brecha 
significativa en el acceso a servicios especializados para atender trastornos relacionados con el juego 
compulsivo, por lo que entiende indispensable que cualquier iniciativa legislativa dirigida a expandir 
el catálogo de juegos autorizados contemple salvaguardas específicas que permitan fortalecer la 
capacidad de respuesta del Estado. Entre las medidas recomendadas, ASSMCA destacó la necesidad 
de establecer mecanismos formales de consulta obligatoria con la agencia previo a la implantación de 
nuevas modalidades de juego, así como la adopción de estrategias de reducción de daños dirigidas a 
minimizar el riesgo de conductas adictivas y promover prácticas responsables. 

De igual forma, la agencia recomendó la imposición de límites razonables a los premios 
autorizados, el establecimiento de asignaciones presupuestarias dirigidas a fortalecer los programas 
de tratamiento y rehabilitación, y la creación de sistemas de evaluación periódica que permitan medir 
el impacto de la legislación sobre la salud mental y el bienestar de la ciudadanía. Según ASSMCA, la 
ausencia de estas herramientas regulatorias podría dificultar la capacidad del Estado para atender de 
forma efectiva las consecuencias derivadas de un posible aumento en los casos de trastorno por juego. 

La Administración reconoció, no obstante, la legitimidad de los objetivos económicos y de 
revitalización turística que motivan el Proyecto del Senado 989, así como la sensibilidad reflejada en 
la Exposición de Motivos de la medida al reconocer los riesgos inherentes a la expansión de 
actividades de juego. Sin embargo, sostuvo que el contexto epidemiológico actual, caracterizado por 
una prevalencia significativa de trastornos relacionados con el juego y por limitaciones en el acceso a 
servicios de tratamiento especializados, exige que cualquier expansión de esta industria sea 
acompañada de salvaguardas normativas sólidas en materia de prevención, fiscalización y 
financiamiento de servicios clínicos. 

ASSMCA subrayó además que únicamente mediante la implantación de garantías adecuadas 
será posible mitigar los efectos adversos que la expansión del juego pudiera ocasionar sobre la salud 
mental, la estabilidad emocional y la seguridad económica de las familias puertorriqueñas. A juicio 
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de la agencia, el desarrollo económico y turístico promovido por la medida debe armonizarse con la 
obligación constitucional y moral del Estado de proteger la salud pública y salvaguardar el bienestar 
integral de la población. 

Para concluir, la Administración reiteró su disposición de colaborar con la Asamblea 
Legislativa en la elaboración de un marco regulatorio que permita balancear adecuadamente los 
objetivos turísticos y económicos perseguidos por el Proyecto del Senado 989 con la necesidad de 
establecer mecanismos efectivos de prevención, fiscalización y tratamiento. En ese sentido, ASSMCA 
reafirmó su compromiso institucional de participar activamente en el diseño de políticas públicas que 
promuevan simultáneamente el desarrollo económico responsable y la protección de la salud mental 
de la ciudadanía. 
 
Oficina del Comisionado de Instituciones Financieras 

La Oficina del Comisionado de Instituciones Financieras, adelante “OCIF”, presentó su 
memorial explicativo en torno al Proyecto del Senado 989, exponiendo el alcance de sus facultades 
regulatorias y sus consideraciones respecto a la medida que propone autorizar la celebración de rifas, 
sorteos y juegos de bingo en paradores puertorriqueños bajo la supervisión de la Comisión de Juegos 
de Puerto Rico. 

La OCIF indicó que fue creada al amparo de la Ley Núm. 4 de 11 de octubre de 1985, según 
enmendada, conocida como la “Ley de la Oficina del Comisionado de Instituciones Financieras”, 
legislación que le impone la responsabilidad de reglamentar, supervisar y fiscalizar las instituciones 
financieras que operan o realizan negocios en Puerto Rico. Según explicó la agencia, el propósito 
principal de dicha función consiste en garantizar la solvencia, estabilidad y competitividad del sistema 
financiero, promoviendo a su vez el desarrollo socioeconómico del País y la protección del interés 
público. 

De igual forma, la OCIF señaló que, conforme a la Ley Núm. 4-1985 y a la Ley Núm. 221 de 
15 de mayo de 1948, según enmendada, conocida como la “Ley de Juegos de Azar”, posee facultades 
para otorgar licencias relacionadas con la operación de salas de juegos o casinos en Puerto Rico, así 
como para supervisar y fiscalizar dichas actividades conforme al marco reglamentario aplicable. La 
agencia hizo referencia además al Reglamento Núm. 8643 de 12 de septiembre de 2015, según 
enmendado, conocido como el “Reglamento de Juegos de Azar de la Oficina del Comisionado de 
Instituciones Financieras de Puerto Rico”, mediante el cual se establecen las disposiciones 
administrativas relacionadas con la operación y supervisión de salas de juego autorizadas. 

No obstante, la Oficina aclaró que su intervención respecto a actividades de rifas, sorteos y 
juegos de bingo resulta limitada, toda vez que su función principal se concentra en la supervisión de 
instituciones financieras y, de manera específica, en la autorización y examen de franquicias de salas 
de juegos bajo el esquema regulatorio vigente. En ese sentido, la OCIF sostuvo que, más allá de dichas 
facultades particulares, no interviene directamente en actividades relacionadas con rifas, sorteos y 
bingos celebrados fuera del contexto tradicional de casinos o salas de juego autorizadas. 

La agencia expresó que el Proyecto del Senado 989 propone precisamente autorizar 
actividades de rifas, sorteos y bingos fuera del contexto tradicional de las salas de juego reguladas 
bajo la Ley Núm. 221-1948, mediante un esquema regulatorio distinto y bajo la supervisión principal 
de la Comisión de Juegos de Puerto Rico, particularmente en instalaciones turísticas y paradores 
puertorriqueños. Por tal razón, la OCIF entiende indispensable que el proyecto delimite con mayor 
precisión el alcance de las actividades autorizadas y las competencias regulatorias correspondientes, 
a fin de evitar confusión entre el modelo tradicional de casinos y las actividades contempladas en la 
medida. 
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A esos efectos, la Oficina recomendó incorporar definiciones específicas dentro del proyecto 
para clarificar adecuadamente la naturaleza de las actividades autorizadas y distinguirlas de las 
operaciones propias de las salas de juego reguladas por la legislación vigente. Entre las definiciones 
sugeridas, la OCIF propuso incluir el concepto de “sala de juego”, describiéndola como aquellas salas 
explotadas mediante franquicias expedidas conforme a la Ley de Juegos de Azar y sujetas a las 
condiciones y reglamentos aplicables. De igual forma, recomendó definir el término “eventos de rifas, 
sorteos y bingo” como actividades autorizadas bajo la jurisdicción de la Comisión de Juegos de Puerto 
Rico y celebradas fuera del contexto tradicional de las salas de juego. Además, sugirió incorporar una 
definición clara de “paradores puertorriqueños”, identificándolos como hospederías debidamente 
autorizadas y certificadas por la Compañía de Turismo de Puerto Rico conforme a las leyes y 
reglamentos aplicables. 

La OCIF manifestó además que la inclusión de dichas definiciones permitiría delimitar con 
mayor claridad las jurisdicciones regulatorias correspondientes y evitar posibles conflictos 
interpretativos sobre el alcance de las actividades autorizadas en los paradores. A juicio de la agencia, 
el proyecto debe establecer claramente la separación entre las franquicias de casinos reguladas por la 
Ley Núm. 221-1948 y las actividades de rifas, sorteos y bingo que se pretenden permitir bajo la nueva 
legislación. 

En atención a las consideraciones antes expuestas, la Oficina del Comisionado de Instituciones 
Financieras expresó que endosa el Proyecto del Senado 989 sujeto a que se evalúen y adopten las 
recomendaciones y modificaciones propuestas en su memorial explicativo. Particularmente, insistió 
en la necesidad de incorporar definiciones claras que delimiten adecuadamente la naturaleza de las 
actividades autorizadas, las competencias regulatorias aplicables y la definición de “paradores 
puertorriqueños” para fines de la medida. 

Finalmente, la OCIF reafirmó su compromiso con la protección del interés público, la 
estabilidad del sistema financiero y el desarrollo económico responsable de Puerto Rico. Asimismo, 
expresó deferencia hacia la jurisdicción y peritaje de la Comisión de Juegos de Puerto Rico, la 
Compañía de Turismo de Puerto Rico y el Departamento de Hacienda respecto a las actividades 
contempladas en la medida legislativa. 
 
Oficinal de Presupuesto de la Asamblea Legislativa 

La Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico, en adelante “OPAL” 
presentó su evaluación fiscal sobre el Proyecto del Senado 989. Como parte de su análisis, la OPAL 
examinó el marco regulatorio vigente aplicable a las salas de juegos y casinos en Puerto Rico. A esos 
efectos, destacó que el Reglamento de Juegos de Azar define el término “franquicia” como toda 
licencia o autorización expedida por la Comisión de Juegos para operar una sala de juegos a favor de 
un concesionario autorizado. Asimismo, señaló que dicho reglamento establece que todo solicitante 
de una franquicia debe ser propietario, poseedor, administrador u operador del hotel donde ubique la 
sala de juegos correspondiente. 

La Oficina indicó además que, conforme a las disposiciones de la Sección 3.12 del Reglamento 
de Juegos de Azar, existen diversas modalidades de juegos actualmente autorizadas en Puerto Rico, 
entre las cuales se encuentran el bingo, la ruleta, los dados y distintas variantes de juegos como Black 
Jack y Baccarat. En ese sentido, la OPAL destacó que esta medida persigue extender ciertas 
modalidades de juegos fuera del esquema tradicional de casinos, específicamente hacia instalaciones 
turísticas certificadas como paradores. 

En cuanto al concepto de “paradores”, la OPAL hizo referencia a la definición utilizada por la 
Compañía de Turismo de Puerto Rico, la cual describe el Programa de Paradores como un conjunto 
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de hospederías que representan la historia, cultura, hospitalidad e idiosincrasia puertorriqueña fuera 
del área metropolitana de San Juan. Según expuso la Oficina, estos establecimientos poseen una 
capacidad mínima de siete habitaciones y un máximo de setenta y cinco. Asimismo, identificó diversos 
municipios que cuentan con paradores acogidos al programa, entre ellos Aguadilla, Cabo Rojo, 
Guánica, Hatillo, Isabela, Lajas, Maunabo y Yabucoa, los cuales potencialmente podrían beneficiarse 
de la autorización propuesta en la medida legislativa. 

Ahora bien, la OPAL advirtió que la autorización de nuevas modalidades de juegos de azar no 
implica necesariamente un aumento significativo en los recaudos gubernamentales. La Oficina explicó 
que la literatura económica y científica especializada sobre la industria de juegos de azar sugiere que 
muchas modalidades de apuestas y juegos operan como bienes sustitutos entre sí, provocando que el 
gasto de los consumidores simplemente se redistribuya entre distintas opciones de juego existentes en 
lugar de generar nueva actividad económica sustancial. 

A esos efectos, la OPAL citó diversos estudios académicos y literatura especializada que 
analizan el comportamiento de los consumidores en mercados de juegos de azar. Entre ellos, mencionó 
investigaciones realizadas por Walker y Jackson (2008) y Marionneau y Nikkinen (2018), las cuales 
sostienen que casinos y loterías tienden a comportarse como bienes sustitutos dentro del mercado de 
apuestas. Asimismo, hizo referencia a estudios de Philander (2012), donde se plantea que las 
plataformas de juegos de azar en línea pueden actuar igualmente como sustitutos de los casinos 
tradicionales. Según explicó la Oficina, estas investigaciones respaldan la teoría de que la demanda 
relacionada con actividades de juegos de azar suele mantenerse relativamente fija, redistribuyéndose 
simplemente entre las diferentes modalidades disponibles. 

La OPAL indicó además que, ante la ausencia de información estadística específica 
relacionada con la conducta y participación en juegos de azar en Puerto Rico, su evaluación fiscal se 
fundamentó principalmente en la literatura científica disponible y en experiencias observadas en otras 
jurisdicciones, siguiendo la misma metodología utilizada previamente en el Informe 2026-402. 

Como resultado de dicho análisis, la Oficina concluyó que, aunque el Proyecto del Senado 989 
persigue incrementar recaudos mediante la autorización de nuevas modalidades de juegos de azar en 
paradores, cualquier aumento potencial en ingresos públicos probablemente sería limitado y no 
significativo desde el punto de vista fiscal. Según expuso, la demanda por juegos de azar en Puerto 
Rico ya se encuentra servida por las modalidades actualmente existentes, por lo que la incorporación 
de nuevas alternativas de juego tendría principalmente un efecto de redistribución o sustitución del 
gasto de los consumidores, en lugar de representar un crecimiento sustancial del mercado. 

En consecuencia, la OPAL sostuvo que el posible aumento en recaudos derivados de nuevas 
modalidades de juego podría verse compensado por una reducción proporcional en los ingresos 
asociados a otras actividades de apuestas ya existentes. Desde una perspectiva de equilibrio general, 
la Oficina concluyó que el efecto fiscal neto de la medida probablemente no sería significativamente 
distinto de cero. 

Finalmente, la OPAL reiteró que, tras revisar la literatura científica y económica pertinente, 
entiende que el Proyecto del Senado 989 no representa un impacto fiscal significativo para el Gobierno 
de Puerto Rico, debido a que la medida probablemente provocaría una sustitución en la participación 
y consumo de juegos de azar ya existentes, permitiendo a los consumidores distribuir el mismo gasto 
destinado a apuestas entre una mayor variedad de opciones disponibles. 

Las Comisiones de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales; y de Juventud, Recreación y 
Deportes reconocen que el Proyecto del Senado 989 surge en un contexto económico en el que Puerto 
Rico continúa procurando alternativas dirigidas a fortalecer la actividad turística y diversificar las 
oportunidades de desarrollo económico, particularmente en sectores emblemáticos como la industria 
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de los paradores puertorriqueños. La medida persigue autorizar, de forma limitada y reglamentada, la 
celebración de rifas, sorteos y juegos de bingo en dichas hospederías, procurando crear mecanismos 
adicionales de actividad recreativa y atracción turística sin desvirtuar el carácter familiar y cultural 
que históricamente ha distinguido a los paradores de Puerto Rico. 

De la evaluación realizada se desprende que la intención legislativa de la medida no responde 
a un propósito de expansión indiscriminada de la industria del juego, sino al establecimiento de un 
marco regulatorio controlado y restrictivo que permita atender una actividad que ya existe bajo 
distintas modalidades dentro del ordenamiento jurídico puertorriqueño. En ese sentido, la propuesta 
legislativa reconoce expresamente que cualquier autorización relacionada con juegos de azar debe 
estar subordinada a estrictos mecanismos de fiscalización, supervisión y protección del interés 
público. 

Las Comisiones toman conocimiento de que la legislación vigente en Puerto Rico 
históricamente ha establecido una política pública restrictiva en torno a los juegos de azar, permitiendo 
únicamente aquellas modalidades expresamente autorizadas por ley y sujetas a supervisión 
gubernamental. Conforme a los memoriales explicativos sometidos, tanto la Comisión de Juegos del 
Gobierno de Puerto Rico como la Oficina del Comisionado de Instituciones Financieras coincidieron 
en que las actividades contempladas en la medida que nos ocupa, específicamente las rifas, sorteos y 
bingo, no constituyen nuevas categorías de juegos prohibidos, sino modalidades ya reconocidas dentro 
del marco legal vigente, cuya autorización se extendería de manera limitada a los paradores 
puertorriqueños bajo un esquema regulatorio específico. 

En ese contexto, las Comisiones consideran meritorio que la medida mantenga la supervisión 
primaria de estas actividades bajo la jurisdicción de la Comisión de Juegos del Gobierno de Puerto 
Rico, entidad que posee el conocimiento técnico, la experiencia administrativa y las facultades 
regulatorias necesarias para reglamentar adecuadamente este tipo de actividad económica. La 
Comisión de Juegos expresó claramente que el proyecto no presenta conflictos con el marco legal 
vigente y que la propuesta mantiene un esquema razonable de control y fiscalización. Además, destacó 
que la legislación propuesta incorpora salvaguardas importantes relacionadas con límites de premios, 
horarios de operación, verificación de edad y protección de los participantes. 

De igual forma, estas Comisiones reconocen la deferencia expresada por la Compañía de 
Turismo de Puerto Rico hacia la jurisdicción de la Comisión de Juegos en asuntos relacionados con 
actividades de azar. No obstante, la CTPR reafirmó la importancia de continuar promoviendo 
alternativas que fortalezcan el sector turístico y amplíen las ofertas recreativas disponibles en las 
hospederías puertorriqueñas, particularmente en los paradores que representan un componente 
esencial de nuestra identidad cultural y turística. 

Ahora bien, concedemos particular importancia a las preocupaciones levantadas ASSMCA, 
entidad que alertó sobre los posibles efectos adversos asociados a la expansión de actividades de juego 
desde una perspectiva de salud pública. La agencia destacó que el trastorno por juego constituye una 
condición adictiva reconocida clínicamente y advirtió sobre la necesidad de implantar mecanismos 
robustos de prevención, reducción de daños y fortalecimiento institucional para atender posibles 
incrementos en conductas de juego problemático. Estas Comisiones entienden que dichas 
preocupaciones son legítimas y deben ser consideradas cuidadosamente dentro del proceso legislativo. 

No obstante, las Comisiones también observan que ASSMCA no rechazó los objetivos 
económicos y turísticos perseguidos por la medida, sino que condicionó su endoso a la incorporación 
de salvaguardas regulatorias y administrativas que permitan armonizar el desarrollo económico con la 
protección de la salud mental y el bienestar social. En consecuencia, entendemos que las 
recomendaciones formuladas por ASSMCA resultan compatibles con la intención legislativa del 
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proyecto y pueden ser incorporadas mediante enmiendas o mecanismos reglamentarios 
complementarios que fortalezcan la política pública propuesta. 

En cuanto al análisis fiscal realizado por la OPAL, las Comisiones toman conocimiento de que 
dicha entidad concluyó que la medida no tendría un impacto fiscal significativo para el Gobierno de 
Puerto Rico. Conforme al análisis presentado, la autorización de nuevas modalidades de juegos en 
paradores probablemente generaría un efecto de sustitución dentro del mercado de apuestas existente, 
redistribuyendo el gasto de los consumidores entre diferentes modalidades de juego ya autorizadas, 
en lugar de provocar un crecimiento sustancial en la demanda total. Aun así, reconocemos que la 
medida podría contribuir a fortalecer la competitividad y diversificación de la oferta turística de los 
paradores, particularmente en regiones fuera del área metropolitana. 

De hecho, estas Comisiones consideran razonables y meritorias las recomendaciones 
formuladas por la OCIF dirigidas a delimitar con mayor precisión el alcance regulatorio de la medida. 
Esta Oficina enfatizó correctamente la necesidad de distinguir claramente entre las salas de juego 
tradicionales reguladas bajo la Ley Núm. 221-1948 y las actividades limitadas de rifas, sorteos y bingo 
que se pretenden autorizar en los paradores puertorriqueños. Esta diferenciación normativa resulta 
indispensable para evitar conflictos interpretativos y garantizar claridad en la implantación de la 
legislación. 

Luego de evaluar integralmente la intención de la medida, los memoriales explicativos 
sometidos por las agencias concernidas y las implicaciones económicas, regulatorias y sociales del 
proyecto, estas Comisiones concluyen que el Proyecto del Senado 989 representa una alternativa 
razonable y prudente para fortalecer la actividad turística de los paradores puertorriqueños mediante 
un esquema limitado y fiscalizado de actividades recreativas autorizadas. Entendemos que la medida 
incorpora un enfoque de cautela regulatoria que procura evitar una expansión indiscriminada de juegos 
de azar, manteniendo mecanismos de supervisión gubernamental y salvaguardas dirigidas a proteger 
el interés público. 

No obstante, las Comisiones estiman recomendable que, de aprobarse esta medida, se 
consideren las siguientes recomendaciones formuladas por las agencias comparecientes: 

1. solicitar la participación y consulta continua de ASSMCA en el diseño e implantación 
de reglamentos relacionados con actividades de juego autorizadas en paradores. 

2. incorporar estrategias de reducción de daños, prevención y orientación dirigidas a 
minimizar riesgos asociados al juego compulsivo. 

3. establecer límites razonables sobre premios, créditos o incentivos autorizados en las 
actividades permitidas. 

4. considerar asignaciones o recursos dirigidos a fortalecer servicios de prevención, 
tratamiento y rehabilitación relacionados con trastornos por juego. 

5. incorporar definiciones claras sobre los conceptos de “sala de juego”, “eventos de rifas, 
sorteos y bingo” y “paradores puertorriqueños”, conforme recomendó la OCIF. 

6. delimitar expresamente las competencias regulatorias entre la Comisión de Juegos del 
Gobierno de Puerto Rico y otras entidades concernidas. 

7. mantener un esquema de supervisión estricta a cargo de la Comisión de Juegos del 
Gobierno de Puerto Rico, incluyendo mecanismos de fiscalización, verificación de 
edad y controles operacionales. 

Por todo lo anterior, estas Comisiones recomiendan favorablemente la aprobación del Proyecto 
del Senado 989, entendiendo que la medida, acompañada de las salvaguardas y recomendaciones antes 
expuestas, promueve un balance adecuado entre el fortalecimiento de la actividad turística, el 
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desarrollo económico responsable y la protección del bienestar social y la salud pública de Puerto 
Rico. 
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”, las Comisiones de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales; 
y de Juventud, Recreación y Deportes certifican que el P. del S. 989 no impone una obligación 
económica en el presupuesto de los gobiernos municipales. 
 

CONCLUSIÓN 
Las Comisiones de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales; y de Juventud, Recreación y 

Deportes del Senado de Puerto Rico recomiendan la aprobación del P. del S. 989 sin enmiendas. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) (Fdo.) 
Hon. Marissa Jiménez Santoni Hon. Rafael Santos Ortíz 
Presidenta Presidente 
Comisión de Turismo, Recursos Comisión de Juventud, 
Naturales y Ambientales Recreación y Deportes” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 1119, y se 
da cuenta del Informe de la Comisión de Salud, con enmiendas, según el entirillado electrónico que 
se acompaña: 
 

“LEY 
Para crear la “Ley de Transparencia de Precios de Servicios Hospitalarios de Puerto Rico”; 

establecer como política pública la divulgación obligatoria, accesible y estandarizada de los precios 
de servicios hospitalarios; otorgar autoridad al Departamento de Salud de Puerto Rico para adoptar 
reglamentos e imponer sanciones administrativas a los hospitales que incumplan; reconocer el derecho 
de acción privada a los pacientes afectados; y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La transparencia en los precios de los servicios hospitalarios constituye un elemento 

fundamental para garantizar el acceso equitativo a la atención médica, proteger los derechos de los 
pacientes y fomentar la competencia en el mercado de la salud. Sin información clara, precisa y 
accesible sobre el costo de los servicios hospitalarios, los pacientes se encuentran en una posición de 
marcada desventaja frente a las instituciones de salud, imposibilitados de tomar decisiones informadas 
sobre su atención médica y vulnerables a cobros excesivos o arbitrarios. 

El Caucus Hispano Nacional de Legisladores Estatales (NHCSL, por sus siglas en inglés), 
mediante las Resoluciones 2023-14 y 2024-03, expresó su preocupación ante la creciente evidencia 
de que la consolidación hospitalaria, al reducir la competencia en el mercado, ha contribuido al 
aumento sostenido en el costo de la atención médica para los pacientes. El NHCSL reconoció que la 
divulgación transparente de los precios hospitalarios puede ser un mecanismo eficaz para restaurar la 
competencia en ciertos mercados de salud, al permitir que consumidores, empleadores y aseguradoras 
comparen precios y tomen decisiones más informadas. 
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A nivel federal, la Norma de Transparencia de Precios exige que los hospitales publiquen en 
línea la totalidad de sus precios, incluyendo:  

(1) los cargos estándar para todos los artículos, servicios y medicamentos de todos los 
pagadores y planes, las tarifas negociadas mínimas y máximas anónimas, y todos los 
precios en efectivo con descuento, en un solo archivo legible por máquina; y  

(2) los precios para los trescientos (300) servicios de compra más comunes, ya sea 
mediante una visualización de cargos estándar intuitiva para el consumidor o una 
herramienta de estimación de precios. No obstante, a noviembre de 20249, únicamente 
el 21.1% de los hospitales cumplía plenamente con dicha norma federal, lo que 
evidencia una crisis sistémica de incumplimiento que afecta directamente a los 
pacientes. 

El nivel de cumplimiento de la norma federal alcanzó un máximo del treinta y seis por ciento 
(36%) a mediados de 2023, pero se desplomó a finales de 2024, principalmente porque los archivos 
divulgados por los hospitales no contenían precios claramente asociados con los nombres del pagador 
y del plan, y no seguían los formatos requeridos. Esta situación se agravó cuando las directrices 
modificadas de los Centros de Servicios de Medicare y Medicaid (CMS, por sus siglas en inglés) 
debilitaron la norma al permitir que los hospitales sustituyeran los precios reales por porcentajes, 
algoritmos, y a partir de 2025, estimaciones y promedios. Publicar promedios o estimaciones en lugar 
de precios reales no constituye transparencia genuina, especialmente en jurisdicciones donde las 
agencias reguladoras ya publican tarifas promedio, haciendo que dicha divulgación sea redundante e 
inútil para el consumidor. 

Por su parte, otro estudio reveló que solo el 16.8% de los hospitales evaluados, 335 de un total 
de 2,000, publicaron una cantidad suficiente de cargos negociados para facilitar la comparación de 
precios por parte de consumidores, empleadores y desarrolladores de tecnología. Únicamente 133 
hospitales, equivalentes al 6.7% del universo evaluado, cumplieron tanto con los criterios de 
cumplimiento como con los de suficiencia de datos de precios. Estas cifras confirman que la norma 
federal, tal y como está siendo aplicada, no está alcanzando su objetivo.10 

Ante este panorama, los expertos en política pública de salud recomiendan que los CMS 
adopten una serie de medidas correctivas, entre ellas:  

(1) implementar el requisito de una plantilla única, uniforme y estandarizada que contenga 
cifras en dólares completas, precisas y exactas asociadas con cada pagador y plan 
contratado, a fin de facilitar la comparación de precios y el cumplimiento 
reglamentario;  

(2) regresar a la norma original que exigía mostrar los cinco cargos estándar, todas las 
tarifas negociadas, mínimas y máximas, y el precio al contado con descuento, 
expresados en dólares y centavos, y no en porcentajes, fórmulas ni algoritmos;  

(3) prohibir el uso de "montos permitidos esperados" o herramientas de estimación de 
precios, por no constituir montos vinculantes en los que los pacientes puedan confiar; 
y  

(4) ampliar los requisitos de transparencia a todos los proveedores, incluyendo los centros 
de cirugía ambulatoria, las organizaciones de atención responsable y todos los 

 
9 Patient Rights Advocate, 7th Semi-Annual Hospital Price Transparency Compliance Report (noviembre de 2024).  
Department of Health and Human Services. Medicare and Medicaid Programs: CY 2020 hospital outpatient PPS policy 
changes and payment rates and ambulatory surgical center payment system policy changes and payment rates. (27 de 
noviembre de 2019).  
10  Patient Rights Advocate, 7th Semi-Annual Hospital Price Transparency Compliance Report, p. 4(Nov 2024). 
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proveedores en todos los puntos de atención, considerando que la atención ambulatoria 
puede prestarse a un costo sustancialmente menor fuera de un hospital. 

El 25 de febrero de 2025, el Presidente de los Estados Unidos emitió la Orden Ejecutiva 14221, 
ordenando al Departamento de Salud y Servicios Humanos (HHS, por sus siglas en inglés) y a los 
CMS que modifiquen sus directrices para exigir precios reales, prohibir el uso de estimaciones, 
requerir mayor estandarización y comparabilidad, y fortalecer las políticas de cumplimiento. Esta 
acción del Poder Ejecutivo federal reafirma la urgencia de actuar y reconoce que la normativa vigente 
es insuficiente para garantizar una transparencia real en beneficio de los pacientes. 

En consonancia con esas recomendaciones y con la política pública federal, la Asamblea 
Legislativa de Puerto Rico entiende necesario y conveniente: codificar en la legislación de Puerto Rico 
las normas federales de transparencia de precios hospitalarios y conferir autoridad explícita al 
Departamento de Salud y a los reguladores correspondientes para hacerlas cumplir; imponer 
sanciones, incluyendo la prohibición de gestiones de cobro de deudas a pacientes, a todo hospital que 
incumpla con la obligación de publicar sus precios de manera completa, precisa y accesible; y 
reconocer expresamente el derecho de acción privada a favor de los pacientes cuando se les cobre de 
más o se les aplique un precio no divulgado previamente en la información oficial de precios del 
hospital. 
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1. – Título.   
Esta Ley se conocerá como la "Ley de Transparencia de Precios de Servicios Hospitalarios de 

Puerto Rico". 
Sección 2. – Política Pública.  
Se establece como política pública del Gobierno de Puerto Rico garantizar el derecho de todo 

paciente a conocer, con anterioridad a la prestación de un servicio hospitalario, el precio real, completo 
y vinculante de dicho servicio. A tales efectos, se establece que todo hospital que opere en Puerto Rico 
tiene la obligación de publicar y mantener actualizada su información de precios de manera accesible, 
estandarizada y previa a la prestación del servicio, en cumplimiento con los requisitos establecidos en 
esta Ley y en la normativa federal aplicable. 

Asimismo, se declara que la publicación de estimaciones, promedios, porcentajes, algoritmos 
o fórmulas no satisface la obligación de transparencia que establece esta Ley, por cuanto tales 
mecanismos no constituyen precios reales, vinculantes ni exigibles en los que el paciente pueda confiar 
al momento de tomar decisiones sobre su atención médica. 

Sección 3. – Obligaciones de Divulgación de Precios. 
Todo hospital que opere en Puerto Rico deberá publicar en línea todos sus precios, incluyendo: 
(a) Los cargos estándar para todos los artículos, servicios y medicamentos 

correspondientes a todos los pagadores y todos los planes, las tarifas negociadas 
mínimas y máximas anónimas, y todos los precios en efectivo con descuento, en un 
solo archivo legible por máquina; y 

(b) Los precios para los trescientos (300) servicios de mayor frecuencia de compra, ya sea 
mediante una visualización de cargos estándar comprensible para el consumidor o 
mediante una herramienta de estimación de precios. Deberá incluirse un desglose 
pormenorizado de los costos asociados a cada procedimiento o tratamiento, 
incluyendo los costos adicionales que generen reclamaciones o controversias 
frecuentes, tales como honorarios profesionales, cargos por uso de facilidades, 
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materiales médicos, dispositivos especializados y cualquier otro costo indirecto 
aplicable. 

La información de precios a que se refiere esta sección deberá publicarse mediante una plantilla 
única, uniforme y estandarizada, que contenga cifras en dólares completas, precisas y exactas 
asociadas con cada pagador contratado y plan específico, de manera que se facilite la comparación de 
precios por parte de consumidores, empleadores y desarrolladores de tecnología. Para esto, el 
Departamento de Salud creará y administrará una plataforma electrónica centralizada y portal 
público accesible mediante el cual todos los hospitales publicarán la información de precios 
requerida de manera uniforme y estandarizada. 

Queda prohibida la publicación de porcentajes, fórmulas, algoritmos, estimaciones, promedios 
o cualquier otro mecanismo que sustituya los precios reales expresados en dólares y centavos, 
incluyendo el uso de "montos permitidos esperados" o herramientas de estimación de precios, por 
cuanto dichos mecanismos no constituyen montos vinculantes ni exigibles en los que el paciente pueda 
confiar. 

Para fines de esta Ley el término hospital abarcará toda institución que provea servicios a la 
comunidad ofreciendo tratamiento y diagnóstico médico y/o quirúrgico para enfermedades o lesiones 
y/o tratamiento obstétrico a pacientes hospitalizados incluyendo hospitales generales y especiales 
tales como de tuberculosis, de enfermedades mentales y otros tipos de hospitales y facilidades 
relacionadas con los mismos tales como: áreas de cuidado intensivo, intermedio y auto-cuidado de 
pacientes.  

Sección 4. - Sanciones Administrativas por Incumplimiento. 
El Departamento de Salud de Puerto Rico queda facultado para imponer sanciones 

administrativas a todo hospital que incumpla con las obligaciones de divulgación de precios 
establecidas en esta Ley. A tales efectos, el Departamento de Salud determinará mediante reglamento 
la naturaleza, cuantía y graduación de las sanciones aplicables, tomando en consideración factores 
tales como la gravedad del incumplimiento, su duración, el historial de cumplimiento del hospital, el 
impacto sobre los pacientes y cualquier otro criterio que estime pertinente. 

Sin perjuicio de las sanciones que establezca el Departamento de Salud mediante reglamento, 
todo hospital que se encuentre en incumplimiento de las obligaciones de divulgación de precios 
dispuestas en esta Ley quedará prohibido de realizar gestiones de cobro de deudas a sus pacientes 
hasta tanto cumpla plenamente con dichos requisitos. Sección 5. - Derecho a Causa de Acción. 

Se reconoce expresamente una causa de acción a favor de todo paciente al que se le haya 
cobrado un precio en exceso del publicado por el hospital, o al que se le haya cobrado un precio que 
no haya sido divulgado previamente en la información oficial de precios del hospital conforme a esta 
Ley. Dicho paciente podrá ejercer las acciones legales correspondientes para vindicar sus derechos 
conforme a las disposiciones de esta Ley. 

Sección 6. – Reglamentación.  
El Departamento de Salud de Puerto Rico queda facultado para adoptar todos los reglamentos, 

normas y directrices que sean necesarios para la implementación, administración y cumplimiento de 
esta Ley. Dicha reglamentación deberá adoptarse dentro de los ciento ochenta (180) días siguientes a 
la aprobación de esta Ley e incluirá, sin que ello constituya limitación, incluyendo, pero sin limitarse, 
lo siguiente: 

(a) El formato, los requisitos técnicos y los procedimientos de actualización de la 
información de precios que los hospitales deberán publicar en línea, incluyendo las 
especificaciones de la plantilla única, uniforme y estandarizada requerida para la 
divulgación de cargos estándar, tarifas negociadas y precios en efectivo con descuento; 
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(b) Los criterios, procedimientos y plazos para la determinación del incumplimiento de las 
obligaciones de divulgación de precios, así como el proceso de notificación formal al 
hospital infractor previo a la imposición de sanciones; incluyendo la naturaleza, cuantía 
y graduación de las sanciones administrativas que el Departamento de Salud podrá 
imponer conforme a la Sección 4 de esta Ley; 

(c) La naturaleza, alcance y condiciones de la prohibición de gestiones de cobro de deudas 
a pacientes durante el período de incumplimiento, incluyendo los criterios para 
determinar cuándo un hospital ha retomado el cumplimiento pleno con los requisitos 
de esta Ley; 

(d) Los mecanismos y procedimientos para que los pacientes puedan presentar querellas o 
reclamaciones administrativas ante el Departamento de Salud en relación con el 
incumplimiento de las obligaciones de divulgación de precios o con cobros que no se 
ajusten a los precios publicados; 

(e) La obligación de cada facilidad de salud de designar un Oficial de Cumplimiento 
encargado de velar por la transparencia de precios, y de mantener un registro 
auditable de querellas de pacientes; detallando los requisitos mínimos para ocupar el 
puesto, deberes y responsabilidades asignadas, facultades y autoridad delegada, así 
como el medio oficial para su nombramiento. 

(f) El diseño e implementación de procesos de auditoría y evaluación continua, 
incorporando indicadores de calidad y mecanismos de acreditación del cumplimiento 
de esta Ley; y 

(e)(g) Cualquier otra disposición reglamentaria que el Departamento de Salud estime 
necesaria o conveniente para garantizar la implementación efectiva de la política 
pública establecida en esta Ley y el pleno cumplimiento de sus disposiciones. 

Los reglamentos adoptados conforme a esta sección tendrán fuerza y efecto de ley, y los 
hospitales estarán obligados a cumplir con los mismos en los plazos que en ellos se establezcan. 

Sección 7. – Separabilidad.  
Si cualquier disposición de esta Ley fuese declarada inconstitucional o inválida por tribunal 

competente, tal declaración no afectará ni invalidará las restantes disposiciones de la Ley, las cuales 
continuarán en plena vigencia y efecto. 

Sección 8. – Vigencia.  
Esta Ley entrará en vigor a los noventa (90) días de su aprobación, a fin de conceder a los 

hospitales un período razonable de adaptación y cumplimiento.” 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Salud del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración del Proyecto 
del Senado 1119, recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación, con las enmiendas que se incluyen 
en el Entirillado Electrónico que se acompaña. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
El Proyecto del Senado 1119 propone crear la “Ley de Transparencia de Precios de Servicios 

Hospitalarios de Puerto Rico”; establecer como política pública la divulgación obligatoria, accesible 
y estandarizada de los precios de servicios hospitalarios; otorgar autoridad al Departamento de Salud 
de Puerto Rico para adoptar reglamentos e imponer sanciones administrativas a los hospitales que 
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incumplan; reconocer el derecho de acción privada a los pacientes afectados; y para otros fines 
relacionados. 
 

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 
Según se desprende de la Exposición de Motivos de la medida, la transparencia en los precios 

de los servicios hospitalarios constituye un elemento fundamental para garantizar el acceso equitativo 
a la atención médica, proteger los derechos de los pacientes y fomentar la competencia en el mercado 
de la salud. Sin información clara, precisa y accesible sobre el costo de los servicios hospitalarios, los 
pacientes se encuentran en una posición de marcada desventaja frente a las instituciones de salud, 
imposibilitados de tomar decisiones informadas sobre su atención médica y vulnerables a cobros 
excesivos o arbitrarios. 

El Caucus Hispano Nacional de Legisladores Estatales (NHCSL, por sus siglas en inglés), 
mediante las Resoluciones 2023-14 y 2024-03, expresó su preocupación ante la creciente evidencia 
de que la consolidación hospitalaria, al reducir la competencia en el mercado, ha contribuido al 
aumento sostenido en el costo de la atención médica para los pacientes. El NHCSL reconoció que la 
divulgación transparente de los precios hospitalarios puede ser un mecanismo eficaz para restaurar la 
competencia en ciertos mercados de salud, al permitir que consumidores, empleadores y aseguradoras 
comparen precios y tomen decisiones más informadas. 

A nivel federal, la Norma de Transparencia de Precios exige que los hospitales publiquen en 
línea la totalidad de sus precios, incluyendo:  

(1) los cargos estándar para todos los artículos, servicios y medicamentos de todos los 
pagadores y planes, las tarifas negociadas mínimas y máximas anónimas, y todos los 
precios en efectivo con descuento, en un solo archivo legible por máquina; y  

(2) los precios para los trescientos (300) servicios de compra más comunes, ya sea 
mediante una visualización de cargos estándar intuitiva para el consumidor o una 
herramienta de estimación de precios. No obstante, a noviembre de 202411, únicamente 
el 21.1% de los hospitales cumplía plenamente con dicha norma federal, lo que 
evidencia una crisis sistémica de incumplimiento que afecta directamente a los 
pacientes. 

El nivel de cumplimiento de la norma federal alcanzó un máximo del treinta y seis por ciento 
(36%) a mediados de 2023, pero se desplomó a finales de 2024, principalmente porque los archivos 
divulgados por los hospitales no contenían precios claramente asociados con los nombres del pagador 
y del plan, y no seguían los formatos requeridos. Esta situación se agravó cuando las directrices 
modificadas de los Centros de Servicios de Medicare y Medicaid (CMS, por sus siglas en inglés) 
debilitaron la norma al permitir que los hospitales sustituyeran los precios reales por porcentajes, 
algoritmos, y a partir de 2025, estimaciones y promedios. Publicar promedios o estimaciones en lugar 
de precios reales no constituye transparencia genuina, especialmente en jurisdicciones donde las 
agencias reguladoras ya publican tarifas promedio, haciendo que dicha divulgación sea redundante e 
inútil para el consumidor. 

Por su parte, otro estudio reveló que solo el 16.8% de los hospitales evaluados, 335 de un total 
de 2,000, publicaron una cantidad suficiente de cargos negociados para facilitar la comparación de 
precios por parte de consumidores, empleadores y desarrolladores de tecnología. Únicamente 133 
hospitales, equivalentes al 6.7% del universo evaluado, cumplieron tanto con los criterios de 
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cumplimiento como con los de suficiencia de datos de precios. Estas cifras confirman que la norma 
federal, tal y como está siendo aplicada, no está alcanzando su objetivo.12 

Ante este panorama, los expertos en política pública de salud recomiendan que los CMS 
adopten una serie de medidas correctivas, entre ellas:  

(1) implementar el requisito de una plantilla única, uniforme y estandarizada que contenga 
cifras en dólares completas, precisas y exactas asociadas con cada pagador y plan 
contratado, a fin de facilitar la comparación de precios y el cumplimiento 
reglamentario;  

(2) regresar a la norma original que exigía mostrar los cinco cargos estándar, todas las 
tarifas negociadas, mínimas y máximas, y el precio al contado con descuento, 
expresados en dólares y centavos, y no en porcentajes, fórmulas ni algoritmos;  

(3) prohibir el uso de "montos permitidos esperados" o herramientas de estimación de 
precios, por no constituir montos vinculantes en los que los pacientes puedan confiar; 
y  

(4) ampliar los requisitos de transparencia a todos los proveedores, incluyendo los centros 
de cirugía ambulatoria, las organizaciones de atención responsable y todos los 
proveedores en todos los puntos de atención, considerando que la atención ambulatoria 
puede prestarse a un costo sustancialmente menor fuera de un hospital. 

El 25 de febrero de 2025, el Presidente de los Estados Unidos emitió la Orden Ejecutiva 14221, 
ordenando al Departamento de Salud y Servicios Humanos (HHS, por sus siglas en inglés) y a los 
CMS que modifiquen sus directrices para exigir precios reales, prohibir el uso de estimaciones, 
requerir mayor estandarización y comparabilidad, y fortalecer las políticas de cumplimiento. Esta 
acción del Poder Ejecutivo federal reafirma la urgencia de actuar y reconoce que la normativa vigente 
es insuficiente para garantizar una transparencia real en beneficio de los pacientes. 

En consonancia con esas recomendaciones y con la política pública federal, la Asamblea 
Legislativa de Puerto Rico entiende necesario y conveniente: codificar en la legislación de Puerto Rico 
las normas federales de transparencia de precios hospitalarios y conferir autoridad explícita al 
Departamento de Salud y a los reguladores correspondientes para hacerlas cumplir; imponer 
sanciones, incluyendo la prohibición de gestiones de cobro de deudas a pacientes, a todo hospital que 
incumpla con la obligación de publicar sus precios de manera completa, precisa y accesible; y 
reconocer expresamente el derecho de acción privada a favor de los pacientes cuando se les cobre de 
más o se les aplique un precio no divulgado previamente en la información oficial de precios del 
hospital. 
 

ALCANCE DEL INFORME 
Como parte del proceso de análisis y evaluación del P. del S. 1119, la Honorable Comisión de 

Salud del Senado solicitó los comentarios sobre la medida a diversos componentes gubernamentales 
y no gubernamentales. Los memoriales recibidos y utilizados para el análisis de esta pieza legislativa 
son: el Departamento de Salud, la Administración de Seguros de Salud (ASES), la Corporación del 
Fondo del Seguro del Estado (CFSE), el Centro Cardiovascular de Puerto Rico y del Caribe, Puerto 
Rico Children’s Hospital y la Asociación de Compañías de Seguros de Puerto Rico (ACODESE). 

Igualmente, se solicitaron los comentarios, Administración de Servicios Médicos (ASEM), la 
Oficina del Procurador del Paciente (OPP), la Asociación de Hospitales, el Sistema de Salud 
Menonita, el Hospital Auxilio Mutuo, el Hospital de la Concepción, el Hospital San Jorge, Doctor’s 

 
 



Lunes, 15 de junio de 2026  Núm. 43 
 
 

19083 

Center Hospital, Ponce Health Science University, no obstante, al momento de redactar este Informe, 
estos no han remitido los mismos. 

A continuación, presentaremos un resumen de los argumentos y comentarios esbozados por 
las diferentes agencias y entidades consultadas durante el proceso de evaluación de la medida en 
referencia.   
 
Departamento de Salud 

Luego de examinar la pieza legislativa de referencia, el Departamento de Salud presentó su 
Memorial Explicativo a través de la Secretaría Auxiliar para la Regulación de la Salud Pública 
(SARSP), el mismo fue suscrito su Secretario, Dr. Víctor Ramos Otero, expresando su respaldo la 
aprobación de la medida.  

Reconoció que la transparencia en los costos de los servicios de salud constituye una 
herramienta fundamental para proteger a los pacientes frente a facturaciones excesivas, cargos 
inesperados y prácticas que dificultan la toma de decisiones informadas. Destacó que, conforme a su 
responsabilidad constitucional y ministerial, posee facultades regulatorias sobre las facilidades de 
salud mediante la Ley de Facilidades de Salud y a través de la SARSP, entidad encargada de la 
supervisión, licenciamiento e inspección de las instituciones sanitarias en Puerto Rico. En ese 
contexto, reconoció que la medida persigue fortalecer la fiscalización y promover una mayor 
transparencia dentro del sistema de salud. 

No obstante, aunque favoreció el objetivo principal del Proyecto, el Departamento formuló 
varias recomendaciones dirigidas a perfeccionar su implementación.  Señaló, la necesidad de 
incorporar una sección de definiciones que delimite claramente el alcance de la legislación, ya que el 
proyecto alterna referencias a hospitales y a otros proveedores de servicios de salud sin precisar 
adecuadamente a cuáles entidades aplicaría la Ley. En consecuencia, recomendó definir expresamente 
las categorías de proveedores o, en su defecto, limitar inicialmente la aplicación de la medida a los 
hospitales. 

De igual forma, el Departamento puntualizó que la política pública no debe perseguir la 
estandarización de los precios entre proveedores, sino la uniformidad en la forma en que estos se 
divulgan. Por ello, propuso requerir la publicación de listas de precios por servicio, rangos estimados 
cuando corresponda y el desglose detallado de los costos asociados a cada procedimiento o 
tratamiento. 

Por otro lado, el Departamento enfatizó que la transparencia debe extenderse a los costos 
adicionales que frecuentemente generan reclamaciones o controversias por parte de los pacientes. 
Entre estos mencionó los honorarios profesionales, cargos por uso de facilidades, materiales médicos, 
dispositivos especializados y otros costos indirectos que normalmente no son divulgados de forma 
clara al consumidor. 

En cuanto al régimen de fiscalización y sanciones, recomendó precisar cuál división del 
Departamento será responsable de supervisar el cumplimiento de la Ley, así como desarrollar la 
infraestructura operacional necesaria para su ejecución. A esos fines, sugirió la creación de una 
plataforma digital oficial, formularios estandarizados, términos definidos para la atención de querellas 
y un sistema escalonado de sanciones según la gravedad de las infracciones. Igualmente, favoreció la 
publicación de los incumplimientos para fomentar la rendición de cuentas. 

Finalmente, respecto a la reglamentación, el Departamento propuso que las facilidades de 
salud sometan periódicamente listados actualizados de cargos en formatos uniformes, designen 
oficiales de cumplimiento, mantengan registros de querellas y participen de procesos de auditoría y 
evaluación continua. Además, recomendó incorporar indicadores de calidad, mecanismos de 
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acreditación y un portal público accesible que facilite el acceso de los ciudadanos a la información 
sobre costos de servicios hospitalarios. 

En síntesis, el Departamento de Salud endosó el Proyecto del Senado 1119, al entender que 
promueve una política pública dirigida a fortalecer la transparencia y proteger los derechos de los 
pacientes. Sin embargo, condicionó su apoyo a la incorporación de enmiendas técnicas y operacionales 
que permitan una implementación efectiva, uniforme y fiscalizable de las disposiciones propuestas. 
 
Administración de Seguros de Salud (ASES) 

Esta Ilustre Comisión tuvo la oportunidad de examinar los comentarios presentados por la 
Administración de Seguros de Salud (ASES), quien presentó su Memorial Explicativo por conducto 
de su Director Ejecutivo, Lcdo. Carlos A. Santiago Rosario, expresándose a favor de la aprobación de 
la medida.  

ASES destacó que la transparencia en los costos médicos constituye un elemento esencial para 
promover un sistema de salud más equitativo, fortalecer los derechos de los pacientes y facilitar la 
toma de decisiones informadas respecto a su cuidado médico. Asimismo, señaló que la propuesta 
responde a una problemática identificada tanto a nivel estatal como federal, relacionada con la limitada 
disponibilidad de información sobre los costos reales de los servicios hospitalarios. En ese sentido, 
puntualizó que la consolidación de hospitales y las deficiencias en el cumplimiento de los requisitos 
federales de divulgación han reducido la capacidad de los pacientes para comparar precios y evaluar 
alternativas de tratamiento. Por ello, sostuvo que resulta necesario fortalecer los mecanismos de 
transparencia y uniformar la información que se pone a disposición del público. 

De igual forma, ASES explicó que el marco regulatorio federal, particularmente bajo la Public 
Health Service Act y la Regla Federal de Transparencia de Precios Hospitalarios, ya exige a los 
hospitales publicar información detallada sobre sus tarifas, cargos negociados y descuentos aplicables. 
Además, destacó que recientes iniciativas federales y órdenes ejecutivas han reforzado dichas 
obligaciones, eliminando el uso de estimados, promedios y algoritmos que pudieran dificultar la 
comprensión de los costos reales por parte de los pacientes. 

Por otro lado, aclaró que no posee autoridad reguladora directa sobre los hospitales como 
instituciones, ya que dicha responsabilidad corresponde al Departamento de Salud. No obstante, 
enfatizó que, como administrador del Plan Vital, supervisa el cumplimiento de múltiples requisitos 
contractuales por parte de las entidades de salud y promueve la transparencia mediante la divulgación 
de copagos y costos aplicables a los beneficiarios. 

En cuanto al análisis sustantivo de la medida, ASES concluyó que el P. del S. 1119 se encuentra 
alineado con la política pública federal vigente, toda vez que exige la publicación de precios reales, 
prohíbe el uso de estimaciones o fórmulas sustitutas y establece estándares uniformes para la 
divulgación de información relacionada con los servicios hospitalarios. ES de la opinión que estas 
disposiciones fortalecen la protección del paciente, aumentan la rendición de cuentas de las 
instituciones hospitalarias y fomentan una utilización más eficiente de los recursos del sistema de 
salud. 

Finalmente, ASES concurrió con los objetivos de la medida y favoreció su aprobación. Sin 
embargo, recomendó que al Proyecto se le incorporen referencias expresas a la definición de 
“hospital” contenida en la Ley de Facilidades de Salud y en el Reglamento para la Construcción, 
Operación, Mantenimiento y Licenciamiento de los Hospitales de Puerto Rico, con el fin de evitar 
controversias interpretativas sobre las entidades sujetas a la legislación propuesta. 
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Corporación del Fondo del Seguro del Estado (CFSE) 

La Corporación del Fondo del Seguro del Estado (CFSE), a través de su Administradora, 
Enid Ortiz Rodríguez, expresó su respaldo al Proyecto del Senado 1119, medida que propone crear la 
“Ley de Transparencia de Precios de Servicios Hospitalarios de Puerto Rico”, con el propósito de 
garantizar que los pacientes tengan acceso claro, preciso y oportuno a la información relacionada con 
los costos de los servicios hospitalarios.  

Según expuso, la iniciativa persigue reducir la incertidumbre financiera asociada a cargos 
médicos inesperados, fomentar prácticas competitivas entre los proveedores de salud y fortalecer la 
formulación de políticas públicas sustentadas en información confiable. Asimismo, destacó que la 
medida armoniza la normativa local con los estándares federales de transparencia de precios, 
promoviendo una mayor eficiencia, equidad y sostenibilidad del sistema de salud. 

De igual forma, la CFSE señaló que la transparencia en la divulgación de precios constituye 
un mecanismo esencial para restaurar y fortalecer la competencia en el sector hospitalario. En ese 
sentido, enfatizó que recientes iniciativas federales han reforzado la obligación de publicar precios 
reales y comparables, reconociendo el derecho de los pacientes a conocer de manera anticipada los 
costos efectivos de los servicios de salud. Por consiguiente, sostuvo que el Proyecto responde a una 
tendencia regulatoria ampliamente reconocida que busca fortalecer la rendición de cuentas y la 
protección de los consumidores de servicios médicos. 

Por otra parte, la Corporación explicó que su misión institucional, conforme a la Ley Núm. 45 
de 18 de abril de 1935, según enmendada, consiste en garantizar servicios médicos, hospitalarios y de 
rehabilitación a los trabajadores lesionados en el curso de su empleo. A tales efectos, destacó que el 
Hospital Industrial constituye una pieza fundamental para el cumplimiento de esa responsabilidad 
pública, ofreciendo servicios especializados a los trabajadores cubiertos por el sistema de 
compensaciones por accidentes del trabajo. Igualmente, puntualizó, que la legislación vigente no 
establece límites máximos en dólares para los gastos médicos cubiertos a los obreros lesionados, 
garantizando así la atención necesaria para su recuperación. 

Asimismo, la CFSE explicó que sus operaciones se financian principalmente mediante las 
primas pagadas por los patronos asegurados, recursos que cubren los gastos de administración, 
hospitalización, tratamiento médico y demás beneficios provistos a los trabajadores. En consecuencia, 
aclaró que los servicios prestados por la Corporación no generan facturación directa a los pacientes, 
ya que el costo de la atención médica es absorbido por el sistema de seguro obrero. Del mismo modo, 
indicó que únicamente existen dos escenarios en los que recobra gastos médicos: cuando intervienen 
patronos no asegurados o cuando procede una acción de subrogación contra terceros responsables de 
un accidente laboral. En ambos casos, recalcó que el trabajador lesionado nunca asume 
responsabilidad económica por los servicios recibidos. 

Finalmente, la CFSE sostuvo que, aunque el Proyecto está dirigido principalmente a proteger 
a los pacientes y no impacta directamente su modelo operacional, la divulgación de precios reales le 
resulta beneficiosa como herramienta de referencia para comparar tarifas y apoyar la toma de 
decisiones administrativas. A su juicio, esta política pública contribuirá a una administración más 
precisa de los costos asociados a los servicios de salud y fomentará una competencia saludable entre 
las instituciones hospitalarias. Además, manifestó deferencia al criterio del Departamento de Salud 
respecto a la reglamentación y fiscalización contempladas en la pieza legislativa, por entender que 
dicha agencia posee la pericia principal en esta materia. En virtud de lo anterior, la Corporación del 
Fondo del Seguro del Estado reiteró su endoso a la aprobación del P. del S. 1119. 
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Asociación de Compañías de Seguros de Puerto Rico (ACODESE) 

Examinamos, de igual forma, la ponencia de la Asociación de Compañías de Seguros de 
Puerto Rico (ACODESE) la cual presentó su memorial explicativo por conducto de su Directora 
Ejecutiva, Lcda. Iraelia Pernas, detallando ciertas reservas con la aprobación de la medida. No 
obstante, expresó su reconocimiento al propósito del Proyecto dirigido a promover una mayor 
transparencia en los precios de los servicios hospitalarios mediante la divulgación obligatoria y 
estandarizada de información sobre costos. En ese sentido, sostuvo que facilitar el acceso a 
información clara puede contribuir a que los pacientes tomen decisiones informadas sobre su cuidado 
médico y fomente una discusión más amplia sobre los factores que inciden en los costos de los 
servicios de salud. 

ACODESE destacó que tanto el ordenamiento federal como el estatal ya contienen 
disposiciones encaminadas a garantizar la transparencia en la facturación y la protección de los 
pacientes. Particularmente, señaló que el No Surprises Act estableció salvaguardas para evitar las 
facturas médicas sorpresa y exige que proveedores y aseguradores ofrezcan información clara sobre 
los costos de los servicios médicos. De igual forma, recordó que, en Puerto Rico, la Ley 134-2020 
incorporó el Capítulo 48 al Código de Seguros de Salud, imponiendo deberes de información a 
hospitales, profesionales de la salud y aseguradoras, así como mecanismos de fiscalización y sanciones 
para atender incumplimientos relacionados con la transparencia y la facturación. 

Por otro lado, la entidad enfatizó que la Carta de Derechos y Responsabilidades del Paciente 
ya reconoce el derecho de los pacientes a recibir información adecuada sobre los servicios médico-
hospitalarios, los recursos disponibles, los mecanismos de cobro y los procedimientos para resolver 
controversias. En consecuencia, planteó la necesidad de evaluar el P. del S. 1119 a la luz del marco 
regulatorio vigente para evitar duplicidad de obligaciones y considerar el impacto operacional y 
financiero que nuevas exigencias podrían generar sobre los distintos componentes del sistema de 
salud. 

De igual manera, ACODESE advirtió que la estructura de contratación entre hospitales y 
aseguradores responde a múltiples variables clínicas, operacionales y actuariales, por lo que las tarifas 
negociadas no necesariamente representan un precio uniforme aplicable a todos los pacientes. Según 
expuso, factores como la cubierta contratada, la red de proveedores, la complejidad del caso y los 
servicios complementarios requeridos pueden alterar significativamente el costo final de un 
tratamiento. Por ello, sostuvo que divulgar tarifas sin el contexto adecuado podría generar 
interpretaciones erróneas o expectativas que no reflejen la realidad de los costos asociados a la 
prestación de servicios de salud. 

Finalmente, ACODESE manifestó preocupación con la disposición del Proyecto que prohíbe 
el uso de estimaciones, promedios o rangos de costos y exige únicamente precios fijos y vinculantes. 
A su juicio, dicha exigencia podría resultar poco práctica en servicios hospitalarios complejos, 
particularmente en emergencias, hospitalizaciones y procedimientos cuyo costo depende de la 
evolución clínica del paciente. Por ello, concluyó que, aunque la transparencia en los costos constituye 
una política pública meritoria, la Asamblea Legislativa debe considerar cuidadosamente el marco 
regulatorio existente y auscultar la posición del sector hospitalario, dado el potencial impacto 
operacional, administrativo y financiero que la medida podría generar sobre las instituciones 
proveedoras de servicios médicos. 
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Centro Cardiovascular de Puerto Rico y del Caribe 

Esta Ilustre Comisión examinó la ponencia del Centro Cardiovascular de Puerto Rico y del 
Caribe, el cual compareció a expresar sus comentarios a favor de la aprobación de la medida, por 
conducto de su Director Ejecutivo, Lcdo. Javier A. Marrero Marrero. 

En términos generales, la institución reconoció que la medida persigue un objetivo legítimo y 
de alto interés público al procurar que los pacientes tengan acceso a información clara, accesible y 
estandarizada sobre los costos de los servicios hospitalarios. No obstante, sostuvo que la propuesta 
requiere una evaluación cuidadosa respecto a los mecanismos de implantación, supervisión y 
cumplimiento que conllevaría su aprobación. 

En ese contexto, el Centro Cardiovascular enfatizó que la posición del Departamento de Salud 
reviste particular importancia debido a las facultades regulatorias y fiscalizadoras que la medida le 
conferiría. Asimismo, señaló que resulta indispensable considerar el análisis de entidades fiscales 
como la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal (AAFAF) y la Oficina de Gerencia y 
Presupuesto (OGP), toda vez que la implantación de la legislación podría requerir recursos 
adicionales, personal especializado y nuevos procesos administrativos para la recopilación, validación 
y publicación de información relacionada con los precios hospitalarios. 

De igual forma, la entidad advirtió que el cumplimiento de las disposiciones propuestas 
supondría un esfuerzo operacional significativo para las instituciones hospitalarias, particularmente 
en lo relacionado con la recopilación y corroboración de información financiera y administrativa. 
Según expuso, el nivel de detalle exigido para la validación y divulgación de precios, incluyendo 
tarifas negociadas con planes médicos y otros pagadores, demandaría tiempo, recursos tecnológicos y 
personal capacitado para garantizar la exactitud y confiabilidad de los datos divulgados. 

Por otra parte, destacó que ya existe un marco regulatorio federal en materia de transparencia 
de precios hospitalarios mediante la Ley Federal de Transparencia de Precios (Hospital Price 
Transparency Act), vigente desde el año 2021. Explicó que, conforme a dicho estatuto, las 
instituciones hospitalarias están obligadas a divulgar públicamente sus cargos estándar, precios 
privados y tarifas negociadas con aseguradoras. Sin embargo, argumentó que la experiencia bajo este 
esquema ha revelado dificultades relacionadas con la falta de uniformidad en el cumplimiento de las 
exigencias regulatorias, situación que ha generado desventajas competitivas para aquellas 
instituciones que sí cumplen rigurosamente con los requerimientos federales. 

Además, la institución hospitalaria sostuvo que la ausencia de criterios uniformes para la 
divulgación y presentación de información puede dificultar que los pacientes comparen 
adecuadamente los costos de los servicios hospitalarios. En consecuencia, recomendó que cualquier 
legislación local debe procurar establecer parámetros uniformes y equitativos para todos los 
hospitales, de manera que se garantice igualdad de condiciones regulatorias y se eviten distorsiones 
competitivas dentro del sistema de salud. 

Particularmente, el Centro Cardiovascular propuso la creación de una plataforma electrónica 
centralizada mediante la cual todos los hospitales públicos y privados publiquen la información 
requerida de manera uniforme y estandarizada. A su juicio, esta alternativa facilitaría los procesos de 
fiscalización, reduciría costos operacionales asociados al cumplimiento individual de los requisitos de 
publicación y ofrecería a los pacientes una herramienta más efectiva para comparar precios y tomar 
decisiones informadas sobre los servicios de salud que reciben. 

Finalmente, la entidad reiteró la necesidad de que cualquier legislación sobre transparencia de 
precios incorpore mecanismos de fiscalización efectivos y uniformes que aseguren el cumplimiento 
equitativo por parte de todas las instituciones hospitalarias. En virtud de ello, manifestó su disposición 
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de colaborar con la Asamblea Legislativa y con las agencias pertinentes en la evaluación de la medida, 
aportando la información y documentación necesaria para fortalecer el análisis de política pública. 

El Centro Cardiovascular de Puerto Rico y del Caribe favoreció el objetivo de transparencia 
perseguido por el P. del S. 1119; sin embargo, presentó recomendaciones y reservas dirigidas a 
garantizar una implementación uniforme, fiscalmente viable y operacionalmente efectiva para todas 
las instituciones hospitalarias de la Isla. 
 
Puerto Rico Children’s Hospital 

Puerto Rico Children’s Hospital compareció ante la Comisión de Salud, explicativo por 
conducto de su Director Ejecutivo, Lcdo. Domingo Cruz Vivaldi, para expresarse sobre el Proyecto 
del Senado 1119, medida que propone crear la “Ley de Transparencia de Precios de Servicios 
Hospitalarios de Puerto Rico”. En su memorial, la institución reconoció la importancia de la discusión 
legislativa y el impacto que la medida podría tener sobre los pacientes y las entidades proveedoras de 
servicios de salud. 

No obstante, no presentó una posición sustantiva propia respecto a la pieza legislativa objeto 
de evaluación, toda vez que informó que adoptaría íntegramente la postura de la Asociación de 
Hospitales de Puerto Rico y solicitó que esta fuera considerada como parte de su ponencia. Sin 
embargo, al momento de la evaluación de la medida, la Asociación de Hospitales de Puerto Rico no 
había presentado el memorial solicitado por esta Comisión, ello a pesar de las gestiones realizadas 
para obtener su posición oficial.  

Finalmente, Puerto Rico Children’s Hospital reiteró su disposición de colaborar con cualquier 
análisis adicional que la Comisión estime pertinente. 
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Salud certifica que el P. del S. 1119 no impone 
una obligación económica en el presupuesto de los gobiernos municipales. 
 

HALLAZGOS Y RECOMENDACIONES 
La Comisión de Salud del Senado de Puerto Rico, luego de evaluar el Proyecto del Senado 

1119 y examinar detenidamente los memoriales sometidos por el Departamento de Salud, la 
Administración de Seguros de Salud (ASES), la Corporación del Fondo del Seguro del Estado (CFSE), 
la Asociación de Compañías de Seguros de Puerto Rico (ACODESE), el Centro Cardiovascular de 
Puerto Rico y del Caribe, y el Puerto Rico Children’s Hospital, concluye que la medida responde a 
una necesidad legítima y apremiante de política pública dirigida a fortalecer la transparencia dentro 
del sistema de prestación de servicios hospitalarios en Puerto Rico. 

Los memoriales evaluados reflejan un consenso sustancial en cuanto a que el acceso oportuno 
a información clara, precisa y comprensible sobre los costos de los servicios hospitalarios constituye 
un componente indispensable para la protección de los pacientes, la toma de decisiones informadas y 
el fortalecimiento de la confianza pública en las instituciones de salud. La evidencia presentada 
demuestra que, tanto a nivel federal como estatal, persisten deficiencias significativas en el acceso a 
información sobre precios, situación que limita la capacidad de los consumidores para comparar 
servicios y comprender adecuadamente las obligaciones económicas asociadas a su tratamiento 
médico. 

La Comisión observó que el Departamento de Salud endosó la medida y reconoció que la 
transparencia de precios constituye una herramienta esencial para prevenir facturaciones excesivas, 
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cargos inesperados y prácticas que dificultan el ejercicio informado de los derechos de los pacientes. 
No obstante, la Agencia recomendó fortalecer el proyecto mediante la incorporación de definiciones 
precisas, la delimitación clara de las entidades sujetas a la Ley y la creación de mecanismos 
operacionales que permitan una implementación uniforme y fiscalizable. 

De igual forma, ASES coincidió con la necesidad de robustecer los mecanismos de 
transparencia y destacó que la medida se encuentra alineada con la política pública federal vigente en 
materia de divulgación de precios hospitalarios. Asimismo, recomendó incorporar referencias 
expresas a la definición legal de hospital contenida en la Ley de Facilidades de Salud y en la 
reglamentación aplicable. 

Por su parte, la Corporación del Fondo del Seguro del Estado resaltó que la divulgación 
transparente de precios promueve una administración más eficiente de los recursos destinados a 
servicios de salud y fortalece la competencia dentro del sector hospitalario. 

Asimismo, la Comisión examinó cuidadosamente las observaciones presentadas por 
ACODESE. Aunque la entidad favoreció los objetivos generales de transparencia perseguidos por la 
medida, advirtió sobre la necesidad de armonizar las disposiciones propuestas con el marco regulatorio 
existente y evitar duplicidades regulatorias. Igualmente, señaló la complejidad de establecer costos 
exactos en determinadas circunstancias clínicas, recomendación que esta Comisión entiende debe 
atenderse mediante reglamentación adecuada. 

De igual manera, el Centro Cardiovascular recomendó la creación de una plataforma 
electrónica centralizada para la publicación uniforme de precios y destacó la necesidad de considerar 
los recursos administrativos y tecnológicos requeridos para la implantación efectiva de la legislación. 

La Comisión también toma conocimiento de que Puerto Rico Children’s Hospital adoptó la 
posición de la Asociación de Hospitales de Puerto Rico. Sin embargo, resulta pertinente señalar que 
dicha Asociación no remitió el memorial solicitado por esta Comisión, ello a pesar de las gestiones 
realizadas para obtener sus comentarios, privando a este análisis de información adicional sobre el 
impacto operacional de la medida. 

Luego de ponderar la totalidad de los memoriales recibidos, esta Comisión concluye que el 
Proyecto del Senado 1119 adelanta una política pública necesaria y cónsona con los esfuerzos 
regulatorios federales para garantizar una transparencia real en los precios de los servicios 
hospitalarios. Asimismo, fortalece los derechos de los pacientes y fomenta una mayor rendición de 
cuentas dentro del sistema de salud. 

No obstante, luego de realizar un análisis exhaustivo de la pieza legislativa y analizar los 
argumentos y comentarios esbozados, se pudieron identificar algunos cambios que corresponden para 
lograr una mejor implementación de la medida.  Es por esto, que la Comisión de Salud implementó 
los siguientes cambios o sugerencias presentadas por las Agencias o entidades comparecientes: 

• Se incorporó la referencia expresa a la definición de “hospital” contenida en la Ley 
Núm. 101 de 26 de junio de 1965, según enmendada conocida como “Ley de 
Facilidades de Salud”; 

• El establecimiento de una plataforma digital centralizada para la divulgación uniforme 
de precios;  

• Como parte de la Reglamentación del Departamento de Salud se incluyó: 
o la obligación de cada facilidad de salud de designar un Oficial de Cumplimiento 

detallando los requisitos mínimos para ocupar el puesto, deberes y 
responsabilidades asignadas, facultades y autoridad delegada, así como el 
medio oficial para su nombramiento; y 

o mecanismos de cumplimiento, auditoría y fiscalización continua;  
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• exigir la divulgación detallada de cargos adicionales asociados a los servicios 
hospitalarios. 

Los beneficios asociados a una mayor transparencia, protección al paciente y fortalecimiento 
de la confianza pública superan los retos operacionales identificados. Por ello, entiende que la 
aprobación del Proyecto del Senado 1119 constituye un paso significativo hacia un sistema de salud 
más transparente, accesible y centrado en las necesidades de los ciudadanos de Puerto Rico. 
 

CONCLUSIÓN 
POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Salud del Senado de Puerto Rico, 

luego de la consideración correspondiente, tiene a bien someter a este Alto Cuerpo su Informe, 
RECOMENDANDO LA APROBACIÓN del Proyecto del Senado 1119 con las enmiendas 
contenidas en el Entirillado Electrónico que se acompaña.  
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Juan Oscar Morales Rodríguez 
Presidente 
Comisión de Salud” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 1140, y se 
da cuenta del Informe de la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y 
Asuntos del Consumidor, sin enmiendas: 
 

“LEY 
Para añadir un nuevo Artículo 73-A en la Ley Núm. 109 de 28 de junio de 1962, según 

enmendada, conocida como “Ley de Servicio Público de Puerto Rico”, con el propósito de integrar en 
esta, las disposiciones contenidas en la Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 1972, según enmendada, 
mediante la cual se declara, en su totalidad, la actividad de transporte o carga de agregados por vías 
públicas para fines comerciales e industriales en Puerto Rico, como una actividad de interés público, 
a los fines de lograr y preservar el equilibrio deseable que debe existir entre la fuerza humana dedicada 
a tal actividad y la demanda o necesidad de los agregados para fines comerciales e industriales en 
Puerto Rico; derogar la Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 1972, según enmendada; y para otros fines 
relacionados.  
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 1972, según enmendada, comúnmente llamada “Ley para 

Reglamentar la Transportación o Carga de Agregados”, declaró la actividad de transporte o carga de 
agregados por vías públicas para fines comerciales e industriales en Puerto Rico, como una actividad 
de interés público, a los fines de lograr y preservar el equilibrio deseable que debe existir entre la 
fuerza humana dedicada a tal actividad y la demanda o necesidad de los agregados para fines 
comerciales e industriales en Puerto Rico. 

Igualmente, señala que, son sus objetivos primordiales, el garantizar: 1) la supervivencia de 
los dedicados a esta actividad como medio de vida; 2) el derecho de la empresa privada a dedicarse a 
esta actividad, y 3) la prestación del servicio de transportación y carga de agregados en forma 
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satisfactoria y suficiente para cubrir las necesidades comerciales e industriales en Puerto Rico, todo 
ello por medio de una razonable reglamentación de la actividad concernida. 

Por ello, se le confirió al Negociado de Transporte y Otros Servicios Públicos (antes la 
Comisión de Servicio Público), la totalidad de la jurisdicción sobre la actividad de transportación o 
carga de agregados por vías públicas para fines comerciales e industriales en Puerto Rico.  

En consideración a lo anterior, el Negociado de Transporte y otros Servicios Públicos de Puerto 
Rico promulgó el Reglamento 9358 de 7 de febrero de 2022, conocido como “Código de Reglamentos 
del Negociado de Transporte y otros Servicios Públicos”. Cabe mencionar que, el antes mencionado 
Código de Reglamentos contiene múltiples disposiciones que regulan la actividad del transporte y 
carga de agregados que se encuentran debidamente atemperados a las necesidades actuales de esta 
industria catalogada como una de alto interés público. Nótese que, Ley para Reglamentar la 
Transportación o Carga de Agregados data del 1972 y no contempla los cambios acontecidos en la 
industria de la construcción en Puerto Rico.   

Así las cosas, se entiende apropiado derogar la Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 1972, según 
enmendada, e integrar sus disposiciones en la Ley Núm. 109 de 28 de junio de 1962, según 
enmendada, conocida como “Ley de Servicio Público de Puerto Rico”, la cual define los alcances 
reguladores del Negociado de Transporte y otros Servicios Públicos, de manera práctica y coherente. 
La Ley 109 ya dispone que el Negociado tendrá la facultad para otorgar toda autorización de carácter 
público, a saber, cualquier servicio realizado y cualquier cosa suministrada o entregada, y todo el 
equipo usado o suministrado por cualquier compañía de servicio público o porteador por contrato en 
el desempeño de sus servicios y deberes para con sus favorecedores, empleados y para con el público.  

Cabe indicar que, se nos ha recomendado derogar la Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 1972, según 
enmendada, comúnmente llamada como “Ley para Reglamentar la Transportación o Carga de 
Agregados”, para integrar sus disposiciones en la Ley de Servicio Público. Con esta Ley, esta 
Asamblea Legislativa de Puerto Rico cumple con la política pública de modernizar la estructura 
gubernamental, eliminando la redundancia, consolidando funciones y simplificando procesos, en 
beneficio de toda nuestra ciudadanía.  
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se añade un nuevo Artículo 73-A dentro del Capítulo 5 de la Ley Núm. 109 de 28 
de junio de 1962, según enmendada, que leerá como sigue: 

“Artículo 73-A.- Facultades del Negociado en torno al transporte o carga de agregados 
(a) El Negociado tendrá jurisdicción sobre la actividad de transportación o carga de 

agregados por vías públicas para fines comerciales e industriales en Puerto Rico, en 
su totalidad. Para los fines de esta ley, por el término “agregados” se entenderá tierra, 
barro, lodo, zahorria, babote, arena, mezcla asfáltica, piedra en bruto o triturada, o 
cualquiera otra materia análoga. 

(b) Ninguna persona podrá dedicarse a la actividad de transporte o carga por las vías 
públicas de agregados para fines comerciales e industriales en Puerto Rico, si no está 
provisto de un permiso, que expedirá el Negociado. Se entenderá por “persona”, a las 
naturales o jurídicas, que se dedicaren a esta actividad, ya sea en carácter de dueño, 
administrador, poseedor u operador de los vehículos de motor pesados utilizados para 
llevar a cabo esta. 

(c) La persona natural o jurídica que contrate el transporte o carga de agregados, 
entiéndase el dueño del material, según surja del conduce o factura correspondiente a 
la carga transportada, tendrá las siguientes obligaciones: 
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1) Contratar el transporte o carga de agregados utilizando el sistema de tarifas 
aprobado por el Negociado. 

2) Cumplir con el pago a los transportadores dentro del término de quince (15) 
días contado a partir de la fecha en la cual se realice el transporte. La persona 
que incumpla con dicho término se expone a la imposición de una multa 
administrativa, según establezca el Negociado mediante reglamento, y deberá 
cumplir con el pago de intereses por mora al acreedor a razón del interés legal, 
según establecido por la Oficina del Comisionado de Instituciones Financieras. 

3) Será responsable por cualquier unidad que exceda la capacidad de carga 
autorizada por el Departamento de Transportación y Obras Públicas y el 
Negociado y, ante su incumplimiento, se expone a la imposición de una multa 
administrativa, según establezca el Negociado, mediante reglamento. 

4) Cumplir con esta Ley y los reglamentos que administra el Negociado, 
correspondientes a esta actividad de transporte o carga de agregados. 

(d) El Negociado tendrá, sin que se entienda como una limitación, las siguientes 
facultades y deberes: 
1) Conceder y expedir permisos y autorizaciones provisionales, de acuerdo con 

lo dispuesto en este Artículo. 
2) Llevar y conservar un registro de todas las personas a quienes se le haya 

concedido y expedido una autorización provisional o permiso, según fuere el 
caso, y en el que se hará constar aquella información que el Negociado 
determine necesario, mediante reglamento. 

3) Adoptar y promulgar las reglas y reglamentos necesarios para la 
implementación de este Artículo. 

4) Fijar cualquier condición o requisito que determine necesario y conveniente 
con respecto a la prestación de servicio de transportación o carga de 
agregados y a los vehículos de motor a ser utilizados. 

5) Denegar, suspender o revocar los permisos por las razones y mediante el 
procedimiento dispuesto en este Artículo. 

6) Realizar investigaciones y celebrar audiencias públicas en relación con la 
concesión, denegación, suspensión o revocación de los permisos. 

7) Fijar los derechos que se cobrarán por concepto de la expedición del permiso. 
8) Fijar tarifas justas y razonables, mediante reglamento, para esta actividad, en 

aquellos casos en que sean aplicables por estar envuelta la prestación de 
servicios mediante paga. 

(e) Todo aspirante de un permiso deberá radicar una solicitud ante el Negociado, en la 
forma o en el blanco oficial que se le proveerá libre de costo, y en el que suministrará 
y hará constar toda la información que se estime y determine necesaria y pertinente 
para la concesión del permiso.  

(f) Toda persona debidamente autorizada por el Negociado para dedicarse a esta 
actividad, mediante paga, deberá cumplir con los siguientes requisitos: 
1) Prestar sus servicios cuando les sean razonablemente solicitados y mantener 

los servicios, así como el equipo, en forma adecuada, eficiente, justos y 
razonables, a los fines de que pueda garantizarse la debida prestación de los 
servicios y la seguridad del público en general, así como las buenas 
condiciones de las vías públicas por donde transiten. 



Lunes, 15 de junio de 2026  Núm. 43 
 
 

19093 

2) Prestar y suministrar sus servicios bajo las tarifas fijadas por el Negociado. 
3) Establecer, observar y poner en vigor prácticas razonables en relación con los 

servicios y el equipo, que conduzca a una sana competencia en esta actividad. 
4) Mantener en sitio accesible en el vehículo utilizado la tabla de la tarifa en vigor 

con respecto a la transportación o carga de agregados. 
5) Mantener en sitio accesible en el vehículo utilizado la autorización provisional 

o el permiso que le fue expedido por el Negociado. 
6) Suministrar al Negociado información sobre las áreas que está cubriendo, así 

como el número de unidades, el equipo y personal que utiliza, en la prestación 
del servicio al ser requerido para ello, y en la forma y tiempo que se disponga 
por reglamento. 

7) No adicionar o sustituir unidades o equipo alguno a utilizarse en la 
transportación o carga de agregados sin haber obtenido previamente 
aprobación a tal efecto del Negociado. 

8) Distribuir equitativamente todas las facilidades entre los que le soliciten 
servicios, sin establecer diferencias injustas entre éstos con motivo del 
agregado a transportarse o cargarse o el área a cubrirse. 

9) Cumplir con cualquier otro deber u orden que se le imponga por el Negociado 
con el propósito de lograr los objetivos y propósitos de este Artículo. 

(g) Toda persona debidamente autorizada por el Negociado para dedicarse a esta 
actividad, mediante paga, para fines y uso propio, deberá cumplir con los siguientes 
requisitos: 
1) Mantener el equipo en forma adecuada, eficiente y razonable que sea necesario 

para operar esta actividad, a los fines de que pueda garantizarse la seguridad 
del público en general y las buenas condiciones de las vías públicas por donde 
transiten. 

2) Establecer, observar y poner en vigor prácticas razonables en relación con la 
transportación o carga de agregados que conduzcan a una sana competencia 
en esta actividad. 

3) Suministrar al Negociado, información sobre las áreas que cubre en la 
transportación de agregados para uso propio, así como el número de 
vehículos, el equipo y personal que utiliza en dicha actividad, al ser requerido 
para ello. También, deberá suministrar información sobre la labor de 
transportación que se realiza en sus propias unidades y la que se realiza en 
unidades pertenecientes u operadas por porteadores públicos o dueños 
independientes mediante paga. 

4) No adicionar o sustituir unidades o equipo alguno a utilizarse en la 
transportación o carga de agregado sin haber obtenido previamente 
aprobación a tal efecto del Negociado; disponiéndose, sin embargo, que, en 
caso de sustitución de unidades por otras de igual capacidad el permiso se 
otorgará sin exigir pruebas de conveniencia o necesidad y sin ulteriores 
procedimientos. 

5) Cumplir con cualquier otro deber u orden que se le imponga por el Negociado 
con el propósito de lograr los objetivos y propósitos de este Artículo. 

(h) El Negociado podrá, previa notificación y audiencia pública, denegar, suspender o 
revocar un permiso. 
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(i) Se podrá denegar el permiso por razón de: 
1) Ofrecer información falsa, a sabiendas, en la solicitud o en cualquier 

declaración escrita radicada en relación con la solicitud. 
2) Omitir voluntariamente cualquier información requerida en la solicitud. 
3) Cuando el vehículo de motor no reúna las condiciones exigidas por el 

Negociado. 
4) Cuando el Negociado determine que no es conveniente la concesión del 

permiso a los fines de preservar y mantener el deseado equilibrio entre el 
número de personas dedicadas a tal actividad y las necesidades comerciales e 
industriales y de la comunidad en general con respecto a la prestación del 
servicio de transportación o carga de agregados.  

(j) Se podrá suspender o revocar un permiso por razón de: 
1) Haber ofrecido información falsa, a sabiendas, en la solicitud del permiso o en 

cualquier declaración escrita radicada en relación con la solicitud. 
2) La omisión voluntaria o repetida de explotar el servicio sustancialmente en la 

forma especificada en el permiso. 
3) La violación o incumplimiento voluntario de cualquier disposición de esta ley 

o del reglamento adoptado. 
4) La violación o falta de cumplimiento de cualquier orden de cese y desistimiento 

emitida por el Negociado bajo las disposiciones de esta ley o del reglamento 
adoptado. 

(k) Cualquier persona natural o jurídica que haya sido encontrada culpable por contratar 
el transporte o carga de agregados utilizando un sistema de tarifas contrario a las 
tarifas establecidas por el Negociado no podrá contratar con las agencias, 
departamentos, corporaciones e instrumentalidades del Gobierno de Puerto Rico, así 
como con los municipios y toda persona natural o jurídica que realice una obra de 
construcción con fondos públicos, por un término de tres (3) años, contado a partir de 
la fecha en la cual advenga final y firme el boleto o la Resolución y Orden adjudicando 
el caso correspondiente. Cualquier incumplimiento con esta disposición podría 
conllevar la imposición de una multa administrativa, así como la suspensión, 
enmienda o cancelación de la autorización concedida por el Negociado. 

(l) El Negociado deberá seguir y cumplir el procedimiento dispuesto en esta Ley, y en los 
reglamentos adoptados a su amparo. Toda persona a quien se le deniegue, suspenda 
o revoque un permiso, tendrá todos los derechos y garantías que se confieren por esta 
Ley. 

(m) La actividad de transportación o carga de agregados por las vías públicas en vehículos 
de motor pesados pertenecientes a agencias, departamentos, corporaciones e 
instrumentalidades del Gobierno Estatal y a los gobiernos municipales, no estará 
cubierta por las disposiciones de esta Ley. Toda agencia, departamento, corporación 
e instrumentalidad del Gobierno de Puerto Rico, así como los municipios y toda 
persona natural o jurídica que contrate una obra de construcción que incluya la 
utilización de fondos públicos deberá asegurarse que la carga a transportarse será 
distribuida equitativamente entre los concesionarios autorizados por el Negociado 
mediante turnos de rotación numérica. El Negociado determinará mediante 
reglamento el procedimiento para la asignación de los turnos de rotación. 
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(n) Toda persona que se dedicare a la actividad de transportar o cargar agregados por 
las vías públicas, para fines comerciales e industriales en Puerto Rico, sin estar 
provisto de una autorización provisional, o permiso, según fuere el caso, o que 
infringiere cualquier disposición de esta Ley o del reglamento que al amparo del 
mismo se adoptase, u omitiere, descuidare o rehusare obedecer, observar y cumplir 
cualquier orden o decisión del Negociado dictada en virtud de esta Ley incurrirá en 
delito menos grave.” 

Sección 2.- Cláusula Derogatoria. 
Se deroga la Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 1972, según enmendada. 
Sección 3.- Cláusula de Supremacía. 
Las disposiciones de esta Ley prevalecerán sobre cualquier otra disposición de ley que no 

estuviere en armonía con lo aquí establecido.   
Sección 4.- Cláusula de Separabilidad. 
Si cualquier parte de esta Ley fuese declarada nula o inconstitucional por un tribunal de 

jurisdicción y competencia, este fallo no afectará ni invalidará el resto de la Ley y su efecto quedará 
limitado al aspecto objeto de dicho dictamen judicial.    

Sección 5.- Vigencia. 
Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 

 
“INFORME 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del 
Consumidor del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación del 
P. del S. 1140, sin enmiendas. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
El P. del S. 1140 tiene como propósito “…añadir un nuevo Artículo 73-A en la Ley Núm. 109 

de 28 de junio de 1962, según enmendada, conocida como “Ley de Servicio Público de Puerto Rico”, 
con el propósito de integrar en esta, las disposiciones contenidas en la Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 
1972, según enmendada, mediante la cual se declara, en su totalidad, la actividad de transporte o 
carga de agregados por vías públicas para fines comerciales e industriales en Puerto Rico, como una 
actividad de interés público, a los fines de lograr y preservar el equilibrio deseable que debe existir 
entre la fuerza humana dedicada a tal actividad y la demanda o necesidad de los agregados para 
fines comerciales e industriales en Puerto Rico; derogar la Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 1972, según 
enmendada; y para otros fines relacionados”. 
 

De entrada, es menester señalar la importancia que reviste al proyecto de autos. Estimamos 
que la Exposición de Motivos de la medida, explica por sí misma lo imperativo de aprobarse, al 
plantearnos que 

[l]a Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 1972, según enmendada, comúnmente 
llamada “Ley para Reglamentar la Transportación o Carga de Agregados”, declaró la 
actividad de transporte o carga de agregados por vías públicas para fines comerciales e 
industriales en Puerto Rico, como una actividad de interés público, a los fines de lograr 
y preservar el equilibrio deseable que debe existir entre la fuerza humana dedicada a 
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tal actividad y la demanda o necesidad de los agregados para fines comerciales e 
industriales en Puerto Rico. 

Igualmente, señala que, son sus objetivos primordiales, el garantizar: 1) la 
supervivencia de los dedicados a esta actividad como medio de vida; 2) el derecho de 
la empresa privada a dedicarse a esta actividad, y 3) la prestación del servicio de 
transportación y carga de agregados en forma satisfactoria y suficiente para cubrir las 
necesidades comerciales e industriales en Puerto Rico, todo ello por medio de una 
razonable reglamentación de la actividad concernida. 

Por ello, se le confirió al Negociado de Transporte y Otros Servicios Públicos 
(antes la Comisión de Servicio Público), la totalidad de la jurisdicción sobre la 
actividad de transportación o carga de agregados por vías públicas para fines 
comerciales e industriales en Puerto Rico.  

En consideración a lo anterior, el Negociado de Transporte y otros Servicios 
Públicos de Puerto Rico promulgó el Reglamento 9358 de 7 de febrero de 2022, 
conocido como “Código de Reglamentos del Negociado de Transporte y otros 
Servicios Públicos”. Cabe mencionar que, el antes mencionado Código de 
Reglamentos contiene múltiples disposiciones que regulan la actividad del transporte 
y carga de agregados que se encuentran debidamente atemperados a las necesidades 
actuales de esta industria catalogada como una de alto interés público. Nótese que, Ley 
para Reglamentar la Transportación o Carga de Agregados data del 1972 y no 
contempla los cambios acontecidos en la industria de la construcción en Puerto Rico.   

Así las cosas, se entiende apropiado derogar la Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 
1972, según enmendada, e integrar sus disposiciones en la Ley Núm. 109 de 28 de 
junio de 1962, según enmendada, conocida como “Ley de Servicio Público de Puerto 
Rico”, la cual define los alcances reguladores del Negociado de Transporte y otros 
Servicios Públicos, de manera práctica y coherente. La Ley 109 ya dispone que el 
Negociado tendrá la facultad para otorgar toda autorización de carácter público, a 
saber, cualquier servicio realizado y cualquier cosa suministrada o entregada, y todo el 
equipo usado o suministrado por cualquier compañía de servicio público o porteador 
por contrato en el desempeño de sus servicios y deberes para con sus favorecedores, 
empleados y para con el público.  

Cabe indicar que, se nos ha recomendado derogar la Ley Núm. 1 de 16 de mayo 
de 1972, según enmendada, comúnmente llamada como “Ley para Reglamentar la 
Transportación o Carga de Agregados”, para integrar sus disposiciones en la Ley de 
Servicio Público. Con esta Ley, esta Asamblea Legislativa de Puerto Rico cumple con 
la política pública de modernizar la estructura gubernamental, eliminando la 
redundancia, consolidando funciones y simplificando procesos, en beneficio de toda 
nuestra ciudadanía. 

 
ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

Para la debida evaluación del proyecto de marras, la Comisión recibió memorial explicativo 
del Negociado de Transporte y otros Servicios Públicos de la Junta Reglamentadora de Servicio 
Público, quienes se expresaron a favor del mismo.  

Comentaron que  
[e]l Negociado de Transporte y otros Servicios Públicos de Puerto Rico, antes 

Comisión de Servicio Público, fue creado mediante la Ley Núm. 109 de 28 de junio 
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de 1962, según enmendada, conocida como “Ley de Servicio Público de Puerto 
Rico” (en adelante, “Ley Núm. 109”). 

La mencionada Ley dispone, entre otras cosas, que el NTSP tendrá facultad 
para reglamentar las empresas de vehículos privados dedicados al comercio, 
incluyendo todos los vehículos de motor comercial. Estas empresas no se considerarán 
como Porteadores Públicos. 
Más adelante, indicaron que  

[e]l NTSP tiene la responsabilidad de hacer cumplir las leyes promulgadas en 
aras de establecer las normativas que regirán el transporte público en Puerto Rico. 
Asimismo, son los llamados por disposición estatutaria a reglamentar todo lo 
concerniente al sistema de transporte público en la Isla. 

A esos efectos, dentro de los poderes conferidos por la normativa legal vigente 
y en cumplimiento con la política pública del Estado, favorecemos toda pieza 
legislativa que tenga como fin simplificar, modernizar y unificar, de forma 
coherente, nuestras leyes. Así. las cosas, apoyamos toda enmienda que promueva 
la unificación de leyes relacionadas al transporte público en una sola disposición 
legal. En ese contexto, tener toda regulación relacionada al tema que nos compete en 
una solo ley, ayuda no solo al Negociado al momento de la aplicación de esta, sino al 
público regulado al momento de conocer cuáles son los estatutos aplicables, los 
requisitos correspondientes y facilita la solicitud y concesión de permisos, entre otros. 

Expuesto lo anterior, y habiendo evaluado el P. del S. 1140 el Negociado 
favorece la aprobación de la medida. 
(Énfasis nuestro) 

 
Examinado el proyecto en sus méritos, entendemos que el mismo requiere ser aprobado con 

prontitud. En apretada síntesis, este proyecto busca integrar en la Ley de Servicio Público de Puerto 
Rico, las disposiciones contenidas en la Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 1972, según enmendada, 
mediante la cual se declara, en su totalidad, la actividad de transporte o carga de agregados por vías 
públicas para fines comerciales e industriales en Puerto Rico. Cabe destacar que, con la promulgación 
del Reglamento 9358 de 7 de febrero de 2022, conocido como “Código de Reglamentos del Negociado 
de Transporte y otros Servicios Públicos”, el Negociado de Transporte y otros Servicios Públicos de 
Puerto Rico autoriza, reglamenta y fiscaliza las empresas de servicio público y el transporte comercial, 
entre otros. Tal y como se menciona en la Exposición de Motivos del proyecto objeto de análisis, el 
antes mencionado Código de Reglamentos contiene múltiples disposiciones que regulan la actividad 
del transporte y carga de agregados que se encuentran debidamente atemperados a las necesidades 
actuales de esta industria catalogada como una de alto interés público. Nótese que, la Ley para 
Reglamentar la Transportación o Carga de Agregados data del 1972 y no contempla los cambios 
acontecidos en la industria de la construcción en Puerto Rico. Con este proyecto simplificamos, 
modernizamos y unificamos, de forma coherente, las leyes que rigen en Puerto Rico.  

Para finalizar, es preciso indicar que la Sección 1 del Artículo III de la Constitución de Puerto 
Rico13, delega a la Rama Legislativa la potestad de aprobar leyes. Por su parte, la Sección 17 del 

 
13 Esta Sección, específicamente, dispone que “[e]l Poder Legislativo se ejercerá por una Asamblea Legislativa, que se 
compondrá de dos Cámaras -el Senado y la Cámara de Representantes- cuyos miembros serán elegidos por votación directa 
en cada elección general.” 
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referido Artículo III14, delinea el proceso legislativo a observarse para que una legislación presentada 
se convierta en ley. Asimismo, la Sección 19 del mismo Artículo15, establece los requisitos 
constitucionales relativos a la aprobación de proyectos de ley, por los Cuerpos Legislativos y el 
Gobernador de Puerto Rico.  

Expuesto ello, y a base de los preceptos constitucionales antes descritos, es imperativo 
reconocer que la aprobación del P. del S. 1140 es un ejercicio válido de la facultad de esta Asamblea 
Legislativa, según es aquí fundamentado. 
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
Del análisis realizado por esta Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios 

Públicos y Asuntos del Consumidor del Senado de Puerto Rico, a tenor con el Artículo 1.007 de la 
Ley 107-2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, no surge que 
la medida tenga impacto fiscal sobre las finanzas municipales. 
 

CONCLUSIÓN 
Es tarea de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico crear y aprobar política pública, la cual 

surge como respuesta a los cambios sociales que motivan la actualización del estado de derecho que 
rige el destino de todos los que aquí residimos. Por ello, podemos concluir que el propósito que origina 
la presentación de la medida ante nuestra consideración es una acción cobijada dentro del amplio 
poder que tiene esta Rama, la cual fuera conferida por nuestros constituyentes.  

Por todo lo anterior, la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos 
y Asuntos del Consumidor del Senado de Puerto Rico, recomienda la aprobación del Proyecto del 
Senado 1140, sin enmiendas. 
 

 
14 Esta Sección, específicamente, dispone que “[n]ingún proyecto de ley se convertirá en ley a menos que se imprima, se 
lea, se remita a comisión y ésta lo devuelva con un informe escrito; pero la cámara correspondiente podrá descargar a la 
comisión del estudio e informe de cualquier proyecto y proceder a la consideración del mismo. Las cámaras llevarán libros 
de actas donde harán constar lo relativo al trámite de los proyectos y las votaciones emitidas a favor y en contra de los 
mismos. Se dará publicidad a los procedimientos legislativos en un diario de sesiones, en la forma que se determine por 
ley. No se aprobará ningún proyecto de ley, con excepción de los de presupuesto general, que contenga más de un asunto, 
el cual deberá ser claramente expresado en su título, y toda aquella parte de una ley cuyo asunto no haya sido expresado 
en el título será nula. La ley de presupuesto general sólo podrá contener asignaciones y reglas para el desembolso de las 
mismas. Ningún proyecto de ley será enmendado de manera que cambie su propósito original o incorpore materias extrañas 
al mismo. Al enmendar cualquier artículo o sección de una ley, dicho artículo sección será promulgado en su totalidad tal 
como haya quedado enmendado. Todo proyecto de ley para obtener rentas se originará en la Cámara de Representantes, 
pero el Senado podrá proponer enmiendas o convenir en ellas como si se tratara de cualquier otro proyecto de ley.” 
15 Esta Sección, específicamente, dispone que “[c]ualquier proyecto de ley que sea aprobado por una mayoría del número 
total de los miembros que componen cada cámara se someterá al Gobernador y se convertirá en ley si éste lo firma o si no 
lo devuelve con sus objeciones a la cámara de origen dentro de diez días (exceptuando los domingos) contados a partir de 
la fecha en que lo hubiese recibido.  
 
Cuando el Gobernador devuelva un proyecto, la cámara que lo reciba consignará las objeciones del Gobernador en el libro 
de actas y ambas cámaras podrán reconsiderar el proyecto, que de ser aprobado por dos terceras partes del número total 
de los miembros que componen cada una de ellas, se convertirá en ley.  
Si la Asamblea Legislativa levanta sus sesiones antes de expirar el plazo de diez días de haberse sometido un proyecto al 
Gobernador, éste quedará relevado de la obligación de devolverlo con sus objeciones, y el proyecto sólo se convertirá en 
ley de firmarlo el Gobernador dentro de los treinta días de haberlo recibido.  
 
Toda aprobación final o reconsideración de un proyecto será en votación por lista.” 
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Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Héctor Joaquín Sánchez Álvarez 
Presidente 
Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, 
Servicios Públicos y Asuntos del Consumidor” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 1223, y se 
da cuenta del Informe de la Comisión de Desarrollo Económico, Pequeños Negocios, Banca, 
Comercio, Seguros y Cooperativismo, con enmiendas, según el entirillado electrónico que se 
acompaña: 
 

“LEY 
Para enmendar los artículos 15.3 y 18.0 de la Ley 239-2004, según enmendada, conocida como 

“Ley General de Sociedades Cooperativas de Puerto Rico de 2004”, con el propósito de eliminar el 
uso de lenguaje sexista y promover la igualdad de género; y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Tanto la Ley 239-2004, según enmendada, conocida como “Ley General de Sociedades 

Cooperativas de Puerto Rico”, así como la Ley 255-2002, según enmendada, conocida como “Ley de 
Sociedades Cooperativas de Ahorro y Crédito de 2002”, le les imponen a las personas que integran 
los cuerpos de dirección, así como al personal gerencial y empleados una responsabilidad fiduciaria, 
entre ellas, la obligación de actuar conforme lo haría el “buen padre de familia”. Sin embargo, la 
expresión “buen padre de familia” ha sido objeto de crítica por su sesgo sexista y por perpetuar 
estereotipos de género, por las siguientes razones: 

1. Uso de lenguaje sexista y excluyente 
El término “padre”, en su forma masculina singular, invisibiliza a las mujeres y a otras figuras 

de cuidado no masculinas, implicando lo que implica que la diligencia y prudencia son cualidades 
inherentes al varón, reforzando y refuerza un paradigma patriarcal en el lenguaje jurídico. 

2. Desconocimiento de la diversidad familiar 
Las sociedades contemporáneas están compuestas por una variedad de estructuras familiares, 

incluyendo, sin limitarlos, limitarse a, madres solteras, parejas del mismo sexo, abuelos como 
cuidadores principales, entre otros. Limitar la referencia al “padre” desconoce estas realidades y 
promueve una visión tradicionalista que no se ajusta a la pluralidad actual. 

3. Contradicción con el principio de igualdad 
El lenguaje utilizado en estas dos leyes debe reflejar y promover los principios de equidad e 

inclusión. Expresiones como “buen padre de familia” pueden constituir una forma de discriminación 
indirecta al no reconocer la capacidad de todas las personas, independientemente de su género o 
identidad, de actuar con responsabilidad y diligencia. 

4. Tendencias legislativas modernas 
Muchos ordenamientos jurídicos han optado por sustituir esta expresión por fórmulas neutras 

como “persona prudente y diligente” o “persona responsable”, en armonía con los principios de 
igualdad sustantiva y no discriminación. 
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Por lo tanto, si bien el uso histórico de la frase “buen padre de familia” pretendía establecer un 
estándar de conducta responsable, en el contexto actual se percibe como un remanente de un lenguaje 
patriarcal que no se corresponde con los valores de equidad, inclusión y reconocimiento de la 
diversidad familiar. Su sustitución por un lenguaje más neutral y representativo es un paso necesario 
para una legislación más justa y respetuosa de los derechos de todas las personas. 
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se enmienda el Artículo 15.3 de la Ley 239-2004, según enmendada, para que lea 
como sigue: 

“Artículo 15.3.- Deberes de la Junta.  
La Junta de Directores tendrá, entre otros, los siguientes deberes:  
a. serán responsables de la definición y adopción de las políticas institucionales de la 

cooperativa, tendrán una responsabilidad fiduciaria para con ésta y sus socios y deberán 
actuar como [un buen padre de familia] lo haría una persona prudente y diligente o 
persona responsable en todos los asuntos relacionados a la cooperativa. 

…” 
Sección 2.- Se enmienda el Artículo 18.0 de la Ley 239-2004, según enmendada, para que lea 

como sigue: 
“Artículo 18.0 — Deberes Fiduciarios y Conflicto de Intereses  
a. Los miembros de los cuerpos directivos de una cooperativa están sujetos a un deber de 

fiducia para con la cooperativa. Este deber de fiducia incluye el deber de diligencia, 
lealtad para con la cooperativa, así como el deber de velar y de cuidar, como [un buen 
padre de familia,] lo haría una persona prudente y diligente o persona responsable 
de los bienes y operaciones de la cooperativa, así como de los haberes, acciones y 
depósitos de socios y depositantes que obran en la institución. 

…” 
Sección 3.- Vigencia. 
Esta Ley comenzará a regir inmediatamente a partir de su aprobación.” 

 
“INFORME 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Desarrollo Económico, Pequeños Negocios, Banca, Comercio, Seguros y 
Cooperativismo del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación 
del P. del S. 1223, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que acompaña a este 
informe. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
El P. del S. 1223 tiene como propósito “…enmendar los artículos 15.3 y 18.0 de la Ley 239-

2004, según enmendada, conocida como “Ley General de Sociedades Cooperativas de Puerto Rico 
de 2004”, con el propósito de eliminar el uso de lenguaje sexista y promover la igualdad de género; 
y para otros fines relacionados”. 
 

De entrada, es menester señalar la importancia que reviste el Proyecto del Senado 1223. 
Estimamos que la Exposición de Motivos de la medida, explica por sí misma lo imperativo de 
aprobarse, al decirnos que 
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[t]anto la Ley 239-2004, según enmendada, conocida como “Ley General de 
Sociedades Cooperativas de Puerto Rico”, así como la Ley 255-2002, según 
enmendada, conocida como “Ley de Sociedades Cooperativas de Ahorro y Crédito de 
2002”, le les imponen a las personas que integran los cuerpos de dirección, así como 
al personal gerencial y empleados una responsabilidad fiduciaria, entre ellas, la 
obligación de actuar conforme lo haría el “buen padre de familia”. Sin embargo, la 
expresión “buen padre de familia” ha sido objeto de crítica por su sesgo sexista y por 
perpetuar estereotipos de género, por las siguientes razones: 
1. Uso de lenguaje sexista y excluyente 

El término “padre”, en su forma masculina singular, invisibiliza a las mujeres 
y a otras figuras de cuidado no masculinas implicando que la diligencia y prudencia 
son cualidades inherentes al varón, reforzando un paradigma patriarcal en el lenguaje 
jurídico. 
2. Desconocimiento de la diversidad familiar 

Las sociedades contemporáneas están compuestas por una variedad de 
estructuras familiares, incluyendo sin limitarlos, a madres solteras, parejas del mismo 
sexo, abuelos como cuidadores principales, entre otros. Limitar la referencia al “padre” 
desconoce estas realidades y promueve una visión tradicionalista que no se ajusta a la 
pluralidad actual. 
3. Contradicción con el principio de igualdad 

El lenguaje utilizado en estas dos leyes debe reflejar y promover los principios 
de equidad e inclusión. Expresiones como “buen padre de familia” pueden constituir 
una forma de discriminación indirecta al no reconocer la capacidad de todas las 
personas, independientemente de su género o identidad, de actuar con responsabilidad 
y diligencia. 
4. Tendencias legislativas modernas 

Muchos ordenamientos jurídicos han optado por sustituir esta expresión por 
fórmulas neutras como “persona prudente y diligente” o “persona responsable”, en 
armonía con los principios de igualdad sustantiva y no discriminación. 

Por lo tanto, si bien el uso histórico de la frase “buen padre de familia” pretendía 
establecer un estándar de conducta responsable, en el contexto actual se percibe como 
un remanente de un lenguaje patriarcal que no se corresponde con los valores de 
equidad, inclusión y reconocimiento de la diversidad familiar. Su sustitución por un 
lenguaje más neutral y representativo es un paso necesario para una legislación más 
justa y respetuosa de los derechos de todas las personas. 

 
ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

Para la debida evaluación del Proyecto del Senado 1223, la Comisión de Desarrollo 
Económico, Pequeños Negocios, Banca, Comercio, Seguros y Cooperativismo del Senado de Puerto 
Rico contó con los comentarios de la Comisión de Desarrollo Cooperativo, de la Corporación Pública 
para la Supervisión y Seguro de Cooperativas de Puerto Rico (COSSEC) y de la Asociación de 
Ejecutivos de Cooperativas de Puerto Rico (ASEC).  

En su escrito, la Comisión de Desarrollo Cooperativo de Puerto Rico señaló que la pieza 
legislativa objeto de este informe, promueve   

…la actualización del lenguaje jurídico contenido en las leyes que regulan lo 
concerniente al movimiento cooperativo, con el fin de eliminar la carga sexista 
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asociada al uso de la expresión “buen padre de familia” para referirse a una persona 
diligente y responsable. Lo anterior, resulta cónsono con los valores de equidad e 
igualdad que promueve el movimiento cooperativo como parte de sus pilares. 
Actualmente, hay otros países que han reformado sus leyes para sustituir el concepto 
de “buen padre de familia” por un lenguaje más inclusivo como “persona razonable”. 
Francia y Alemania son ejemplos de ello. 

 
Agregaron que  

…en Puerto Rico la expresión del “buen padre de familia” nos fue heredada de 
la tradición civilista española. Quienes aún conservan este concepto dentro de su 
código civil en los artículos 497, 1094, 1104, 1719, 1788, 1801, 1867, 1889 y 1903. En 
contraste, el derecho estadounidense en la mayoría de los casos en tiempos recientes 
ha utilizado términos más neutrales como “persona razonable” (“reasonable person”) 
o “persona razonablemente prudente” (“reasonably prudent person”) para referirse a la 
conducta diligente o responsable que se espera de una persona.  

Lo anteriormente expuesto demuestra que cada vez más jurisdicciones están 
moviéndose a adoptar lenguajes de equidad en lo que concierne a este concepto en 
particular. Ante ello, entendemos que la aprobación de ambos proyectos ayudaría a que 
los estatutos utilicen un lenguaje que se asemeja más al utilizado en los Estados Unidos. 
 
Por lo antes expuesto, la Comisión de Desarrollo Cooperativo acotó favorecer “…la 

aprobación del (…) P. del S. 1223 ya que ayudarían a promover el uso de un lenguaje más inclusivo 
en el ámbito jurídico y en el sector cooperativista”. (Énfasis nuestro). 

 
De otro lado, la Corporación Pública para la Supervisión y Seguro de Cooperativas de 

Puerto Rico esbozó que “…la enmienda propuesta no afecta ni altera las funciones de supervisión y 
regulación que ejerce COSSEC. El marco regulatorio vigente continúa fundamentado en estrictos 
estándares de sana administración, responsabilidad fiduciaria, diligencia y cumplimiento 
normativo”. Esbozaron, además, que   

[e]l uso histórico de la expresión “buen padre de familia” ha respondido 
tradicionalmente a una fórmula jurídica de responsabilidad y diligencia, sin que ello 
implique necesariamente un trato desigual o discriminatorio. No obstante, resulta 
jurídicamente válido que el lenguaje legislativo evolucione conforme a principios 
modernos de inclusión, neutralidad y equidad, particularmente cuando existan 
alternativas lingüísticas que preservan el contenido normativo de la disposición 
sin recurrir a expresiones que puedan interpretarse como excluyentes. (Énfasis 
nuestro). 

 
Además, explicaron que “[e]n el derecho civil y corporativo, una “persona prudente y 

diligente” es aquella que actúa con el cuidado, juicio informado y responsabilidad que 
razonablemente se espera de alguien en posición similar bajo circunstancias comparables. Incluye 
actuar con atención, lealtad, buena fe, evaluación de riesgos y consideración del impacto de sus 
decisiones en la entidad que administra. (…)”. (Énfasis nuestro). 

Así las cosas, afirmaron que “…que la enmienda no menoscaba los principios sustantivos de 
responsabilidad fiduciaria ni afecta la función supervisora de esta Corporación, COSSEC no tiene 
objeción a la aprobación del P. del S. 1223 (…)”. (Énfasis nuestro). 



Lunes, 15 de junio de 2026  Núm. 43 
 
 

19103 

Finalmente, la Asociación de Ejecutivos de Cooperativas de Puerto Rico, en un escueto 
escrito, indicó que el Proyecto del Senado 1223 propone una modificación del lenguaje estatutario 
que, a juicio de la ASEC, no resulta necesaria. Aunque reconocieron que, en su funcionamiento, las 
cooperativas se distinguen por su carácter inclusivo, que garantiza igualdad de oportunidades para que 
tanto hombres como mujeres participen plenamente en las estructuras de gobernanza y operación, 
tanto en funciones profesionales como en roles voluntarios, dentro del sector de las cooperativas de 
ahorro y crédito y de tipos diversos.  
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
De la evaluación realizada por esta Comisión, a tenor con el Artículo 1.007 de la Ley 107-

2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, no surge que la medida 
tenga impacto fiscal sobre las finanzas municipales.  
 

CONCLUSIÓN 
Analizado el proyecto en sus méritos, entendemos que el mismo requiere ser aprobado. En 

síntesis, el P. del S. 1223 persigue eliminar el uso de lenguaje sexista en la Ley General de Sociedades 
Cooperativas de Puerto Rico de 2004. Con esta legislación, promovemos que las entidades que se 
estructuren bajo el modelo cooperativo se adhieran a los principios del COOPERATIVISMO, 
conforme a lo establecido por la Alianza Cooperativa Internacional. Entre los seis (6) valores que 
promueve el movimiento cooperativo se encuentran la igualdad y la equidad. Por tanto, y tal como lo 
planteara la Comisión de Desarrollo Cooperativo, resulta apropiado fomentar el uso de un lenguaje 
más inclusivo en el ámbito jurídico y en el sector cooperativista puertorriqueño. 

Para terminar, es preciso indicar que la Sección 1 del Artículo III de la Constitución de Puerto 
Rico16, delega en la Rama Legislativa la potestad de aprobar leyes. Por su parte, la Sección 17 del 
referido Artículo III17, delinea el proceso legislativo a observarse para que una legislación presentada 
se convierta en ley. Asimismo, la Sección 19 del mismo Artículo18, establece los requisitos 

 
16 Esta Sección, específicamente, dispone que “[e]l Poder Legislativo se ejercerá por una Asamblea Legislativa, que se 
compondrá de dos Cámaras -el Senado y la Cámara de Representantes- cuyos miembros serán elegidos por votación directa 
en cada elección general.” 
17 Esta Sección, específicamente, dispone que “[n]ingún proyecto de ley se convertirá en ley a menos que se imprima, se 
lea, se remita a comisión y ésta lo devuelva con un informe escrito; pero la cámara correspondiente podrá descargar a la 
comisión del estudio e informe de cualquier proyecto y proceder a la consideración del mismo. Las cámaras llevarán libros 
de actas donde harán constar lo relativo al trámite de los proyectos y las votaciones emitidas a favor y en contra de los 
mismos. Se dará publicidad a los procedimientos legislativos en un diario de sesiones, en la forma que se determine por 
ley. No se aprobará ningún proyecto de ley, con excepción de los de presupuesto general, que contenga más de un asunto, 
el cual deberá ser claramente expresado en su título, y toda aquella parte de una ley cuyo asunto no haya sido expresado 
en el título será nula. La ley de presupuesto general sólo podrá contener asignaciones y reglas para el desembolso de las 
mismas. Ningún proyecto de ley será enmendado de manera que cambie su propósito original o incorpore materias extrañas 
al mismo. Al enmendar cualquier artículo o sección de una ley, dicho artículo sección será promulgado en su totalidad tal 
como haya quedado enmendado. Todo proyecto de ley para obtener rentas se originará en la Cámara de Representantes, 
pero el Senado podrá proponer enmiendas o convenir en ellas como si se tratara de cualquier otro proyecto de ley.” 
18 Esta Sección, específicamente, dispone que “[c]ualquier proyecto de ley que sea aprobado por una mayoría del número 
total de los miembros que componen cada cámara se someterá al Gobernador y se convertirá en ley si éste lo firma o si no 
lo devuelve con sus objeciones a la cámara de origen dentro de diez días (exceptuando los domingos) contados a partir de 
la fecha en que lo hubiese recibido.  
 
Cuando el Gobernador devuelva un proyecto, la cámara que lo reciba consignará las objeciones del Gobernador en el libro 
de actas y ambas cámaras podrán reconsiderar el proyecto, que de ser aprobado por dos terceras partes del número total 
de los miembros que componen cada una de ellas, se convertirá en ley.  
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constitucionales relativos a la aprobación de proyectos de ley, por los Cuerpos Legislativos y el 
Gobernador de Puerto Rico.   

De conformidad con los preceptos constitucionales antes descritos, es imperativo reconocer 
que la aprobación del P. del S. 1223 es un ejercicio válido de la facultad de esta Asamblea Legislativa, 
según es aquí fundamentado. 

Sin lugar a dudas, es tarea de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico crear y aprobar política 
pública, la cual surge como respuesta a los cambios sociales que motivan la actualización del estado 
de derecho que rige el destino de todos los que aquí residimos. Por ello, podemos concluir que el 
propósito que origina la presentación de la medida ante nuestra consideración es una acción cobijada 
dentro del amplio poder que tiene esta Rama, la cual fuera conferida por nuestros constituyentes. 

Por todo lo anterior, la Comisión de Desarrollo Económico, Pequeños Negocios, Banca, 
Comercio, Seguros y Cooperativismo del Senado de Puerto Rico, recomienda la aprobación del 
Proyecto del Senado 1223, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que acompaña 
a este informe. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Nitza Moran Trinidad 
Presidenta 
Comisión de Desarrollo Económico, 
Pequeños Negocios, Banca,  
Comercio, Seguros y Cooperativismo” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución del Senado 229, y se 
da cuenta del Informe de la Comisión de Asuntos Internos, con enmiendas, según el entirillado 
electrónico que se acompaña: 
 

“RESOLUCIÓN 
Para ordenar a la Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico realizar una investigación 

exhaustiva sobre cuántas tutelas diferidas en sede notarial se han otorgado y registrado en Puerto Rico 
desde enero de 2021 hasta el presente, incluyendo el perfil y la edad de las personas bajo tutela, con 
el fin de evaluar el uso, la supervisión y las garantías de protección de derechos que rodean esta figura 
jurídica que no ha sido no reglamentada expresamente, a la luz de las disposiciones del Código Civil 
de 2020; y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El Código Civil de Puerto Rico de 2020 constituyó una reforma integral al ordenamiento 

jurídico privado de nuestra isla Isla. Entre sus múltiples innovaciones, incorporó una visión más 
inclusiva y centrada en los derechos humanos, en particular respecto a las personas con diversidad 

 
 
Si la Asamblea Legislativa levanta sus sesiones antes de expirar el plazo de diez días de haberse sometido un proyecto al 
Gobernador, éste quedará relevado de la obligación de devolverlo con sus objeciones, y el proyecto sólo se convertirá en 
ley de firmarlo el Gobernador dentro de los treinta días de haberlo recibido.  
 
Toda aprobación final o reconsideración de un proyecto será en votación por lista.” 
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funcional, las personas de edad avanzada, y las personas en condiciones de vulnerabilidad. En ese 
contexto, se rediseñó el marco normativo de la tutela para atemperarlo a estándares internacionales de 
protección de derechos y a una concepción moderna de la capacidad jurídica. 

No obstante, desde la entrada en vigor del nuevo Código, ha surgido en la práctica notarial una 
figura no regulada expresamente en la ley: la denominada “tutela diferida en sede notarial”. Se trata 
de un tipo de estipulación, comúnmente incluida en escrituras públicas, mediante la cual una persona 
designa, de forma preventiva y para ser efectiva en el futuro, a una tercera persona que actuará como 
su tutor o tutora en caso de que su capacidad para la toma de decisiones quede posteriormente afectada. 
Esta estipulación se hace sin intervención judicial, sin un expediente administrativo, y sin mecanismos 
formales de verificación de condiciones médicas, cognitivas o funcionales al momento de activarse la 
tutela. 

Aún Aun cuando la voluntad anticipada sobre quién debe asumir responsabilidades de 
representación en caso de incapacidad es un derecho legítimo y parte del ejercicio de la autonomía 
personal, el uso de estas figuras fuera del ámbito judicial y sin regulación específica conlleva serios 
riesgos para los derechos fundamentales de las personas involucradas. La falta de fiscalización, 
rendición de cuentas y garantías mínimas de supervisión —como las que existen en los procedimientos 
judiciales de tutela— puede abrir la puerta a escenarios de maltrato, negligencia, abuso de confianza, 
explotación financiera y aislamiento social, especialmente cuando el tutelado es una persona 
envejeciente o con diversidad funcional. 

A pesar de la sensibilidad de estos casos, no existe actualmente un registro público de cuántas 
tutelas diferidas se han otorgado en sede notarial, ni se conoce cuántas de ellas han sido efectivamente 
activadas, quiénes las han otorgado, bajo qué circunstancias se ejercen, ni cuáles mecanismos de 
supervisión se han dispuesto, en caso si alguno. La ausencia de esta información impide una adecuada 
fiscalización por parte del Gobierno de Puerto Rico, obstaculiza la identificación de patrones de abuso, 
y limita la capacidad de intervención en situaciones de vulnerabilidad. 

De igual modo, resulta alarmante que las agencias responsables de la defensa de poblaciones 
vulnerables —como el Departamento de la Familia, el Departamento de Justicia o la Oficina de la 
Procuradora de las Personas de Edad Avanzada— no cuenten con datos estadísticos, criterios 
normativos o protocolos claros sobre este tipo de figuras otorgadas en la esfera notarial, a pesar de 
que estas tienen implicaciones directas sobre la autonomía, la libertad personal, la administración de 
bienes, y el acceso a servicios y apoyos del tutelado. 

La ausencia de normativa específica para esta figura contrasta con la rigurosidad procesal 
exigida en los procedimientos judiciales de interdicción, incapacidad o tutela ordinaria, los cuales 
están sujetos a la aprobación del tribunal, a informes periciales, al debido proceso de ley y a la 
supervisión continua por parte de la judicatura. Esta disparidad normativa crea un espacio de 
discrecionalidad sin control que puede prestarse a usos indebidos, especialmente cuando no se requiere 
prueba pericial para declarar que ha ocurrido un evento de incapacidad, y cuando la activación de la 
tutela ocurre sin validación de parte de una autoridad independiente. 

A la luz de lo anterior, resulta indispensable que el Senado de Puerto Rico, como cuerpo 
fiscalizador de los asuntos de interés público, investigue de manera responsable y exhaustiva el uso 
de esta figura jurídica, su proliferación en la práctica notarial, el perfil de las personas tuteladas, y el 
nivel de intervención, si alguno, de las agencias del Gobierno de Puerto Rico. Dicha investigación 
permitirá evaluar si se requiere una intervención legislativa para reglamentar esta figura, establecer 
estándares mínimos de legalidad y supervisión, y garantizar la protección efectiva de los derechos 
humanos de las personas afectadas. 
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Esta iniciativa legislativa responde al deber constitucional de promover la equidad, el respeto 
a la dignidad humana y la protección de las poblaciones vulnerables, asegurando que ningún 
mecanismo extrajudicial —por bien intencionado que parezca— pueda ser utilizado como instrumento 
de despojo, marginación o explotación. 
 
RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se ordena a la Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico realizar una 
investigación exhaustiva sobre cuántas tutelas diferidas en sede notarial se han otorgado y registrado 
en Puerto Rico desde enero de 2021 hasta el presente, incluyendo el perfil y la edad de las personas 
bajo tutela, con el fin de evaluar el uso, la supervisión y las garantías de protección de derechos que 
rodean esta figura jurídica que no ha sido no reglamentada expresamente, a la luz de las disposiciones 
del Código Civil de 2020. 

Sección 2.- La investigación incluirá, pero sin limitarse a: 
(a) Cuántas tutelas diferidas en sede notarial se han otorgado y registrado formalmente en 

Puerto Rico. 
(b) El perfil demográfico de los tutelados, incluyendo edad, género y región geográfica. 
(c) Cuáles notarios o notarias han intervenido en dichas escrituras de tutela. 
(d) Si las mismas han sido registradas en algún registro público o base de datos 

institucional. 
(e) Si existe fiscalización alguna por parte del Estado, a través del Departamento de 

Justicia, el Tribunal Supremo, la Oficina de Inspección de Notarías (ODIN) o el 
Departamento de la Familia. 

Sección 3.- La Comisión rendirá un informe con sus hallazgos, conclusiones y 
recomendaciones, en un término no mayor de noventa (90) días a partir de la aprobación de esta 
Resolución. 

Sección 4.- Esta Resolución entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Asuntos Internos, previo análisis y consideración, recomienda la aprobación 
de la Resolución del Senado 229, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se 
acompaña. 

La R. del S. 229, según referida, propone ordenar a la Comisión de lo Jurídico del Senado de 
Puerto Rico realizar una investigación exhaustiva sobre cuántas tutelas diferidas en sede notarial se 
han otorgado y registrado en Puerto Rico desde enero de 2021 hasta el presente, incluyendo el perfil 
y la edad de las personas bajo tutela, con el fin de evaluar el uso, la supervisión y las garantías de 
protección de derechos que rodean esta figura jurídica no reglamentada expresamente, a la luz de las 
disposiciones del Código Civil de 2020. 

El Código Civil de Puerto Rico de 2020 marcó un cambio importante en la manera en que se 
regulan muchos aspectos de la vida diaria en nuestra Isla. Esta reforma buscó actualizar nuestras leyes 
para que respondieran mejor a las realidades sociales actuales y, sobre todo, para que reflejaran un 
mayor respeto por la dignidad y los derechos de todas las personas. Uno de los enfoques principales 
fue fortalecer la protección de quienes pueden enfrentar situaciones de vulnerabilidad, como las 
personas mayores o con diversidad funcional. En ese esfuerzo, se revisaron las disposiciones sobre la 
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tutela para promover un modelo más justo, sensible y alineado con la idea de que cada persona debe 
poder ejercer su capacidad y autonomía. 

En los últimos años, la práctica notarial en Puerto Rico ha comenzado a incluir un mecanismo 
conocido como “tutela diferida”, mediante el cual una persona deja por escrito, de manera anticipada, 
quién desea que la represente si en algún momento futuro pierde la capacidad para tomar decisiones 
por sí misma. Aunque esta herramienta se ha vuelto más común en escrituras públicas, no existe una 
normativa que establezca cómo debe otorgarse, qué requisitos debe cumplir o cómo debe activarse 
llegado el momento para ello. Al no estar vinculada a un proceso judicial ni a un expediente formal, 
su uso carece de procedimientos uniformes que permitan verificar la necesidad de la tutela o supervisar 
su ejecución, lo que genera preocupación sobre la protección adecuada de las personas que podrían 
verse afectadas por este tipo de designación. 

La posibilidad de planificar con anticipación quién asumirá la representación de una persona 
en caso de incapacidad puede ser una herramienta útil y legítima.  No obstante, su uso sin un marco 
legal definido y sin supervisión adecuada genera preocupación. Cuando este tipo de designación 
ocurre sin procesos uniformes ni verificación independiente, se abre la puerta a situaciones que 
podrían poner en riesgo a personas que ya enfrentan condiciones de vulnerabilidad.  

A esta preocupación se suma el hecho de que actualmente no existe información oficial que 
permita conocer con precisión cuántas tutelas diferidas se han otorgado, cuántas se han activado o 
bajo qué circunstancias están funcionando. Tampoco existen datos que permitan evaluar si existe algún 
tipo de supervisión por parte de las agencias del Estado. Esta falta de información limita la capacidad 
del Gobierno para vigilar adecuadamente estas prácticas y dificulta la identificación de posibles 
riesgos o patrones de abuso que puedan requerir intervención legislativa o administrativa. 

De igual forma, las agencias con competencia en la protección de poblaciones vulnerables, 
como el Departamento de la Familia, el Departamento de Justicia y la Oficina de la Procuradora de 
las Personas de Edad Avanzada no cuentan con protocolos uniformes, criterios de intervención ni bases 
de datos específicas relacionadas con este tipo de figuras notariales. Esta situación podría debilitar la 
capacidad del Estado para responder de manera preventiva y efectiva ante posibles situaciones de 
vulnerabilidad. 

Ante este panorama, es imprescindible que el Senado de Puerto Rico ejerza su función de 
supervisión y recopile información precisa sobre cómo se están utilizando estas prácticas notariales 
en Puerto Rico. Una investigación formal permitirá conocer su alcance real, evaluar sus efectos en la 
vida de las personas y examinar si su uso actual ofrece suficientes garantías de protección. Con esos 
datos, el Senado podrá determinar si es necesario desarrollar normas específicas que establezcan 
controles, mecanismos de supervisión y mayor transparencia para asegurar que estas designaciones se 
utilicen de manera responsable. 

Por lo antes expuesto, la Comisión de Asuntos Internos del Senado de Puerto Rico recomienda 
la aprobación de la Resolución del Senado 229, con las enmiendas contenidas en el entirillado 
electrónico que se acompaña.  
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Thomas Rivera Schatz 
Presidente” 

- - - - 
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Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución del Senado 233, y se 

da cuenta del Informe de la Comisión de Asuntos Internos, con enmiendas, según el entirillado 
electrónico que se acompaña: 
 

“RESOLUCIÓN 
Para ordenar a la Comisión de lo Jurídico y a la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del 

Veterano y a la Comisión de lo Jurídico de la Justicia del Senado de Puerto Rico a realizar una 
investigación exhaustiva sobre los protocolos, reglamentos y planes de manejo que implementa el 
Departamento de Corrección y Rehabilitación de Puerto Rico al momento de excarcelar a personas 
que han cumplido sus sentencias, con especial atención a los mecanismos de prevención de 
reincidencia, incluyendo delitos de agresión sexual y violencia grave, y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La rehabilitación de las personas privadas de su libertad y su reintegración exitosa a la libre 

comunidad constituye uno de los pilares fundamentales de todo sistema penal democrático y moderno. 
No obstante, esa aspiración debe ir acompañada de políticas públicas claras, mecanismos 
institucionales efectivos y protocolos rigurosos que atiendan la transición del confinado a la sociedad 
de manera ordenada, estructurada y segura, tanto para la persona egresada como para el entorno social 
al que retorna. 

En días recientes, trascendió públicamente un caso de una persona excarcelada en el municipio 
de Villalba que, habiendo cumplido sentencia, fue arrestada nuevamente bajo alegaciones de haber 
cometido una agresión sexual a poco tiempo de haber sido liberada. Este hecho, lejos de ser un evento 
aislado, obliga a evaluar con urgencia los protocolos actuales utilizados por el Departamento de 
Corrección y Rehabilitación de Puerto Rico al momento de manejar la salida excarcelación de 
confinados, particularmente de aquellos con historial de delitos sexuales o violencia grave. 

Surgen preguntas válidas y urgentes: ¿Existe un plan de manejo individualizado previo a la 
liberación? ¿Se verifica la existencia de redes de apoyo, tratamiento psicológico o condiciones de 
salud mental del confinado antes de su egreso excarcelación? ¿Se ofrecen o gestionan servicios de 
acompañamiento post-penal? ¿Se comunican las liberaciones a las autoridades pertinentes, a las 
comunidades o a las víctimas? ¿Qué medidas específicas se adoptan con personas con historial de 
agresión sexual? 

El deber constitucional interés legítimo del Estado en de promover la rehabilitar 
rehabilitación, no puede desligarse de su deber de garantizar la seguridad, prevenir la reincidencia, 
proteger a las posibles víctimas y asegurar que la excarcelación se realice con el más alto estándar de 
planificación y supervisión. 

Ante la gravedad seriedad del problema y los riesgos que representa una gestión deficiente en 
los procesos de las liberaciones excarcelación, esta Asamblea Legislativa debe requerir información 
detallada sobre los procesos protocolos institucionales que actualmente están vigentes y, de ser 
necesario, proponer reformas legislativas y administrativas que fortalezcan la protección de la 
ciudadanía. 
 
RESUELVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se ordena a la Comisión de lo Jurídico y a la Comisión de Seguridad Pública y 
Asuntos de la Justicia del Veterano y a la Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico a realizar 
una investigación exhaustiva amplia y detallada sobre los reglamentos, protocolos y planes de manejo 
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implementados por el Departamento de Corrección y Rehabilitación para las personas que culminan 
sentencia y son excarceladas, con atención particular a: 

(a) Procedimientos previos a la liberación excarcelación para evaluación de riesgo, salud 
mental, redes de apoyo y referidos a servicios de base comunitaria; 

(b) Existencia o ausencia de planes individualizados de transición a la libre comunidad; 
(c) Coordinación interagencial con Policía de Puerto Rico, Administración de Servicios de 

Salud Mental y Contra la Adicción (ASSMCA), Vivienda, Salud y municipios; 
(d) Medidas específicas aplicables que se aplican o se omiten para a personas con historial 

de delitos sexuales o violencia doméstica; 
(e) Políticas de seguimiento, supervisión o acompañamiento post-liberación post 

excarcelación para evitar reincidencia; 
(f) Recomendaciones de Posibles posibles enmiendas necesarias a leyes y reglamentos 

vigentes para establecer rutas protocolos claras precisos, seguras y obligatorias seguros 
y obligatorios de para una reintegración social y comunitaria estructurada. 

Sección 2.- Las Comisiones podrán requerir la comparecencia de funcionarios del 
Departamento de Corrección y Rehabilitación, la Policía de Puerto Rico, la Oficina de la Procuradora 
de las Mujeres, la Administración de Servicios de Salud Mental y Contra la Adicción (ASSMCA), la 
Junta de Libertad Bajo Palabra, y cualquier otra entidad pública o privada cuya experiencia sea 
relevante al tema. 

Sección 3.- Las Comisiones rendirán un informe conjunto al Senado de Puerto Rico en un 
término no mayo de o antes de noventa (90) días contados a partir de la aprobación de esta Resolución, 
el cual deberá contener hallazgos, conclusiones y recomendaciones de política pública o legislación, 
según correspondan. 

Sección 4.- Esta Resolución entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Asuntos Internos, previo análisis y consideración, recomienda la aprobación 
de la Resolución del Senado 233, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se 
acompaña. 

La R. del S. 233, según referida, propone ordenar a la Comisión de lo Jurídico y a la Comisión 
de Seguridad Pública y Asuntos de la Justicia del Senado de Puerto Rico realizar una investigación 
sobre los protocolos, reglamentos y planes de manejo que implementa el Departamento de Corrección 
y Rehabilitación de Puerto Rico al momento de excarcelar a personas que han cumplido sus sentencias, 
con especial atención a los mecanismos de prevención de reincidencia, incluyendo delitos de agresión 
sexual y violencia grave, y para otros fines relacionados. 

La medida ante la consideración de esta Comisión plantea un asunto de alto interés público; la 
excarcelación de una persona que ha cumplido su sentencia.   Dicho acto no debe entenderse como 
uno meramente administrativo, sino más bien como una etapa crítica dentro del proceso correccional 
y de reintegración social.  

El sistema correccional tiene como propósito constitucional y estatutario la rehabilitación de 
las personas privadas de la libertad. Su función constitucional y social incluye promover la 
rehabilitación y aquellos tratamientos dirigidos a la reintegración de las personas que han entrado en 
conflicto con la Ley. Cónsono con ello, la sección 19 del Artículo VI de la Constitución de Puerto 
Rico establece como parte de la política pública la obligación del gobierno de reglamentar las 
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instituciones penales para que sirvan a sus propósitos en forma efectiva y propender, dentro de los 
recursos disponibles, al tratamiento adecuado de los delincuentes para hacer posible su rehabilitación 
moral y social.  Asimismo, mediante la Ley Núm. 2-2011, según enmendada, conocida como la “Ley 
de Reorganización del Departamento de Corrección y Rehabilitación”, se reestructuró el 
Departamento de Corrección y Rehabilitación (DCR), enfocado en la custodia y la rehabilitación, 
proveyendo un tratamiento adecuado por personal capacitado, de forma tal que, conforme a los ajustes 
institucionales de la clientela, se pueda evidenciar su rehabilitación.    

No obstante, dicha rehabilitación requiere planificación, seguimiento, tratamiento, servicios 
de apoyo y coordinación interagencial. La ausencia de protocolos claros o de planes individualizados 
de transición puede aumentar los riesgos de reincidencia, agravar condiciones de vulnerabilidad social 
y generar preocupación legítima en las comunidades receptoras. 

En ese contexto resulta meritorio evaluar si el Departamento de Corrección y Rehabilitación 
cuenta con mecanismos adecuados para identificar factores de riesgo antes de la liberación, incluyendo 
historial delictivo, condiciones de salud mental, necesidades de tratamiento, redes familiares o 
comunitarias, disponibilidad de vivienda, acceso a servicios de salud y posibles medidas de 
seguimiento tras el proceso de excarcelación, y, por ende, de reinserción social y comunitaria. Esta 
evaluación cobra mayor importancia cuando se trata de personas con historial de delitos sexuales, 
violencia doméstica y otros actos graves de violencia. 

La investigación propuesta permitirá examinar la coordinación entre el Departamento de 
Corrección y Rehabilitación, la Policía de Puerto Rico, ASSMCA, la Junta de Libertad Bajo Palabra, 
municipios, entidades de servicios comunitarios y otras agencias pertinentes. Un proceso de 
excarcelación seguro y estructurado requiere comunicación efectiva, referidos oportunos y 
mecanismos de acompañamiento que reduzcan riesgos tanto para la persona egresada como para la 
comunidad. 

La medida tiene el fin de recopilar información, identificar deficiencias, evaluar mejores 
prácticas y recomendar reformas legislativas o administrativas que garanticen una reintegración 
ordenada, responsable y segura.  

Por lo antes expuesto, la Comisión de Asuntos Internos del Senado de Puerto Rico recomienda 
la aprobación de la Resolución del Senado 233, con las enmiendas contenidas en el entirillado 
electrónico que se acompaña. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Thomas Rivera Schatz 
Presidente” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 272, y se 
da cuenta del Informe de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA, sin enmiendas: 
 

“LEY 
Para enmendar el inciso (b) de la Sección 4030.20 de la Ley Núm. 1-2011, según enmendada, 

conocida como “Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico” o “Código de Rentas Internas 
de Puerto Rico de 2011” a fin de ampliar el período de exención del pago del impuesto sobre la venta 
y uso en la compra de uniformes y materiales escolares a catorce (14) días al año; y para otros fines 
relacionados. 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El inicio de cada semestre escolar representa un reto económico significativo para miles de 
familias puertorriqueñas. La adquisición de uniformes y materiales escolares constituye un gasto 
recurrente e inevitable, particularmente concentrado en los meses previos al comienzo de clases en 
julio y enero. 

El “Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico” actualmente establece un período 
específico de exención del impuesto sobre ventas y uso (IVU) para la compra de uniformes y 
materiales escolares. Esta política pública ha servido como un mecanismo de alivio contributivo 
dirigido a las familias, facilitando la adquisición de artículos necesarios para preparación del proceso 
educativo. 

No obstante, el término actualmente dispuesto en ley resulta limitado para muchas familias 
trabajadoras que organizan sus compras sujeto a sus compromisos laborales. Ampliar el período de 
exención simplemente extiende el tiempo disponible para realizar las mismas compras que 
tradicionalmente se efectúan durante esos días. 

Mediante esta Ley, la Asamblea Legislativa reafirma su compromiso de ofrecer un alivio 
necesario, accesible y fiscalmente responsable, mientras se fortalece la política pública existente sin 
ampliar su costo para el erario público. 
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1.- Se enmienda la Sección 4030.20 de la Ley Núm. 1-2011, según enmendada, 
conocida como “Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico” o “Código de Rentas Internas 
de Puerto Rico de 2011” para enmendar el inciso (b), para que se lea como sigue: 

“Sección 4030.20. — Exención para Libros Impresos, Uniformes y Materiales 
(a) … 
(b) Exención para uniformes y materiales – Se exime del pago del impuesto sobre venta y 

uso, según dispuesto en las Secciones 4020.01 y 4020.02, según aplique, durante un 
periodo de siete (7) días en el mes de julio y en el mes de enero, sobre la venta al detal 
de uniformes y materiales según aquí se definen. El Secretario emitirá, no más tarde 
del 1 de junio de cada año fiscal, una carta circular en la cual especificará el periodo 
de una (1) semana en el mes de julio y siete (7) días en el mes de enero en que aplicará 
esa exención. En aquellos años para los cuales no se emita la carta circular, se entenderá 
que el período al cual se refiere esta sección comenzará a las 12:01 a.m. del 12 de julio 
y concluirá a las doce de la medianoche del 18 de julio de cada año, y el correspondiente 
al periodo de enero comenzará a las 12:01 a.m. del 10 de enero y concluirá a las doce 
de la medianoche del 16 de enero de cada año. 

…” 
Artículo 2.- Clausula de separabilidad. 
Si cualquier cláusula, párrafo, artículo o parte de este capítulo fuese declarada inconstitucional 

por un tribunal competente, la sentencia a tal efecto dictada no afectará ni invalidará el resto de las 
disposiciones de este capítulo. El efecto de dicha sentencia quedará limitado a la cláusula, párrafo, 
artículo o parte de la ley que hubiere sido declarada inconstitucional. 

Artículo 3.- Vigencia. 
Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.” 
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“INFORME 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA del Senado de Puerto Rico, previo 
estudio y consideración del P. de la C. 272, recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación, sin 
enmiendas. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
El Proyecto de la Cámara 272, (en adelante “P. de la C. 272”), según radicado, tiene como 

propósito enmendar el inciso (b) de la Sección 4030.20 de la Ley Núm. 1-2011, según enmendada, 
conocida como “Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico” o “Código de Rentas Internas 
de Puerto Rico de 2011” a fin de ampliar el período de exención del pago del impuesto sobre la venta 
y uso en la compra de uniformes y materiales escolares a catorce (14) días al año; y para otros fines 
relacionados.   
 

ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE LA MEDIDA 
La medida propone enmendar el inciso (b) de la Sección 4030.20 de la Ley Núm. 1-2011, del 

Código de Rentas Internas, con el propósito de aumentar a catorce (14) días al año el período de 
exención del impuesto sobre ventas y uso (IVU) para la venta de uniformes y materiales escolares. 

Actualmente, la exención se concede durante dos periodos de dos (2) días cada uno, 
correspondientes a los meses de julio y enero. La medida busca extender el tiempo disponible para 
acogerse al beneficio contributivo, permitiendo que más familias puedan adquirir los artículos 
necesarios para el inicio de cada semestre escolar sin la carga del IVU. 

La exposición de motivos señala que el comienzo del año académico representa un gasto 
significativo y recurrente para los hogares puertorriqueños, particularmente en la compra de uniformes 
y materiales escolares. Igualmente, se argumenta que el periodo actual no es suficiente para las 
familias debido a compromisos laborales y limitaciones de tiempo. Extender el período de exención 
solo amplia el tiempo disponible para realizar las mismas compras que tradicionalmente se realizan 
durante esos días. 
 
Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa (OPAL) 

La Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico (OPAL) evaluó el efecto 
fiscal del Proyecto de la Cámara 272, el cual propone enmendar la Sección 4030.20 de la Ley Núm. 
1-2011, conocida como el “Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico”, a fin de extender 
a dos semanas al año el período de exención del Impuesto sobre Ventas y Uso (IVU) aplicable a la 
compra de uniformes y materiales escolares. 

En cuanto al análisis fiscal, la OPAL concluye que extender el periodo de exención no 
representa un impacto fiscal significativo ni una reducción real en los recaudos del Gobierno. De 
acuerdo con la teoría económica, la oferta y demanda se ajustan en los mercados simultáneamente, lo 
cual se conoce como equilibrio general. Bajo esa premisa, la población que se beneficia de la exención 
del IVU en materiales escolares se mantendría fija independientemente de los días que dure la 
exención. De igual forma, los artículos cubiertos por la exención son bienes de primera necesidad con 
demanda estable. En consecuencia, la extensión no generaría un aumento real en el consumo, sino una 
redistribución temporal de las compras dentro de los días exentos manteniendo así el equilibrio. 



Lunes, 15 de junio de 2026  Núm. 43 
 
 

19113 

El informe también presenta datos históricos del gasto tributario asociado a esta exención, los 
cuales reflejan ingresos dejados de recibir por conceptos de IVU que fluctúan entre $10.1 millones y 
$14.1 millones anuales en los últimos años fiscales. No obstante, se aclara que la medida no amplía la 
lista de artículos exentos, solo se extiende el tiempo para acogerse al beneficio. Por lo anterior 
expuesto, la OPAL concluye que, de aprobarse la medida, no debería tener impacto fiscal real sobre 
los recaudos esperados. 
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA del Senado 
certifica que el P. de la C. 272, no impone una obligación económica en el presupuesto de los 
gobiernos municipales. 
 

CONCLUSIÓN 
La Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA del Senado de Puerto Rico, tras el 

análisis detallado del P. de la C. 272, incluyendo el informe de la (OPAL), concluye que el P. de la C. 
272 constituye una medida razonable y de política pública dirigida a aliviar la carga económica que 
enfrentan las familias puertorriqueñas al inicio de cada semestre escolar, sin menoscabar la estabilidad 
fiscal del Gobierno. La ampliación del período de exención del (IVU) para la adquisición de uniformes 
y materiales escolares no implica la creación de un nuevo beneficio contributivo ni extiende los 
artículos cubiertos, sino que se limita a prolongar el término para acogerse al mismo. 

Conforme al análisis efectuado por la Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa de 
Puerto Rico (OPAL), la medida no conlleva un impacto fiscal real en los recaudos proyectados, porque 
no genera un aumento en el consumo, sino un traslado temporal de las compras en el período exento. 
En consecuencia, la propuesta mantiene el principio de neutralidad fiscal y no altera el gasto tributario 
asociado a esta exención. Mediante esta medida, la Asamblea Legislativa reafirma su compromiso de 
ofrecer un alivio, accesible y fiscalmente responsable, mientras se fortalece la política pública 
existente sin ampliar su costo para el erario. 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA 
del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación del P. de la C. 
272, sin enmiendas. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Migdalia Padilla Alvelo 
Presidenta 
Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 426, y se 
da cuenta del Informe de la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales, sin enmiendas: 
 

“LEY 
Para crear las “Rutas de Turismo de Aventura de Puerto Rico”, adscritas a la Oficina de 

Turismo del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio; y para otros fines relacionados.   
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

En la era globalizada los viajeros buscan experiencias únicas y auténticas, entre ellas aquellas 
relacionadas a la aventura y al contacto con la naturaleza.  Hoy día el turismo de aventura es uno de 
los sectores de mayor crecimiento del turismo mundial, debido a su valor económico, recreacional, 
deportivo, ecológico y cultural.  

El turismo de aventura engloba cursos y actividades de aventura, así como los deportes 
extremos, entre otras variantes. Es una actividad turística cuyo principal objetivo es realizar una 
actividad recreativa o competitiva al aire libre en un espacio natural, y que generalmente requiere de 
un equipo deportivo especializado o equipo similar, la cual provoca un grado de emoción y en 
ocasiones cierto grado de adrenalina al estar presentes ciertos riesgos, peligros o dificultades físicas 
y/o mentales. Este segmento del turismo se caracteriza por poseer cierto nivel de riesgo, y en él inciden 
cantidad de variables que no pueden ser controladas, pero sí manejadas, como alta velocidad, grandes 
alturas y condiciones meteorológicas adversas.  Se desarrolla en diversos lugares, tanto en aire, agua 
como en tierra. 

Entre los cursos de aventura, actividades de aventura y los deportes extremos más populares 
practicables en Puerto Rico se encuentran: paracaidismo, ciclismo de montaña, surf, buceo, 
excursionismo, senderismo, gotcha o paintball, patineta o skate, tirolesas o ziplines y cabalgatas en 
lugares naturales. A través de la Isla existe una gran variedad de facilidades y lugares para la práctica 
de estos deportes, cursos y actividades de aventura. Establecer rutas en las regiones turísticas 
establecidas por la Oficina de Turismo del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio que 
cuenten con estos atractivos, proveerá un sistema organizado para dar a conocer tanto dichos 
ofrecimientos, así como otros servicios relacionados. Esto ayudará a revitalizar la economía de la Isla.  
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1.-Definiciones. 
A los fines de esta Ley, los siguientes términos y frases tendrán el significado que a 

continuación se expresa: 
(a) “Rutas de Turismo de Aventura de Puerto Rico”- se refiere al conjunto de lugares 

dedicados a la práctica de cursos de aventura, actividades de aventura y deportes 
extremos entrelazados estratégica y sistemáticamente por una ruta común que les 
conecte y cuyo recorrido será a través de los municipios participantes. 

(b) Turismo de aventura: actividad turística cuyo principal objetivo es realizar una 
actividad recreativa o competitiva al aire libre en un espacio natural, y que 
generalmente requiere un equipo deportivo especializado o equipo similar, la cual 
provoca un grado de emoción y en ocasiones cierto grado de adrenalina al estar 
presentes ciertos riesgos, peligros o dificultades físicas y/o mentales. 

(c) Rutas turísticas- recorrido temático a través de algún camino o vía, que ha sido 
designado por contar con importantes lugares de valor turístico, cultural, natural o 
escénico. 

Artículo 2.-Se ordena y faculta a la Oficina de Turismo del Departamento de Desarrollo 
Económico y Comercio, a crear “Rutas de Turismo de Aventura”, en las cuales se identifique y 
establezca recorridos turísticos y rutas turísticas que incluyan como su atracción principal, las 
facilidades o lugares en las cuales se practican cursos de aventura, actividades de aventura y deportes 
extremos, adiestre a los guías turísticos certificados por la Oficina para que ofrezcan y hagan las rutas 
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y, como alternativa para el turista foráneo, articule opciones de transporte para el desplazamiento a 
los distintos lugares o puntos de interés. 

Artículo 3.-Será política pública del Gobierno de Puerto Rico a través de la Oficina de Turismo 
del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio y de la Organización de Mercadeo del 
Destino (DMO), en coordinación con el Departamento de Recreación y Deportes y otras agencias 
gubernamentales pertinentes, dar a conocer y promover las “Rutas de Turismo de Aventura de Puerto 
Rico” como opciones tanto para el turista extranjero, como también para el interno. 

Artículo 4.-Se ordena y faculta a la Oficina de Turismo del Departamento de Desarrollo 
Económico y Comercio, a identificar a los municipios y las regiones turísticas que serán incluidos en 
las “Rutas de Turismo de Aventura de Puerto Rico”. 

Artículo 5.-Se ordena y faculta a la Oficina de Turismo del Departamento de Desarrollo 
Económico y Comercio para que, en coordinación con el Departamento de Transportación y Obras 
Públicas y la Autoridad de Carreteras, preparar un plan de rotulación y distribución de mapas para 
identificar las carreteras y lugares de interés de los recorridos de las “Rutas de Turismo de Aventura 
de Puerto Rico”. 

Artículo 6.-El Departamento de Transportación y Obras Públicas en conjunto con la Autoridad 
de Carreteras y Transportación de Puerto Rico, deberá proveer la asesoría técnica necesaria para 
asegurarse que la rotulación que anuncie y dirija los recorridos que conduzcan a las “Rutas de Turismo 
de Aventura de Puerto Rico”, cumplan con las especificaciones establecidas en el “Manual de 
Dispositivos Uniformes para el Control de Tránsito en las Vías Públicas (MUTCD)” y cualquier otra 
reglamentación aplicable. 

Artículo 7.-Se le ordena al Director Ejecutivo de la Oficina de Turismo del Departamento de 
Desarrollo Económico y Comercio la inclusión en los portales de la Internet que la Oficina utilice para 
promover el turismo de Puerto Rico, incluir  información sobre los lugares a visitar dentro de cada 
una de las Rutas de Turismo de Aventura de Puerto Rico y que incluya los mesones gastronómicos, 
restaurantes y hospederías que se encuentren en el recorrido, así como también un mapa interactivo 
de dicha área. 

Artículo 8.-El Director Ejecutivo de la Oficina de Turismo del Departamento de Desarrollo 
Económico y Comercio procurará la coordinación y la colaboración efectiva de las diferentes agencias 
del Gobierno o cualquier otra que sea necesaria para cumplir con los propósitos de esta Ley. 

Artículo 9.-Cláusula de separabilidad. 
Si cualquier parte de esta Ley fuese declarada nula por un tribunal de jurisdicción competente, 

este fallo no afectará ni invalidará el resto de la Ley y su efecto quedará limitado al aspecto que es 
objeto de dicho dictamen judicial. 

Artículo 10.-Vigencia. 
Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.” 

 
“INFORME 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales, previo estudio y consideración, 
recomienda la aprobación del P. de la C. 426 sin enmiendas. 
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ALCANCE DE LA MEDIDA 

El P. de la C. 426 propone “crear las ‘Rutas de Turismo de Aventura de Puerto Rico’, adscritas 
a la Oficina de Turismo del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio; y para otros fines 
relacionados.” 
 

INTRODUCCIÓN 
En el contexto de una economía globalizada, el comportamiento del turista contemporáneo ha 

evolucionado hacia la búsqueda de experiencias diferenciadas y vinculadas estrechamente con la 
naturaleza y la aventura. En este escenario, el turismo de aventura ha emergido como uno de los 
segmentos de mayor crecimiento a nivel mundial, destacándose no solo por su contribución 
económica, sino también por su valor recreativo, deportivo, ecológico y cultural. Esta modalidad 
turística responde a una demanda creciente de actividades que combinan el disfrute del entorno natural 
con experiencias dinámicas que implican retos físicos y emocionales. 

El turismo de aventura abarca una amplia gama de cursos, actividades y disciplinas, incluyendo 
deportes extremos y otras prácticas afines. Su característica principal radica en que se desarrolla 
mayormente al aire libre, en espacios naturales, y tiene como propósito la realización de actividades 
recreativas o competitivas que, en muchos casos, requieren el uso de equipos especializados. Estas 
actividades suelen conllevar distintos niveles de riesgo y exposición a condiciones variables, tales 
como velocidad, altura o factores climáticos adversos, los cuales, si bien no pueden ser completamente 
controlados, sí pueden ser gestionados mediante protocolos adecuados. Asimismo, este tipo de turismo 
se distingue por generar en los participantes sensaciones de emoción, desafío y, en ocasiones, niveles 
elevados de adrenalina, como resultado de las exigencias físicas y mentales que implican dichas 
experiencias. 

En Puerto Rico, existe una oferta diversa y robusta de actividades vinculadas al turismo de 
aventura, que incluye disciplinas tales como el paracaidismo, el ciclismo de montaña, el surf, el buceo, 
el excursionismo, el senderismo, el juego táctico tipo “paintball”, el uso de patinetas, las tirolesas y 
las cabalgatas en entornos naturales, entre otras. Estas actividades se desarrollan en múltiples regiones 
de la Isla, donde existen instalaciones y escenarios naturales propicios para su práctica, lo que 
posiciona a Puerto Rico como un destino con alto potencial en este sector. 

A tales efectos, la estructuración de rutas organizadas dentro de las distintas regiones turísticas, 
conforme a la delimitación establecida por la Oficina de Turismo del Departamento de Desarrollo 
Económico y Comercio, permitiría integrar de manera estratégica estos atractivos. Ello facilitaría la 
promoción coordinada de las actividades de aventura, así como de los servicios complementarios 
asociados, contribuyendo a una oferta turística más coherente y accesible. En consecuencia, esta 
iniciativa tiene el potencial de fortalecer el posicionamiento de Puerto Rico como destino de turismo 
de aventura y, a su vez, servir como instrumento para la dinamización y revitalización económica del 
País. 
 

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 
La Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales del Senado de Puerto Rico, como 

parte de la evaluación del P. de la C. 426 solicitó memoriales explicativos a la Compañía de Turismo 
de Puerto Rico, a Discover Puerto Rico, Departamento de Recreación y Deportes, Departamento de 
Transportación y Obras Públicas, Autoridad de Carreteras y Transportación y a la Oficina de 
Presupuesto de la Asamblea Legislativa, en adelante “OPAL”. Los memoriales explicativos 
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solicitados fueron recibidos con excepción al informe de OPAL, por lo que, procederemos con el 
trámite legislativo sin contar con sus comentarios. 
 
Compañía de Turismo 

La Compañía de Turismo de Puerto Rico (en adelante “CTPR”) compareció para presentar su 
postura en el memorial explicativo enviado. La CTPR hizo constar los fundamentos y finalidad según 
las disposiciones de la Ley 10-1971, según enmendada, conocida como la Ley de la Compañía de 
Turismo de Puerto Rico.  De igual forma manifiesta que se encuentra adscrita al Departamento de 
Desarrollo Económico y Comercio, así como informar que su propósito es promover, estimular y 
regular el desarrollo turístico de Puerto Rico, además de establecer los estándares de calidad, fiscalizar 
y evaluar la estructura del turismo en nuestro archipiélago.  Su finalidad fue claramente establecida al 
mencionar que “[s]u enfoque es lograr posicionar a Puerto Rico como el destino turístico principal en 
la región del Caribe”. 

Por un lado, la CTPR manifestó en su memorial explicativo que la medida es cónsona con la 
política pública del Gobierno de Puerto Rico, considerando que el turismo de aventura tiene el 
potencial de generar impulso económico fuera de los sectores urbanos.  Por otro lado, hizo constar 
que a tenor con las disposiciones de la Ley 17-2017, según enmendada, conocida como la Ley para la 
Promoción de Puerto Rico como Destino es el Destination Marketing Organization (DMO). 

En su escrito, aprovechó para hacer constar que la creación de rutas, identificación de 
recorridos y adiestramiento de guías, entre otras obligaciones son asuntos programáticos que conllevan 
la asignación de empleados y fondos.  De igual forma, incluyó que es necesario obtener los 
comentarios del Departamento de Transportación y Obras Públicas, así como de la Autoridad de 
Carreteras y Transporte, pues les corresponde todo lo relacionado con la rotulación, planificación y 
cumplimiento con cualquier otra normativa.  A esos efectos, recomendó que se solicitara a ambas 
agencias gubernamentales su postura en cuanto a la medida. 
 
Discover Puerto Rico  

El segmento de turismo de aventura ha sido identificado como un componente de alta prioridad 
dentro de la planificación estratégica de Discover Puerto Rico. En el marco de su plan de mercadeo 
vigente, una porción sustancial de los recursos y esfuerzos promocionales se orienta a la captación de 
este perfil específico de visitante. A nivel internacional, el turismo de aventura, especialmente en su 
vertiente de lujo, representa ingresos anuales estimados en aproximadamente $805,510 millones, lo 
que pone de relieve su significativa aportación económica y su potencial como motor de desarrollo 
turístico. En este contexto, Puerto Rico se posiciona favorablemente al contar con una oferta amplia, 
diversa y competitiva que atiende de manera directa las preferencias y expectativas de este nicho de 
mercado. 

De igual forma, reconoció que la intención de la medida legislativa se dirige a la estructuración 
y promoción de las experiencias de aventura disponibles en la Isla, tanto para el disfrute del visitante 
local como del turista internacional. No obstante, es preciso señalar que la organización de este tipo 
de oferta mediante rutas o itinerarios temáticos constituye una práctica comúnmente adoptada en la 
industria del mercadeo de destinos turísticos. Dichas estrategias suelen implementarse como parte de 
los esfuerzos promocionales ordinarios, sin que medie necesariamente la aprobación de legislación 
específica para su desarrollo e integración. 

En lo que respecta a Discover Puerto Rico, la entidad ya dispone de contenido especializado 
orientado a facilitar la planificación de experiencias de turismo de aventura, mediante la provisión de 
recomendaciones y la conexión directa con proveedores de servicios. Este contenido incluye un 
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inventario abarcador de actividades tales como ciclismo, surf, buceo, senderismo, tirolesa y paseos a 
caballo, entre otras. Asimismo, integra perfiles detallados de las entidades y negocios que ofrecen 
estos servicios, lo cual contribuye a una experiencia informada y accesible para el usuario. 

Además, la plataforma digital de Discover Puerto Rico incorpora herramientas tecnológicas 
avanzadas, incluyendo un sistema de inteligencia artificial provisto por la compañía MindTrip, que 
permite generar, de manera ágil y personalizada, rutas e itinerarios basados en los intereses particulares 
de los usuarios. Este recurso fortalece la capacidad del destino para ofrecer experiencias 
individualizadas y alineadas con las tendencias contemporáneas del turismo.  En la actualidad, el 
contenido del portal oficial se encuentra en proceso de revisión y optimización como parte de la 
implementación de la campaña promocional titulada “Awaken Your Senses”, la cual enfatiza 
experiencias inmersivas y multisensoriales, con especial afinidad hacia el turismo de aventura. 

A la luz de las consideraciones antes expuestas, la organización expresa que no tiene 
objeciones respecto a la medida propuesta, en la medida en que los objetivos que persigue ya se 
encuentran incorporados y en ejecución dentro de los esfuerzos ordinarios de promoción y mercadeo 
del destino Puerto Rico. 
 
Departamento de Transportación y Obras Públicas 
Autoridad de Carreteras y Transporte 

El Departamento de Transportación y Obras Públicas, en adelante “DTOP” y la Autoridad de 
Carreteras y Transportación, en adelante “ACT”, expresaron su respaldo a la intención y propósito de 
la medida legislativa presentada, reconociendo que la misma responde a una política pública dirigida 
a fortalecer el turismo interno como instrumento de desarrollo económico para Puerto Rico. Ambas 
entidades destacaron que la propuesta persigue fomentar iniciativas turísticas innovadoras mediante 
el establecimiento de rutas especializadas en las distintas regiones turísticas designadas por la Oficina 
de Turismo del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio, incorporando actividades 
recreativas, cursos de aventura y deportes extremos que puedan ser practicados en diversos puntos de 
la Isla. 

Según expusieron dichas agencias, Puerto Rico posee una amplia variedad de recursos 
naturales, facilidades recreativas y espacios adecuados para la práctica de actividades de aventura y 
deportes extremos, incluyendo disciplinas tales como el paracaidismo, el surf, el buceo, el 
excursionismo y otras modalidades recreativas de carácter aventurero contempladas en la medida. En 
ese contexto, señalaron que el proyecto legislativo propone estructurar un sistema organizado y 
coordinado que permita identificar, promover y divulgar estos lugares y facilidades como parte 
integral de la oferta turística de Puerto Rico, resaltando su potencial como atractivo turístico y como 
mecanismo para estimular la actividad económica y la revitalización de distintas regiones del País. 

De igual manera, se indicó que la medida contempla específicamente la creación de la 
denominada “Ruta de Turismo de Aventura de Puerto Rico”, concebida como una red integrada de 
lugares destinados a la práctica de cursos de aventura, actividades recreativas y deportes extremos. 
Conforme a la propuesta legislativa, dichos espacios serían conectados estratégicamente mediante una 
ruta común que discurriría a través de los municipios participantes, facilitando así el acceso de 
visitantes y turistas a una experiencia organizada y coordinada de turismo de aventura en Puerto Rico. 

En cuanto a las disposiciones particulares relacionadas con la jurisdicción y competencias del 
DTOP y la ACT, ambas entidades hicieron referencia al Artículo 5 de la medida, mediante el cual se 
ordena a la Oficina de Turismo del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio, en 
coordinación con el DTOP y la ACT, preparar un plan de rotulación y distribución de mapas 
destinados a identificar las carreteras y lugares de interés que formen parte de las “Rutas de Turismo 



Lunes, 15 de junio de 2026  Núm. 43 
 
 

19119 

de Aventura de Puerto Rico”. A tales efectos, se establece además que el DTOP y la ACT deberán 
proveer la asesoría técnica necesaria para garantizar que toda rotulación relacionada con dichas rutas 
cumpla con las especificaciones técnicas y reglamentarias aplicables, particularmente aquellas 
contenidas en el “Manual de Dispositivos Uniformes para el Control del Tránsito en las Vías Públicas 
(MUTCD)” y cualquier otra normativa vigente relacionada con la seguridad y orientación vial. 

Tras evaluar la medida a la luz del marco legal y reglamentario vigente, y considerando las 
facultades y responsabilidades delegadas al DTOP, ambas entidades manifestaron que avalan la pieza 
legislativa por entender que la misma persigue un fin público legítimo y resulta compatible con la 
política pública actualmente vigente en Puerto Rico en materia de turismo, recreación y desarrollo 
económico. No obstante, señalaron la necesidad de que se asignen los recursos y fondos necesarios 
para viabilizar adecuadamente el cumplimiento de las responsabilidades impuestas al DTOP y a la 
ACT, particularmente aquellas relacionadas con el diseño e implementación del plan de rotulación y 
la distribución de mapas dirigidos a identificar las rutas, carreteras y lugares de interés contemplados 
en la propuesta. 

El DTOP y la ACT reconocieron la deferencia que corresponde a las demás entidades 
gubernamentales concernidas y a sus respectivos jefes de agencia para expresar sus posiciones y 
recomendaciones sobre la medida legislativa, tomando en consideración las áreas de competencia y 
jurisdicción de cada organismo público involucrado en la implementación de la iniciativa propuesta. 

Finalmente, ambas entidades reiteraron su disposición y compromiso de colaboración con la 
Comisión Legislativa correspondiente y con la Oficina de Turismo del Departamento de Desarrollo 
Económico y Comercio, a los fines de brindar la asesoría técnica necesaria para la eventual 
implantación del proyecto legislativo, siempre en cumplimiento con el ordenamiento jurídico y 
reglamentario aplicable. De igual forma, agradecieron la oportunidad de expresar su posición 
institucional respecto al Proyecto de la Cámara 426 y manifestaron su disponibilidad para suministrar 
cualquier información adicional que resulte necesaria para el adecuado análisis y evaluación de la 
medida. 
 
Departamento de Recreación y Deportes 

La medida bajo consideración reconoce el potencial estratégico del turismo de aventura como 
uno de los segmentos de mayor crecimiento dentro de la industria turística global y destaca que el 
perfil del viajero contemporáneo ha evolucionado hacia la búsqueda de experiencias vinculadas a la 
naturaleza, el deporte, la recreación activa y la exploración de entornos naturales. En ese contexto, se 
sostiene que Puerto Rico cuenta con una geografía privilegiada y con recursos naturales idóneos para 
posicionarse como líder regional en el desarrollo del turismo de aventura, particularmente mediante 
el aprovechamiento de sus montañas, ríos, costas y demás espacios naturales como destinos 
recreativos y deportivos de alto valor económico y turístico. 

El memorial enfatiza que el desarrollo efectivo de una política pública de turismo de aventura 
requiere no solo la creación de rutas y experiencias turísticas atractivas, sino también el 
establecimiento de un marco estructurado que garantice seguridad, capacitación técnica y supervisión 
adecuada de las actividades. A esos fines, se destaca el rol indispensable del Departamento de 
Recreación y Deportes, en adelante “DRD”, conforme a las facultades conferidas mediante la Ley 
Núm. 8-2004, conocida como la Ley Orgánica del Departamento de Recreación y Deportes. Según se 
expone, la participación del DRD resulta esencial para asegurar el cumplimiento con estándares 
técnicos de seguridad, el uso adecuado de equipo especializado y la capacitación rigurosa de los guías 
y operadores que participen en las rutas de turismo de aventura. 
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La posición institucional expresada en el documento es de respaldo a la medida, al entenderse 
que la integración entre la visión comercial y promocional de la industria turística y el peritaje técnico 
y recreativo del DRD permitirá el desarrollo de un producto turístico competitivo y de clase mundial. 
Asimismo, se resalta que la organización formal de rutas de aventura no solo fortalece el desarrollo 
económico de los municipios y comunidades participantes, sino que también promueve el acceso a 
actividades recreativas saludables y asegura que las experiencias ofrecidas al público cuenten con el 
respaldo de un marco legal y reglamentario sólido. 

El análisis presentado identifica tres áreas principales de impacto positivo derivadas de la 
medida. En primer lugar, se señala que la iniciativa promueve la diversificación económica al 
incentivar la creación de microempresas y actividades económicas vinculadas al turismo en 
municipios del interior y zonas costeras tradicionalmente excluidas de las rutas turísticas 
convencionales. En segundo término, se destaca que la medida facilita la organización y estructuración 
del sector de turismo de aventura, integrando actividades que anteriormente operaban de forma aislada 
en un producto turístico cohesionado, lo cual simplifica los esfuerzos de promoción y mercadeo tanto 
a nivel local como internacional. Finalmente, se enfatiza que la medida contribuye a elevar los 
estándares de seguridad y calidad de las experiencias recreativas y deportivas mediante requisitos 
relacionados con certificaciones de guías, protocolos de seguridad y sistemas uniformes de rotulación 
e información. 

De igual forma, el documento expone que el análisis de las disposiciones del proyecto 
evidencia la existencia de una estructura jurídica y operacional adecuada para el desarrollo del turismo 
de aventura en Puerto Rico. Particularmente, se indica que los artículos iniciales de la medida 
establecen la base legal para definir las actividades comprendidas dentro del concepto de turismo de 
aventura y facultan a la Compañía de Turismo para diseñar rutas, desarrollar programas de 
capacitación y coordinar esfuerzos de promoción. Además, se destaca que otras disposiciones 
relacionadas con infraestructura y rotulación garantizan la creación de mecanismos uniformes de 
orientación al visitante mediante mapas interactivos y sistemas de señalización técnica integrados con 
servicios de hospitalidad y oferta recreativa. 

El memorial además resalta que la implantación de la medida se encuentra estrechamente 
vinculada con las facultades regulatorias del DRD como entidad responsable de supervisar actividades 
recreativas y deportivas de riesgo. En ese sentido, se señala que la certificación de guías y operadores 
debe trascender el aspecto puramente turístico para garantizar competencias técnicas relacionadas con 
primeros auxilios, manejo de riesgos, rescate y seguridad deportiva. De esta manera, se procura 
asegurar que cada ruta y actividad incluida dentro del programa cumpla con estándares adecuados de 
seguridad y manejo operacional supervisados por el DRD. 

En el escrito se enfatiza la necesidad de establecer una coordinación interagencial efectiva para 
garantizar el éxito de la medida. El documento identifica a la Compañía de Turismo y al DMO como 
las entidades llamadas a liderar los esfuerzos de mercadeo y promoción; al Departamento de 
Transportación y Obras Públicas y a la Autoridad de Carreteras como responsables de garantizar 
acceso físico adecuado y sistemas de rotulación; y al DRD como la entidad encargada de validar 
técnicamente que las actividades ofrecidas mantengan niveles de riesgo manejables y compatibles con 
los estándares de seguridad recreativa y deportiva. 

En términos de política pública, el memorial sostiene que la medida tendría un impacto 
positivo no solo sobre la experiencia turística de visitantes externos, sino también sobre la calidad de 
vida de los residentes de Puerto Rico. Según se expone, el fortalecimiento del turismo de aventura 
fomenta estilos de vida activos, promueve la recreación sana y contribuye a la conservación de 
espacios naturales al conferirles valor económico y recreativo. De esa forma, el paisaje natural de 



Lunes, 15 de junio de 2026  Núm. 43 
 
 

19121 

Puerto Rico se transforma en un activo sostenible que beneficia simultáneamente la salud pública, la 
economía local y la protección ambiental. 

El documento también presenta recomendaciones específicas dirigidas a fortalecer la medida 
y garantizar la seguridad y profesionalización del sector. Entre estas recomendaciones se incluye 
exigir que los guías de las rutas posean tanto la licencia correspondiente emitida por la Oficina de 
Turismo como la licencia de instructor o líder recreativo expedida por el DRD; requerir planes de 
respuesta a emergencias coordinados con el Negociado de Manejo de Emergencias; crear un registro 
único de operadores de turismo de aventura que cumplan con reglamentos de seguridad; y establecer 
expresamente un “Protocolo de Certificación de Seguridad de Aventura” desarrollado conjuntamente 
por la Oficina de Turismo y el DRD. Dicho protocolo tendría el propósito de garantizar que todo 
operador incluido en las rutas oficiales cuente con licencias vigentes y cumpla con las medidas de 
seguridad recreativa y deportiva aplicables. 

Finalmente, el memorial concluye reafirmando su respaldo a la medida y sosteniendo que 
Puerto Rico posee un potencial natural y deportivo que históricamente no ha sido aprovechado de 
manera estructurada y sistémica. En consecuencia, se expresa que la legislación propuesta provee la 
estructura necesaria para transformar el turismo de aventura de un esfuerzo aislado de operadores 
privados a una política pública integrada de desarrollo económico, recreación y conservación 
ambiental. A juicio de la entidad, la integración entre deporte, recreación y turismo permitirá fortalecer 
la sostenibilidad de los recursos naturales, promover el desarrollo económico regional y convertir el 
potencial recreativo y natural de Puerto Rico en un activo de alto valor social y económico. 

Esta Comisión entiende que la medida legislativa responde de manera adecuada y razonable a 
la política pública vigente dirigida a fortalecer la industria turística de Puerto Rico mediante la 
diversificación de su oferta recreativa y la promoción estratégica de actividades vinculadas al turismo 
de aventura. La medida parte del reconocimiento de una realidad evidente en el contexto 
contemporáneo del turismo global, donde los visitantes procuran experiencias auténticas, dinámicas y 
relacionadas con la naturaleza, las actividades al aire libre y los retos físicos y recreativos. En ese 
sentido, el proyecto persigue capitalizar los recursos naturales, geográficos y recreativos con los que 
cuenta Puerto Rico para posicionar a la Isla como un destino competitivo dentro del creciente mercado 
internacional del turismo de aventura. 

Reconocemos que Puerto Rico posee una amplia variedad de escenarios naturales y facilidades 
aptas para el desarrollo de disciplinas y actividades de aventura, tales como el paracaidismo, el surf, 
el buceo, el excursionismo, el ciclismo de montaña, las tirolesas y otras experiencias recreativas que 
actualmente forman parte de nuestra oferta turística.  Sin embargo, también coincide con la premisa 
de la medida en cuanto a la necesidad de integrar y estructurar dichos ofrecimientos de manera 
organizada, mediante rutas temáticas y mecanismos coordinados de promoción que faciliten el acceso 
y la planificación de experiencias turísticas tanto para visitantes locales como internacionales. 

En ese contexto, la creación de la “Ruta de Turismo de Aventura de Puerto Rico” representa 
un esfuerzo encaminado a articular, bajo una visión estratégica común, diversos puntos de interés 
turístico y recreativo ubicados a través de las distintas regiones turísticas de la Isla. Esta integración 
permitirá fortalecer la promoción del turismo interno y receptivo, incrementar el flujo de visitantes 
hacia municipios fuera de los principales centros urbanos y fomentar nuevas oportunidades de 
actividad económica en sectores vinculados al turismo, la recreación, la hospitalidad y los servicios 
complementarios. 

Las posturas expresadas por las entidades consultadas durante el trámite legislativo sostienen, 
en términos generales, la viabilidad y conveniencia de la medida. La Compañía de Turismo de Puerto 
Rico manifestó que el proyecto resulta cónsono con la política pública del Gobierno de Puerto Rico y 
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reconoció el potencial del turismo de aventura como instrumento para promover el desarrollo 
económico de diversas regiones de la Isla. De igual forma, destacó que la iniciativa guarda relación 
con los esfuerzos institucionales encaminados a posicionar a Puerto Rico como un destino turístico 
competitivo y diverso dentro de la región caribeña. Aunque la agencia señaló que algunas de las 
responsabilidades propuestas requerirán la asignación de recursos fiscales y humanos para su 
adecuada implantación, ello no constituyó una objeción sustantiva al proyecto, sino una observación 
administrativa dirigida a garantizar su ejecución efectiva. 

Por su parte, Discover Puerto Rico reconoció que el turismo de aventura constituye uno de los 
segmentos prioritarios dentro de su planificación estratégica de mercadeo y promoción del destino 
Puerto Rico. La organización resaltó que este segmento representa una industria de gran crecimiento 
y relevancia económica a nivel internacional, particularmente en el ámbito del turismo experiencial y 
de aventura de lujo. También indicó que Puerto Rico ya cuenta con una oferta diversa y competitiva 
en esta categoría y que actualmente desarrolla esfuerzos promocionales y herramientas tecnológicas 
dirigidas a facilitar la planificación de rutas y experiencias personalizadas relacionadas con 
actividades de aventura. 

Si bien Discover Puerto Rico señaló que la estructuración de rutas temáticas constituye una 
práctica común dentro de la industria turística y que muchos de los objetivos de la medida ya forman 
parte de sus iniciativas programáticas y promocionales, dicha expresión no representa oposición 
alguna a la propuesta legislativa. Por el contrario, la Comisión entiende que sus comentarios validan 
la pertinencia y consistencia de la medida con las tendencias actuales de promoción turística y con los 
esfuerzos que ya se encuentran en desarrollo para fortalecer este sector económico. 

Por otro lado, el Departamento de Transportación y Obras Públicas y la Autoridad de 
Carreteras y Transportación expresaron su respaldo a la intención legislativa y avalaron expresamente 
la medida, al concluir que la misma persigue un fin público legítimo y resulta compatible con la 
política pública vigente en materia de turismo y desarrollo económico. Ambas entidades coincidieron 
en que Puerto Rico cuenta con las condiciones y recursos adecuados para promover rutas de turismo 
de aventura y reconocieron que el proyecto establece un mecanismo organizado para identificar y 
divulgar los lugares y facilidades destinados a este tipo de actividades recreativas y deportivas. 

La Comisión concede particular importancia a las expresiones del DTOP y de la ACT 
relacionadas con la implantación de un sistema de rotulación y orientación vial que permita identificar 
adecuadamente las rutas y puntos de interés contemplados en la medida. En ese sentido, ambas 
entidades manifestaron su disposición de colaborar técnicamente en el desarrollo de los planes de 
rotulación y distribución de mapas, asegurando el cumplimiento con las normas y reglamentos 
aplicables, incluyendo las disposiciones contenidas en el “Manual de Dispositivos Uniformes para el 
Control del Tránsito en las Vías Públicas (MUTCD)”. Estas expresiones evidencian que las agencias 
concernidas reconocen la viabilidad operacional de la propuesta y mantienen disposición para 
colaborar activamente en su eventual implementación. 

De igual forma, esta Comisión considera de gran relevancia los comentarios presentados por 
el DRD, entidad que expresó un respaldo decidido a la medida y destacó el potencial estratégico del 
turismo de aventura como uno de los sectores de mayor crecimiento dentro de la industria turística 
contemporánea. El DRD señaló que Puerto Rico posee condiciones geográficas y naturales 
privilegiadas para posicionarse como líder regional en este segmento, particularmente mediante el 
aprovechamiento responsable de montañas, ríos, costas y otros espacios naturales destinados a 
actividades recreativas y deportivas. 
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La Comisión coincide con el DRD en cuanto a que el éxito de una política pública de turismo 

de aventura requiere no solamente la promoción turística de rutas y experiencias recreativas, sino 
también la implantación de mecanismos adecuados de seguridad, supervisión técnica y capacitación 
profesional. En ese sentido, el DRD enfatizó que su participación resulta indispensable para garantizar 
estándares adecuados de seguridad deportiva, manejo de riesgos, uso apropiado de equipo 
especializado y capacitación rigurosa de guías y operadores turísticos, conforme a las facultades 
conferidas a dicha agencia mediante la Ley Núm. 8-2004, conocida como la Ley Orgánica del 
Departamento de Recreación y Deportes.  

El DRD destacó que la medida promueve importantes beneficios económicos y sociales al 
incentivar la creación de microempresas y nuevas oportunidades económicas en municipios y regiones 
que tradicionalmente han quedado fuera de las principales rutas turísticas del País. Igualmente, sostuvo 
que la organización estructurada del turismo de aventura permitirá integrar actividades recreativas 
dispersas en un producto turístico cohesionado, fortaleciendo así la promoción turística y elevando los 
estándares de calidad y seguridad para residentes y visitantes.  

La Comisión concede especial importancia a las recomendaciones técnicas sometidas por el 
DRD dirigidas a fortalecer la seguridad y profesionalización del sector. Entendemos que dichas 
recomendaciones resultan razonables y cónsonas con el propósito de garantizar que las actividades 
promovidas bajo esta iniciativa se desarrollen dentro de parámetros adecuados de seguridad, 
supervisión y manejo operacional.  

Las observaciones realizadas por las agencias respecto a la necesidad de identificar y asignar 
recursos fiscales para viabilizar determinadas responsabilidades administrativas no constituyen 
impedimento para la aprobación de la medida. Por el contrario, dicha consideración forma parte de 
los procesos ordinarios de implantación de política pública y podrá atenderse conforme a las 
disponibilidades presupuestarias y mecanismos administrativos correspondientes.  

A juicio de esta Comisión, la medida legislativa representa una oportunidad significativa para 
fortalecer la industria turística de Puerto Rico mediante la integración organizada de actividades 
recreativas y deportivas de aventura dentro de una estrategia coherente de promoción turística. Este 
proyecto fomenta el aprovechamiento responsable de los recursos naturales y recreativos de la Isla, 
contribuye a diversificar la oferta turística y promueve el desarrollo económico regional mediante la 
creación de nuevas oportunidades para comerciantes, operadores turísticos, guías, hospederías y 
pequeños negocios vinculados a esta actividad económica.Por todo lo antes expuesto, esta Comisión 
concluye que el Proyecto de la Cámara 426 es una medida meritoria, viable y consistente con la 
política pública vigente del Gobierno de Puerto Rico en materia de turismo y desarrollo económico.  
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales 
certifica que el P. del C. 426 no impone una obligación económica en el presupuesto de los gobiernos 
municipales. 
 

CONCLUSIÓN 
La Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales recomienda la aprobación del P. 

de la C. 426 sin enmiendas. 
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Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Marissa Jiménez Santoni 
Presidenta 
Comisión de Turismo, 
Recursos Naturales y Ambientales” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de la Cámara 
291, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Agricultura, con enmiendas, según el entirillado 
electrónico que se acompaña: 
 

“RESOLUCIÓN CONJUNTA 
Para ordenar al Departamento de Agricultura a la Autoridad de Tierras y a la Junta de 

Planificación de Puerto Rico, conforme lo dispuesto por la Ley Núm. 107 de 3 de julio de 1974, según 
enmendada, comúnmente llamada “Ley de Preservación de Tierras para Uso Agrícola”, a proceder con 
la liberación de las condiciones y restricciones sobre preservación e indivisión previamente impuestas 
y anotadas, según dispuesto por la Ley Núm. 107 de 3 de julio de 1974, según enmendada, del en el 
predio de terreno marcado con el número treinta y cuatro (34), en el plano de subdivisión de la finca 
Martineau, sita en el barrio Florida del término municipal de Vieques, Puerto Rico; inscrita al Folio 
Doscientos cuarenta (240) del Tomo cuarenta y cuatro (44) de Vieques, Finca número mil seiscientos 
sesenta y dos (1662); y para otros fines pertinentes. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La Ley Núm. 107 de 3 de julio de 1974, según enmendada, creó el Programa de Fincas de Tipo 

Familiar, conocido como “Título VI de la Ley de Tierras”.  Conforme a la citada disposición legal, el 
Secretario de Agricultura está facultado para disponer de terrenos para uso agrícola, mediante cesión, 
venta, arrendamiento o usufructo, bajo una serie de condiciones y restricciones que forman parte de 
la escritura o de la Certificación de Título que emite el Departamento de Agricultura. De igual manera, 
la Ley Núm. 107, supra, establece condiciones y restricciones de no segregación ni cambio de uso 
agrícola a las fincas adscritas a dicho Programa.  Como regla general, esta disposición legal le prohíbe 
a la Junta de Planificación de Puerto Rico aprobar proyectos que intenten segregar dichas unidades 
agrícolas o dedicarlas a un uso que no sea agrícola. 

A su vez, la Ley Núm. 107, antes citada, establece varias excepciones para permitir que los 
terrenos fueran cambiados de uso y pudieran ser segregados, luego de cumplir con los requisitos 
expresados en dicha legislación. Finalmente, la propia Ley establece que la Asamblea Legislativa tiene 
la facultad para liberar las restricciones antes mencionadas.  Específicamente, el Artículo 3 de la Ley 
Núm. 107, supra, reconoce ya la facultad inherente de esta Asamblea Legislativa para ordenar que se 
liberen las restricciones que establece la propia Ley en aquellos casos que lo estimare meritorio.  

Mediante Certificación de Título otorgada el 11 de agosto de 1986, la Corporación para el 
Desarrollo Rural de Puerto Rico, le vendió, cedió y traspasó el Título de la Finca que se describe a 
continuación a Don Marcelo García Belardo, casado con Doña Aurelia González, mayores de edad y 
vecinos de Vieques, Puerto Rico:  

-----Rustica: Predio de terreno marcado con el número treinta y cuatro (34), en 
el plano de subdivisión de la finca Martineau, sita en el barrio Florida del término 
municipal de Vieques, Puerto Rico; compuesta de doce puntos cinco mil ochocientos 
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noventa y cuatro (12.5894) cuerdas equivalentes a cuarenta y nueva mil, cuatrocientas 
ochenta y uno punto tres mil doscientas veintisiete (49481. 3227) metros cuadrados, y 
en lindes por el Norte con finca individual número 35; por el Sur, con fincas 
individuales número 33 y 41; por el Este, con finca individual número 41; y por el 
Oeste, con camino que lo separa de la finca individual número 28. 

-----Consta inscrita al Folio Doscientos cuarenta (240) del Tomo cuarenta y 
cuatro (44) de Vieques, Finca número mil seiscientos sesenta y dos (1662).    
El citado inmueble sostiene las condiciones y restricciones impuestas por la Ley Núm. 107, 

supra, y las disposiciones relativas a la opción preferente del Departamento de Agricultura.  Así consta 
en la Certificación de Título emitida el 11 de agosto de 1986 por la Corporación de Desarrollo Rural 
de Puerto Rico, adscrita al Departamento de Agricultura, bajo el acápite Condiciones Restrictivas.   

Don Marcelo García Belardo y Doña Aurelia González Lugo fallecieron hace varias décadas.   
Sus herederos universales, en cumplimiento con las disposiciones contenidas en la Certificación de 
Título, ofrecieron en venta la descrita Finca Núm. 1662, al Gobierno de Puerto Rico, por conducto del 
Departamento de Agricultura, para que pudiera ejercer su derecho preferente de adquisición.  
Mediante Comunicación certificada emitida el 28 de julio de 2004, la Administración de Terrenos, 
como sucesora en Ley de la Corporación de Desarrollo Rural de Puerto Rico, notificó su determinación 
de no optar por la adquisición de la finca anteriormente descrita.   

En su origen la finalidad del Programa de Fincas de Tipo Familiar, establecido por la Ley 
Núm. 107, supra, era promover la agricultura en pequeños predios. No obstante, a lo largo de cuatro 
décadas han ocurrido grandes cambios sociales, económicos y demográficos en Puerto Rico. La 
realidad es que los hijos de aquellos primeros beneficiarios del programa necesitaron un lugar donde 
vivir y desarrollarse en momentos de un auge poblacional.  

A tenor con las propias disposiciones de la Ley Núm. 107, supra, esta Asamblea Legislativa 
estima meritorio liberar el inmueble en cuestión de las condiciones y restricciones a las cuales está 
sujeto. 
 
RESUÉLVASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Ordenar al Departamento de Agricultura y a la Junta de Planificación de Puerto 
Rico, conforme lo dispuesto por la Ley Núm. 107 de 3 de julio de 1974, según enmendada, comúnmente 
llamada “Ley de Preservación de Tierras para Uso Agrícola”, a proceder con la liberación de las 
condiciones y restricciones impuestas y anotadas, según dispuesto por la Ley Núm. 107 de 3 de julio 
de 1974, según enmendada, del en el Predio de terreno marcado con el número treinta y cuatro (34), 
en el plano de subdivisión de la finca Martineau, sita en el barrio Florida del término municipal de 
Vieques, Puerto Rico; compuesta de doce puntos cinco mil ochocientos noventa y cuatro (12.5894) 
cuerdas equivalentes a cuarenta y nueva mil, cuatrocientas ochenta y uno punto tres mil doscientas 
veintisiete (49, 481. 3227) metros cuadrados, inscrita al Folio Doscientos cuarenta (240) del Tomo 
cuarenta y cuatro (44) de Vieques, Finca número mil seiscientos sesenta y dos (1662) y según consta 
en la Certificación de Título otorgada por la Corporación para el Desarrollo Rural de Puerto Rico a 
favor de Don Marcelo García Belardo y Doña Aurelia González, expedida el 11 de agosto de 1986. 

Sección 2.-El Departamento de Agricultura La Autoridad de Tierras de Puerto Rico y la Junta 
de Planificación procederán con la liberación de las condiciones y restricciones del predio de terreno 
identificado en la Sección 1 que antecede, de esta Resolución Conjunta en un término no mayor de 
ciento veinte (120) días a partir de la aprobación de esta Resolución Conjunta. 

Sección 3.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después de su 
aprobación.” 
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“INFORME 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Agricultura del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, 
recomienda la aprobación de la R. C. de la C. 291, con las enmiendas contenidas en el entirillado 
electrónico que acompaña a este informe. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
La R. C. de la C. 291 tiene como propósito “…ordenar a la Autoridad de Tierras y a la Junta 

de Planificación de Puerto Rico, conforme lo dispuesto por la Ley Núm. 107 de 3 de julio de 1974, según 
enmendada, comúnmente llamada “Ley de Preservación de Tierras para Uso Agrícola”, a proceder con 
la liberación de las condiciones y restricciones sobre preservación e indivisión previamente impuestas 
y anotadas, en el predio de terreno marcado con el número treinta y cuatro (34), en el plano de 
subdivisión de la finca Martineau, sita en el barrio Florida del término municipal de Vieques, Puerto 
Rico; inscrita al Folio Doscientos cuarenta (240) del Tomo cuarenta y cuatro (44) de Vieques, Finca 
número mil seiscientos sesenta y dos (1662); y para otros fines pertinentes”. 
 

De entrada, es menester señalar la importancia que reviste a la resolución conjunta de autos. 
Estimamos que la Exposición de Motivos de la medida, explica por sí misma lo imperativo de 
aprobarse, al señalarnos que 

[l]a Ley Núm. 107 de 3 de julio de 1974, según enmendada, creó el Programa 
de Fincas de Tipo Familiar, conocido como “Título VI de la Ley de Tierras”.  Conforme 
a la citada disposición legal, el Secretario de Agricultura está facultado para disponer 
de terrenos para uso agrícola, mediante cesión, venta, arrendamiento o usufructo, bajo 
una serie de condiciones y restricciones que forman parte de la escritura o de la 
Certificación de Título que emite el Departamento de Agricultura. De igual manera, la 
Ley Núm. 107, supra, establece condiciones y restricciones de no segregación ni 
cambio de uso agrícola a las fincas adscritas a dicho Programa.  Como regla general, 
esta disposición legal le prohíbe a la Junta de Planificación de Puerto Rico aprobar 
proyectos que intenten segregar dichas unidades agrícolas o dedicarlas a un uso que no 
sea agrícola. 

A su vez, la Ley Núm. 107, antes citada, establece varias excepciones para 
permitir que los terrenos fueran cambiados de uso y pudieran ser segregados, luego de 
cumplir con los requisitos expresados en dicha legislación. Finalmente, la propia Ley 
establece que la Asamblea Legislativa tiene la facultad para liberar las restricciones 
antes mencionadas.  Específicamente, el Artículo 3 de la Ley Núm. 107, supra, 
reconoce ya la facultad inherente de esta Asamblea Legislativa para ordenar que se 
liberen las restricciones que establece la propia Ley en aquellos casos que lo estimare 
meritorio.  

Mediante Certificación de Título otorgada el 11 de agosto de 1986, la 
Corporación para el Desarrollo Rural de Puerto Rico, le vendió, cedió y traspasó el 
Título de la Finca que se describe a continuación a Don Marcelo García Belardo, 
casado con Doña Aurelia González, mayores de edad y vecinos de Vieques, Puerto 
Rico:  



Lunes, 15 de junio de 2026  Núm. 43 
 
 

19127 

-----Rustica: Predio de terreno marcado con el número treinta y cuatro (34), en 
el plano de subdivisión de la finca Martineau, sita en el barrio Florida del término 
municipal de Vieques, Puerto Rico; compuesta de doce puntos cinco mil ochocientos 
noventa y cuatro (12.5894) cuerdas equivalentes a cuarenta y nueva mil, cuatrocientas 
ochenta y uno punto tres mil doscientas veintisiete (49481. 3227) metros cuadrados, y 
en lindes por el Norte con finca individual número 35; por el Sur, con fincas 
individuales número 33 y 41; por el Este, con finca individual número 41; y por el 
Oeste, con camino que lo separa de la finca individual número 28. 

-----Consta inscrita al Folio Doscientos cuarenta (240) del Tomo cuarenta y 
cuatro (44) de Vieques, Finca número mil seiscientos sesenta y dos (1662).    

El citado inmueble sostiene las condiciones y restricciones impuestas por la Ley 
Núm. 107, supra, y las disposiciones relativas a la opción preferente del Departamento 
de Agricultura.  Así consta en la Certificación de Título emitida el 11 de agosto de 
1986 por la Corporación de Desarrollo Rural de Puerto Rico, adscrita al Departamento 
de Agricultura, bajo el acápite Condiciones Restrictivas.   

Don Marcelo García Belardo y Doña Aurelia González Lugo fallecieron hace 
varias décadas.   Sus herederos universales, en cumplimiento con las disposiciones 
contenidas en la Certificación de Título, ofrecieron en venta la descrita Finca Núm. 
1662, al Gobierno de Puerto Rico, por conducto del Departamento de Agricultura, para 
que pudiera ejercer su derecho preferente de adquisición.  Mediante Comunicación 
certificada emitida el 28 de julio de 2004, la Administración de Terrenos, como 
sucesora en Ley de la Corporación de Desarrollo Rural de Puerto Rico, notificó su 
determinación de no optar por la adquisición de la finca anteriormente descrita.   

En su origen la finalidad del Programa de Fincas de Tipo Familiar, establecido 
por la Ley Núm. 107, supra, era promover la agricultura en pequeños predios. No 
obstante, a lo largo de cuatro décadas han ocurrido grandes cambios sociales, 
económicos y demográficos en Puerto Rico. La realidad es que los hijos de aquellos 
primeros beneficiarios del programa necesitaron un lugar donde vivir y desarrollarse 
en momentos de un auge poblacional.  

A tenor con las propias disposiciones de la Ley Núm. 107, supra, esta Asamblea 
Legislativa estima meritorio liberar el inmueble en cuestión de las condiciones y 
restricciones a las cuales está sujeto. 

 
ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

Para la debida evaluación de la resolución conjunta de marras, la Comisión de Agricultura del 
Senado de Puerto Rico contó con los comentarios conjuntos de la Autoridad de Tierras y del 
Departamento de Agricultura, quienes indicaron encontrarse “…legalmente impedida de liberar las 
condiciones y restricciones relacionadas con la preservación e indivisión previamente impuestas y 
anotadas conforme a lo dispuesto en la Ley Núm. 107 del 3 de julio de 1974, según se solicita en la 
RC de la C 291”.  
 

Explicaron que   
[l]a Ley Núm. 107 de 3 de julio de 1974, enmendó el Título VI de la Ley Núm. 

26 supra, con el propósito principal de establecer condiciones permanentes de uso 
agrícola y prohibiciones de no segregación para aquellas fincas que son administradas 
bajo las disposiciones del Programa de Fincas Familiares de la ATPR. Mediante la 
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aprobación de la Ley Núm. 107, supra, se prohibió, a la Junta de Planificación, que 
apruebe proyectos encaminados a segregar o alterar el uso de las fincas antes 
mencionadas. Por otra parte, la Ley Núm. 191 de 6 de septiembre de 1996, enmendó 
la Ley Núm. 107, supra, a los fines de autorizar la segregación de un máximo de tres 
(3) solares de ochocientos (800) metros cuadrados cada uno para que los hijos del 
primer titular de estas fincas puedan construir sus viviendas. No obstante, la Ley Núm. 
113 de 29 de julio de 2024 volvió a enmendar la Ley Núm. 107, supra, para eliminar 
el máximo de tres (3) segregaciones para cada uno de los hijos, conservando el 
remanente de la finca para uso agrícola. 
… 

La Ley 113 del 29 de julio de 2024, dispone, eliminar la limitación de tres (3) 
solares en la segregación en las Fincas de Tipo Familiar cuando las mismas son para la 
construcción y uso exclusivo como viviendas únicamente para los hijos o hijas de las 
titulares; y para otros fines relacionados. Las segregaciones permitidas en virtud de esta 
ley solo podrán ser solicitadas par el primer titular de la finca y no así por los 
subsiguientes titulares o adquirientes. Las segregaciones están sujetas a que el potencial 
y uso agrícola de la finca no se afecten.  

Por lo tanto, nuestra Agencia se encuentra legalmente impedida de liberar las 
condiciones y restricciones relacionadas con la preservación e indivisión previamente 
impuestas y anotadas conforme a lo dispuesto en la Ley Núm. 107 del 3 de julio de 
1974, según se solicita en la RC de la C 291. (…). 

 
IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 

Del análisis realizado por esta Comisión, a tenor con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, 
según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, no surge que la medida tenga 
impacto fiscal sobre las finanzas municipales. 
 

CONCLUSIÓN 
Analizada la resolución conjunta en sus méritos, entendemos que la misma requiere ser 

aprobada con prontitud. Ciertamente, la aprobación de la R. C. de la C. 291 constituye un acto 
meritorio y de justicia para los herederos de Don Marcelo García Belardo y Doña Aurelia González 
Lugo, quienes durante décadas han permanecido sujetos a restricciones que ya no cumplen el propósito 
para el cual fueron concebidas. 

Valga destacar que, la Sección 3 de la Ley Núm. 107 de 3 de julio de 1974, según enmendada, 
comúnmente llamada “Ley de Preservación de Tierras para Uso Agrícola”, claramente establece que 
“[l]a Junta de Planificación de Puerto Rico no aprobará proyecto alguno mediante el cual se 
intente desmembrar dichas unidades agrícolas o dedicarlas a un uso que no sea agrícola, excepto 
para fines de uso público, o cuando medie autorización expresa de la Asamblea Legislativa (…)”. 
Así las cosas, entendemos procede se continúe con el trámite legislativo de la R. C. de la C. 291. 

Para finalizar, es preciso indicar que la Sección 1 del Artículo III de la Constitución de Puerto 
Rico19, delega a la Rama Legislativa la potestad de aprobar leyes. Por su parte, la Sección 17 del 

 
19 Esta Sección, específicamente, dispone que “[e]l Poder Legislativo se ejercerá por una Asamblea Legislativa, que se 
compondrá de dos Cámaras -el Senado y la Cámara de Representantes- cuyos miembros serán elegidos por votación directa 
en cada elección general.” 
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referido Artículo III20, delinea el proceso legislativo a observarse para que una legislación presentada 
se convierta en ley. Asimismo, la Sección 19 del mismo Artículo21, establece los requisitos 
constitucionales relativos a la aprobación de proyectos de ley, por los Cuerpos Legislativos y el 
Gobernador de Puerto Rico.   

De conformidad con los preceptos constitucionales antes descritos, es imperativo reconocer 
que la aprobación de la R. C. de la C. 291 es un ejercicio válido de la facultad de esta Asamblea 
Legislativa, según es aquí fundamentado. 

Sin lugar a dudas, es tarea de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico crear y aprobar política 
pública, la cual surge como respuesta a los cambios sociales que motivan la actualización del estado 
de derecho que rige el destino de todos los que aquí residimos. Por ello, podemos concluir que el 
propósito que origina la presentación de la medida ante nuestra consideración, es una acción cobijada 
dentro del amplio poder que tiene esta Rama, la cual fuera conferida por nuestros constituyentes. 

Por todo lo anterior, la Comisión de Agricultura del Senado de Puerto Rico recomienda la 
aprobación de la Resolución Conjunta de la Cámara 291, con las enmiendas contenidas en el 
entirillado electrónico que acompaña a este informe. 
 
Respetuosamente sometido,  
(Fdo.) 
Hon. Jeison Rosa Ramos 
Presidente 
Comisión de Agricultura” 

- - - - 
 

 
20 Esta Sección, específicamente, dispone que “[n]ingún proyecto de ley se convertirá en ley a menos que se imprima, se 
lea, se remita a comisión y ésta lo devuelva con un informe escrito; pero la cámara correspondiente podrá descargar a la 
comisión del estudio e informe de cualquier proyecto y proceder a la consideración del mismo. Las cámaras llevarán libros 
de actas donde harán constar lo relativo al trámite de los proyectos y las votaciones emitidas a favor y en contra de los 
mismos. Se dará publicidad a los procedimientos legislativos en un diario de sesiones, en la forma que se determine por 
ley. No se aprobará ningún proyecto de ley, con excepción de los de presupuesto general, que contenga más de un asunto, 
el cual deberá ser claramente expresado en su título, y toda aquella parte de una ley cuyo asunto no haya sido expresado 
en el título será nula. La ley de presupuesto general sólo podrá contener asignaciones y reglas para el desembolso de las 
mismas. Ningún proyecto de ley será enmendado de manera que cambie su propósito original o incorpore materias extrañas 
al mismo. Al enmendar cualquier artículo o sección de una ley, dicho artículo sección será promulgado en su totalidad tal 
como haya quedado enmendado. Todo proyecto de ley para obtener rentas se originará en la Cámara de Representantes, 
pero el Senado podrá proponer enmiendas o convenir en ellas como si se tratara de cualquier otro proyecto de ley.” 
21 Esta Sección, específicamente, dispone que “[c]ualquier proyecto de ley que sea aprobado por una mayoría del número 
total de los miembros que componen cada cámara se someterá al Gobernador y se convertirá en ley si éste lo firma o si no 
lo devuelve con sus objeciones a la cámara de origen dentro de diez días (exceptuando los domingos) contados a partir de 
la fecha en que lo hubiese recibido.  
 
Cuando el Gobernador devuelva un proyecto, la cámara que lo reciba consignará las objeciones del Gobernador en el libro 
de actas y ambas cámaras podrán reconsiderar el proyecto, que de ser aprobado por dos terceras partes del número total 
de los miembros que componen cada una de ellas, se convertirá en ley.  
 
Si la Asamblea Legislativa levanta sus sesiones antes de expirar el plazo de diez días de haberse sometido un proyecto al 
Gobernador, éste quedará relevado de la obligación de devolverlo con sus objeciones, y el proyecto sólo se convertirá en 
ley de firmarlo el Gobernador dentro de los treinta días de haberlo recibido.  
 
Toda aprobación final o reconsideración de un proyecto será en votación por lista.” 
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SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, vamos a la discusión del Calendario, empezando 

por los nombramientos. 
SR. PRESIDENTE: Muy bien, adelante, si no hay objeción. 

 
CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

 
Como primer asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Informe de 

la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos, en torno a la confirmación por el Senado de 
Puerto Rico de la licenciada Maritere De Jesús Aponte, para el cargo de Jueza Municipal del Tribunal 
de Primera Instancia. 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del Senado 
Núm. 15, aprobada el 16 de enero de 2025, y en la Resolución del Senado Núm. 255, aprobada el 30 
de junio de 2025, vuestra Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos, tiene el honor de 
someter a este Alto Cuerpo, su informe, sobre el nombramiento de la Lcda. Maritere De Jesús Aponte, 
recomendando su confirmación como Jueza Municipal del Tribunal de Primera Instancia. 

El pasado 29 de mayo de 2026, la Gobernadora de Puerto Rico, Hon. Jenniffer González 
Colón, sometió para el consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación de la Lcda. 
Maritere De Jesús Aponte como Jueza Municipal del Tribunal de Primera Instancia de Puerto Rico. 

La Ley Núm. 201 de 2003, según enmendada, conocida como Ley de la Judicatura de 2003, 
establece que el Poder Judicial de Puerto Rico constituirá un sistema judicial unificado en lo 
concerniente a jurisdicción, funcionamiento y administración, y estará compuesto por el Tribunal 
Supremo como tribunal de última instancia, el Tribunal de Circuito de Apelaciones como tribunal 
intermedio, y por el Tribunal de Primera Instancia, los que conjuntamente constituirán el Tribunal 
General de Justicia. 

De conformidad con lo dispuesto en el Artículo 5.001 de la Ley Núm. 201, supra, los jueces 
municipales forman parte del Tribunal de Primera Instancia, el cual es un tribunal de jurisdicción 
original general, para actuar a nombre y por la autoridad del Gobierno de Puerto Rico, en todo 
procedimiento civil o criminal, según se disponga por ley. 

El Artículo 5.002 de la Ley Núm. 201, supra, establece que para ser nombrado Juez Municipal 
se requiere tener, por lo menos tres (3) años de experiencia profesional posterior a su admisión al 
ejercicio de la abogacía en Puerto Rico y el Art. 2.015, supra, además de los requisitos anteriormente 
mencionados, dispone que los nombramientos de los jueces deberán recaer en personas altamente 
cualificadas, quienes deberán gozar de buena reputación moral, tener conocimiento y capacidad 
jurídica, poseer cualidades de integridad, imparcialidad y temperamento judicial, demostrar 
responsabilidad y capacidad para ejercer las funciones judiciales. Asimismo, ningún juez ejercerá la 
profesión de abogado o el notariado. Todo Juez Municipal será nombrado y desempeñará su cargo por 
el término de doce (12) años.  

El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Orden Administrativa 2025-06, 
delegó en la Oficina de Evaluaciones Técnicas de Nombramientos la investigación de la nominada. 
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I. HISTORIAL DE LA NOMINADA 

La Lcda. Maritere De Jesús Aponte nació en el Municipio de Ponce, donde actualmente reside.   
Del historial educativo de la nominada se desprende que, para el año 2010, completó un grado 

de Bachillerato en Artes de Comunicaciones, con una concentración menor en psicología, en la 
Universidad del Sagrado Corazón. Luego, para el año 2013, culminó el grado de Juris Doctor en la 
Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Puerto Rico. Posteriormente, para el año 
2015, obtuvo una Maestría en Derecho de la Universidad Interamericana de Puerto Rico. 

El historial profesional de la licenciada De Jesús Aponte evidencia que, de octubre del año 
2014 y hasta octubre del año 2017, se dedicó a la práctica privada de la profesión legal. Luego, a 
principios del año 2018, fungió como Oficial Examinador y como Juez Administrativo en la Compañía 
de Turismo de Puerto Rico. Posteriormente, en agosto del año 2018, regresó a la práctica privada de 
la profesión legal, donde labora hasta el presente como Abogada Asociada en el Bufete González 
López & López Adames.    
 

II. INVESTIGACIÓN DE LA NOMINADA 
La Oficina de Evaluaciones Técnicas de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó 

una investigación a la nominada. Dicha evaluación estuvo concentrada en tres aspectos; a saber, 
análisis financiero, evaluación psicológica e investigación de campo. 
 
(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Oficina de Evaluaciones Técnicas de 
Nombramientos del Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos 
por la Lcda. Maritere De Jesús Aponte, quien cumplió con la entrega de todos los documentos 
financieros requeridos. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida a la designada, 
ocupar el cargo de Jueza Municipal del Tribunal de Primera Instancia.  
 
(b) Evaluación Psicológica: 

La Lcda. Maritere de Jesús Aponte fue objeto de una rigurosa evaluación psicológica por parte 
de la psiquiatra contratada por la Oficina de Evaluaciones Técnicas de Nombramientos del Senado de 
Puerto Rico. El resultado de dicha evaluación concluye que ésta posee la capacidad psicológica para 
ejercer el cargo al que ha sido nominada. 
 
(c) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en torno a la nominación de la Lcda. Maritere De Jesús 
Aponte, cubrió diversas áreas, a saber: entrevista con la nominada, relaciones con la comunidad, 
ámbito profesional, experiencia laboral, y referencias personales y familiares. También se revisaron 
sus antecedentes provistos por el Sistema de Información de Justicia Criminal Local y Federal. 

Como parte de la investigación de campo, los siguientes funcionarios, y personas particulares, 
entre otros, fueron entrevistados y dan fe de la buena reputación y capacidad de la nominada: 

• Lcdo. Homero González López, Presidente de González López & López Adames Law 
Firm  

• Sra. Ivelisse Torres Rivera, Inspectora General de Puerto Rico 
• Monseñor Elías Morales Rodríguez 
Cabe destacar que todos los entrevistados concurrieron en recomendar favorablemente la 

nominación de la Lcda. Maritere De Jesús Aponte como Jueza Municipal del Tribunal de Primera 
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Instancia de Puerto Rico, y la describieron como una profesional en todo el sentido de la palabra, muy 
responsable y con temple para desempeñarse como una excelente Juez Municipal. 
 

III. VISTA PÚBLICA 
La Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos celebró vista pública el 15 de junio 

de 2026; a la cual fue citada y compareció la nominada a Jueza Municipal del Tribunal de Primera 
Instancia de Puerto Rico, Lcda. Maritere De Jesús Aponte, siendo sometida por los miembros de la 
Comisión a un interrogatorio sobre su capacidad, desempeño y planes de trabajo sobre el Tribunal de 
Primera Instancia. 

La licenciada De Jesús Aponte comenzó exponiendo en dicha vista pública que su experiencia 
profesional comenzó en la práctica privada donde tuvo la oportunidad de desarrollar destrezas en 
litigación civil y administrativa, recursos apelativos, investigación jurídica y redacción legal. A su vez 
añadió, que posteriormente fungió como Oficial Examinadora y Juez Administrativo en la Compañía 
de Turismo de Puerto Rico, experiencia que, en su opinión, fortaleció sus capacidades en la evaluación 
de evidencia, conducción de vistas, resolución de controversias y redacción de determinaciones 
fundamentadas en derecho. 

La nominada, respectivamente, señaló que actualmente se desempeña en la práctica privada 
de la profesión legal, y que durante este periodo ha tenido la experiencia de atender asuntos complejos 
de naturaleza civil y administrativa, perfeccionando así sus destrezas litigiosas y fortaleciendo su 
criterio jurídico. Asimismo, ha continuado ejerciendo funciones adjudicativas como Oficial 
Examinadora en diversos procedimientos administrativos, experiencias que resalta, le han permitido 
desarrollar competencias esenciales para la función judicial, tales como la evaluación imparcial de la 
prueba, el análisis jurídico riguroso, la conducción de vistas y la emisión de determinaciones 
fundamentadas. 

Destacó la licenciada De Jesús Aponte que el aspirar al cargo de Juez Municipal responde a 
una profunda convicción sobre la importancia de una judicatura ética, independiente e imparcial, y 
que comprende plenamente la responsabilidad que conlleva decidir controversias que impactan la vida 
de las personas y, a su vez, reconoce que la función judicial exige no solo conocimiento jurídico, sino 
también prudencia, sensibilidad humana y un compromiso inquebrantable con la justicia. 

Finalizó la designada puntualizando que puede afirmar que su trayectoria académica y 
profesional le han preparado para desempeñar las funciones propias de un adjudicador; y de 
concedérsele la oportunidad de servir al Pueblo de Puerto Rico desde la Rama Judicial, asumirá esa 
responsabilidad con humildad, integridad y dedicación, consciente de que cada determinación judicial 
representa una oportunidad para fortalecer la confianza de la ciudadanía en el sistema de justicia.  
 

IV. CONCLUSIÓN 
Luego de realizar una evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el historial académico 

y profesional de la nominada demostró la capacidad, dedicación y compromiso de ésta para ocupar el 
cargo de Jueza Municipal del Tribunal de Primera Instancia.   

El examen de las calificaciones personales, académicas y profesionales refleja que la nominada 
cumple con todos los requisitos constitucionales, académicos y de carácter moral para ejercer el cargo 
al que se le designa y tiene total compromiso y responsabilidad con la Rama Judicial.  

La Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos, luego de su estudio y consideración, 
tiene a bien someter a este Alto Cuerpo, su informe, recomendando la confirmación del nombramiento 
de la Lcda. Maritere De Jesús Aponte como Jueza Municipal del Tribunal de Primera Instancia. 
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Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Thomas Rivera Schatz 
Presidente  
Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, proponemos que el Senado de Puerto Rico 
otorgue su consentimiento al nombramiento de la licenciada Maritere De Jesús Aponte, como Jueza 
Municipal del Tribunal de Primera Instancia. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento de la licenciada 
Maritere De Jesús Aponte, como Jueza Municipal del Tribunal de Primera Instancia, los que estén a 
favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Confirmado el nombramiento de la licenciada Maritere 
De Jesús Aponte, como Jueza Municipal del Tribunal de Primera Instancia.  Notifíquese a la 
Gobernadora. 

Próximo asunto. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Informe 
de la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos, en torno a la confirmación por el Senado 
de Puerto Rico de la licenciada Brenda A. García Ramos, para el cargo de Registradora de la Propiedad 
del Departamento de Justicia. 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del Senado 
Núm. 15, aprobada el 16 de enero de 2025, y en la Resolución del Senado Núm. 255, aprobada el 30 
de junio de 2025, vuestra Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos tiene el honor de 
someter a este Alto Cuerpo, su informe, sobre el nombramiento de la Lcda. Brenda A. García Ramos, 
recomendando su confirmación como Registradora de la Propiedad del Departamento de Justicia.  

El pasado 18 de mayo de 2026, la Gobernadora de Puerto Rico, Hon. Jenniffer González 
Colón, sometió para el consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico la designación de la Lcda. 
Brenda A. García Ramos como Registradora de la Propiedad del Departamento de Justicia. 

La Ley Núm. 210-2015, según enmendada, conocida como “Ley del Registro de la Propiedad 
Inmobiliaria del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, crea el Registro Inmobiliario Digital del 
Gobierno de Puerto Rico, el cual tiene por objeto la inscripción por la vía electrónica de los derechos, 
actos y contratos relativos a los bienes inmuebles.  

El Registro de la Propiedad tiene como base la finca como unidad registral y está organizado 
en secciones. Cada sección estará a cargo de un Registrador de la Propiedad, y en ella se inmatricularán 
las fincas que radiquen en su demarcación territorial. El Artículo 279 de la Ley Núm. 210, supra, 
dispone que los Registradores serán nombrados por el Gobernador de Puerto Rico, con el consejo y 
consentimiento del Senado de Puerto Rico, por un término de dieciséis (16) años. 
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I. HISTORIAL DE LA NOMINADA 

La Lcda. Brenda A. García Ramos nació en el Municipio de Mayagüez. Actualmente reside 
en el Municipio de San Germán.  

La nominada, para el año 1995, obtuvo un Bachillerato en Administración de Empresas, con 
concentración en contabilidad, de la Universidad Interamericana de Puerto Rico, Recinto de San 
Germán. Luego, para el año 1998, alcanzó el grado de Juris Doctor de la Facultad de Derecho de la 
Pontificia Universidad Católica de Puerto Rico.  

Del historial profesional de la nominada se desprende que, desde junio del año 1999 y hasta 
diciembre del año 2004, fungió como Fiscal Especial del Departamento de Justicia. A partir de esta 
fecha se dedicó a la práctica privada de la profesión legal en su propia Oficina Legal. En diciembre 
del año 2020 fue designada y confirmada por el Senado de Puerto Rico como Procuradora de Asuntos 
de Familia del Departamento de Justicia, cargo que ocupa al presente, encontrándose actualmente 
destacada como Ayudante de la Secretaria del Departamento de Justicia, Hon. Lourdes Gómez Torres. 
 

II. INVESTIGACIÓN DE LA NOMINADA 
La Oficina de Evaluaciones Técnicas de Nombramientos del Senado de Puerto Rico realizó 

una investigación a la designada. Dicha evaluación estuvo concentrada en dos aspectos; a saber, 
análisis financiero e investigación de campo. 
 
(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Oficina de Evaluaciones Técnicas de 
Nombramientos del Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos 
por la Lcda. Brenda A. García Ramos. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida 
a la licenciada García Ramos ocupar el cargo de Registradora de la Propiedad. Además, la Oficina de 
Ética Gubernamental emitió la correspondiente certificación con relación a la no existencia de 
situación conflictiva en los recursos, inversiones o participaciones de la nominada. 
 
(b) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en torno a la nominación de la Lcda. Brenda A. García 
Ramos, cubrió diversas áreas, a saber: entrevista con la nominada, relaciones con la comunidad, 
ámbito profesional y experiencia laboral, referencias personales y familiares. También se revisaron 
sus antecedentes provistos por el Sistema de Información de Justicia Criminal Local y Federal. 

Como parte de la investigación de campo fueron entrevistados, entre otros, varios funcionarios 
y personas particulares, en torno a la nominación, a saber: 

• Lcdo. Juan Ramos García, Jefe de Fiscales del Departamento de Justicia 
• Lcda. Annette Esteves Serrano, Subsecretaria del Departamento de Justicia 
Cabe destacar que todos los entrevistados concurrieron en recomendar favorablemente el 

nombramiento de la Lcda. Brenda A. García Ramos como Registradora del Registro de la Propiedad 
del Departamento de Justicia, y la describieron como una excelente servidora pública, seria, 
conocedora del derecho, comprometida con la justicia, puntual, responsable e íntegra. 
 

III. VISTA PÚBLICA 
La Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos celebró vista pública el 15 de junio 

de 2026; a la cual fue citada y compareció la nominada a Registradora de la Propiedad del 
Departamento de Justicia, Lcda. Brenda A. García Ramos, siendo sometida por los miembros de la 
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Comisión a un interrogatorio sobre su capacidad, desempeñó y planes de trabajo sobre el Registro de 
la Propiedad. 

La licenciada García Ramos comenzó expresando en dicha vista pública que han sido múltiples 
y variadas las experiencias y oportunidades que se le han presentado en el campo legal, tanto a nivel 
público como privado, desde que comenzó a prepararse académicamente como una profesional del 
derecho.  

En torno a la nominación realizada para ocupar el cargo de Registradora de la Propiedad, la 
licenciada García Ramos lo considera un nuevo reto profesional con el que se siente sumamente 
motivada. También trajo ante nuestra atención que mientras tenía su propia oficina y ejercía la 
profesión de forma privada tuvo la oportunidad de ejercer la notaría. Ello por espacio de quince (15) 
años en los cuales formó quince (15) protocolos de Instrumentos Públicos y dos (2) tomos de 
testimonios, destacando así la designada, que dichos documentos fueron exitosos en el trámite de la 
inspección de estos, por parte de la Oficina del Director de Inspección de Notarias, previo a comenzar 
sus funciones en el Departamento de Justicia.  

La licenciada García Ramos resaltó que como parte de esta extensa práctica notarial tuvo 
diversas experiencias con los trámites relacionados al Registro de la Propiedad de Puerto Rico, en 
términos generales, y relacionados con el innovador Sistema KARIBE que, en su opinión, cada día ha 
ido optimizándose para ofrecer el mejor de los servicios al pueblo, así ayudando a mantener al día el 
proceso de inscripción de transacciones jurídicas.  

Finalizó indicando, la nominada, que, de recibir el aval del Senado de Puerto Rico a su 
nominación como Registradora de la Propiedad, tiene el firme propósito de aportar a los procesos que 
se le encomienden, en la Región a la que sea asignada, profesionalismo y humanidad; y también 
sentido de urgencia, apoyo a la ciudadanía, notarios y compañeros de trabajo para integrarse de forma 
cabal a las funciones que le corresponde descargar como Registradora del Registro de la Propiedad de 
Puerto Rico.  
 

IV. CONCLUSIÓN 
La trayectoria académica y profesional que evidencia el expediente de la nominada demuestra 

tener un total compromiso con la justicia, y la sociedad en general.   
El examen de sus calificaciones personales, académicas y profesionales refleja que la 

designada cumple con todos los requisitos académicos, morales y profesionales para ejercer el cargo 
al cual se le designa como Registradora de la Propiedad del Departamento de Justicia. 

La Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de Puerto Rico, luego de 
su estudio y consideración, tiene a bien someter a este Alto Cuerpo, su informe, recomendando la 
confirmación de la Lcda. Brenda A. García Ramos como Registradora de la Propiedad del 
Departamento de Justicia. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Thomas Rivera Schatz  
Presidente  
Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos” 
  

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, proponemos que el Senado de Puerto Rico 
otorgue su consentimiento al nombramiento de la licenciada Brenda A. García Ramos, como 
Registradora de la Propiedad del Departamento de Justicia. 
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SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento de la licenciada 
Brenda A. García Ramos, como Registradora de la Propiedad, los que estén a favor dirán que sí.  En 
contra dirán que no.  Confirmado el nombramiento de la licenciada Brenda A. García Ramos.  
Notifíquese a la Gobernadora. 

Próximo asunto. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Informe 
de la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos, en torno a la confirmación por el Senado 
de Puerto Rico de la licenciada Louanna Naomi Cruz Rivera, para el cargo de Fiscal Auxiliar I del 
Departamento de Justicia. 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del Senado 
Núm. 15, aprobada el 16 de enero de 2025, y en la Resolución Núm. 255, aprobada el 30 de junio de 
2025, vuestra Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos tiene el honor de someter a este 
Alto Cuerpo, su informe, sobre el nombramiento de la Lcda. Louanna Naomi Cruz Rivera 
recomendando su confirmación como Fiscal Auxiliar I del Departamento de Justicia.  

El pasado 29 de mayo de 2026, la Gobernadora de Puerto Rico, Hon. Jenniffer González 
Colón, sometió para el consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico la designación de la Lcda. 
Louanna N. Cruz Rivera como Fiscal Auxiliar I del Departamento de Justicia. 

La Ley Núm. 205-2004, según enmendada, conocida como “Ley Orgánica del Departamento 
de Justicia”, y el Plan de Reorganización Núm. 5 de 27 de diciembre de 2011 crea en el Departamento 
de Justicia los cargos de los Fiscales Auxiliares I, quienes serán nombrados por el Gobernador con el 
consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico. 

La persona nombrada para ocupar un cargo de Fiscal Auxiliar I debe ser un abogado o una 
abogada admitido(a) al ejercicio de la profesión por el Tribunal Supremo de Puerto Rico, que goce de 
buena reputación moral, intelectual y profesional, según lo determina la autoridad nominadora y, 
además, deberá tener por lo menos dos (2) años de experiencia profesional, como abogado(a).  

El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Orden Administrativa 2025-06 
de 27 de enero de 2025, delegó en la Oficina de Evaluaciones Técnicas de Nombramientos la 
investigación de la designada.  
 

I. HISTORIAL DE LA NOMINADA 
La Lcda. Louanna N. Cruz Rivera nació en el Municipio de Aibonito. Actualmente reside en 

el Municipio de Cayey. La licenciada Cruz Rivera, para el año 2013, obtuvo un Bachillerato en 
Administración de Empresas, con concentración en contabilidad, de la Universidad de Puerto Rico, 
Recinto de Cayey. Luego, para el año 2018, completó el grado de Juris Doctor de la Facultad de 
Derecho de la Universidad Interamericana de Puerto Rico.  

Del historial profesional de la nominada se desprende que, desde agosto del año 2018 y hasta 
octubre del 2021, se dedicó a la práctica privada de la profesión legal. Posteriormente, desde 
noviembre del año 2021 y hasta octubre del año 2025, fungió como Procuradora General Auxiliar en 
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la Oficina del Procurador General de Puerto Rico. A partir de esta fecha, y hasta el presente, se 
desempeña como Abogada, con designación de Fiscal Especial, destacada en la Fiscalía de Aibonito. 
 

II. INVESTIGACIÓN DE LA NOMINADA 
La Oficina de Evaluaciones Técnicas de Nombramientos del Senado de Puerto Rico realizó 

una investigación a la designada. Dicha evaluación estuvo concentrada en tres aspectos; a saber, 
análisis financiero, evaluación psicológica e investigación de campo. 
 
(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Oficina de Evaluaciones Técnicas de 
Nombramientos del Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos 
por la Lcda. Louanna N. Cruz Rivera. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida 
a la licenciada Cruz Rivera ocupar el cargo de Fiscal Auxiliar I. Además, la Oficina de Ética 
Gubernamental emitió la correspondiente certificación con relación a la no existencia de situación 
conflictiva en los recursos, inversiones o participaciones de la nominada. 
 
(b) Evaluación Psicológica: 

La Lcda. Louanna N. Cruz Rivera, fue objeto de una rigurosa evaluación psicológica por parte 
de la psiquiatra contratada por la Oficina de Evaluaciones Técnicas de Nombramientos del Senado de 
Puerto Rico. El resultado de dicha evaluación concluye que ésta posee la capacidad psicológica para 
ejercer el cargo al que ha sido nominada. 
 
(c) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en torno a la nominación de la Lcda. Louanna N. Cruz 
Rivera, cubrió diversas áreas, a saber: entrevista con la nominada, relaciones con la comunidad, 
ámbito profesional y experiencia laboral, referencias personales y familiares. También se revisaron 
sus antecedentes provistos por el Sistema de Información de Justicia Criminal Local y Federal. 

Como parte de la investigación de campo fueron entrevistados, entre otros, varios funcionarios 
y personas particulares, en torno a la nominación, a saber: 

• Lcdo. Ernesto Quesada Ojeda, Fiscal de Distrito, Región de Aibonito 
• Lcdo. Fernando Figueroa Santiago, Exprocurador General de Puerto Rico 
• Lcdo. Omar Andino Figueroa, Procurador General de Puerto Rico  
Cabe destacar que todos los entrevistados favorecieron la nominación de la Lcda. Louanna N. 

Cruz Rivera como Fiscal Auxiliar I, y la describieron como una excelente profesional, responsable, 
dedicada, diligente, estudiosa, respetuosa e íntegra. 
 

III. VISTA PÚBLICA 
La Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos celebró el 15 de junio de 2026, una 

vista pública, en la que participaron los miembros de la Comisión, quienes tuvieron la oportunidad de 
interrogar a la designada Fiscal Auxiliar I, Lcda. Louanna N. Cruz Rivera. 

La licenciada Cruz Rivera comenzó exponiendo en dicha vista pública que, comenzó su carrera 
profesional como abogada litigando por cuenta propia casos de derecho laboral, derecho penal, familia 
y órdenes de protección; teniendo posteriormente, la oportunidad de laborar para el Gobierno de 
Puerto Rico como Procuradora General Auxiliar en la Oficina del Procurador General de Puerto Rico. 
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La nominada señaló que, en la Oficina del Procurador General, tuvo la experiencia de 

comparecer ante el Tribunal de Apelaciones y el Tribunal Supremo de Puerto Rico, en representación 
del Pueblo de Puerto Rico en controversias de derecho penal, y en representación de múltiples agencias 
gubernamentales. 

En lo aquí pertinente, la designada indicó que actualmente funge como Fiscal Especial, 
desempeñando básicamente las funciones de un Fiscal Auxiliar, donde debido a su experiencia en 
investigación, análisis y redacción de controversias complejas adquirida en el Procurador General, 
sirve de apoyo a sus compañeros fiscales, en asuntos que requieren un análisis de controversias 
puntuales y expeditos. En opinión de la licenciada Cruz Rivera, la función de un fiscal comprende, en 
esencia, investigar y procesar la comisión de delitos, en representación de los intereses del Pueblo de 
Puerto Rico; razón por la cual entiende, que la labor de un fiscal requiere un alto grado de compromiso, 
responsabilidad y sentido de urgencia. 

La nominada finalizó resaltando que el cargo de fiscal  no solo requiere la capacidad para 
investigar y manejar un caso, sino la vocación y disponibilidad para servir al Pueblo de Puerto Rico, 
en cualquier momento que sea requerido; y que sería un honor para ella continuar aportando sus 
destrezas de investigación, análisis y redacción en la realización de investigaciones completas y 
efectivas, de manera que durante el procesamiento de los casos criminales aflore la verdad y se haga 
justicia a las víctimas de delito. 
 

IV. CONCLUSIÓN 
La trayectoria académica y profesional que evidencia el expediente de la Lcda. Louanna N. 

Cruz Rivera demuestra tener un total compromiso con la justicia, y la sociedad en general.  El examen 
de sus calificaciones personales, académicas y profesionales refleja que la nominada cumple con todos 
los requisitos académicos, morales y profesionales para ejercer el cargo al cual se le designa como 
Fiscal Auxiliar I del Departamento de Justicia. 

La Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de Puerto Rico, luego de 
su estudio y consideración, tiene a bien someter a este Alto Cuerpo, su informe, recomendando la 
confirmación de la Lcda. Louanna Naomi Cruz Rivera como Fiscal Auxiliar I del Departamento de 
Justicia.  
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Thomas Rivera Schatz  
Presidente  
Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, proponemos que el Senado de Puerto Rico 
otorgue su consentimiento al nombramiento de la licenciada Louanna Naomi Cruz Rivera, como 
Fiscal Auxiliar I del Departamento de Justicia. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento de la licenciada 
Louanna Naomi Cruz Rivera, como Fiscal Auxiliar I, los que estén a favor dirán que sí.  En contra 
dirán que no.  Confirmado el nombramiento de la licenciada Louanna Naomi Cruz Rivera, como Fiscal 
I.  Notifíquese a la Gobernadora. 

Próximo asunto. 
- - - - 
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Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Informe 

de la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos, en torno a la confirmación por el Senado 
de Puerto Rico de la licenciada Yoreilie Velázquez Ferrer, para el cargo de Fiscal Auxiliar I del 
Departamento de Justicia. 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del Senado 
Núm. 15, aprobada el 16 de enero de 2025, y en la Resolución Núm. 255, aprobada el 30 de junio de 
2025, vuestra Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos tiene el honor de someter a este 
Alto Cuerpo, su informe, sobre el nombramiento de la Lcda. Yoreilie Velázquez Ferrer recomendando 
su confirmación como Fiscal Auxiliar I del Departamento de Justicia.  

El pasado 29 de mayo de 2026, la Gobernadora de Puerto Rico, Hon. Jenniffer González 
Colón, sometió para el consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico la designación de la Lcda. 
Yoreilie Velázquez Ferrer como Fiscal Auxiliar I del Departamento de Justicia. 

La Ley Núm. 205-2004, según enmendada, conocida como “Ley Orgánica del Departamento 
de Justicia”, y el Plan de Reorganización Núm. 5 de 27 de diciembre de 2011 crea en el Departamento 
de Justicia los cargos de los Fiscales Auxiliares I, quienes serán nombrados por el Gobernador con el 
consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico. 

La persona nombrada para ocupar un cargo de Fiscal Auxiliar I debe ser un abogado o una 
abogada admitido(a) al ejercicio de la profesión por el Tribunal Supremo de Puerto Rico, que goce de 
buena reputación moral, intelectual y profesional, según lo determina la autoridad nominadora y, 
además, deberá tener por lo menos dos (2) años de experiencia profesional, como abogado(a).  

El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Orden Administrativa 2025-06 
de 27 de enero de 2025, delegó en la Oficina de Evaluaciones Técnicas de Nombramientos la 
investigación de la designada.  
 

I. HISTORIAL DE LA NOMINADA 
 La Lcda. Yoreilie Velázquez Ferrer nació en el Municipio de Ponce. Actualmente reside en el 

Municipio de San Juan.  
La licenciada Velázquez Ferrer, para el año 2013, obtuvo un Bachillerato en Justicia Criminal 

de la Universidad Interamericana de Puerto Rico, Recinto de Ponce. Luego, para el año 2021, 
completó el grado de Juris Doctor de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de 
Puerto Rico. Posteriormente, para el año 2025, alcanzó el Grado de Maestría, con una concentración 
en litigación y métodos alternos, de la Facultad de Derecho de la Universidad Interamericana de Puerto 
Rico. 

Del historial profesional de la nominada se desprende que, desde julio del año 2023 y hasta 
septiembre del 2024, fungió como Abogada en el Panel de Abogados Voluntarios. A su vez, desde 
septiembre del año 2023 y hasta septiembre del año 2024, laboró como Abogada en la Comisión 
Apelativa del Servicio Público. A partir de esta fecha y hasta el presente labora como Abogada en el 
Departamento de Educación de Puerto Rico.    
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II. INVESTIGACIÓN DE LA NOMINADA 

La Oficina de Evaluaciones Técnicas de Nombramientos del Senado de Puerto Rico realizó 
una investigación a la designada. Dicha evaluación estuvo concentrada en tres aspectos; a saber, 
análisis financiero, evaluación psicológica e investigación de campo. 
 
(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Oficina de Evaluaciones Técnicas de 
Nombramientos del Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos 
por la Lcda. Yoreilie Velázquez Ferrer. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que 
impida a la licenciada Cruz Rivera ocupar el cargo de Fiscal Auxiliar I. Además, la Oficina de Ética 
Gubernamental emitió la correspondiente certificación con relación a la no existencia de situación 
conflictiva en los recursos, inversiones o participaciones de la nominada. 
 
(b) Evaluación Psicológica: 

La Lcda. Yoreilie Velázquez Ferrer, fue objeto de una rigurosa evaluación psicológica por 
parte de la psiquiatra contratada por la Oficina de Evaluaciones Técnicas de Nombramientos del 
Senado de Puerto Rico. El resultado de dicha evaluación concluye que ésta posee la capacidad 
psicológica para ejercer el cargo al que ha sido nominada. 
 
(c) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en torno a la nominación de la Lcda. Yoreilie Velázquez 
Ferrer, cubrió diversas áreas, a saber: entrevista con la nominada, relaciones con la comunidad, ámbito 
profesional y experiencia laboral, referencias personales y familiares. También se revisaron sus 
antecedentes provistos por el Sistema de Información de Justicia Criminal Local y Federal. 

Como parte de la investigación de campo fueron entrevistados, entre otros, varios funcionarios 
y personas particulares, en torno a la nominación, a saber: 

o Lcdo. Kevin Cotto Cruz, Secretario Auxiliar de Asuntos Legales y Política Pública 
del Departamento de Educación 

o Lcdo. Gerardo Ortiz Febus, CPA y Abogado de la Práctica Privada 
o Lcdo. José Santana González, Fiscal Auxiliar II 
Cabe destacar que todos los entrevistados favorecieron la nominación de la Lcda. Yoreilie 

Velázquez Ferrer como Fiscal Auxiliar I, y la describieron como una excelente profesional, 
responsable, dedicada, diligente, estudiosa, respetuosa e íntegra. 
 

III. VISTA PÚBLICA 
La Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos celebró el 15 de junio de 2026, una 

vista pública, en la que participaron los miembros de la Comisión, quienes tuvieron la oportunidad de 
interrogar a la designada Fiscal Auxiliar I, Lcda. Yoreilie Velázquez Ferrer. 

La licenciada Velázquez Ferrer comenzó exponiendo en dicha vista pública que, ha tenido la 
oportunidad de trabajar en varios lugares, y le reconoce especial atención a dos experiencias laborales 
que que cambiaron su vida; refiriéndose al Panel de Abogados Voluntarios del Poder Judicial de 
Puerto Rico, mediante el cual se brinda servicio legal gratuito en casos criminales, a personas de 
escasos recursos económicos. Añadió que mientras sirvió a través de este panel, tuvo la oportunidad 
de educar, tratar a las personas con empatía, promover el debido proceso de ley y el acceso a la justicia. 
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En lo aquí pertinente, la designada señaló que, posteriormente, ingresó al Departamento de 
Educación de Puerto Rico como Abogada de la Oficina de Asuntos Legales, donde tuvo la oportunidad 
de trabajar cada caso con disciplina y diligencia. La licenciada Velázquez Ferrer concluyó destacando 
que a su entender, el trabajo que realiza el Ministerio Publico es fundamental para garantizar el orden 
y el debido proceso en todo momento; y que sus experiencias académicas, laborales y de vida, la 
trajeron ante la designación que hoy le ocupa como Fiscal Auxiliar I del Departamento de Justicia.  
 

IV. CONCLUSIÓN 
La trayectoria académica y profesional que evidencia el expediente de la Lcda. Yoreilie 

Velázquez Ferrer demuestra tener un total compromiso con la justicia, y la sociedad en general.  El 
examen de sus calificaciones personales, académicas y profesionales refleja que la nominada cumple 
con todos los requisitos académicos, morales y profesionales para ejercer el cargo al cual se le designa 
como Fiscal Auxiliar I del Departamento de Justicia. 

La Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de Puerto Rico, luego de 
su estudio y consideración, tiene a bien someter a este Alto Cuerpo, su informe, recomendando la 
confirmación de la Lcda. Yoreilie Velázquez Morales como Fiscal Auxiliar I del Departamento de 
Justicia.  
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Thomas Rivera Schatz  
Presidente  
Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, proponemos que el Senado de Puerto Rico 
otorgue su consentimiento al nombramiento de Yoreilie Velázquez Ferrer, como Fiscal Auxiliar I del 
Departamento de Justicia. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento de la licenciada 
Yoreilie Velázquez Ferrer, como Fiscal Auxiliar I, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán 
que no.  Confirmado el nombramiento de la licenciada Yoreilie Velázquez Ferrer, como Fiscal 
Auxiliar I.  Notifíquese a la Gobernadora. 

Próximo asunto. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Informe 
de la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos, en torno a la confirmación por el Senado 
de Puerto Rico del licenciado Michael Mir Martínez, para el cargo de Fiscal Auxiliar I del 
Departamento de Justicia. 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del Senado 
Núm. 15, aprobada el 16 de enero de 2025, y en la Resolución del Senado Núm. 255, aprobada el 30 
de junio de 2025, vuestra Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos tiene el honor de 



Lunes, 15 de junio de 2026  Núm. 43 
 
 

19142 

someter a este Alto Cuerpo, su informe, sobre el nombramiento del Lcdo. Michel Mir Martínez, 
recomendando su confirmación como Fiscal Auxiliar I del Departamento de Justicia.  

El pasado 29 de mayo de 2026, la Gobernadora de Puerto Rico, Hon. Jenniffer González 
Colón, sometió para el consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico la designación del Lcdo. 
Michel Mir Martínez como Fiscal Auxiliar I del Departamento de Justicia. 

La Ley Núm. 205-2004, según enmendada, conocida como “Ley Orgánica del Departamento 
de Justicia”, y el Plan de Reorganización Núm. 5 de 27 de diciembre de 2011 crea en el Departamento 
de Justicia los cargos de los Fiscales Auxiliares I, quienes serán nombrados por el Gobernador con el 
consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico. La persona nombrada para ocupar un cargo de 
Fiscal Auxiliar I debe ser un abogado o una abogada admitido(a) al ejercicio de la profesión por el 
Tribunal Supremo de Puerto Rico, que goce de buena reputación moral, intelectual y profesional, 
según lo determina la autoridad nominadora y, además, deberá tener por lo menos dos (2) años de 
experiencia profesional, como abogado(a).  

El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Orden Administrativa 2025-06 
de 27 de enero de 2025, delegó en la Oficina de Evaluaciones Técnicas de Nombramientos la 
investigación del designado.  
 

I. HISTORIAL DEL NOMINADO 
El Lcdo. Michel Mir Martínez nació en el Municipio de Guayama.  Actualmente reside en el 

Municipio de Salinas. 
El licenciado Mir Martínez, para el año 2010, obtuvo el grado de Bachillerato en Educación 

Musical Instrumental del Conservatorio de Música de Puerto Rico. Luego, para el año 2015, alcanzó 
el grado de Juris Doctor en la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Puerto 
Rico. Posteriormente, para el año 2021, completó el Grado de Maestría en Derecho de Salud en la 
Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Puerto Rico.   

Del historial profesional del nominado se desprende que, desde agosto del año 2018 y hasta 
marzo del año 2019, se dedicó a la práctica privada de la profesión legal. A partir de abril del año 2019 
y hasta el presente, labora en el Departamento de Justicia, donde ha ocupado diversas posiciones, a 
saber, Abogado de la Secretaría de lo Civil; Director de la Secretaría de lo Civil y Abogado del 
Departamento de Justicia, con designación de Fiscal Especial, cargo que ocupa al presente.  
 

II. INVESTIGACIÓN DEL NOMINADO 
La Oficina de Evaluaciones Técnicas de Nombramientos del Senado de Puerto Rico realizó 

una investigación al designado. Dicha evaluación estuvo concentrada en tres aspectos; a saber, análisis 
financiero, evaluación psicológica e investigación de campo. 
 
(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Oficina de Evaluaciones Técnicas de 
Nombramientos del Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos 
por el Lcdo. Michel Mir Martínez, quien cumplió con entregar todos los documentos requeridos. 
Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida al licenciado Mir Martínez ocupar el 
cargo de Fiscal Auxiliar I. Además, la Oficina de Ética Gubernamental emitió la correspondiente 
certificación con relación a la no existencia de situación conflictiva en los recursos, inversiones o 
participaciones del nominado. 
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(b) Evaluación Psicológica: 

El Lcdo. Michel Mir Martínez, fue objeto de una rigurosa evaluación psicológica por parte de 
la psiquiatra contratada por la Oficina de Evaluaciones Técnicas de Nombramientos del Senado de 
Puerto Rico. El resultado de dicha evaluación concluye que éste posee la capacidad psicológica para 
ejercer el cargo al que ha sido nominado. 
 
(c) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en torno a la nominación del Lcdo. Michel Mir Martínez, 
cubrió diversas áreas, a saber: entrevista con el nominado, relaciones con la comunidad, ámbito 
profesional y experiencia laboral, referencias personales y familiares. También se revisaron sus 
antecedentes provistos por el Sistema de Información de Justicia Criminal Local y Federal. 

Como parte de la investigación de campo fueron entrevistados, varios funcionarios y personas 
particulares, en torno a la nominación, a saber: 

• Lcda. Lynnette Velázquez Grau, Fiscal de Distrito, Región de Guayama 
• Hon. Vanessa Méndez Torres, Juez Superior 
• Hon. Héctor A. Castro Cintrón, Juez Superior 
• Hon. Paloma I. Rubí Crespo, Fiscal Auxiliar I   
Cabe destacar que todos los entrevistados concurrieron en recomendar favorablemente el 

nombramiento del Lcdo. Michel Mir Martínez como Fiscal Auxiliar I del Departamento de Justicia, y 
lo describieron como un excelente profesional, conocedor del derecho, responsable, serio, diligente, 
íntegro, capacitado, comprometido y disciplinado. 
 

III. VISTA ÚBLICA 
La Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos celebró el 15 de junio de 2026 una 

vista pública, en la que participaron los miembros de la Comisión, quienes tuvieron la oportunidad de 
interrogar al designado Fiscal Auxiliar I, Michel Mir Martínez.  

El licenciado Mir Martínez comenzó exponiendo en dicha vista pública que, desde muy joven, 
su vida estuvo guiada por dos pasiones que, aunque parezcan distintas, comparten la misma esencia: 
la música y el derecho. A su vez trajo ante la atención de los miembros de la Comisión que desde los 
diez años aprendió que formar parte de la Banda Municipal de Salinas y de la Banda Estatal Juvenil 
de Puerto Rico requería algo más que talento; exigía disciplina rigorosa, una escucha profunda y la 
capacidad de armonizar esfuerzos para un bien común; lecciones que  le acompañaron al graduarse 
con Alto Honor de la Escuela Superior Stella Márquez,  y al obtener su bachillerato en educación 
musical instrumental en el Conservatorio de Música de Puerto Rico. 

Por otra parte, señaló que la vida le llamaba a aplicar esa misma disciplina en otro escenario: 
la defensa de la justicia, razón por la cual ingresó a la Escuela de Derecho de la Pontificia Universidad 
Católica de Puerto Rico, donde tuvo una revelación clara, a saber; el derecho penal no es solo un 
conjunto de reglas, es el escudo de una sociedad; y desde su juramento asumió el compromiso de 
ejercer la profesión legal con una ética inquebrantable. Puntualizó que su escuela grande ha sido el 
propio Departamento de Justicia de Puerto Rico, donde desde el año 2019, he caminado los pasillos 
del sistema judicial desde diversas trincheras: defendiendo al Estado en la División de Recursos 
Extraordinarios y en Litigios Federales, velando por el derecho del pueblo como oficial de 
transparencia, y asumiendo la dirección de la División de Recursos Externos. 
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Destacó el licenciado Mir Martínez, que en marzo del año 2022 su vocación se transformó en 

un deber de primera línea, al ser designado como Fiscal Especial, adscrito a la Fiscalía de Guayama, 
donde en estos últimos cuatro años, el Ministerio Público ha dejado de ser un concepto legal, un simple 
sueño, para convertirse en su vida misma. Resaltó el designado que para él, pertenecer al Ministerio 
Público representa un compromiso sagrado, ya que en su opinión,  un fiscal no es un mero técnico que 
aplica leyes de forma automática para encausar temerariamente a personas; es la voz de las víctimas 
que han sido silenciadas, el rostro del Estado que busca la verdad sin pasiones y el pilar fundamental 
sobre el cual se sostiene la paz social de nuestra isla; y que ejercer esta función exige la firmeza 
necesaria para combatir la criminalidad, pero también el rigor y la sensibilidad para proteger los 
derechos constitucionales de cada ciudadano, buscando así finalmente la justicia en su estado más 
puro, desprovista de prejuicios y guiada por los más altos estándares de decoro. 
 

IV. CONCLUSIÓN 
La trayectoria académica y profesional que evidencia el expediente del Lcdo. Michel Mir 

Martínez demuestra tener un total compromiso con la justicia, y la sociedad en general. 
El examen de sus calificaciones personales, académicas y profesionales refleja que el 

nominado cumple con todos los requisitos para ejercer el cargo al cual se le designa como Fiscal 
Auxiliar I del Departamento de Justicia. 

La Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de Puerto Rico, luego de 
su estudio y consideración, tiene a bien someter a este Alto Cuerpo su informe recomendando la 
confirmación del Lcdo. Michel Mir Martínez como Fiscal Auxiliar I del Departamento de Justicia.  
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Thomas Rivera Schatz  
Presidente  
Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, proponemos que el Senado de Puerto Rico 
otorgue su consentimiento al licenciado Michael Mir Martínez, como Fiscal Auxiliar I del 
Departamento de Justicia. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento del licenciado Michael 
Mir Martínez, como Fiscal Auxiliar I, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  
Confirmado el nombramiento del licenciado Michael Mir Martínez, como Fiscal Auxiliar I.  
Notifíquese a la Gobernadora. 

Próximo asunto. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Informe 
de la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos, en torno a la confirmación por el Senado 
de Puerto Rico de la doctora Francisca Montalvo Rosado, como Miembro de la Junta de Instituciones 
Postsecundarias, para un nuevo término. 
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“INFORME 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del Senado 
Núm. 15 aprobada el 16 de enero de 2025, y en la Resolución Núm. 255, aprobada el 30 de junio de 
2025, vuestra Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos, tiene el honor de someter a este 
Alto Cuerpo su informe sobre el nombramiento de la Dra. Francisca Montalvo Rosado, recomendando 
su confirmación, para un nuevo término, como Miembro de la Junta de Instituciones Postsecundarias. 

El pasado 29 de mayo de 2026, la Gobernadora de Puerto Rico, Hon. Jenniffer González 
Colón, sometió para el consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación de la Dra. 
Francisca Montalvo Rosado, para un nuevo término, como Miembro de la Junta de Instituciones 
Postsecundarias.  

La Ley Núm. 212-2018, según enmendada, conocida como “Ley del Registro y 
Licenciamiento de Instituciones de Educación”, dispone entre otras cosas, lo siguiente: La Junta de 
Instituciones Postsecundarias creada al amparo del Plan de Reorganización del Consejo de Educación 
de 2018, estará compuesta por cinco (5) miembros conocedores de la Educación en Puerto Rico, uno 
(1) de los cuales será su Presidente, quienes serán nombrados por el Gobernador, con el consejo y 
consentimiento del Senado, para representar el interés público. Los miembros de la Junta deberán ser 
mayores de edad, ciudadanos americanos, y tener reconocida capacidad profesional, conocimientos 
en el área de educación y representar al interés público.  

El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Orden Administrativa 2025-06, 
delegó a la Oficina de Evaluaciones Técnicas de Nombramientos del Senado la investigación de la 
designada. 
 

I. HISTORIAL DE LA NOMINADA 
La Dra. Francisca Montalvo Rosado nació en el Municipio de Guaynabo. Actualmente reside 

en el Municipio de Dorado. 
Del historial académico de la nominada se desprende que, para el año 1975 obtuvo un 

Bachillerato en Ciencias de la Nutrición y Dietética de la Universidad de Puerto Rico, Recinto de Río 
Piedras. Luego, para el año 1994, completó el Grado de Maestría en Salud en el Recinto de Ciencias 
Médicas de la Universidad de Puerto Rico. Posteriormente, para el año 2004, completó sus estudios 
obteniendo un Grado Doctoral en Administración de la Educación y Liderazgo en Dowling College 
de Nueva York; y en el año 2025 culminó un Grado de Maestría en Educación, con especialidad en 
autismo, de Cambridge College.  

El historial profesional de la doctora Montalvo Rosado evidencia que, desde el año 1979 y 
hasta el año 2008 laboró en el Departamento de Educación donde ocupó diversas posiciones, a saber, 
Coordinadora de Nutrición; Directora del Programa de Nutrición y Directora Ejecutiva II del 
Programa de Alimentación y Nutrición. Posteriormente, para los años 2008 al 2015 fungió como 
Presidenta del Programa Doctoral de Educación en la Universidad Interamericana de Puerto Rico; y 
desde el año 2005 y hasta el presente, como Miembro del Consejo Escolar del Programa de Educación 
Especial y Profesora en Cambridge College.  

De otra parte, la Dra. Francisca Montalvo Rosado, desde mayo del año 2012 y hasta el presente 
se desempeña como Miembro de la Junta de Instituciones Postsecundarias, posición a la cual fue 
renominada en octubre del año 2020, y cuyo cargo ostenta al presente. 
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II. INVESTIGACIÓN DE LA NOMINADA 

La Oficina de Evaluaciones Técnicas de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó 
una investigación a la nominada.  Dicha evaluación estuvo concentrada en dos aspectos; a saber, 
análisis financiero e investigación de campo. 
 
(a) Análisis Financiero: 

Como parte de la evaluación de la nominada al cargo de Miembro de la Junta de Instituciones 
Postsecundarias, para un nuevo término, la Oficina de Evaluaciones Técnicas de Nombramientos del 
Senado realizó un análisis financiero a través de un Contador Público Autorizado contratado por el 
Senado de Puerto Rico, así como del personal de la oficina asignado a estas labores. Dicho análisis 
financiero fue basado en la documentación sometida por la Dra. Francisca Montalvo Rosado, quien 
cumplió con todos los documentos financieros requeridos. Del resultado de dicha investigación se 
desprende que la nominada cumple de forma satisfactoria con sus obligaciones contributivas y 
financieras. Además, se desprende que no existe situación conflictiva de sus recursos, inversiones o 
participaciones con las funciones que la nominada va a ejercer. 
 
(b) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en torno a la nominación de la Dra. Francisca Montalvo 
Rosado cubrió diversas áreas, a saber: entrevista con la nominada, ámbito profesional y experiencia 
laboral, referencias personales y familiares. También se revisaron sus antecedentes provistos por el 
Sistema de Información de Justicia Criminal Local y Federal. 
 

III. CONCLUSIÓN 
Luego de realizar una exhaustiva evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el examen 

de las calificaciones personales, académicas, y profesionales refleja que la nominada cumple con todos 
los requisitos para ejercer el cargo al que se le designa, y tiene total compromiso y responsabilidad 
con todo lo relacionado a la educación en Puerto Rico. 

La Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos, luego de su estudio y consideración, 
tiene a bien someter a este Alto Cuerpo, su informe, recomendando la confirmación del nombramiento 
de la Dra. Francisca Montalvo Rosado, para un nuevo término, como Miembro de la Junta de 
Instituciones Postsecundarias.  
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Thomas Rivera Schatz 
Presidente  
Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, proponemos que el Senado de Puerto Rico 
otorgue su consentimiento al nombramiento de la doctora Francisca Montalvo Rosado, con un nuevo 
término como Miembro de la Junta de Instituciones Postsecundarias. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento de la doctora Francisca 
Montalvo Rosado, como Miembro de la Junta de Instituciones Postsecundarias, los que estén a favor 
dirán que sí.  En contra dirán que no.  Confirmado el nombramiento de la doctora Francisca Montalvo 
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Rosado, como Miembro de la Junta de Instituciones Postsecundarias.  Notifíquese a la señora 
Gobernadora. 

- - - - 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Vicepresidente. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Solicitamos levantar la Regla 47.8 del Reglamento del Senado de 

Puerto Rico y se le notifique a la señora Gobernadora de los nombramientos aprobados. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, un breve receso. 
SR. PRESIDENTE: Breve receso. 

 
RECESO 

 
- - - - 

Transcurrido el receso, el Senado de Puerto Rico reanuda sus trabajos bajo la Presidencia del 
señor Carmelo J. Ríos Santiago, Primer Vicepresidente. 

- - - - 
 

PRIMER VICEPRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico. 
Señor Portavoz. 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para regresar al turno de Mociones. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Si no hay objeción, adelante. 

 
MOCIONES 

 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para unir a la senadora Jiménez Santoni a las 

Mociones 2026-1731, 1739 y 1741. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: No hay objeción, se une a la compañera Santoni. 
SR. REYES BERRÍOS: Vamos a la discusión del Calendario, señor Presidente. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Adelante con la discusión del Calendario. 

 
CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

 
Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 

del Senado 889, titulado: 
 

“Para enmendar la Ley Núm. 57 de 19 de junio de 1958, según enmendada, conocida como 
“Ley de Donaciones del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, a los fines de añadir 
un nuevo Artículo 5-A que faculte expresamente a las agencias gubernamentales, instrumentalidades, 
corporaciones públicas y municipios a celebrar acuerdos de entendimiento para donar en especie 
materiales excedentes o disponibles de reparación y mantenimiento de infraestructura —tales como 
selladores de techo, materiales de pared y otros similares— bienes muebles a otras agencias del 
Gobierno para mejorar la planta física dedicada al servicio público y promover el uso eficiente de 
bienes públicos disponibles; establecer procedimientos simplificados, requisitos de transparencia, 
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justificación de excedencia documentada, cumplimiento con normas federales cuando aplique, 
registro ante la Oficina de la Contralora de Puerto Rico y auditoría; y para otros fines relacionados.” 
 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 
informe, proponemos que se aprueben. 

PRIMER VICEPRESIDENTE: ¿Hay objeción?  Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Ante la consideración del Senado de Puerto Rico el Proyecto 

del Senado 889, según ha sido enmendado, aquellos que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán 
que no.  Aprobado. 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, proponemos 
que se aprueben. 

PRIMER VICEPRESIDENTE: ¿Hay objeción?  Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. REYES BERRÍOS: Próximo asunto. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 
del Senado 989, titulado: 
 

“Para añadir un nuevo inciso (I) a la Sección 2 de la Ley 221-1948, según enmendada, conocida 
como “Ley de Juegos de Azar y Autorización de Máquinas Tragamonedas en los Casinos”, con el fin 
de autorizar el juego de bingo en los paradores.” 
 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, proponemos que se lean. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Adelante con la lectura de enmiendas en Sala. 

 
ENMIENDAS EN SALA 
En la Exposición de Motivos: 
Página 1, párrafo 1, línea 4, antes de “busca” eliminar “La presente medida” 

y sustituir por “Esta Ley” 
Página 2, párrafo 1, línea 1, antes de “no” eliminar todo su contenido y 

sustituir por “Esta legislación” 
Página 2, párrafo 2, línea 1, después de “Finalmente,” eliminar todo su 

contenido 
Página 2, párrafo 2, líneas 2 y 3, eliminar todo su contenido 
Página 2, párrafo 2, línea 4, antes de “bajo” eliminar todo su contenido 
 
En el Decrétase: 
Página 2, línea 1, después de “Ley” eliminar “221-” y sustituir por 

“Núm. 221 del 15 de mayo de” 
Página 2, entre las líneas 3 y 4, añadir “(A) …” 
Página 2, líneas 4 y 5, eliminar todo su contenido y sustituir por “…” 
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SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: ¿Hay objeción?  No habiendo objeción, se aprueban las 

enmiendas en Sala. 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Ante la consideración del Senado de Puerto Rico el Proyecto 

del Senado 989, según ha sido enmendado, aquellos que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán 
que no.  Aprobado. 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala al título, proponemos que 
se lean. 

PRIMER VICEPRESIDENTE: Adelante con la lectura de las enmiendas en Sala al título. 
 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Título: 
Línea 1, después de “Ley” eliminar “221-” y sustituir por 

“Núm. 221 del 15 de mayo de” 
 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: ¿Hay objeción?  Si no hay objeción, se aprueban las enmiendas 

en Sala al título. 
SR. REYES BERRÍOS: Próximo asunto. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Adelante. 
Déjeme pedirle a la compañera Vicepresidenta que me sustituya, porque del tercer proyecto 

voy a tomar un turno sobre la medida. 
Compañera Marissa Jiménez. 

 
- - - - 

Es llamada a presidir y ocupa la Presidencia la señora Marissa Jiménez Santoni, Segunda 
Vicepresidenta. 

- - - - 
 
 

SR. REYES BERRÍOS: Señora Presidenta, próximo asunto. 
SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 
del Senado 1119, titulado: 
 

“Para crear la “Ley de Transparencia de Precios de Servicios Hospitalarios de Puerto Rico”; 
establecer como política pública la divulgación obligatoria, accesible y estandarizada de los precios 
de servicios hospitalarios; otorgar autoridad al Departamento de Salud de Puerto Rico para adoptar 
reglamentos e imponer sanciones administrativas a los hospitales que incumplan; reconocer el derecho 
de acción privada a los pacientes afectados; y para otros fines relacionados.” 
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SR. REYES BERRÍOS: Señora Presidenta, la medida viene acompañada con enmiendas del 

informe, proponemos que se aprueben. 
SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Si no hay objeción, se aprueban. 
Adelante, señor Vicepresidente. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Muchas gracias, señora Presidenta. 
El Proyecto del Senado 1119, es uno de estos proyectos que surge de una idea del National 

Hispanic Caucus of State Legislator, que es la entidad que nosotros pertenecemos del Caucus Hispano 
de Estados Unidos, donde se conglomeran republicanos y demócratas para mirar las mejores prácticas. 

La Ley de Transparencia de Precios de Servicios Hospitalarios de Puerto Rico, que es una 
política pública que queremos establecer con esta medida es algo que parecería lógico durante todo el 
proceso del costo de lo que es la reforma, el costo de lo que son los hospitales, medicamentos y el 
costo de algo tan sencillo como una hospitalización y la facturación del mismo. 

En el 2025 el National Hispanic Caucus of State Legislators en la Resolución 11 estableció 
como resultados a nuestras visitas a Washington la iniciativa de radicar esta medida no tan solamente 
en Puerto Rico, sino en todos los Estados de la Nación y nosotros como territorio, obviamente. 

Esto es una guía que le ratificamos como Cuerpo el 22 de noviembre del 2025.  Y esto lo que 
hace es -para que estemos claros- exhorta a los Estados a codificar en su legislación las normas 
federales de transparencia de precios hospitalarios, conferir autoridad a los reguladores estatales para 
hacer cumplir, proveer sanciones efectivas, incluir la prohibición de cobro de deudas a pacientes 
mientras el hospital incumpla y reconocer expresamente una causa de acción privada a favor de los 
pacientes sobrecargados, sobre lo que son las facturaciones excesivas. 

La Sección 2 establece el derecho de todo paciente a conocer con autoridad a la prestación del 
servicio -escuchen bien- el precio real.  Sí.  Cuántos de ustedes han tenido una hospitalización le han 
dicho este va a ser el precio real de lo que va a conllevar esa hospitalización. 

Y establece también que ese precio real tiene que ser completo y vinculante.  Declara la 
publicación de estimaciones y promedios -estoy leyendo directo de lo que es la Resolución- 
porcentajes, algoritmos o fórmulas que no satisface la obligación de transparencia por no constituir 
precios reales ni exigibles. 

Obliga en la Sección 3 a que todo hospital a publicar en línea sus cargos estándar para los 
pagadores y planes en las tarifas negociadas mínimas y máximas, anónimas y los precios de efectivo 
de descuento por un archivo elegible por máquina, así como los precios de los trescientos (300) 
servicios de mayor frecuencia de compra mediante una plantilla única, uniforme y estandarizada con 
cifras exactas en dólares y centavos. 

La plataforma centralizada y desglose de los costos -que es la Sección 3- ordena al 
Departamento de Salud crear y administrar una plataforma electrónica centralizada y portal público 
donde los hospitales publicarán la información de manera uniforme e incorpora la obligación de 
desglosar los costos adicionales que genere reclamaciones frecuentes como honorarios profesionales, 
cargo por uso de facilidades, materiales médicos y dispositivos especializados. 

Define, obviamente lo que es hospital, conforme a la Ley 101 del 26 de junio de 1965 y 
establece sanciones a aquellos hospitales administradas por el Departamento de Salud y bajo la 
supervisión del Departamento de Salud que incumplan, así como el cobro de deudas. 

Algunos de ustedes se plantearán que esto va en contra de los hospitales.  Falso.  Esto va a 
favor del paciente.  Esto va a favor de que un hospital que ya de por sí tiene un menú de cuánto más 
o menos es el costo pueda plantearle a equis o ye ciudadano que va a ir. 
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No estoy hablando de los asuntos de emergencia.  Si es obviamente un asunto de emergencia, 
pues hay un sinnúmero de circunstancias que no son controlables y que usted puede decir.  Bueno, 
pues esa emergencia entró por una gastritis, pero nos dimos cuenta que tenía otra cosa.  Eso no es este 
Proyecto. 

Este Proyecto es para las voluntarias que uno dice bueno, voy a una hospitalización, dime 
cuánto me va a costar.  Y cuando usted llega allí de momento viene y se abre la ristra de facturación 
donde se cobra por medicamentos que usted no sabe qué cantidad, cuánto costó y le dan un estimado, 
un algoritmo donde sabemos ya las historias de miles y miles de dólares en facturación. 

Esta medida va a favor de la eficiencia.  Esta medida va a favor de lo que está haciendo la 
medicina moderna que puede ya mirar y tener un aproximado y le da al paciente el poder decisional. 

¿Cuántos de ustedes no conocen gente aquí que van a hacerse una bariátrica?  Muchos.  Y 
pues, ustedes saben que hay dos o tres médicos en Puerto Rico que le va muy bien, unos en Menonita, 
una en Menonita que usted va allí y le dice cuánto le va a costar, pero hay otros que no. 

Y hay gente que va por un servicio y pagan porque no entienden la factura o no tienen una 
decisión informada.  Cuántos de ustedes no saben -o saben- de pacientes que les cobran por la 
administración de un medicamento que quizás lo compraron a cinco (5) dólares, ocho (8) dólares, pero 
en la factura aparecen ciento y pico de dólares, como si hubiese comprado el medicamento completo. 

Así que es una medida de vanguardia, algunos compañeros o compañeras tendrán la 
preocupación si esto va en contra de los mal ya estables económicamente hospitales.  La verdad es 
que no afecta ningún hospital que siga la ley.  La verdad es que esto lo que evita es la sobrefacturación. 

La verdad es que si usted tiene preocupación por el hospital, preocúpese también por los 
pacientes.  Nuestros médicos están ahí.  Nuestros médicos no son los que sobrefacturan.  Los planes 
médicos algunos gritarán y dirán foul play, porque dentro de esa fórmula mágica, se parece a la del 
ajuste por combustible, que nadie lo entiende, pero está ahí. 

Hay unos gastos incidentales que nadie sabe lo que es y lo que dice esta Ley es factura lo que 
tenga que facturar, pero dime en qué renglón y desglosa por renglón cuánto costó esa facturación. 

Así que en nada puede afectar a los hospitales que siguen la ley, porque lo que estamos 
haciendo es transparencia.  La transparencia no puede ser única y exclusivamente del Gobierno, tiene 
que ser de todos los servicios.  La transparencia no puede ser una cosa que se le exija solamente a la 
Legislatura o que la prensa exija, tiene que ser también para algo tan íntimo, para algo tan importante 
como la vida. 

Repito.  Porque yo escucho y puedo prever cuál será el ataque.  Que esto sería un impuesto 
adicional de costos a los hospitales.  Falso.  Porque ya ellos hacen ese cálculo.  Ese cálculo ya los 
hospitales lo hacen. 

Lo que le estamos pidiendo es que ahora el paciente tenga conocimiento y que el paciente lo 
pueda ver previo a lo que sea su ingreso, cosa que ese paciente pueda hacer los ajustes y no vaya ahí 
a ver qué es lo que pasa y cuánto llega el bill en una Sala de Emergencia después de haberle dado 
tratamiento y le sigan trayendo estos cargos que después no sabemos lo que son. 

Seríamos de las primeras jurisdicciones en los Estados Unidos -pero no somos los primeros- 
que estarían estableciendo esto a nivel Estatal.  Ahí hay counties que ya lo están haciendo o regiones 
en todos los Estados Unidos y ninguno de los hospitales se ha ido a quiebra, ninguno.  Al contrario, 
han sido más eficientes. 

Al contrario, la competencia entonces se establece que los pacientes pueden discriminar a su 
favor de lo que deberían de ir a un hospital donde el costo beneficio es mejor que aquel otro que es 
una caja de sorpresas, que usted llegue y cuando sale le llega la factura. 
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¿Cuántos de ustedes se acuerdan la última vez que cuando fueron a un doctor sabía cuánto iba 

a cobrar?  Yo les digo.  Cuando íbamos a los doctores de cabeza de familia y por la visita del médico 
sabíamos cuánto nos iba a cobrar.  Esa es la verdad.  ¿Se acuerdan de ese modelo?  Ese modelo está 
ahí. 

Ah, y by the way, para aquellos que es previsible el ataque, esto no es medicina socialista, 
entérense, ya tenemos medicina social aquí, se llama Reforma de Salud. Esto también va a favor, a 
favor de la Reforma, porque no le aplica al paciente na’ ma, es que la transparencia va también para 
que cuando el Estado pague, tenga la capacidad de pedir en cuanto va el desglose y quien está cobrando 
qué.  

Yo les garantizo, como ha pasado en otras jurisdicciones, que sí esta medida se aprueba y la 
convertimos en Ley, los precios de los medicamentos, no es que van a bajar, es que la competencia 
los va a obligar a bajar. Y vamos a tener hospitales competitivos, vamos a tener pacientes informados 
y vamos a tener una real Reforma de Salud a favor del paciente. Y no a la inversa, donde las 
aseguradoras cobran más que los médicos, que tenemos las enfermeras mal paga, y entonces ¿dónde 
está el dinero? ¿dónde está? 

La última vez que verifique vi una lancha de setenta y ocho mil (78,000) pies, vale tres (3) 
millones de peso, y era del dueño de un plan y de aseguradora médica, y están en Puerto Rico. 

Muchas gracias. 
SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Senador Dalmau. 
SR. DALMAU SANTIAGO: Ahora sí. 
Señora Presidenta, ¿si el autor de la medida está disponible para contestar preguntas? 
SR. RÍOS SANTIAGO: Claro que sí. 
SR. DALMAU SANTIAGO: Compañero senador, tengo una pregunta. 
Quiero aclarar que estoy a favor de la medida, pero ¿esta medida obliga a los hospitales a 

igualar el precio de un procedimiento que ofrezca otro hospital? 
SR. RÍOS SANTIAGO: No. En lo más mínimo.  
La libre competencia está ahí, compañero. 
Obviamente, lo que sí lo obliga la transparencia del costo. La teoría, por si le puedo abundar, 

yo sé que la pregunta va en ese término, es si esto haría una competencia entre hospitales para 
obviamente tener mayor flujo de pacientes basado en experiencia, costo, análisis. La contestación es 
que sí. Pero, en lo más mínimo afecta el pricing de lo que quiere cualquier hospital cargar al paciente. 

SR. DALMAU SANTIAGO: Una segunda pregunta. Si como dice que esto es para igualar la 
reglamentación federal, ¿si tendrían que los hospitales de aquí pagar las tarifas que pagan los 
hospitales con la tarifa federal? 

SR. RÍOS SANTIAGO: Ojalá.  
Pero como usted sabe, y yo estaría de acuerdo si se plantea eso, ya que no es un secreto que 

los hospitales de aquí cobran menos que hospitales fuera de esta jurisdicción. 
Me encantaría decirle que sí. La contestación es que eso está un poquito about the pay break 

que nosotros establecemos. 
Pero, sí le advierto que me ha dado una idea de que juntos como Cuerpo podemos ir al 

Congreso para asegurarnos que les paguen a nuestros hospitales lo mismo que les pagan a otras 
jurisdicciones fuera de Puerto Rico. 

SR. DALMAU SANTIAGO: Y la tercera y última pregunta, ¿esto será reglamentado por el 
Departamento de Salud? 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Es correcto. Y la razón es porque el Departamento pues, hace 
licenciamiento junto con otras entidades. 

Pero, estoy abierto a que podamos atender los… 
SR. DALMAU SANTIAGO: Estoy de acuerdo con que sea el Departamento de Salud.  
Lo que pasa es que de la misma medida se desprende que la reglamentación federal a estos 

fines, pues, han tenido sus contratiempos allá, y quisiera que tengamos en el Departamento de Salud 
todas las herramientas para que sea eficiente aquí. 

Para el 2023, solamente una tercera parte de los hospitales en los Estados Unidos cumplían 
con la norma federal. Para el 2025, solamente un dieciséis por ciento (16%) cumple con la norma 
federal. Y si vamos a legislar un Proyecto para que se asimile a la norma federal, y hemos visto que 
allá no ha cumplido, pues tenemos que hacer aquí que el Departamento de Salud tenga las herramientas 
para hacerlo cumplir. 

Son mis expresiones, señora Presidenta. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Muy bien, muy bien. 
La contestación que yo sé que es un comentario de closing, es que aspiramos a que sí, pero 

como el compañero es experto en salud también, presidió la Comisión de Salud y ha estado ligado a 
la industria de salud desde que yo lo conozco, la verdad del asunto es que Puerto Rico con todas 
nuestras dificultades, en cuestión de medicina social, estamos por encima de cualquier otra 
jurisdicción. 

El primer Proyecto de medicina social que se dio en los Estados Unidos, ya sea por el 
experimento o lo que sea, fue la Reforma de Salud de salud y acceso para todos. Que tuvo otras cosas 
y costos, sí. Pero hoy más de un millón de personas tienen acceso a la salud libre de costo, gracias a 
ese esfuerzo que surgió de esta Legislatura y en aquel momento don Pedro Roselló, quien fue que 
primero divisó esto como derecho a la salud para la gente.  

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Gracias, señor Vicepresidente. 
SR. REYES BERRÍOS: Señora Presidenta, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 

1119, aquellos que estén a favor dirán que sí. En contra, no. Aprobado. 
SR. REYES BERRÍOS: Próximo asunto. 
SEGUNDA VICEPRESIDENTA: 119. 1119, perdone. 
SR. REYES BERRÍOS: Próximo asunto. 
SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 
del Senado 1140, titulado: 
 

“Para añadir un nuevo Artículo 73-A en la Ley Núm. 109 de 28 de junio de 1962, según 
enmendada, conocida como “Ley de Servicio Público de Puerto Rico”, con el propósito de integrar en 
esta, las disposiciones contenidas en la Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 1972, según enmendada, 
mediante la cual se declara, en su totalidad, la actividad de transporte o carga de agregados por vías 
públicas para fines comerciales e industriales en Puerto Rico, como una actividad de interés público, 
a los fines de lograr y preservar el equilibrio deseable que debe existir entre la fuerza humana dedicada 
a tal actividad y la demanda o necesidad de los agregados para fines comerciales e industriales en 
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Puerto Rico; derogar la Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 1972, según enmendada; y para otros fines 
relacionados.” 
 

SR. REYES BERRÍOS: Señora Presidenta, hay enmiendas en Sala, proponemos que se lean. 
SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 

 
ENMIENDAS EN SALA 
En la Exposición de Motivos: 
Página 2, párrafo 4, línea 5, después de “Ley” eliminar “109 ya” y sustituir 

por “Núm. 109, antes citada,” 
Página 3, párrafo 2, líneas l a la 3, eliminar todo su contenido 
Página 3, párrafo 2, línea 4, antes de “Con esta” eliminar todo su contenido 
 
En el Decrétase: 
Página 3, línea 1, después de “73-A” eliminar “dentro del” y 

sustituir por “al” 
 

SR. REYES BERRÍOS: Señora Presidenta, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. REYES BERRÍOS: Señora Presidenta, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SRA. SANTIAGO NEGRÓN: Señora Presidenta. 
SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante, senadora Santiago. 
SRA. SANTIAGO NEGRÓN: El Proyecto del Senado 1140, que tenemos ante nuestra 

consideración, propone que se trasladen a la “Ley de Servicio Público” las disposiciones sobre el 
transporte de agregada. Hoy se encuentran en solitario en otra disposición estatutaria. 

La Delegación del Partido Independista no tiene objeción a ello, pero queremos hacer dos (2) 
señalamientos que nos parece que es importante que consten en el registro. 

El primero, que no contiene el Proyecto ante nuestra consideración, disposiciones para que la 
reglamentación que estaba vigente al amparo de la Ley que hoy se deroga siga operando al menos de 
forma transitoria. Y lo que nos parece más importante, se elimina del texto de la Ley que se deroga, 
aquel que disponía que los derechos que se cobraban por concepto de la expedición del permiso no 
podían exceder los tres (3) dólares. Que ciertamente es una cantidad mínima, si consideramos los 
precios hoy.  

Pero se sustituye por un lenguaje muy vago, fijar a los derechos que se cobrarán por concepto 
de la expedición de permisos, y por lo tanto queda fuera del ámbito legislativo de las disposiciones 
estatutarias la cantidad que represente la obtención de ese permiso. 

Solamente queremos hacer constar nuestra preocupación de que en la reglamentación que 
eventualmente se adopte, se multipliquen los precios de tal manera que pueda incidir sobre el costo 
del transporte que se regula a través de este Proyecto. 

SR. REYES BERRÍOS: Señora Presidenta, para que se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 
1140, aquellos que estén a favor dirán que sí. En contra, no. Aprobado. 
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SR. REYES BERRÍOS: Próximo asunto. 
SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 
del Senado 1223 titulado: 
 

“Para enmendar los artículos 15.3 y 18.0 de la Ley 239-2004, según enmendada, conocida 
como “Ley General de Sociedades Cooperativas de Puerto Rico de 2004”, con el propósito de eliminar 
el uso de lenguaje sexista y promover la igualdad de género; y para otros fines relacionados.” 
 

SR. REYES BERRÍOS: Señora Presidenta, la medida viene acompañada con enmiendas del 
informe, proponemos que se aprueben. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: ¿Hay objeción? No habiendo objeción, se aprueban. 
SR. REYES BERRÍOS: Señora Presidenta, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 

1223, los que estén a favor dirán que sí. En contra, no. Aprobado. 
SR. REYES BERRÍOS: Próximo asunto. 
SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución del Senado 229, titulada: 
 

“Para ordenar a la Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico realizar una 
investigación exhaustiva sobre cuántas tutelas diferidas en sede notarial se han otorgado y registrado 
en Puerto Rico desde enero de 2021 hasta el presente, incluyendo el perfil y la edad de las personas 
bajo tutela, con el fin de evaluar el uso, la supervisión y las garantías de protección de derechos que 
rodean esta figura jurídica que no ha sido no reglamentada expresamente, a la luz de las disposiciones 
del Código Civil de 2020; y para otros fines relacionados.” 
 

SR. REYES BERRÍOS: Señora Presidenta, la medida viene acompañada con enmiendas del 
informe, proponemos que se aprueben. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: ¿Hay objeción? No habiendo objeción, se aprueban. 
SR. REYES BERRÍOS: Señora Presidenta, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. TOLEDO LÓPEZ: Señora Presidenta. 
SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Senador Toledo López. 
SR. TOLEDO LÓPEZ: Para tomar un breve turno sobre esta medida. 
SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 
SR. TOLEDO LÓPEZ: Señora Presidenta, la Resolución del Senado 229, realmente persigue 

un propósito que es importante.  
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Sin embargo, se trata de una Resolución de investigación que se delega a la Comisión de lo 
Jurídico, y realmente promueve más bien que se pida una información a la Oficina de Administración 
de Tribunales. 

Por esa razón yo voy a votarle en contra a esta medida, no porque no sea importante lo que se 
está solicitando, y yo tengo que hacer eso muy claro, sino porque realmente esto es una petición de 
información. Y como Petición de Información que es, sería mucho más diligente someterla como una 
Petición de Información, que realmente como una Resolución de Investigación con todos los trámites 
que eso requiere. Ya se lo informé a la compañera que presenta la Resolución. 

De ser aprobada, votaré en contra de ella con un voto explicativo. Pero en este momento voy 
a votarle en contra. 
 

- - - - 
Es llamado a presidir y ocupa la Presidencia el señor Carmelo J. Ríos Santiago, Primer 

Vicepresidente. 
- - - - 

 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Compañero Portavoz. 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Ante la consideración del Senado de Puerto Rico la 

Resolución del Senado 229, según ha sido enmendada, aquellos que estén a favor, dirán que sí. En 
contra, dirán que no. 

Aquellos que estén a favor, dirán que sí. Aquellos que estén… 
Vamos a estar claro, es que escuché solamente al compañero Portavoz decir sí, y escuché al 

compañero Toledo decir no. Eso es uno a uno. Y hay más compañeros aquí en el Hemiciclo. 
Así que vamos otra vez. 
Aquellos que estén a favor de la Resolución del Senado 229, favor de decir que sí. Aquellos 

que estén en contra, dirán que no. Derrotada. 
SR. REYES BERRÍOS: Próximo asunto. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución del Senado 233, titulada: 
 

“Para ordenar a la Comisión de lo Jurídico y a la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos 
del Veterano y a la Comisión de lo Jurídico de la Justicia del Senado de Puerto Rico a realizar una 
investigación exhaustiva sobre los protocolos, reglamentos y planes de manejo que implementa el 
Departamento de Corrección y Rehabilitación de Puerto Rico al momento de excarcelar a personas 
que han cumplido sus sentencias, con especial atención a los mecanismos de prevención de 
reincidencia, incluyendo delitos de agresión sexual y violencia grave, y para otros fines relacionados.” 
 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 
informe, proponemos que se aprueben. 

PRIMER VICEPRESIDENTE: ¿Hay objeción? No habiendo objeción, se aprueban. 
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SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

PRIMER VICEPRESIDENTE: Ante la consideración del Senado de Puerto Rico la 
Resolución del Senado 233, según ha sido enmendada, aquello que estén a favor dirán que sí. En 
contra dirán que no. Aprobada. 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, proponemos 
que se aprueben. 

PRIMER VICEPRESIDENTE: ¿Hay objeción? No habiendo objeción, se aprueban. 
SR. REYES BERRÍOS: Próximo asunto.  
PRIMER VICEPRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 
de la Cámara 272, titulado: 
 

“Para enmendar el inciso (b) de la Sección 4030.20 de la Ley Núm. 1-2011, según enmendada, 
conocida como “Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico” o “Código de Rentas Internas 
de Puerto Rico de 2011” a fin de ampliar el período de exención del pago del impuesto sobre la venta 
y uso en la compra de uniformes y materiales escolares a catorce (14) días al año; y para otros fines 
relacionados.” 
 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, proponemos que se lean. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Adelante con la lectura de las enmiendas en Sala. 

 
ENMIENDAS EN SALA 
En la Exposición de Motivos: 
Página 1, párrafo 2, línea 2, después de “sobre” eliminar “ventas” y sustituir 

por “la venta” 
Página 2, párrafo 1, línea 3, antes de “extiende” eliminar todo su contenido y 

sustituir por “Por lo que, esta Legislación” 
 
En el Decrétase: 
Página 2, línea 1, después de “enmienda” añadir “el inciso (b) de” 
Página 2, línea 2, después de “Rico”” eliminar todo su contenido 
Página 2, línea 3, antes de “para” eliminar todo su contenido 
Página 2, línea 12, después de “periodo de” eliminar “una (1) 

semana” y sustituir por “siete (7) días” 
Página 2, línea 13, después de “aplicará” eliminar “esa” y sustituir 

por “esta” 
Página 3, línea 4, antes de “de” eliminar “Clausula” y sustituir por 

“Cláusula” 
 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: ¿Hay objeción? No habiendo objeción, se aprueban las 

enmiendas en Sala. 
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SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

PRIMER VICEPRESIDENTE: Ante la consideración el Proyecto de la Cámara 272, según ha 
sido enmendado, aquellos que estén a favor dirán que sí. En contra dirán que no. Aprobada. 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala al título, proponemos que 
se lean. 

PRIMER VICEPRESIDENTE: Adelante con las enmiendas en Sala al título y su lectura. 
 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Título: 
Línea 3, antes de “de ampliar” eliminar todo su contenido 

y sustituir por “a los fines” 
 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: ¿Hay objeción? No habiendo objeción, se aprueban las 

enmiendas en Sala. 
SR. REYES BERRÍOS: Próximo asunto. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 
de la Cámara 426, titulado: 
 

“Para crear las “Rutas de Turismo de Aventura de Puerto Rico”, adscritas a la Oficina de 
Turismo del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio; y para otros fines relacionados.” 
 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, la medida viene acompañada con un informe sin 
enmiendas, y solicitamos que se apruebe la medida. 

PRIMER VICEPRESIDENTE: Ante la consideración del Senado de Puerto Rico el Proyecto 
de la Cámara 426, los que estén a favor dirán que sí. En contra dirán que no. Aprobado. 

SR. REYES BERRÍOS: Próximo asunto.  
PRIMER VICEPRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta de la Cámara 291, titulada: 
 

“Para ordenar al Departamento de Agricultura a la Autoridad de Tierras y a la Junta de 
Planificación de Puerto Rico, conforme lo dispuesto por la Ley Núm. 107 de 3 de julio de 1974, según 
enmendada, comúnmente llamada “Ley de Preservación de Tierras para Uso Agrícola”, a proceder con 
la liberación de las condiciones y restricciones sobre preservación e indivisión previamente impuestas 
y anotadas, según dispuesto por la Ley Núm. 107 de 3 de julio de 1974, según enmendada, del en el 
predio de terreno marcado con el número treinta y cuatro (34), en el plano de subdivisión de la finca 
Martineau, sita en el barrio Florida del término municipal de Vieques, Puerto Rico; inscrita al Folio 
Doscientos cuarenta (240) del Tomo cuarenta y cuatro (44) de Vieques, Finca número mil seiscientos 
sesenta y dos (1662); y para otros fines pertinentes.” 
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SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 

informe, proponemos que se aprueben. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: ¿Hay objeción? No habiendo objeción, se aprueban las 

enmiendas en el informe. 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, proponemos que se lean. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Adelante con las enmiendas en Sala. 

 
ENMIENDA EN SALA 
En en Resuélvese: 
Página 3, línea 1, después de “Ordenar” eliminar “al Departamento 

de Agricultura” y sustituir por “a la Autoridad de 
Tierras” 

 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para que se apruebe la enmienda en Sala. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Ante la consideración del Senado de Puerto Rico la 

Resolución Conjunta de la Cámara 291, según ha sido enmendada, aquellos que estén a favor dirán 
que sí. En contra dirán que no. Aprobado. 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, proponemos 
que se aprueben. 

PRIMER VICEPRESIDENTE: ¿Hay objeción? No habiendo objeción, se aprueban. 
SR. REYES BERRÍOS: Breve receso, señor Presidente. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Breve receso en Sala. 

 
RECESO 

 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Señor Portavoz, se reanudan los trabajos del Senado de Puerto 

Rico. 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para reconsiderar la Resolución Conjunta de la 

Cámara 291. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Secundada por el compañero… 
SR. COLÓN LA SANTA: Sí, señor Presidente. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Colón La Santa. 
SRA. SANTIAGO NEGRÓN: Señor Presidente. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Y la compañera… 
SRA. SANTIAGO NEGRÓN: Para consumir un turno sobre la medida. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Okay. Vamos a aprobar primero las enmiendas en Sala, y 

vamos al turno de la medida. 
Señor Portavoz. 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 

informe, proponemos que se aprueben. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: ¿Hay objeción? No habiendo objeción, se aprueban. 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, proponemos que se lean. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Adelante con la lectura de las enmiendas en Sala. 
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ENMIENDA EN SALA 
En el Resuélvese: 
Página 3, línea 1, después de “Ordenar” eliminar “al Departamento 

de Agricultura” y sustituir por “a la Autoridad de 
Tierras” 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para que se apruebe la enmienda en Sala. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: ¿Hay objeción? No habiendo objeción, se aprueba la enmienda 

en Sala. 
Compañera María de Lourdes Santiago. 
SRA. SANTIAGO NEGRÓN: Gracias, señor Presidente. 
La Resolución Conjunta de la Cámara 291, propone que se eliminen las condiciones 

restrictivas que se impusieron al amparo del Programa de Fincas Familiares en un terreno de doce (12) 
cuerdas en el Sector de Martinó en Vieques. 

En estos días en que ha dado tanto de que hablar, el tema de los puestos ambulantes que son 
también o los puestos en la carretera que son también en muchas ocasiones el espacio de salida de los 
productos de nuestros agricultores y agricultora, conviene recordar cuán lejos está nuestro país de la 
soberanía alimentaria. Menos del quince por ciento (15%) de lo que consumimos en nuestro país se 
genera en nuestro país. Tenemos una dependencia anómala de productos comestibles del extranjero.  

Hace ya mucho tiempo cuando se aprobó la Ley de Tierra, se creó el Programa de Fincas 
Familiares con la idea de garantizar terreno suficiente para la agricultura puertorriqueña, con la 
aspiración, no solamente de que los agricultores y agricultoras pudieran tener espacio cultivable a 
poco o ningún costo, también de que el país pudiera consumir ese producto local.  

El Programa de Fincas Familiares, llegó a tener bajo su jurisdicción más de cincuenta y tres 
mil (53,000) cuerdas, algunas eran tenencias de la Autoridad de Tierras otras eran traspasadas 
formalmente a las familias de los agricultores. Ese es el caso de esta finca en Martinó. Es una finca de 
doce (12) cuerdas, y se alega y esto se ha alegado en muchísimas otras medidas similares que hemos 
tenido ante nuestra consideración que ante los cambios en la economía y en la relación con las tierras 
cultivables, espacios que realmente no se están sembrando hay que librarlos de todo tipo de 
restricciones para que la gente haga con esas tierras lo que les plazca. 

Y, que por lo tanto, los herederos que son usualmente quienes reclaman la liberación de esas 
restricciones, puedan disponer como quieran de los terrenos que le fueron en un momento entregados 
a sus padres o a sus madres. 

Yo no tengo problema con que se garantice el hogar, el terreno que una familia necesita para 
vivir y en un momento existían unas disposiciones que establecían restricciones para segregaciones 
de solares de ochocientos (800) metros, que debe ser un lugar suficiente para que una familia 
establezca su casa.  

¿Pero, eliminar las restricciones de doce (12) cuerdas en Vieques? Ustedes saben, verdad lo 
que va a ocurrir con esas doce (12) cuerdas. En un lugar, porque si el problema de vivienda es agudo 
en todo Puerto Rico, debido al desplazamiento que genera el capital extranjero, los proyectos 
habitacionales a corto plazo, en Vieques como todos los problemas de la Isla Grande, allí se multiplica.  

Entonces a mí me parecería perfectamente razonable que a los herederos de esta familia se les 
conceda un espacio donde puedan vivir y esto lo he dialogado con el Secretario de Agricultura, le he 
expresado mi preocupación por el destino del Programa de Fincas Familiares. No hay ningún problema 
que tengan donde vivir, pero no necesitan doce (12) cuerdas para vivir. Y sí, necesitamos muchas 
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cuerdas para cultivar alimento para que Puerto Rico es acerque al principio de soberanía alimentaria, 
para que no dependamos de lo que se produce en otras partes del mundo.  

Por esa razón y subrayando que apoyamos el que las personas sí tengan un espacio donde 
establecer dignamente su vivienda, nos oponemos a la eliminación de las restricciones de uso agrícola 
a estas doce (12) cuerdas en Vieques.  

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

PRIMER VICEPRESIDENTE: Ante la consideración del Senado de Puerto Rico la 
Resolución Conjunta de la Cámara 291, según ha sido enmendada, aquello que estén a favor dirán que 
sí. En contra dirán que no. Aprobado. 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, proponemos 
que se aprueben. 

PRIMER VICEPRESIDENTE: ¿Hay objeción? No habiendo objeción, se aprueban. 
- - - - 

 
SR. REYES BERRÍOS: Breve receso, señor Presidente. 
PRIMER VICEPRESIDENTE: Breve receso en lo que conformamos un Calendario de 

Votación posiblemente Final. 
 

RECESO 
 

- - - - 
Ocupa la Presidencia el señor Thomas Rivera Schatz. 

- - - - 
 

SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para regresar al turno de Peticiones. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

 
PETICIONES Y SOLICITUDES DE INFORMACIÓN AL CUERPO, 

NOTIFICACIONES Y OTRAS COMUNICACIONES 
 

Luego de preparado el Orden de los Asuntos, la Secretaría da cuenta de la siguiente 
Comunicación: 
 

Del Panel sobre el Fiscal Especial Independiente, una comunicación sobre una querella 
presentada por el señor Sebastián Negrón Reichard ante el Panel sobre el Fiscal Especial 
Independiente. 
 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para que se reciba. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se recibe.  
Esos documentos van a ser distribuidos a todos los senadores y publicado en la página del 

Senado. 
Próximo asunto. 
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SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, antes de continuar vamos a solicitar el 
consentimiento de la Cámara de Representantes para solicitarle a la Gobernadora de Puerto Rico la 
devolución del Proyecto del Senado 765. 

SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción? No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, vamos a solicitar el consentimiento de la Cámara 

de Representantes para solicitarle a la Gobernadora de Puerto Rico la devolución del Proyecto del 
Senado 1002. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, solicitamos un breve receso en lo que conformamos 

un Calendario de Votación Final. 
SR. PRESIDENTE: Receso. 

 
RECESO 

 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico. 
Señor Portavoz. 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente para que se conforme un Calendario de Votación 

Final donde se incluyan las siguientes medidas: Proyecto del Senado 889, Proyecto del Senado 989, 
Proyecto del Senado 1119, Proyecto del Senado 1140, Proyecto del Senado 1223; Resolución del 
Senado 233; Proyecto de la Cámara 272, Proyecto de la Cámara 426; y la Resolución Conjunta de la 
Cámara 291. 

Señor Presidente, para que la Votación Final se considere como el Pase de Lista Final para 
todos los fines legales y pertinentes. 

SR. PRESIDENTE: Votación. 
Si algún senador desea abstenerse o emitir un voto explicativo. 
Compañera Álvarez. 
SRA. ÁLVAREZ CONDE: Para un voto de abstención en el PS 989. 
SR. PRESIDENTE: ¿889 o 989?  
SRA. ÁLVAREZ CONDE: 989. 
SR. PRESIDENTE: 989, okay. 
Que se haga constar. 
SRA. SANTIAGO NEGRÓN: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senadora Santiago. 
SRA. SANTIAGO NEGRÓN: Voto explicativo para el Proyecto del Senado 1140. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
¿Alguien más, compañero?  
Señora Secretaria, haga constar que yo estaré votando en contra, con voto explicativo al 

Proyecto del Senado 889, el Proyecto del Senado 1223 y la Resolución del Senado 233. En contra, 
con voto explicativo en esas tres (3) medidas. 

Ábrase la votación. 
SR. TOLEDO LÓPEZ: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Toledo López. 
SR. TOLEDO LÓPEZ: Para unirme a su voto explicativo en contra del 1223. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
SRA. PADILLA ALVELO: Señor Presidente. 
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SR. PRESIDENTE: Senadora Padilla Alvelo. 
SRA. PADILLA ALVELO: De la misma manera, en la 1223 me uno a su voto explicativo. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
SRA. PADILLA ALVELO: En contra. 
SR. ROSA RAMOS: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Rosa. 
SR. ROSA RAMOS: Para unirme a su voto explicativo. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
SRA. SOTO TOLENTINO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañera Soto Tolentino. 
SRA. SOTO TOLENTINO: Para solicitar un voto de abstención en el Proyecto del Senado 

1223, con un voto explicativo. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
SRA. PÉREZ SOTO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañera. 
SRA. PÉREZ SOTO: Para unirme a su voto explicativo del Proyecto 1223. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
SRA. BARLUCEA RODRÍGUEZ: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañera Jamie Barlucea. 
SRA. BARLUCEA RODRÍGUEZ: Sí, para un voto de abstención en el Proyecto del Senado 

889. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
SR. SANTOS ORTIZ: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Santos Ortiz. 
SR. SANTOS ORTIZ: Para ser un voto de abstención en el 889 y 1223. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
SR. SANTOS ORTIZ: Gracias. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Gregorio Matías. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unirme a los votos explicativos suyos del 889, 1223 y 233. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
SRA. MORAN TRINIDAD: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañera Moran. 
SRA. MORAN TRINIDAD: Para un voto de abstención en la R.C.C. 291 y para un voto 

explicativo a favor en el P. del S. 989. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Portavoz. 
SR. REYES BERRÍOS: Para unirme a sus votos explicativos. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
SRA. PÉREZ SOTO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañera Pérez Soto. 
SRA. PÉREZ SOTO: Para cambiar el voto que aparece en pantalla como a favor del 223, 

cuando es en contra. Por favor. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SRA. SOTO TOLENTINO: Señor Presidente. 
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SR. PRESIDENTE: Compañera Soto Tolentino. 
SRA. SOTO TOLENTINO: Para solicitar un voto de abstención en el Proyecto del Senado 

889, con un voto explicativo. Y en el Proyecto del Senado 989, a favor, con un voto explicativo. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
SRA. SOTO TOLENTINO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañera Soto Tolentino. 
SRA. SOTO TOLENTINO: Para unirme a su voto explicativo en contra de la Resolución del 

Senado 233. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
Todos los senadores presentes emitieron su voto.  
Señora Secretaria, informe los resultados de la votación.  

 
CALENDARIO DE APROBACIÓN FINAL DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 
 

Son consideradas en Votación Final las siguientes medidas: 
 

P. del S. 889 
(Derrotada) 

“Para enmendar la Ley Núm. 57 de 19 de junio de 1958, según enmendada, conocida como 
“Ley de Donaciones del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, a los fines de añadir 
un nuevo Artículo 5-A que faculte expresamente a las agencias gubernamentales, instrumentalidades, 
corporaciones públicas y municipios a celebrar acuerdos de entendimiento para donar en especie 
materiales excedentes o disponibles de reparación y mantenimiento de infraestructura —tales como 
selladores de techo, materiales de pared y otros similares— bienes muebles a otras agencias del 
Gobierno para mejorar la planta física dedicada al servicio público y promover el uso eficiente de 
bienes públicos disponibles; establecer procedimientos simplificados, requisitos de transparencia, 
justificación de excedencia documentada, cumplimiento con normas federales cuando aplique, 
registro ante la Oficina de la Contralora de Puerto Rico y auditoría; y para otros fines relacionados.” 
 

P. del S. 989 
Para añadir un nuevo inciso (I) a la Sección 2 de la Ley Núm. 221 del 15 de mayo de 1948, 

según enmendada, conocida como “Ley de Juegos de Azar y Autorización de Máquinas 
Tragamonedas en los Casinos”, con el fin de autorizar el juego de bingo en los paradores. 
 

P. del S. 1119 
“Para crear la “Ley de Transparencia de Precios de Servicios Hospitalarios de Puerto Rico”; 

establecer como política pública la divulgación obligatoria, accesible y estandarizada de los precios 
de servicios hospitalarios; otorgar autoridad al Departamento de Salud de Puerto Rico para adoptar 
reglamentos e imponer sanciones administrativas a los hospitales que incumplan; reconocer el derecho 
de acción privada a los pacientes afectados; y para otros fines relacionados.” 
 

P. del S. 1140 
“Para añadir un nuevo Artículo 73-A en la Ley Núm. 109 de 28 de junio de 1962, según 

enmendada, conocida como “Ley de Servicio Público de Puerto Rico”, con el propósito de integrar en 
esta las disposiciones contenidas en la Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 1972, según enmendada, 
mediante la cual se declara, en su totalidad, la actividad de transporte o carga de agregados por vías 
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públicas para fines comerciales e industriales en Puerto Rico como una actividad de interés público, a 
los fines de lograr y preservar el equilibrio deseable que debe existir entre la fuerza humana dedicada 
a tal actividad y la demanda o necesidad de los agregados para fines comerciales e industriales en 
Puerto Rico; derogar la Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 1972, según enmendada; y para otros fines 
relacionados.” 
 

P. del S. 1223 
(Derrotada) 

“Para enmendar los artículos 15.3 y 18.0 de la Ley 239-2004, según enmendada, conocida 
como “Ley General de Sociedades Cooperativas de Puerto Rico de 2004”, con el propósito de eliminar 
el uso de lenguaje sexista y promover la igualdad de género; y para otros fines relacionados.” 
 

R. del S. 233 
“Para ordenar a la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano, y a la Comisión de 

lo Jurídico del Senado de Puerto Rico a realizar una investigación exhaustiva sobre los protocolos, 
reglamentos y planes de manejo que implementa el Departamento de Corrección y Rehabilitación de 
Puerto Rico al momento de excarcelar a personas que han cumplido sus sentencias, con especial 
atención a los mecanismos de prevención de reincidencia, incluyendo delitos de agresión sexual y 
violencia grave; y para otros fines relacionados.” 
 

P. de la C. 272 
“Para enmendar el inciso (b) de la Sección 4030.20 de la Ley Núm. 1-2011, según enmendada, 

conocida como “Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico” o “Código de Rentas Internas 
de Puerto Rico de 2011” a fin de ampliar el período de exención del pago del impuesto sobre la venta 
y uso en la compra de uniformes y materiales escolares a catorce (14) días al año; y para otros fines 
relacionados.” 
 

P. de la C. 426 
“Para crear las “Rutas de Turismo de Aventura de Puerto Rico”, adscritas a la Oficina de 

Turismo del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio; y para otros fines relacionados.” 
 

R. C. de la C. 291 
“Para ordenar al Departamento de Agricultura a la Autoridad de Tierras y a la Junta de 

Planificación de Puerto Rico, conforme lo dispuesto por la Ley Núm. 107 de 3 de julio de 1974, según 
enmendada, comúnmente llamada “Ley de Preservación de Tierras para Uso Agrícola”, a proceder con 
la liberación de las condiciones y restricciones sobre preservación e indivisión previamente impuestas 
y anotadas, según dispuesto por la Ley Núm. 107 de 3 de julio de 1974, según enmendada, del en el 
predio de terreno marcado con el número treinta y cuatro (34), en el plano de subdivisión de la finca 
Martineau, sita en el barrio Florida del término municipal de Vieques, Puerto Rico; inscrita al Folio 
Doscientos cuarenta (240) del Tomo cuarenta y cuatro (44) de Vieques, Finca número mil seiscientos 
sesenta y dos (1662); y para otros fines pertinentes.” 
 

VOTACIÓN 
 

El Proyecto del Senado 1119 y el Proyecto de la Cámara 272 son considerados en Votación Final, 
la que tiene efecto con el siguiente resultado: 
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VOTOS AFIRMATIVOS 

 
Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José Luis 
Dalmau Santiago, Adrián González Costa, Héctor Gabriel González López, Marissa Jiménez Santoni, 
Gregorio Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Brenda 
Pérez Soto, Wilmer Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos Santiago, Joanne M. Rodríguez Veve, Karen 
Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, María de L. Santiago 
Negrón, José A. Santiago Rivera, Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda M. Soto 
Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ...................................................................................................................................................  25 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto de la Cámara 426 es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 
siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José Luis 
Dalmau Santiago, Adrián González Costa, Héctor Gabriel González López, Marissa Jiménez Santoni, 
Gregorio Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Brenda 
Pérez Soto, Wilmer Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos Santiago, Joanne M. Rodríguez Veve, Karen 
Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, María de L. Santiago 
Negrón, Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda M. Soto Tolentino, Ángel Toledo López y 
Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  24 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senador: 

José A. Santiago Rivera. 
 
Total ....................................................................................................................................................  1 
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VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto del Senado 1140 es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente 
resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José Luis 
Dalmau Santiago, Adrián González Costa, Héctor Gabriel González López, Marissa Jiménez Santoni, 
Gregorio Matías Rosario, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Brenda Pérez Soto, Wilmer 
Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos Santiago, Joanne M. Rodríguez Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, 
Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, María de L. Santiago Negrón, Rafael Santos Ortiz, 
Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda M. Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, 
Presidente. 
Total ..................................................................................................................................................  23 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Eliezer Molina Pérez y José A. Santiago Rivera. 
 
Total ....................................................................................................................................................  2 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto del Senado 989 es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente 
resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José Luis Dalmau Santiago, Héctor 
Gabriel González López, Marissa Jiménez Santoni, Gregorio Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Nitza 
Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Brenda Pérez Soto, Wilmer Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos 
Santiago, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, 
Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda M. Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas 
Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  20 
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VOTOS NEGATIVOS 

 
Senadores: 

Adrián González Costa, Joanne M. Rodríguez Veve, María de L. Santiago Negrón y José A. 
Santiago Rivera. 
 
Total ....................................................................................................................................................  4 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Senadora: 

Ada M. Álvarez Conde. 
 
Total ....................................................................................................................................................  1 
 
 

La Resolución Conjunta de la Cámara 291 es considerada en Votación Final, la que tiene efecto 
con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, Héctor Gabriel González López, Marissa 
Jiménez Santoni, Gregorio Matías Rosario, Migdalia Padilla Alvelo, Brenda Pérez Soto, Wilmer Reyes 
Berríos, Carmelo J. Ríos Santiago, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor 
Joaquín Sánchez Álvarez, Rafael Santos Ortiz, Wanda M. Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas 
Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  16 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores:  

Ada M. Álvarez Conde, José Luis Dalmau Santiago, Adrián González Costa, Eliezer Molina 
Pérez, Joanne M. Rodríguez Veve, María de L. Santiago Negrón, José A. Santiago Rivera y Roxanna I. 
Soto Aguilú. 
 
Total ....................................................................................................................................................  8 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Senadora: 

Nitza Moran Trinidad. 
 
Total ....................................................................................................................................................  1 
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La Resolución del Senado 233 es considerada en Votación Final, la que tiene efecto con el 
siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José Luis 
Dalmau Santiago, Adrián González Costa, Héctor Gabriel González López, Eliezer Molina Pérez, Nitza 
Moran Trinidad, Brenda Pérez Soto, Carmelo J. Ríos Santiago, Joanne M. Rodríguez Veve, Karen 
Michelle Román Rodríguez, María de L. Santiago Negrón, José A. Santiago Rivera y Roxanna I. Soto 
Aguilú. 
 
Total ..................................................................................................................................................  15 
 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Marissa Jiménez Santoni, Gregorio Matías Rosario, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer Reyes 
Berríos, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, Rafael Santos Ortiz, Wanda M. Soto 
Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  10 
 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto del Senado 1223 es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente 
resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, José Luis Dalmau Santiago, Adrián González 
Costa, Héctor Gabriel González López, Marissa Jiménez Santoni, Eliezer Molina Pérez, Nitza Moran 
Trinidad, Carmelo J. Ríos Santiago, Karen Michelle Román Rodríguez, María de L. Santiago Negrón y 
José A. Santiago Rivera. 
 
Total ..................................................................................................................................................  12 
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VOTOS NEGATIVOS 

 
Senadores: 

Luis Daniel Colón La Santa, Gregorio Matías Rosario, Migdalia Padilla Alvelo, Brenda Pérez 
Soto, Wilmer Reyes Berríos, Joanne M. Rodríguez Veve, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez 
Álvarez, Roxanna I. Soto Aguilú, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  11 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Senadores: 

Rafael Santos Ortiz y Wanda M. Soto Tolentino. 
 
Total ....................................................................................................................................................  2 
 
 

El Proyecto del Senado 889 es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente 
resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, José Luis Dalmau Santiago, Héctor Gabriel González López, Eliezer 
Molina Pérez, Nitza Moran Trinidad, Brenda Pérez Soto, Carmelo J. Ríos Santiago, Joanne M. Rodríguez 
Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, Roxanna I. Soto Aguilú, y Ángel Toledo López. 
 
Total ..................................................................................................................................................  11 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Luis Daniel Colón La Santa, Adrián González Costa, Marissa Jiménez Santoni, Gregorio Matías 
Rosario, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer Reyes Berríos, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez 
Álvarez, María de L. Santiago Negrón, José A. Santiago Rivera y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  11 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Senadores: 

Jamie Barlucea Rodríguez, Rafael Santos Ortiz y Wanda M. Soto Tolentino. 
 
Total ....................................................................................................................................................  3 
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SR. PRESIDENTE: Con excepción de los Proyectos del Senado 889 y Proyecto del Senado 

1223, que no recibieron los votos y no fueron aprobados, todas las demás medidas fueron aprobadas. 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, solicitamos el consentimiento de la Cámara de 

Representantes para recesar los trabajos de tres (3) días consecutivos, desde hoy lunes, 15 de junio, 
hasta el próximo viernes, 19 de junio de 2026. 

SR. PRESIDENTE: Está solicitando el Portavoz permiso para poder sesionar por un periodo 
mayor a los tres (3) días, ¿alguna objeción? No habiendo objeción, así se acuerda. 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para que se excuse de los trabajos de la Sesión de 
hoy, a la senadora González Huertas. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se excusa a la compañera González Huertas y al 
compañero Morales. 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para recesar los trabajos del Senado de Puerto Rico 
hasta el viernes, 19 de junio de 2026, a la una de la tarde (1:00 p.m.). 

SR. PRESIDENTE: Antes de eso. Volvemos a convocar y a notificar que el próximo 
miércoles, 17 de junio, a las diez de la mañana (10:00 a.m.) en el Salón Leopoldo Figueroa de este 
Capitolio, tendremos la Comisión Total, invitando a los señores Alcaldes de Bayamón, San Juan, a 
participar.  

Y se le hará, se interrogará o se preguntará al Presidente Ejecutivo de la Autoridad de 
Acueductos y Alcantarillados, el ingeniero González. 

Así que todos los senadores están debidamente notificados y convocados para el próximo 17 
de junio, a las diez de la mañana (10:00 a.m.) en el Leopoldo Figueroa. 

El jueves, tenemos una Sesión Especial bien breve, el jueves 18, una Sesión Especial bien 
corta, muy breve, así que estamos convocando para ese día de Sesión Especial también. 

Siendo así, el Senado de Puerto Rico recesa sus trabajos hasta el próximo, a pesar de que 
tenemos la Sesión Especial el jueves, hasta el próximo viernes, 19 de junio, a la una de la tarde (1:00 
p.m.), donde vamos a estar atendiendo potencialmente el Presupuesto del Gobierno de Puerto Rico. Y 
hoy es lunes, 15 de junio, y son las tres y cuarenta y tres de la tarde (3:43 p.m.). 

Receso. 
 

“VOTO EXPLICATIVO 
(R. C. del S. 189) 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

En sesión celebrada el 28 de mayo de 2026 el Senado de Puerto Rico aprobó la Resolución 
Conjunta del Senado Número 189 (RCS189). La RCS 189 ordena al Departamento de Transportación 
y Obras Públicas confeccionar, diseñar y expedir una tablilla y una licencia de conducir 
conmemorativa del Semiquincentenario de los Estados Unidos, a partir del 1 de julio de 2026 hasta el 
30 de junio de 2027; disponer sobre el diseño y los requisitos para adquirirla; ordenar al Secretario del 
Departamento de Hacienda y al Secretario del Departamento de Transportación y Obras Públicas 
aprobar y/o enmendar las normas, reglas y reglamentos necesarios y convenientes; ordenar al 
Departamento de Estado la creación y apertura de una tienda de memorabilia y recuerdos alusivos a 
esta festividad y para otros fines relacionados. La delegación del Partido Independentista 
Puertorriqueño emitió un voto en contra de dicha resolución. A continuación, exponemos las razones 
para nuestra oposición. 
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La medida de epígrafe ordena al Departamento de Transportación y Obras Públicas diseñar 

una tablilla y una licencia de conducir en conmemoración del 250 aniversario de los Estados Unidos 
de América para que pueda ser adquirida mediante un pago emitido por conductores y dueños de 
vehículos. Como cuestión de principios repudiamos cualquier gestión pública encaminada a celebrar, 
conmemorar o de cualquier manera resaltar nuestro sistema colonial. Un sistema que, tanto sectores 
independentistas como anexionistas, han repudiado. Promover desde la gestión pública la celebración 
de la fundación del país que nos coloniza es ofensivo contra todos los sectores que promovemos la 
descolonización, sobre todo cuando fue un reclamo de país en las urnas en noviembre de 2012. 

Por otra parte, la Resolución Conjunta establece que “[t]odo dinero generado por la adquisición 
de la tablilla conmemorativa del Semiquincentenario de los Estados Unidos será transferido a un 
Fondo Especial, administrado por el Departamento de Hacienda, para uso exclusivo del Departamento 
de Estado en las festividades del 4 de julio”. Como cuestión de sana administración, consideramos 
que promover la venta de una tablilla y una licencia con el fin de la creación de un fondo especial para 
sufragar los costos de una futura celebración conmemorando la independencia de Estados Unidos, se 
aleja abismalmente de las prioridades de nuestro país.  

Más allá del diseño de una tablilla conmemorativa, los fondos del erario deben destinarse a 
atender los problemas que afectan el diario vivir de nuestros compatriotas. De ninguna forma resulta 
productiva o beneficiosa la creación de este fondo que no atiende asuntos como lo son la 
infraestructura de las carreteras, puentes, y aceras; al igual que los costos de peaje que tienen que 
incurrir las personas que transitan por las autopistas para llegar a sus trabajos, hogares, escuelas, y 
universidades.  

Causa mucha indignación que este cuerpo apruebe la creación de semejante fondo especial, 
tres días después de que las escuelas privadas que ofrecen servicios a los niños y niñas de educación 
especial  llevaran sus reclamos por millones de dólares que le debe el Departamento de Educación. 
Además, le resulta más apremiante al cuerpo del Senado la aprobación de esta Resolución Conjunta 
que concederle un presupuesto digno a la Universidad de Puerto Rico, que les permita operar. 

Esta Resolución Conjunta compromete funciones ejecutivas para que se adapten formularios, 
enmienden reglamentos, recauden fondos, realicen campañas educativas, vendan memorabilia, entre 
muchos otros. Los funcionarios del poder ejecutivo deben utilizar sus esfuerzos para atender los 
problemas existentes y de alta envergadura, como lo son el acceso al agua y al servicio de energía 
eléctrica. Resulta ofensivo que el gobierno emplee tiempo y recursos en festividades relacionadas al 
4 de julio. 

Por todo lo anterior, emitimos nuestro voto en contra de la RCS 189. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) (Fdo.) 
Senador Adrián González Costa Senadora María de Lourdes Santiago Negrón 
Portavoz Alterno del Partido Portavoz del Partido 
Independentista Puertorriqueño Independentista Puertorriqueño” 
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“VOTO EXPLICATIVO 

(R. del S. 201) 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

El senador que suscribe, presenta este Voto Explicativo para exponer las razones que dieron 
paso a consignar su voto EN CONTRA de la RESOLUCIÓN DEL SENADO 201, aprobada por 
este Alto Cuerpo Legislativo el 8 de junio de 2026 en la presente Sesión Ordinaria. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
La Resolución del Senado 201 tiene como propósito ordenar a las comisiones de Turismo, 

Recursos Naturales y Ambientales; y de Panificación, Permisos, Infraestructura y Urbanismo del 
Senado de Puerto Rico realizar una investigación exhaustiva sobre la posible disposición inadecuada 
de vehículos de motor, maquinaria pesada y equipo adquirido con fondos públicos o federales por 
parte del Municipio de Villalba, particularmente aquellos encontrados enterrados en los predios del 
Departamento de Obras Públicas Municipal; sobre el cumplimiento con los protocolos establecidos 
para la baja y disposición final de estos activos, en coordinación con el Departamento de 
Transportación y Obras Públicas y el Departamento de Recursos Naturales y Ambientales; y para otros 
fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN 
La exposición de motivos de la medida hace referencia a una visita realizada el 17 de mayo de 

2025 por la gobernadora de Puerto Rico junto a otros funcionarios públicos, incluyendo el secretario 
del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales y el alcalde de Villalba. 

Según la medida, durante dicha visita se identificó un presunto vertedero clandestino en el que 
se encontraron múltiples vehículos, piezas de equipo pesado y “chasis” de ambulancias enterrados en 
predios municipales. Aunque la Comisión de Asuntos Internos eliminó del texto de la medida el 
lenguaje que hacía referencia directa a este servidor durante el tiempo en que a mucha honra fui alcalde 
de la Ciudad Avancina, es evidente que se trata de una medida dirigida a la persecución de este 
servidor y ante los esfuerzos que llevo a cabo liderando la fiscalización en Puerto Rico. ¡Si se creen 
que con este me van a callar, están bien equivocados!  

¿Que si me sorprende? No. ¡Mucho tardaron! Medidas como esta han pasado por este mismo 
hemiciclo para perseguir a alcaldes -todavía incumbentes- en un intento por lacerar sus figuras y no 
lo han logrado. Ya lo han hecho con el alcalde de Carolina, ya lo han hecho con el alcalde de Arecibo, 
muy recientemente con la alcaldesa de Humacao. Y no han logrado NADA. 

Lo mismo ocurrirá con esta medida que no es otra cosa que una cacería de brujas. Pero peor 
aún, es un peligroso precedente que no tiene más que la intención de intentar callar a quien ha 
denunciado una y otra vez los desmanes, las vergüenzas, y las mentiras de esta administración 
caracterizada por tener entre sus principales figuras a personas de dudosa reputación.  

En mis 12 años como alcalde nunca tuve un solo señalamiento ambiental. Ni una sola 
comunidad se querelló por vertederos clandestinos o vehículos enterrados. En 12 años de auditorías 
de la Oficina del Contralor nunca tuve un solo señalamiento ambiental o de mal manejo de vehículos. 
Ni un solo señalamiento federal por el manejo de los vehículos. En año y medio no hay ni siquiera 
una investigación del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales o la “U.S. Environmental 
Protection Agency” (EPA, por sus siglas en inglés). 
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Al aprobar esta medida, la mayoría del PNP levanta un pésimo precedente pues ni tan siquiera 
el alcalde actual ha radicado ni una sola querella de daño ambiental cometida por la pasada 
administración.  

La Delegación del PPD que me honro en representar ha pedido decenas de investigaciones y 
ni siquiera se le ha dado paso en el trámite legislativo: 

• RS 16: para investigar la “elección” de una senadora. 
• RS 76: para investigar los $550 millones que desaparecieron para la PR-10 en Ponce. 
• RS 203: para investigar el atraso en los pagos a los proveedores de servicios de 

educación especial. 
• RS 306: para investigar el traqueteo con los contratos en PRITS 
• RS 483: para investigar la participación de la actual secretaria de la Familia en el 

otorgamiento de contratos cuando dirigió una división en el Departamento de Salud. 
• RS 501: para investigar el trasiego de drogas a cambio de votos en las cárceles.  
Pero hoy quieren callar mi voz con una resolución basada en NADA. Ni una sola querella, ni 

una sola persona que formalmente se haya quejado, ni un solo señalamiento. Solo una gobernadora 
que hizo un video con señalamientos estrictamente políticos. Esto no es más que una persecución 
política utilizando el Poder investigativo de la Asamblea Legislativo. 

Es importante resaltar que todo vehículo que haya cumplido con su vida útil durante mi 
administración fue debidamente decomisado, esto según las leyes y reglamentos aplicables.  

Para hacerlo peor, se presentaron enmiendas en sala que lejos de ponerle fin al trámite 
legislativo de la medida, persiguen expandir la investigación a los setenta y ocho (78) municipios. 

En fin, consigno mi voto EN CONTRA de la medida. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Luis Javier Hernández Ortiz  
Portavoz Delegación PPD” 
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